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Por renuncia del Dr. Llambí Campbell y encontrándose imposibilitados por • 
causas los señores Kier, Jorge y Luro de poder asistir á las reuniones 
Comisión, ésta fué integrada con los señores: 



Dr. Don Manuel 6. Gonnet 
» Onésimo Leguizamon 
» Juan M. Terrero 
» José F. López 
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COMISIÓN DE «EL REDACTOR» 



Dr. Don Juan M. Terrero 
» » Jacob Larrain 
Secretario:— » » Antonio del Pino 



(1) Este señor Convencional, como Presidente de la Honorable Convención, fué declarado 
miembro nato de la Comisión Revisora. 



jj^^^^Hfi 




1 








^^^^^^^^^^H ■'!■•:. 




^^^^^^^H 




^^^^^^^^H 




^^^^^^^^H 




^^^^^^^^^^^^^^^H 















.* 



INFORME 



DE LA 



COMISIÓN REVISORA 



.-> ^ 



INFORME DE LA COMISIÓN REYISOIÍA 



Honorables Señares Convencionales: 



San Jos»'' do Floros, Huero <le 1884 



La Comisión nombrada por V. II. para pro- 
yectar las reformas que deben introducirse en 
la Constitución de la Provincia, tiene el honor 
de venir á daros cuenta de la manera como ha 
desempeñado su cometido. 

Larga ha sido su tarea, pero al fin de ella se 
felicita de poderos asegurar que el proyecto 
que acompaña, respetando las tradiciones y los 
principios de libertad que tanto ama el pueblo, 
ha consignado todas las reformas que las nue- 
vas necesidades de la Provincia señalan como 
indispensables. 

Este Informe escrito será parco en detalles, 
porque la Comisión ha creido llenar mejor su 
deber acompañando el estracto prolijo de todas 
sus sesiones en El Redactor de sus debates, 
á fin de haceros conocer los fundamentos de 
cada artículo reformado. Por esta razón, en 
este documento solo se tocan las grandes cues- 
tiones constitucionales, abarcándolas en con- 
junto y bajo su forma mas trascendental. 



En la Primera Sección, que se refiere á las 
declaraciones, derechos y garantías, se hallan 
consignados los principios fundamentales á 
que deben subordinarse todas las disposicio- 
nes que rijen la forma y el funcionamiento de 
los Poderes Públicos. 

La plenitud de los derechos políticos, en la 
esfera de la amplia libertad, ha sido armónica- 
mente combinada con la limitación de los Po- 
deres Públicos, marcando a éstos su respecti- 
va órbita de acción, sin menoscabo del libre 
ejercicio del derecho individual y colectivo del 
pueblo. 

Hállanse, pues, acertadamente resueltos los 
graves problemas que, planteados á fines del 
siglo pasado, son aún objeto de detenidos es- 
tudios para los que se consagran á las investi- 
gaciones de la ciencia política; y puede decir- 
se, sin temor de aparecer fascinado, que las 
soluciones dadas por nuestra Constitución sa- 
tisfacen las aspiraciones de los que creen que 



e3tá reservada á la libertad, la fuerza eficiente 
del progreso humano, por cuanto vigorizando 
ella la actividad del hombre, suprime a la vez 
las fuerzas estrañas que detienen su desenvol- 
vimiento intelectual v moral. 

La historia atestigua que la conquista de las 
libertades políticas, alcanzadas por los esfuer- 
zos de la filosofía social, desenvuelve gradual- 
mento el sentimiento de li personalidad en el 
hombre, preparando a este para el gobierno 
propio que debe ser el ideal de todo régimen 
político, y el hecho a que incesantemente 
aspiran los que piensan que el progreso so- 
cial, solo puede producirse por la espansion de 
la inteligencia humana, bajo el imperio de la 
libertad que asegura la ley. 

La Constitución de la Provincia de Buenos 
Aires fué elaborada en una época tranquila en 
que todos los partidos políticos se aproxima- 
ron para concurrir á una obra altamente pa- 
triótica y de interés común, sin mas aspira- 
ción que la de hacer efectivo el gobierno pro- 
pio por los influjos saludables de la libertad, 
de la justicia y del derecho, convertidos en 
instituciones tutelares y permanentes. 

Tan nobles propósitos no podian ser defrau- 
dados por los que en holocausto de la patria 
común, supieron despojarse de toda ambición 
política. Para preocuparse tan solo de los su- 
premos intereses del pueblo, consagrando su 
inteligencia á la solución de los arduos pro- 
blemas que son hoy mismo la preocupación 
constante de los mas profundos estadistas, 
pues ellos entrañan el bienestar y la felicidad 
de toda sociedad política. 

La Convención Constituyente de 1873, con- 
tó en su seno distinguidas inteligencias, que, 
elevándose á la mayor altura en el terreno de 
la teoría constitucional, supieron dotar á la 
Provincia de Buenos Aires de las últimas con- 
quistas de la ciencia, tanto en la esfera de los 
derechos y garantías políticas, como en el 
mecanismo de las funciones de los Poderes 
Públicos. 



_.„ ¡«iiii decidirse á entrar I 
... .,» itíiorma, si no con esa confianza que in- 
funde la conciencia do la propia suficiencia, 
por lo menos con la voluntad decidida de ha- 
cer mas prácticos los principios constitucio- 
nales, y mas eficaces las garantías que la Cons- 
titución asegura á todos los miembros de la 
asociación política. 

Las nuevas condiciones en que se encuen- 
tra la Provincia de Buenos Aires, y la espe- 
riencia adquirida por el aprendizaje de ios úl- 
timos diez años de su vida constitucional, lian 
ofrecido á la Comisión motivos bastantes pa- 
ra proponeros algunas reformas, que si bien 
no importan estrictamente nuevas conquistas 
en el sentido de las libertades y garantías po- 
líticas ya consagradas, presentan al menos la 
conveniencia de ajustarse mas ¡i la situación 
actual, teniendo en vista al mismo tiempo, los 
elementos que están llamados ¡i hacer do la 
Constitución una verdad práctica en la vida 
regular del pueblo. 

Las constituciones no deben ser seguramen- 
te vanos programas, ni un simple epítome de 
aspiraciones para el futuro, sino la sanción del 
derecho y de la libertad actual, desdo que 
ese derecho y esa libertad son las mas positi- 
vas y preciosas conquistas que lian alcanzado 
los pueblos en la civilización de los tiempos 
modernos. 

Para asegurar el porvenir es menester ci- 
mentar bien el presente* procurando gravar 
en la conciencia do cada habitante la noción 
del derecho. 

La Comisión ha meditado siriamente las 
razones que lian aconsejado la sanción de ca- 
da uno de los artículos de la Constitución vi- 
gente, mediante el detenido estudio ijiio ha he- 
cho en la fuente misma que inspiró sus deba- 
tes, lo que le ha permitido pone*""—- - 
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do por medio del fraude el ejercicio del Po- 
der. 

No es esta la oportunidad de discutir la 
verdad de esas acusaciones; pero es sí 
oportuno recordarlas, siquiera sea para jus- 
tificar las reformas que la Comisión pro- 
yecta. 

El fraude y la usurpación serán siempre 
elementos de nuestras luchas políticas, en 
tanto que la ley autorice la abstención 
y el sufragio universal, que son los ene- 
migos del verdadero sistema representa- 
tivo. 

La abstención de los ciudadanos en el dia 
de los comicios, no es la renuncia del ejer- 
cicio de un derecho personal. En nuestras 
democracias representativas, donde el gobierno 
se constituye por medio de elecciones perió- 
dicas, el sufragio debe ser una carga pública, 
puesto que él es la base de todo poder en la 
República. 

Ningún ciudadano puede pretender que 
tiene el derecho de vivir en sociedad con le- 
yes, con instituciones y con 'Patria, pero sin 
gobierno. Y la abstención, — reconocida co- 
mo un derecho individual — nos llevaría á ese 
resultado el dia en que la indiferencia ó el des- 
aliento, llevase al pueblo á abstenerse de 
concurrir á votar. 

En la misma evolución do los partidos 
políticos, la abstención no es una mera re- 
nuncia al ejercicio de ciertos derechos: es un 
verdadero atentado contra la libertad y la se- 
guridad de todos, por los resultados que ella 
produce. Los despotismos y las oligarquías 
nacen y se engrandecen á la sombra de esas 
abstenciones, que educan al pueblo en la indi- 
ferencia que engendra las ambiciones de los 
poderosos, tolera los avances de los mandata- 
rios y consolida el Gobierno de los mas au- 
daces. 

"Es á la sombra de esas abstenciones que las 
libertades públicas perecen; es a favor de ese 
indiferentismo culpable que la América del 
Sud ha visto crecer las tiranías sangrien- 
tas. 

Aceptada como base de toda elección en la 
Provincia: «La representación proporcio- 
nal de todas las opiniones según el número 
de adherentes que cada uno tuviese» — la 
Comisión no ha podido reconocer como un 
derecho cívico, la abstención. 

No hay base posible para la proporción, si 
se admite que un partido en masa pueda 
abstenerse legítimamente de concurrir á los 
comicios ó si se reconoce aisladamente en ca- 
da ciudadano el derecho de abstenerse. 

Pero si Y. H. no acepta la reforma, la ma- 
yoría efectiva del pueblo continuarla abste- 
niéndose, probando el censo y los escrutinios 



electorales, que . el número de ciudadanos abs- 
tenidos ha sido siempre mucho mayor que la 
totalidad de los sufragantes. 

La regla adoptada para nuestra organiza- 
ción legislativa es la mas alta aspiración de 
la ciencia moderna: el gobierno de todas las 
opiniones representadas por un número pro- 
porcional al de sus adherentes. 

Pero si la abstención formara la mayoría, 
si conocidas las cifras del empadronamiento 
y las de los escrutinios de las elecciones, re- 
sultase que el número de los abstenidos es 
mayor que el do ios sufragantes, ¿quién re- 
presentará en las Asambleas deliberantes á 
esos abstenidos? Los representan actual- 
mente los votantes; pero este es un defecto de 
sistema, porque nadie puede representar le- 
galmente á otro sin que se le constituya en 
mandatario. 

La ficción de que los que se abstienen, re- 
nuncian el derecho del sufragio en obsequio 
de los que votan, es tan inadmisible, que nos 
conducirla á reconocer como un derecho la re- 
nuncia de los deberes. 

La Comisión ha creido que debia estable- 
cer terminantemente en la Constitución, como 
un deber de todo ciudadano que reside en la 
Provincia, la obligación imperativa de concur- 
rir á los comicios bajo la sanción penal que 
la ley determine. 

La razón capital que sirve de fundamento á 
esta doctrina, es la de reputar el sufragio co- 
mo una función pública del gobierno represen- 
tativo, que como todo deber cívico, no puede 
renunciarse. 

Son ya por nuestras leyes actuales, irre- 
nunciables los puestos de los ciudadanos en- 
cargados de los actos preparatorios del su- 
fragio, y ellas han fijado penas á los que co- 
metan alguna omisión en su desempeño. ¿Có- 
mo pretender, pues, que no sean también 
obligatorias las funciones mismas del sufra- 
gio, si lo son las que solo tienen por objeto 
garantizar su pureza y su ejercicio. 

Si el servicio militar es una carga pública 
á que todo argentino está obligado para de- 
fender la Patria y las instituciones, el sufra- 
gio que es el que crea y organiza esas institu- 
ciones, debe ser necesariamente colocado en 
condiciones idénticas. No puede admitirse 
tampoco que sea renunciable lo que no es ni 
libertad ni garantía individual, sino elemento 
constitutivo de la existencia del Gobierno de 
todos. 

Lo que verdaderamente constituye un de- 
recho en el sufragio, es la facultad de elejir 
el candidato por quien se vota; pero el acto 
de votar por un candidato es simplemente 
el cumplimiento de un deber cívico. 

Es indudable que un país será tanto 
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lalt.iu las condiciones politims necesaria 
el ejercicio de rsa función jioli/ica. 

¿ Quedará por ese lieeiio csclnido de 
pasivo? Se habrán violado en i 
de la igualdad democrática? De ni 
manera, porque el dia que cumpla vei 
años entrará en las condición es fijada 
la Constitución, y será elejible al igu 
todos los que hayan llenado ese req 
político. 

sucederá con el Diputado de 
tidos años, que no podrá ser electo Gofc 
doi' ó míemliro déla Suprema Corte de 
tieia. sin alcanzar en el primer caso, la 
de treinta años, y en el segundo, sin p 
el diploma de abobado, y haliei' practicí 
so jjrofesion, al menos durante seis aSc 
condiciones tolÍticas que se 
jen para el desempeño de cargos políticos, 
que en nada afectan la igualdad democr¡ 
la cual coloca á todos los ciudadanos en : 
ticas condiciones ante el derecho y la 
comunes. 

Ijada las ideas que lian prevalecido e 
seno de la Comisión respecto al carácter 
en toda democracia debe tenor el sufrí 
era lúgieo esperar que ella estableciera el 
calificado en reemplazo del actual sufr 
universal. 

El voto es simplemente un depósito 
el pueblo, en su capacidad colectiva, 
confiado á los ciudadanos para que en 
do lo ejerzan no solo en prov< 
o en beneficio de la ci 
■i irn rt-ii_-<e que el sufragio os un n 
nlierente á la calidad de ciudad 
e reconocer á este todas las fa 
ie un derecho. 



Otras de las reformas importantes introdu- 
cidas en el Capítulo 1" del Régimen Electoral, 
8 la que se os propone para evitar las elec- 
ciones limitadas á uno ó dos candidatos, que 
imposible la proporcionalidad en el 



Mientras lia estado en vigencia 
roporcíonal establecido por la Constitución 
e Í873, se ha discutida con frecuencia en los 
arlamentoB y en la prensa, la logali la 1 con 

s Cámaras lian ordenado :i 
iones para llenar las vacantes que ociirrian 
espites de las citaciones generales. 

La duda ha debido existir en el silencio 

: la Constitución, no podiendo tacharse los 
irocederes observados al respecto hasta ¡>quí. 

Pero es necesario que la duda desaparezcafy 

i.' do la representación proporeio- 

al seimplanteóestablezea contada la pure- 

«de detalles que hoy lo coloca cu las condi- 

iones de las mas avanzadas teorías del dere- 

(tú '■'ai-1iliicÍOnal. 

La Comisión entiende que la base de toda 
opresentaeion proporoional es la existencia 
te Iob partidos políticos. La opinión públi- 
> fe fracciona en tantos matices cuantos 
iudadanos existen en el país. -La opinión se 
Ivide en agrupaciones de individuos, reu- 
nidos por una misma y comun a-pir i /cu. 
iendo las ideas que ellas sostienen y ulimeti- 
i las que tienen el derecho de ser repre- 
estsdaa en el parlamento. 

Cuando en los comicios se presenta por 
oda partida político una lista do candidatos, 
iebe presumirse que es porque ese partida 
ncuentra en cada uno deloa ciudadanos que 
imponen la lista un representante de sus 
iropias aspiraciones. 

Losnombres propios de los candidatos en 
el sistema proporcional, solo significan encar- 
naciones de ideas políticas. 

Las mayorías relativas que designan al 
electo, solo indican el grado do las simpatías 
[lie el candidato tiene entre sus eorreligiona- 
"ds; pero en el seno del mismo partido todos 
s nombres de la lista son consio 
representantes de sus opiniones. 

Cuando aplicado el cuoeion'e á una elee- 
áon, un partido oh tiene el derecho 
representado por un Diputado en el Parla- 
mento, no puede perder ese derecho por la 
renuncia 6 muerte del primer candidato de- 
signado en la lista. El derecho no consiste 
en sor representado por tal o cual persona 
■¿ino en tener un representante >l 

jeno de la Asamblea Legislativa. 



De modo quo si el primer designado en la 
lista no acepta, renuncia 6 muere, deba |$gi~ 
caroente reemplazarlo el candidato que intno. 
diatameute le haya seguido en sufragios y así 
sucesivamente hasta agotar con estos reem- 
plazos toda la lista. 

Cree la Comisión que, con arreglo al siste- 
ma proporcional, no deben hacerse jamás 
elecciones generales en las épocas de la. reno- 
vación periódica déla Legislatura. 

Con este sistema do reemplazo, según el 
orden de las listas primitivas, no solo se evi- 
tan las elecciones sucesivas que siempre pro- 
ducen agitación, sino que también se evitan las 
elecciones singulares, que son la negación de 
todo sistema proporcional. 

Estas ideas serán ampliadas por la Comi- 
sión eu el debate particular, convencida como 
está de que V. II. ba de aceptarlas porque 
completan nuestro actual sistema electoral. 



Son pocas las reformas que la Comisión ha 
introducido en el capítulo que trata del / W<r 
Lrijitlutiiv. Esas reformas se reducen en su 
mayor parto á aclarar ciertas disposiciones 
hoy existentes, pero que en la práctica de 
nuestras Asambleas Legislativas han sido 
causa lio disidencias entre la Legislatura y el 
Poder Ejecutivo. 

La Comisión ba tratado de establecer del 
modo mas claro y preciso todo lo que se refie- 
re á los facultades respectivas de cada uno de 
esos poderes, de modo que no pueda llegar ja- 
,1-ai de conflictos nacidos de la falsa 
interpretación de alguna prescripción consti- 
tucional. 

I rilij'i eximen que se ha hecho de 
esta Sección, la Comisión lia procurado evitar, 
cu cuanto es posible, las interpretaciones ca- 
suísticas, porque- tratándose de un poder emi- 
nentemente político, espnesto á caer en el 
abuso por la misma irresponsabilidad de sus 
-. era conveniente poner limites á sus 
-. mai'Minln con claridad la ■ 
acción del Poder Legislativo, á fin de que 
aquellas no se BStiendan indebidami ■ 
amparo de una frase incidental ó de li- 
bra de doble sentido. 

Vuestra Honorabilidad observará esta ten- 
■:■ todas las reformas complementarias 

■ iponan en BBte Capítulo, y especial- 
mente en los artículos que se refieren á las re- 
laciones entre ambas Cámaras y el Poder Eje- 
cutivo así como en las que atañen á la facul- 
tad del veto. 

La relbrnia mas importante introducida en 
esta, parte de la Constitución es la que se re- 

■ liipheaetiui del término del mandato 
de los Diputados y Senadores. 



Esa reforma ol 'ode.ce á • ¡onvicdonaf profun- 
das por parte de los miembros de la Comisión; 
pues, ellos creen, que en las democracias re- 
presentativas, las Libertades se arraigan y las 
instituciones giran mejor, dentro del mecanis- 
mo de la Constitución, cuanto manos frecuen- 
tes sean las oscilado nos '[lie se produzcan en 
el pueblo elector. 

En nuestro país, quizá por falta de educa- 
ción cívica ó tal vez por exceso de revoluciones, 
hemos acostumbrado á los ciudadanos á vivir 
constantemcnto en los comicios, 6 preparán- 
dose á concurrir á ellos. 

Las elecciones anuales do Diputados, de Se- 
nadores y Municipales, agitan constantemente 
la opinión, porque á ollas se vineulan grandes 
6 pequeños intereses que conmueven profun- 
damente el urden social. 

Son indiscutibles las ventajas de estas eaci- 
taciones del pueiilo, miando manifiestan ver- 
dadero entusiasmo popular por la cosa pública; 
pero aquellas desaparc ¡en cuando estas son 
tan frecuentes y constantes que hacen impo- 
sible la vida normal del trabajo que engran- 
dece, manteniendo u los ciudadanos alejados 
de su labor y de sus hogares. 

Esas agitaciones electorales son propias de 
la vida democrática, como las emociones mo- 
rales lo son á la vida de los individuos. T así 
como cuando se abusa de esas emociones, el 
sistema nervioso se ouferma y el organismo 
sufre, del mismo modo cuando las agitaciones 
electorales se repiten, con frecuencia excesiva, 
la sociedad se desorganiza y todos sus esfuer- 
zos de libertad y progioso se debilitan ó so es- 
terilizan. 

No es solo la ventaja de disminuir las agi- 
taciones electorales lo que hace aceptable esta 
reforma. Son también consideraciones de 
otro orden las que aconsejan su adopción. 
En dos años un Diputado no tiene tiempo 
bastante para realizar los propósitos legislati- 
vos con que ha entiado á la Cámara. .Vues- 
tros parlamentos se resienten todavia de la 
falta de educación parlamentaria; sus deba- 
tes se prolongan demasiado; las sesiones no 
son diarias; los períodos legislativos son bre- 
vet, la asistencia misma de los miembros de 
nueBtras Cámaras no e= regular, de modo que 
todos estos inconvenientes reunidos hacen 
' imposible que en el término actual del man- 
dato, los Diputados ó Senadores, puedan 
desempeñar con éxito su cometido. 

Vuestra Honorabilidad sabe que, en nues- 
tros dias, la tendencia de la ciencia constitu- 
cional á este respecto, se armoniza con el 
proyecto que la Comisión propone, y esto la 
hace esperar confiadamente que V. H. se 
dignará aceptarlo. 




En el Capitulo referente al Poder . _ 
tino, la Comisión solo ha introducido 
reforma, que reputa verdaderamente iiOf 
tante siendo las demás de simple * " 
concordancia, motivadas, en su mayor ._ 
por las modificaciones que se proponen en ■ 
«tros capítulos. 

Por las mismas razones que la Comisión 
tuvo para proyectar el aumento en" la dura- . 
cion del mandato de los Diputados y Sen " 
res, aconseja también que se aumente á 
tro anos el período gubernativo. 

Las agitaciones que eu nuestro país pro-' 
duce siempre la elección del primer magis- 
trado; la falta de tiempo para realizar en tres 
años un vasto programa de gobierno; el tempe 
de que en un país que tantas neceaidaaet 
materiales siente, no se continúen por,éJ ~su- " 
cesor los grandes obras iniciadas par — 
gobernante; — esas y otraB ranchas 
aconsejan hoy prolongar el periodo del i 
dato del Poder Ejecutivo. 

No obstante, j 
misión ha incluido entre las 
Transitorias un artículo por el cual si: i 
bleoe terminantemente, que el periodo de 
cuatro años, & que se ha aumentado el man- 
dato del Gobernador y Vi ■<• Gobernador, so- 
lo empezará á contarse i.-, i Mj>-i de 1867. 

Vuestra Honorabilidad encontrará ■(_■£ 
Redactob las razones políticas y .■onatiturio- 
nales en qué la Comisión se funda para pror 
yeotar esta disposición. 



En la Sección del Pmhr Judicial, la Co- 
misión lia introducido reformas que tienen 
una importancia innegable, dado el papel que 
este Poder desempeña en nuestro mecanis- 
mo constitucional. 

La constitución de 1873, babia atribuido á 
nuestra Suprema Corte de Justicia, un con- 
junto do facultades couiulojas que, cstondien- 
do su intervención á la universalidad de los 
habitantes y á los demás poderes públicos, ha- 
cia imposible esos conflictos de autoridad, que 
á veces no tienen una prescripción constitu- 
cional que los solucione. 

Los autores do la actual Carta Política de 
la Provincia, combinando las facultades de la 
Corte Suprema de los Estados Unidos, de la 
Corte do Casación francesa y del Tribunal de 
Eeclamos americano, creyeron que los intere- 
ses de los ciudadanos quedaban asegurados, 
dando á ose alto Poder ias atribuciones que en- 
tonces se le confirieron. 

Efectivamente, así debieron creerlo, porque 
tratándose de un Tribunal colegiado, doble- 
mente respetable por su número y por la com- 
ia que debe atribuirse á sus miembros, 



sus fallos tienen que reunir los elementas ne- 
cesarios parn hacer efectivas todas las garan- 
tías constitucionales. 

Guardian celoso de las instítud 
preta da una manera definitiva 6 infalible la 
Constitución, yante su augusta tribuna] vie- 
nen á ser juzgados todos los actos de los fnn- 
einiiarios públicos, cualquiera que sea la for- 
ma exterior que ellos revistan. 

Pero 6 esas condiciones de inapelabilida.il é 
iuialibilidinl de laa sentencias do la Suprema 
Corte de Justicia, (altaba una prescripción 
constitucional que les diera la seguridad de 
que serian cumplidas, sin espnner ¡í la Provin- 
cia á conflictos que pudieran poner en peligro 
la forma republicana de gobierno. 

Algunos casos ociuTeutes fueron traídos al 
debate fia la Comisión, y ella, en presencia lie 
la.; p..-li.^r¡.is do que la institución se ha visto 
amenazada, ha creido que debía proponeros 
un nuevo articulo que establece, que si la au- 
toridad ad mi ni erra ti va no cumple los fallos 
de la Corte dentro de un plazo determinado, 
ísta tendrá la facultad de mandarlos cumplir 



Sin una prescripción de esta naturaleza, la 
alta prerrogativa dada por la Constitución á 
nuestro Tribunal Supremo, seria perfecta- 
menta ilusoria. Cuando se trata de asuntos 
administrativos contencioso, en que sean des- 
aprobados los actos del poder administrador, 
éste puede no mandar cumplir el fallo que le 
condene; así como cuando se ponga en tela de 
juicio la coastitueionalidad de una ley 6 de 
un decreto del Poder Ejecutivo, la sentencia 
de la Corte no tendría fuerza alguna si el 
mismo poder que dictó la disposición anulada 
no le prestase su sanción. 

Era pues esencial y urgente llenar este va- 
cío de la Carta de 1873, completando así las 
facultades de la Suprema Corte de Justicia, 
que en el juego de nuestras instituciones, es 
el poder tutelar del pueblo y de la misma au- 
toridad. 

A llenar ese propósito tiende un nuevo ar- 
tículo que la Comisión propone, y al cual no 
puede oponérsele objeción alguna, pues se tra- 
ta de un poder como la Corte Suprema., que 
puede ejercer sin peligro la facultad qu- él le 



Alejado de la política por la naturaleza de 
sus funciones, las garantías que el Poder Judi- 
cial tenga para la eficacia de sus fallos, serán 
á la vez garantías que el pueblo reciba para 
asegurar el ejercicio de sus derechos y el goce 
de sus libertades. 



En el Bigimm Municipal la Comisión ha 
tenido en vista que su organización debia os- 



la ¡ir: liflcaeiojlefl qne 
el desarrollo social 

Consecuente con e4t> ■ 
do a establecer aquellos principiOB q 
gurun el gobierno comunal, librando i 
leyes orgánicas el responder en s 

alas necesidades de los diversos ti icipios 

de la provincia. 

En todos los puntos en que se ha podido 
formar una mayoría en la. Comisión el pro- 
yecto consigna las reformas acordadas, na- 
biémíose reservado alguno de sus miembros 
presentar nuevos proyectos, que tendrán i 
honor de sostener en el seno de la Com 
cion, en el curso de sus debates. 



í.:i elección do Jueces de Paz tan re 
da por la opinión de los pueblos de r 
campana, so hará efectiva, pero no en la (< 
ma delicada y peligrosa en que se proyectó ei 
1S73, y la cual ha hecho que durante diez 
arios, ningún partido político llevado al ejerci- 
cio de! poder, haya encontrado posible hacer- 
la práctica. 

La elección de segundo grado, que c 
las mismas garantías de libertad que la e 
cion directa, tiene mas ventajas y mayores & 
guridades de acierto en las elecciones nni 
señales y de atribuciones empecíales. 

Los Jueces de Paz, nombrados directara 
te por las Municipalidades popularmente e! 
jidas, son una promesa de tranquilidad que la 
Constitución dará á los Municipios contribu- 
yendo á regularizar su marcha administrativa. 



La educación común ha preocupado 1 
bien seriamente á la Comisión, como ¡ 
verlo V. H. en Ei. Tíeimctor. 

El aumento de las rentas con que aquella 
cuenta hoy, la creación del Monte-pío Escolar, 
y muchas otras medidas análogas, os demos 
trarán que la comisión se ha empeñado 
hacer de la educación común, el primero i 
los elementos de progreso y de bienestar pi 
el pueblo. 

Seria imposible sin fatigar la atención de 
V. H. entrará esplicar minuciosa y detalla- 
damente totlas las reformas que la Comisión 
propone; tanto mas, cuanto que este trabajo 
seria inútil y solo importaría repetir los fun- 
damentos que in estenso se encuentran con- 
signados en El BEnAdOR de la Comisión. 



Cree la Comisión que la tarea que acaba 
de llevará término, no está exenta de errores, 
pero abriga, no obstante, la legítima satisfac- 
ción de haber dedicado á tan honrosa labor 



w .. ^« 4 «auw» j guuuraaaos, los 
«oficios del derecho lealmente ejercitado, y 
inestimable bien de la libertad que es el 
lecho y la aspiración de todos. 
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lulos I o y 2 o ; . 
mué dio origen á debaten 
1 después de los cuales 
votación dejar el ar- 
J se encuentra consigna- 
institución vigente. 
1 4" quedó sancionado 
lentraen laConstitucion, 
Jesuelto señalar á la Le- 
tórmino de tres años 
lia ley á que dicho ar- 
Ifiere, acoi'dándose que 
lion se consignara en las 
| transitorias. 
sin observación los ar- 
. se entró á conside- 
J que después de un lije- 
Ise acordó dejarlo sin 
V lo mismo que el 8 0, y 
¡sufrieron alteración aí- 

i 10 dio lugar á un de- 

e con motivo de propo- 

Ijresion de la parte del 

fef'o, que dice asi 

mado que conocerá delhe- 
\derecho, con arreglo á la 
materia»; pero no habíén- 
liado la supresión pro- 
ló el articulo 10 en su 
yma. Y como el debate 
i al tratarse el artículo 
1 el estrado de las ideas 
pre este punto constitu- 
luparnos de la sesión en 
Bonsiderado. 
■leulo 11 solo se intru- 
ltitucion de la palabra 
la de detención, por eon- 
esta última palabra 
i exactamente, en .su 



conducid 



por cualquier pe 

mediatamente :': presencia Je mu ju 

La modificación introducida en 
te articulo consistió en suprimí 
frase « ni podrá ser constituido 
prisión sin que preceda. ...» susi 
yéndola por esta »y sin», eatnb 
dose además la palabra arres, 
por la de detenido, quedando el 
tlculo sancionado en esta forma 

Nadie podrá ser detenido sin que 
ceda al menos una indagación su 
ría que produzca semi-plena pruel 
indicio vehemente deuu hecho que 
rezca pena corporal, y sin orden 
crita de juez salvo el caso infrag 
en que todo delincuente puede ser ti 
nido por cualquier pegona y cand 
do inmediatamente ¡i presencia de 

Al tomar la Comisión en cor 
deracion el articulo 14, relación; 
dolo con el articulo 10, se manif 
taron diversas opiniones producii 
dose un debate muy estenso que di 
cuatro sesiones. 

Uno de los señores Convencioi 
les, opinó que el espíritu delartíci 
10 era el de considerarla instituci 
del jurado como el único tribuí 
que puede inrlijir penas por delii 
de imprenta, y no como un tribuí 
especial para conocer esclusivamt 
te en esa materia. Que lo que t 
tatuye, es la prohibición de dic 
leves especiales sobre imprenta y 
la" facultad de dictarlas; agregan 
que la idea de los primitivos iniciad 
res de la reforma, fué que losdelit 
cometidos por el abuso de la libert 
de imprenta ó de la palabra no t 
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buenos para garantir esos derechos, 

dehen serlo igualmente para el de- 
recho que tiene todo individuo de 
manifestar sus opiniones por la pren- 
sa; y si el jurado es bueno para ga- 
rantir esa preciosa libertad, debe 
Serlo del mismo modo para todas 
las demás libertades. Que* porcon- 
siguiento, si hay razón [jara, que el 
jurado conozca en esa cía 
litos, debe haberla también para apli- 
carlo en materia criminal, y que 
debiera hacerse por consecuencia, 
un artículo preceptivo diciendo, que 
la Legislatura dictarála leven que 
eso se establezca de una manera 
imperativa. 

Que era justamente llegada ¡a 
oportunidad de estatuir tal precepto 
en la Constitución, desde que en el 
articulo iu se consagra el principio 
de la libertad de imprenta y en el 14 
:l juicio por jurados. 

A todo esto repuso otro señor 
Convencional, que entre nosotros no 
está establecido el jurado para las 
causas criminales, siendo muy difí- 
cil que lo esté antes de muchos años. 
Sí pues, se acepta que los delitos 
por abuso de libertan deimprenta y 
de la palabra no deben ir al jurado, 
ni que se dicte tampoco una ley es- 
pecial de imprenta, entonces se ten- 
dría que ir á los tribunales ordina- 
rios, falseando asi el gran principio 
eminentemente democrático estable- 
cido en Inglaterra, v según el cual 
ningún delito cometido por abuso de 
la palabra oral ó escrita puede ser 
juzgado de otra manera que por sus 
iguales: por los hombres del pue- 
blo. 

Que si el jurado paralas causas 
crimínales no ba podido establecerse 
cu la lindad de Buenos Aires, que 
es la mas poblada y que cuentacon 
un mayor numero de hombres ca- 
ra las funciones de jurados, 
mucho menos podría hacerse en la 
Capital de la Provincia ó en el resto 
de esta. Que se comete un gran er- 
i'i.r, comparando la prensa con los 
criminales acusados; pues la pren- 
-i e¡> una potencia en nuestro estado 



actual de civilización y no esestra- 
íiu por tanto que esió rodeada de 
ciertas garantías, que no tienen de- 
recho á exijir los acusado- de crí- 
menes, que no son al fin sino hom- 
bres representantes de la debilidad 
humana, connaturalizados en la ma~ 
yor parte de los casos con el vicio 6 
dominados por la pasión; mientras 
que la prensa no representa una 
individualidad, sino un poder civili- 
zador; que, pin- consiguiente, debe 
dársele todas aquellas garantías que 
en todas partes se le han acordado, 
siendo una de ellas la de no ser 
juzgada sino por sus iguales, esto 
es, por el pueblo con quien esta eu 
contacto diario. Que tratíll 
la prensa, solo por escep 
acepta que puede abusar de la liber- 
tad; y que por consecuencia, nunca 
puede colocársela en la misma con- 
dición que á los delincuentes. 

Pero, que no debiendo negarse á 
los habitantes de la provincia la 
gran conquista del jurado para los 
delitos de imprenta; y no siendo justo 
por otra parte cerrar completamente 
la puerta a dicha institución en las " 
causas criminales, debía aceptarse 
el jurado por lo pronto sin reserva 
para la imprenta, dejando á la Le- 
gislatura la facultad de aplicarlo A 
los crímenes comunes cuando la 
Provincia so encuentre en condicio- 
nes de hacer efectivo ese principio, 
que sin descebar ninguna de las 
conquistas moderna.- en la materia, 
se dejaba á la Provincia de Buenos 
Aires en condiciones de poder apro- 
vecharse de ellas cuando las rircuns> 
tancias se lo permitieran. 

Por estas razones que prevalecie- 
ron en el ánimo de los señores de 
la Comisión, se acordó suprimir el 
articulo 14, que dice: 

Se asegura para siempre a todos >■! 

juicio por juríulu ■■on arreglo fi \M 
prescripciones de osta «.'oiistimr.ioii. 

Sustituyéndolo por el siguiente 

que fué apr ibado pnr mayoría: 
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por jurados en Materia criminal. 
En tanto que éste no se establezca, 
la jurisdicción criminal será ejer- 
cida por loa Tribunales que crea 
esta Constitución . 



Habiendo sido aceptado sin ob- 
servación el articulo 15, se pasó á 
considerar el 16, que dio lugar ¿al- 
gunas indicaciones sobre la forma 
en que estaba redactado, por en- 
contrar que esta no era bastante 
clara y correcta, conviniéndose de- 
jarla en estos términos: 

Todo aprehendido aeril notificado de 
la cacsa nE su detención dentro de las 
veinte y cuatro horas. 

Como se vé. solo se ha cambiado 
en dicho articulo, la palabra prisión 

t)or detención, habiéndose hecho en 
o demás una simple modificación 
gramatical en la construcción del ar- 
ticulo. 



Tomado en consideración el arti- 
culo 17, todos los miembros de la 
Comisión estuvieron de acuerdo en 
mantener el principio fundamental 
contenido en él, y en virtud del cual 
se garante la seguridad personal; 
pues la acción que él da, se refiere 
al recurso de babeas corpus, institu- 
ción que está en todo su vigor en 
Inglaterra y Estados Unidos, como 
en otros países que se gobiernan por 
instituciones libres. 

Abundando la Comisión en este or- 
den de ideas, creyó conveniente 
aclarar algunos puntos dudosos so- 
bre la manera cómo debería prece- 
derse en los casos ordinarios y co- 
munes en que se invocase el recur- 
so del hamos corpus. Proguntóse si 
tratándose de los miembros de los 
Tribunales colegiados que no ejer- 
cen jurisdicción ni autoridad sino 
reunidos, podría cada uno personal- 
mente proveer á la petición de /ta- 
beas corpus; y que era tanto mas ne- 
cesario definir este punto, cuanto 
que en la generalidad de los actos 
emanados de un tribunal colegiado, 



no eran válidas sus resoluciones 
sino cuando se encontraba funcio- 
nando en quorum. 

La mayoría de la Comisión, fué 
de opinión que ios miembros de un 
Tribunal solicitados individualmente 
para proveer sobre la petición de 
habeos corpus, estaban obligados a 
hacerlo dentro del término que el 
articulo establece, incurriendo en 
cada caso de omisión en la multa 
que el mismo articulo determina. 

Como el articulo 17 nada dice so- 
bre el caso en que tas autoridades 
ó los funcionarios subalternos no 
cumpliesen Ó pusieren obstáculo á 
la ejecución del auto dictado por el 
Juez ó Tribunal, se propuso y fué 
aceptada la siguiente adición al ar- 
ticulo. 

— Proveída la petición, el funciona- 
rio que retuviese al preso ú dejase 
de cumplir el requerimiento del 
juez que hubiese proveído dentro 
del término se na lado por éste, in- 
currirá en la multa de quinientos 
pesos fuertes sin perjuicio de ha- 
cerse efectivo el auto. 

La diferencia en la mitad de la 
multa respecto de los funcionarios 
subalternos, se ha establecido en 
consideración á que ni la gerarquía 
ni la competencia, ni las responsabi- 
lidades de éstos, pueden equiparar- 
se á lasde los jueces letrados y al- 
tos magistrados. 

Esta adición al articulo responde 
únicamente- á dar mas amplias ga- 
rantías y rodear de mayor eficacia 
el derecho que la Constitución daá 
todo ciudadano para asegurar su li- 
bertad personal, en el caso de ser 
detenido por autoridad incompetente 
y con violación de las garantías 
constitucionales. 



Sometido á discusión el articulo 
18, se convino en sustituir la frase 
¡■■eximida de prisión» por la palabra 
escarcelaüa á fin de aclarar de 
este modo su sentido y redacción, 
pues que decir, se exime de prisión, 
comprende también álos no encar- 



celados, cuando la mente de este 
articulo es referirse sola ñ tos en- 
carcelados, porque solo éstos pue- 
den pedir su escarcelacion bajo 
fianza 

Se dijo con este motivo, que la 
fianza carcelaria tiene por funda- 
mento una razón filosófica, cual es 
la de que do debe privarse á la so- 
ciedad del trabajo ■ productivo del 
hombre. Por consecuencia, al que 
no hace uso de su libertad para tra- 
bajar, sino para cometer nuevos de- 
litos, no hay porqué ponerlo en li- 
bertad. 

Para evitar, pues, que un asear* 
celado bajo fianza, que comete un 
uuevo delito durante el proceso ó 
cuando es veincidente pueda, ser en- 
carcelado nuevamente, es que se 
lia agregado al artículo la parto que 
figura como segundo inciso, quedan- 
do redactado en esta forma : 






dii re danza suficiente pura respi 

de los daños y perjuicios Riera de tos 

casos en que [>or el ■ \<-\it<< mercar-a [icria 

i'Oi']"H'¡i¡ ¡iH¡dÍV;l,i'iiy:i rlli l'ítciim PNrOiia 
dedü.-í ftños. 

Esta disposición no será aplicable á 

los encarcelados que cometan un 
nueva detito durante el proceso, "i 
tampoco á tos reincidentes. 



Tanto mas necesaria se consideró 
ia adición hecha al articulo primiti- 
vo, cuanto que en la práctica se habia 
visto, que muchos culpables ó de- 
lincuentes, acojiéndose al precepto 
de la escarcelacion bajo fianza ha- 
bían abusado de tal privilegio con 
tanta exageración, que venia á fal- 
sear por completo el principio, ha- 
biendo casos 011 que se ha solicitado 
por una misma persona hasta ca- 
torce veces la escarcelacion bajo 
fianza, sucediendo tambienque mu- 
chas personas se ocultaban ó se 
ausentaban del país, pretendiendo 
su escarcelacion, cuando en realidad 
no habían sido detenidas o* encar- 
celadas 

l .:i adición propuesta por la Comi- 
ñoh, abarca los casos de reiteración 



y reincidencia, y dispone que an 
contrándosc la persona personas 
que soliciten la escarcelacion bajo 
fianza en cualquiera de ambos casos, 
no pueda obtenerla, porque tanto la 
repetición de un mismo delito du- 
rante el proceso (reiteración; como 
la comisión del mismo delito des- 
pués de la sentencia : reincidencia) 
lo inhabilitan para obtenerla no obs- 
tante la declaración constitucional 
y las condiciones en que ella se es- 
tablece. 

Se ha querido con esta limitación 
puesta al principio de la escarcela- 
cion bajo fianza, evitar los abusos que 
se han notado en la práctica con su 
aplicación amplia y sin restricciones, 
conduciendo muchas veces á dejar 
impunes los delitos, porque después 
de otorgada la escarcelacion se pa- 
raliza ó abandona comunmente la 
secuela del proceso. 



No habiéndose hecho observacio- 
nes á los artículos 19 y 2i) que la 
Comisión acordó" dejar como es- 
taban, procedióse á considerar el 
articulo 31, originándose con osle 
motivo una detenida discusión. 

Se propuso por un señor Conven- 
cional dejar únicamente subsistenle 
la proposición principal del artículo 
que dice: 



aconsejándose la supresión del resto 
de dicho articulo. 

Se quería con esta reforma qu< 
quedase consignado en la Constitu- 
ción únicamente el simple principie 
de la inviolabilidad de la eorrespon 
dencia; pues el señor Convenciona 
aludido sostenía que todo lo que s 
refiere A la correspondencia episti 
lar, compete al orden nacional, des 
de que la declaración contenida en i 
articulo 21, se encuentra en la Con 
titucion general, y todo lo que í 
refiere á la organización y regí; 
mentación de correos, correspo 
dencia, timbres postales, Btc. 






■' Límente Bstabloiido en 
es nacionales que reglamentan la 
iiorin. 

: Uro señor < !ouvenoional, indicó 
nbieo, si no seria conveni 
a correspondencia telegráfica las 
smas garantías da que estaba ru- 
ada la correspondencia epistolar y 
eguntabasi deberían ser incluidas 
i el articula 21 que eslaba en dis- 

hi'cn'iliHido.^i coneste motivo ca- 
is en que habiasido violada la eor- 
:spondencÍa telegráfica, como el 
zurrido una vez en que un eiuda- 
ano de la Capital hacia comunica- 
;i otro de la campañaque 
brado contra él auto de prisión, pe- 
ca que dicho telegrama no llegó ti 
nanos del iuleresado por haber sido 
tatenído ó secuestrado por la auto- 
idad. 

Se replicón los que sostenían la 
«forma en el sentido de incluir en el 
irtlcuto la correspondencia telegrá- 
fica, aneen ningún país del mundo 
se había tratado de igualar ésta con 
!a epistolar, y que, por el contrario, 
habia diferencias notables entre la 
c( i fce^iiñi ¡delicia epistolar, que con- 
siste en cartas que son documentos 
i erdaderamente reservados, y la 
correspondencia telegráfica o telefó- 
nica, en que se trasmiten noticias ó 
datos que pasan por manos de agen ■ 
tes públicos, los cuales no tienen. 
BO obstante su calidad privada, el 
sello ó el carácter inviolable de la 
icacion escrita. 
Que siendo la reglamentación de 
pondencia telegráfica una 
materia nueva y de suyo delicada y 
ixistiendo por otra pacte una 
nal al respecto, era conve- 
la Constitución no esta- 
tuyera nada sobre el particular, de- 
jando ; i la Legislatura, si el caso 
llegaba, la facultad de dictar una ley 
Que pi T otra parte siem- 
lendido que todo lo 
■ de comu- 
Hjrte da la 
■ ■ de despa- 
•s, estaba < 



do en la jurisdicción a ■ 
lo habia resuell 
los fallos en \ a 
nunciados [ior los trib 
rales. 

Agregóse, que el caí 
mente citado de la del 
euestro de un U 
por objeto facilitar los 
que un individuo se sustrajer; 
acción de la justicia ó dejara burla- 
do el auto de un Juez, eslaba 
visto en la ley nacional de leí 
fos que manda no dar curso ñ 
pachos telegráficos por medio de los 
cuales se abrigue el propósito de 
burlar la justicia, de ofenderla 
ral ó de alcanzar algún fin subver- 
sivo del orden público, \ q 
consecuencia los avenios de lo auto- 
ridad habían procedido confor 
la ley en el caso que se citaba coma 
de violación á la correspondencia 
telegráfica. 

Habiendo prevalecido en la ma- 
yoría de la Comisión la idea deque 
la declaración contenida en el artícu 
lo 21, era simplemente una repeti- 
ción del prece pt 1 1 co n t e nidí ten la 
Constitución Nacional sobre la ma- 
teria, se acordó dejar dicho articulo 
como estaba, no encontrándose nin- 
gún inconveniente en que constara 
en la Constitución Provincial la 
rantta ó libertad que consigna. 



Después de la proposición que 
hizo de dar al .'efe de Policli 
facultad de allanar los domici 
para facilitar en casos graves i 
cion de la justicia, incluyendo I 
facultad en el artículo á2; apoyi 
la indicación en la circunstancia de 
haber ocurrido casos de oculta 
de criminales que amparándose do 
la inviolabilidad del domicilio habían 
escapado á la acción de la autori- 
dad, á lo que se observó que en tal 
caso del jia concederse también la 
misma facultada los Comisar 
aLji'iiti's de la autoridad, lo que ven- 
dría a desvirtuar por completo | a 
■ institucional contenida ( 



el articulo SS, acordándose por estas 
razones no modificar dicho articulo, 
se aprobaron sin discusión, previa 
lectura, los artículos 23. 2í y 25; 
pasándose á considerar el artícu- 
lo 26 

L;i ( 'omisión, estuvo perfectamente 
de acuerdo sobre e) principio con- 
signado en él; porque resp le al 

precepto moral de que ningún indi- 
viduo puede ser obligado á conde- 
narse asi mismo ó á cometer un 
perjuicio. Esto es lo que lia hecho 
que se sostenga la supresión de la 
confesión con cargas. Pero, se eneou- 
iró que era defectuosa la redacción 
del articulo 26 y que no tenia un 
sentido correcto la frase, ni ti servir 
de testigo contra sí mismo, porque su 
sentido literal es oscuro é incom- 
prensible; pues, el lesiigo declara ó 
depone sobre el hecho de otros y no 
sobre sus propias acciones, por lo 
que legalmente no dehe decirse que 
nadie podrá ser testigo contra sí rniunto, 

ftíno qU6j NADIE PODR.A DECLARAR 

contra sí mismo, como queda con- 
signado en la reforma que fué apro- 
bada por la Comisión, redactándose 
el articulo del modo siguiente: 



A ningún ¡(insudo se le obligará á 
prestar juramento, ni á declarar non- 
tis si Hiism-.. on materia criminal, ni 
será encausada dos vires por un iiiiMin.i 

delito. 



El articulo 27 solo sufrió una lijera 
modificación sustituyéndose la pala- 
bra cárcel por la de prisiones, porque 
usándose indistintamente en el arti- 
culo las palabras cárceles y peniten- 
ciarlas, las cuales tienen distintos 
significados, Bra conveniente adoptar 
un término genérico como es el de 
prisiones, quedando aprobada en es- 
te sentido la reforma, por lo que el 
articulo fué redactado en esta forma: 

Las prisiones son hechas parasagu- 

rJdiid y no p:ii'íi mui'tirk'aeioii de los 

■ I ■<- p"i>¡[i i m-2 :i i-j ¡ir- -■'¡■¡'tu n:- 

ülulin-nUidüS •]>■ íiiitlH'IM t pie constítU' 






El articulo 28 quedó como estaba 
en su primera parte, proponiéndose 
en la segunda una modificación que 
consistía nías en el orden de las pa- 
labras que en el fondo del concepto, 
j asi se propuso que el adverbio 
previamente fuera colocado antes de 
la palabra cali/icinki, para que modi- 
ficase conjuntamente a esta palabra 
y El indemnizada, viniendo a quedar 
la segunda fiarte del artfcul 
forma: 

.-.,.' <te utili- 
lidad públiu/i debe ser iif'> 
calificada por ley 



Aceptado sin observación el arti- 
culo 29, se pasóá considerar el arti- 
culo 30. y preocupándose la ('omi- 
sión deque en la pivieheasc ^vitasen 
losabusos que residían de la apli- 
cación ilimitada del principio de la 
abolición de la prisión por deudas, 
se propuso redactar el artículo de 
modo que se impusiera a la Legis- 
latura la obligación de dictar una 
ley especial que especificase los ca- 
sos de fraude ó culpa, en los cuales 
no sería dado á ninguna persona 
alegar para su resguardo la garan- 
tía que acuerda el artículo, Acepta- 
das por la Comisión estas ideas, se 
propuso y fué aprobada la siguiente 
redacción del articulo: 

Ninguna persoa ■ 
por deudas ■n causa civil 
casos de fraude ó culpa -jue determina 
rá una ley especial. 



Los artículos 31 y 32 fueron aprc 
bados en general, proponiendo.' 
una enmienda al primero, que eo 
sistió en cambiar las palabras y l 
municipales, por y de los üemá 
aprobándose el articulo por ma 
en esta forma: 



EL REDACTOR 



Al discutirse el artículo 33 que 
amplía las declaraciones compren- 
didas en el artículo 32 que fué apro- 
bado, se encontró que en la práctica 
habíanse presentado dificultades de- 
bidas á la aplicación estricta del 
texto literal de dicho artículo, en 
virtud del cual las Universidades y 
facultades científicas debían espedir 
los títulos y grados sin vías condi- 
ción que la de exigir exámenes sufi- 
cientes en el tiempo en que el candida- 
to lo solicite. Observóse con este 
motivo, que no existiendo tribunal 
de exámenes constituido perma- 
nentemente, fuera del cuerpo de pro- 
fesores que ordinariamente funciona, 
se encontraban dificultades serias 
en el derecho amplio y hasta arbi- 
trario, de pedir, sin limitación algu- 
na, exámenes en el tiempo en que el 
candidato lo solicitase. 

Habiendo sido aceptadas por la 
Comisión estas ideas, se introdujo en 
el artículo 33 una adición consisten- 
te en agregar: de acuerdo con los 
reglamentos que dicten las facultades 
respectivas, colocada en la segunda 
parte del artículo, el cual vino á 
quedar redactado de la manera si- 
guiente: 

Las Universidades y facultades cientí- 
ficas erigirlas legaliiimite, espedirán los 
títulos y grados de su competencia sin 
mas condición uue la de exigir exáme- 
nes suficientes en el tiempo en que el 
candidato lo solicite, de acuerdo con 
los reglamentos que dicten las facul- 
tades respectivas, quedandoá la Legis- 
latura la l;niili;i'l de d'-ifi-minarlo con- 



Además, notóse que por el momen- 
to no tenia importancia actual la de- 
claración ó disposición del artículo 33, 
si bien era necesario estatuir á este 
respecto para el porvenir. 




El artículo 34, q 

La Legislatura no podrá dictar ley 
alguna que autonee directa ó indirec- 
tamente la suspensión de pagos en me- 
tálica por ninguna Hoeiuun 6 astafato- 

oomo moaeda corríate; ni autorizar 
nuevas enrfaiOEea di papel moneda. 
Tampoco podrá autorizar ninguna cla- 
$t¡ di' [«tena en la Pro viuda ni ¡a venta 
pública de billetes de. loterías estableci- 
das filen de ella. 

Dio lugar A debates prolongados 
que duraron tres sesiones, dividién- 
dose los miembros de la Comisionen 
dos opiniones perfectamente acentua- 
das, sosteniendo unos la supresión' 
del articulo, y otros su subsistencia 
en términos generales. 

Unseíior Convencional pidió deci- 
didamente la supresión de dicho ar- 
tículo, invocando razones de orden 
político, social y económico. Co- 
menzó por declarar que eslaba con- 
forme con el fondo del principio cons- 
titucional contenido en el artículo 34; 
pero que según su opinión, no debia 
consignarse en la carta política déla 
Provincia, porque habia la experien- 
cia demostrado, que el curso forzoso 
se había impuesto á la Provincia de 
Buenos Aires en virtud de circuns- 
tancias extraordinarias que no podian 
desconocerse. 

Que el artículo en discusión habia 
sido terminantemente desconocido 
por el gobierno de don Carlos Casa- 
res el aflo 1875, precisamente por no 
encontrarse otro medio de salvar la 
situación económica sino recurriendo 
al curso forzoso, tanto mas cuanto 
que se trataba de proveer de recursos 
al Gobierno Nacional con la emisión 
de diez millones de fuertes que debia 
hacer el Banco de la Provincia, con 
la garantía de la Nación. 

Que el curso forzoso era un acto 
anormal, extraordinario, que no po- 
día convertirse en regla en el orden 
económico; pero que se imponía fatal- 
mente por el concurso de circunstan- 
cies inesperadas á un pueblo en mo- 
mentos singularmente críticos. 



DE LA COMISIÓN 1:1 vi-..i:.\ 



Que no se trataba de desconocer ai 
alterar el principio umversalmente 

• de la circulación m itaria 

que [¡ene por base los pagos en metá- 
lico, sino que se quería evitar ¡as vio- 
laciones del artículo 34 que disponía 
que la Legislatura no podra" dictar ley 
alguna que autorice directa ó indirec- 
tamente la suspensión de pagos en 
metálico, cuantío podia llegar ol caso, 
como ya había sucedido, de hacer 
letra muerta del articulo constitucio- 
nal decretando el curso forzoso aa 
contra de sus prescripciones y á mé- 
rito de situaciones económicas impre- 
vistas, creadas ó preparadas por he- 
chos que el legislador no puede pre- 
ver. 

Que preferiaque no fueran consig- 
nadosen la Constitución ciertos ar- 
tículos si La ley de ía necesidad había 
de violarlos en nombre del interés 
piiMieo. pues en este último caso, es 
l<> mejor im consignarlo, no obstante 
la bondad intrínseca que teórica y 
científicamente tenían Las declaracio- 
nes contenidas en el articulo 34. 

Que aún cuando el curso forzoso 
aolú tenia lugar respecto de los bille- 
tes emitidos por los Bancos de Esia- 
do, no debia entenderse, porla supre- 
sión de! articulo, que la Legislatura 
no tenia el derecho de dictar una ley 
general de Bancos que determinara 
y rigiera las funciones de los Bancos 
particulares, porqueera de imperiosa 
necesidad que tal ley se dictara, res- 
pondiendo á los principios mas ade- 
lantados de ia economía política. 

Que teniendo en cuenta todas estas 
razones, pedíala supresión de la pri- 
mera parte del articulo 34, agregan- 
do que también estaba por la supre- 
-ion de |;i ¡segunda parte por razones 
que por ser tan obvias \ concluyen- 
tes iba á exponer de una manera 
breve. 

Los constituyentes de 1870 consa- 
graron un principio de alta morali- 
dad, disponiendo que no podrá auto- 
rizarse ninguna clase de lotería en 
laProvincía; pero desde que existe 
una Lotería de la Capital de la Repú- 
blica, yotras Provincias también la 






iii'ii.'n estuhlendíi. era evidente que 
la Provincia de Buenos Aires que 
alimenta directa y muy principal- 
mente las loterías de la República 
como Las del extranjero, ao podia 
seguir '"'e-nsiguaudo en su Constitu- 
ción política que le estaba prohibido 
autorizar en su propio territorio lote- 
rfascon objeto de beneficencia y de 
prosperidad interior, y (|ue. cuando 
mas. lo que podia hacerse era prohi- 
bir la venta pública de billetes de lo- 
terías extranjeras, que seria materia 
de una. ley especial que la Legislatura 
dictase en oportunidad. 

Losque pedían la subsistencia del 
artículo 34 como se halla en la Cons- 
titución, sostenían que su supresión 
importaría dejar á la Legislatura la 
puerta abierta para decretar el curso 
forzoso cuando lo creyera convenían- 
te, lo que equivalía á dejar en pie el 
abuso que podría cometerse con el 
ejercicio ilimitado de semejante fa- 
cultad; que la limitación establecida 
por el articulo tiene como explicación 
y antecedente la historia del pagel 
moneda y la manera cómo se ha 
hecho uso entre nosotros de la í'acul- 
ladde emisión que ha ido hasta el 
extremo de arrastrar al país á la 
guerra civil. 

Pero si bien es cierto que pueden 
sobrevenir acontecimientos extraor- 
dinarios, como ha sucedido, que ha- 
gan necesaria la suspensión de pagos 
en metálico, ó la imposición del curso 
forzoso, no era esto una razón bas- 
tante para eliminar la disposición 
constitucional contenida en el articulo, 
la cual es una garantía contraía ten- 
dencia de obtenerrecuraos extraordi- 
narios, que BO la mayor parte de los 
casos no revisten el carácter de ur- 
gencia que seles dá. 

Que la restricción contenida en el 
articulo debe dejarse subsistente, le- 
níendoen cuentaque se trata también 
de Bancos privados á. los cuales por 
favoritismo ó conveniencias particu- 
lares, pues hipotéticamente todos es- 
tos casos pueden preverse al dictar 
una Constitución, puede autoriza! 
el curso forzoso de los billete 1 




frave perjuicio do los intereses pu- 
lióos v privados. 

Quefa circunstancia de haberse in- 
.f ringído una ó dos voces la prohibición 
contenida en el articulo 34. no obsta- 
ba á que se dejase subsistente dicho 
articulo, que importaba establecer 
Una limitación como la que contiene, 
tanto mas cuanto que ella no era una 
novedad en las Constituciones de otros 
países. 

Después de una amplia y prolon- 
gada discusión entre los miembros 
de la Comisión que sostenían respec- 
tivamente la subsistencia y la supre- 
sión de! referido articulo, B6 resolvía 
por mayoría do votos su eliminación, 
pasándose á considerar el articulo 
35, que fue aprobado en los mismos 
términos cuque so encuentra on la 
Constitución vigente, siendo eviden- 
tes las razones de orden histórico y 
político qne aconsejaban su sanción. 



El articulo 36 solo dio lugar á dis- 
cusiones en su frase h'ual que dice: 
tí por comisiones especiales ó extraor- 
dinarias. Encontrábase justo que la 
Legislatura no pudiera dictar leyes 
que tuvieran por objeto acordar re- 
muneración á ninguno de los miem- 
bros del Poder- Ejecutivo ó de las 
Cámaras por servicios hechos ó que 
se les encargasen en el ejercicio de 
sus funciones, pero algunos de los 
miembros de la Comisión creían que 
no mediaban razones atendibles para 
dejar sin remuneración los servicios 
especiales ó extraordinarios presta- 
dos por los miembros de los altos 
poderes del Estado fuera del ejerci- 
cio ordinario de sus funciones; por- 
3ue cuando una persona competente 
esompeña funciones distintas de las 
que correspondan al empleo por el 
cual recibe una remuneración, no 
hay razón alguna para que esa perso- 
na, que puedo ser miembro del Po- 
der Ejecutivo ó Legislativo.no pue- 
da ser recompensada separadamente 
por comisiones especiales ó extraor- 
dinarias que se le confieran. 

Que tratándose del ejercicio de las 



funciones publicas no debe haber 
nada excepcional, pero que esto 00 
autoriza en manera alguna á obligar 
6 un ciudadano* por elsolo heclm de 
estar desempeñando ú ocupando un 
cargo pul -Mr-, rentado, ;¡ servir en otm 
genero da trabajos sin remuneración 

especial, desde que se trata de una 

gratiñeactof] por trabajos exir&ordp 
oarios 6 especiales que requieren 

ciertas condiciones nue seria sensible 
no pudiera utilizar el país, malogran- 
do el concurso de inteligencias emi- 
ueotesque, ;¡ estar al tenor delarUeti 
lo, no podrían ser utilizadas, tanto 
mas cuanto que no podrían dedicar 
todo el tiempo que demandase su 
cometido sin sacrificios personales, 
siendo además injusto que el Estadn 
ocupara 6 exigiera servicios de deter- 
minada naturaleza sín remuneración 

alguna. 

Que en todos los países, por crecido 
que fuera el número de nombres 
competentes, no abundaban tas per- 
sonas que han tenido la oportunidad 
de dedicarse exclusivamente al estu- 
dio do ciertas materias, y que si se 
tiene presente que por lo general no. 
se bailan en condiciones de fortuna 
para disponer de su tiempo con entera 
libertad y en la medida que lo recla- 
man las comisiones que se les con- 
fian, pues ellas exijen no solamente 
competencia especial, sino también 
sacrificios del tiempo que se consa- 
gra á otras ocupaciones, no puede 
disponerse en consecuencia de per- 
sonas calificadas sin circunscribirse 
por estas razones á un número muy 
reducido de las personas idóneas y 
competentes. 

Agregóse también, que esa parte 
del articulo, además de no ser equi- 
tativa, se encuentra en oposición con 
el que establece que pueden dictarse 
leyes acordando remuneraciones ó 
compensaciones por trabajoso comi- 
siones especiales, hallándose igual- 
mente en pugna con los precedentes 
que existen sobre el particular, tanto 
en el orden nacional corno en el pro- 
vincial: y se recordó que en distintas 
épocas varios miembros del Coogre- 



so hau recibido comisiones para pro- 
¡ ectar l lodigos \ leyes reglamenta- 
bajos re ■■ impensas eape sales, no 

Que ai mañana pudiera encargarse 
a algún miembro de la Administra- 
ción de Justicia Ó de otra pama admi- 
nistrativa ls confección ó redacción 
de un i ¡ód!go ú de un trabaj< i especial 
■ ualquiera, buscando la mayor com- 
petencia, no habría razón para dejarlo 
sin recompensa. Había pues moti- 
vos muy atendibles para hacer una 
exee¡>cion:i la regla general de ma- 
nera que ella no ruoraa[!li<'aMe ¡.'lian- 
do se tratase de comisiones extraor- 
dinarias. 

Qucla exacta aplicación y obser- 
vancia ■ .1 o 1 principio pudría conducir 
& ocupara! primero que se presenta- 
ra para desempeñar traktjos que re- 
quieren una preparación sspeeial y 
¿pnocimientes determinados, pues la 
Constitución prohibía acordar una re- 
ía nilpo u. -a ■ _■ -- j n ■ . ■ i r i I a raí |sa i le dcsc; ni- 
pona l' un i'aiain (Hililii-u a personas de 
notoria idoneidad, 

Que la prohibición de q'ue se trata, 
seria por BJemplo¡ aplicable á Los 
roiembrosdela ' ¡omisión Revisora de 
\o Constitución, ú quienes no podría 
acordárselos compensación especial 
alguna por el trabajo que estaban eje- 
cutando, pues to hacían en el ejerci- 
cio de sus funcionesde Convenciona- 
les; pero no sucedería lo mismo tra- 
tándose de an miembro de las Cáma- 
ras ó del Poder Ejecutivo que fuera 
profesor, puesto que, dictar por ejem- 
plo, la cátedra do Historia, no es de- 
sempeñar funciones legislativas ni 
administrativas, y por consiguiente, 
puede recibir una compensación ex- 
traordinaria por dicho trabajo. Que 
si i'ii \ ez de ser un profesor fuera un 
codificador, nose veía inconvenientes 

Sara que se dictase una lej acordán- 
ole una recompensa. Que sí llegara 
el caso de que el país elijiera para 
gobernador de la Provincia a un ciu- 
dadano que tuviese conocimientos 

especiales en niiiiiaá|:>_:¡a y so dcs- 

algun punto de 



especiales 
cubrii ra ei 



territorio una mina para ei 

tari.in Inora 1 1 ■. ? < <':-a.rii > baaor uu eStU- 

<¡iu rainiiicii c.-in'i'i.'ii, ñu encontrábase 
tampoco ¡nc< inveniente para que ese 
Gobernado!' fuera oomisb.iiado para 
hacer aquel estudio y ee le acordase 
unacompensacion extraordinaria pol- 
la ejecución de un trabají i que estaba 
Inora de sus funciones administrati- 
vas; y finalmente que no tu 
funcii mariii- públicos obligad' i ■ a. 
hacer trabajos extraordinarios fuera 
del ejercicio de su.- funciones, debía 
suprimirse la parte del articulo.. . . 
«ó per COmtxíOitr.i eyi'T/H/c/i ó extraer- 
diñarías. ■■ 

Respondíendoá este orden do ideas 
se propuso la siguiente adición al ar ■ 
lí'.'üln 36: «Esta disposición no será 
aplicable, cuando se trate de comisio- 
nes especiales trae les fUesen expresa- 
mente conferidas.» 

Rebatiendo las ideas anteriormente 
expuestas, si; dijo, que la inteligencia 
y el propósito del articulo 86, era el 
de revestir de toda la ¡ndepeii'!. 
posible ¡i ios miembros de las ("ama- 
ras Legislativas, evitando do esta 
manera que al Ejecutivo pudiera por 
medio de i ■< amisionos llevar su influen- 
cia al seno de los otros poderes; que 
además, el buen servicio pi 
aiierÍE la distribución del trabaje v 
de los cargos, pues que estaba pro- 
bado que los hombres que aglome- 
ran muchas ocupaciones, no pueden 
desempeñarlas con el acierto y la 
contracción necesarias. 

Creyóse igualmente necesario in- 
cluir en las(iis[>osio.'[ones del articulo 
a los miembros del Poder Judicial, si 
bien todos reconocían que esta rama 
del Poder Publico no se encon- 
traba en las condiciones de los '.'tros 
poderes por la naturaleza de su^ 
funciones y sus medios de acción fi 
influencia. 

Habiendo sido aprobadas por ma- 
yoría las reformas propuestas, quede 
redactado el articuloíw en la fornw 
siguiente: 

dictarse ley g te tenga p 
tibjtlO ' ' 

i/HHi>dt' tos tniemhri.nl ■■■'■ 
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Ejecutivo, Legislativo y Judicial, 
mientras tus sean por servicios he- 
chos ?ú que se les encarguen en el 
ejercicio de sus funciones. 
Esta disposición no será aplicable 
cuando se trate de comisiones ex- 
traordinarios que tes fuesen expre- 
samente conferidas. 



Al considerarse el artículo 37 uno 
de ios miembros de la Comisión pro- 
puso la supresión del expresado ar- 
tículo, invocando los inconvenientes 
que habia ofrecido en la práctica para 
la Administración y los cuales habia 
tenido oportunidad de conocer en el 
manejode los negocios públicos. Que 
era indispensable hacer desaparecer 
esa traba, pues los dos tercios de vo- 
tos requeridos por el articulo en -íis- 
cusion importaba establecer una res- 
tricción muy grande. Que en su 
opinión, en las leyes de empréstito 
como en muchas otras debia imperar 
también la ley de las mayorías, esto 
os que fuesen sancionadas por sim- 
ple mayoría de votos. 

Que la iniciativa acordada por el 
artículo á la Cámara de Diputados no 
tenia razón de ser desde que ambas 
ramas del Poder Legislativo recono- 
cen un mismo origen, la eleccionpo- 
pular y directa, tienen las mismas 
facultades y solo existen y funcionan 
separadamente para que sirvan de 
control reciproco en la formación y 
sanción de las leyes. Que habia 
sostenido como miembro del Senado 
de la Provincia que la Cámara de 
Diputados no debía tener la facultad 
exclusiva de conocer y dictar de 
preferencia la ley del presupuesto. 
Que la cuestión habia sido llevada á 
la Suprema Corte de Justicia, la cual 
declaró que el Senado á ese respecto, 
está en iguales condiciones que la Cá- 
mara de Diputados, y concluyó pi- 
diendo por estas consideraciones la 
eliminación del articulo 37 que se 
discutía. 

Suscitáronse con este motivo dos 
cuestiones contenidas en el artículo 
en discusión. La primera versó sobre 
si habia de concederse á la Cámara 



de Diputados la facultad exclusiva de 
iniciar las leyes de empréstitos; y la 
segunda si bastaba o no para la san- 
ción de estas leyes la simplemayoría 
de votos de cada Cámara, incluyendo 
en dicha faculta'! lado emitir fondos 
públicos. 

Respecto ala primera Cuestión se 
sujo, que la Cámara de Diputados no 
tiene fundadamente derecho al tal 
privilegio de iniciativa, pues las dos 
ramas del Poder Legislativo tienen el 
mismo origen popular y existen fun- 
cionando separadamente para desem- 
peñar con mas acierto sus funciones, 
manteniendo un equilibrio necesario 
y una influencia recíproca, conve- 
niente para la sanción de las leyes. 

Invocándose los precedentes de 
otros paises en la materia, se recor- 
daron las razones capitales que habían 
determinado la organización del Po- 
der Legislativo entre ellos, y se dijo 
que en Inglaterra la facultad de dictar 
impuestos y presupuestos correspon- 
de á la Cámara de los Comunes, por- 
que en la organización del Gobierno 
inglés, es ella la única que representa 
directamente al pueblo; pues la Cá- 
mara de los Lores está formada por 
la nobleza, los obispos y como se 
sabe por los Lores electivos de Ir- 
landa. Que allí hay una razón capital 
para dar á la Cámara délos Comunes 
esa iniciativa; prerrogativa que se 
estiende hasta impedir á la Cámara 
de los Lores el poder enmendar las 
leyesde impuestos dictadas por aque- 
lla, porque ésta es la única que tiene 
representación popular. 

Esa iniciativa se comprende tam- 
bién que la tenga entre nosotros la 
Cámara de DiputadosNacionales, por 
cuanto el Senado solo representa á 
las Provincias como entidades políti- 
cas y aquella inviste la representación 
genuinade] pueblo argentino. Que 
en el Orden provincial los Senadores 
como los Diputados son elejidos 
con arreglo á las leyes locales, de 
manera que los electores de los 
miembros del Senado, no están su- 
jetos á la legislación nacional. Si el 
derecho al nombramiento de Sena- 



dores de la Provincia hubiera de dar- 
se, por ejemplo á lasMumcipalidades, 
se asplicaria entonces la subsistencia 
de la cláusula constitucional de que se 
trata; pero correspondiendo la elec- 
ción de Sanadores ai pueblo de la 
Provincia, desaparece el motivo que 
se puede invocar a favor de la Cámara 
de Diputados para la prioridad en 
dicha iniciativa; que así no hay fun- 
damento alguno fjlosofico-jurtdico 
que esplique 6 autorice esa suprema- 
cía de una Cámara sobre la otra. 

A estos argumentos se contestó 
manifestando, que la iniciativa que se 
acuerda á la Cámara de Diputados es 
conforme con el espíritu de las insti- 
tuciones democráticas modernas, por 
cuanto esa rama Legislativa repre- 
senta directamente al pueblo por ser 
la misma que tiene la facultad de ini- 
ciar los impuestos. 

Que las di versas prerrogativas acor- 
dadas á las Cámaras, obedecen .i una 
razón de equilibrio entre los podare*. 
Asi como el Senado puede ejercer 
i.'ii'1'las i; iliciones ejecutivas intervi- 
niendo en el nombramiento de altos 
empleados públicos, es justo y lógico 
que la ('amara de .Diputados tenga 
otras facultades que lesean propias 
para equilibrar aquel privilegio del 
Senado. A esto se repuso, que no se 
trataba de averiguar cual délas dos 
( Yitii:ir;is tiene mayores atribuciones, 
síiim ile aplicar las buenas doctrinas, 
según las cuales los nombramientos 
que importen ejercicio de funciones 
políticas, debe acordarlos la Cámara 
de Diputados porser lamas numero- 
sa, y las que importen ejercicio de 
funciones administrativas el Senado, 
por ser un cuerpo mas reposado que 
aquel, en virtud de las condiciones 
peculiares ala edad exigida para ser 
Senador. 

Sometido á votación el primer pun- 
to, se resolvió - negativamente. 

Entrando ¿considerar la segunda 
cuestión, se espuso: que los dos ter- 
cios de votos requeridos por el ar- 
ticulo, imponían una restricción ex- 
cesiva y que por lo tanto, en este 
punto debe prevalecer la ley de las 



mayorías. Se hizo notar que la Le- 
gislatura por simple mayoría, dicta 
leyes que afectan la vida, el honor, 
La fortuna, como el porvenir y la ri- 
queza del país, y que era ilógico, que 
para usar del crédito, que no podría 
traer ene! peor de lus casos mas que 
un perjuicio pecuniario, se impusiese 
una restricción que no existe para le- 

fislar sobre la libertad y el bienestar 
ola sociedad. Por otra parte, si para 
realizar un empréstito se levania uiri 
barrera (pues que los dos lercii >s de 
votos del total de los miembros de 
las Cámaras es mas que el número 
que forma quorum legal) ¿qué pre- 
cauciones se tomarían cuando se tra- 
tase de salvaguardar los derechos 
primordiales del ciudadano y de la 
sociedad? Que en los Estados Uni- 
dos son muy valientes para hacer 
empréstitos, tanto el Congreso co- 
mo los Estados. Que cuando la 
necesidad ó la conveniencia según 
el criterio del Gobierno demandan un 
empréstito, es de buena administra- 
ción no ponerle trabas: pues la ra- 
zón del uso del crédito no se modifi- 
ca porque se requiera para autori- 
zarle simple mayoría ó dos tercios 
de votos exponiéndose en este úl- 
timo caso al Poder Ejecutivo 6 
violentar 6 seducir la conciencia 
de los legisladores para realizar 
un plan económico exigido por las 
necesidades de la administración pu- 
blica d por el progreso del país; que 
además, un empréstito no puede 
equipararse A los impuestos, pues 
que no es sino una operación de cré- 
dito, por la cual buscan [os gobiernos 
ni ];i mayor parte de los casos, ali- 
viar al contribuyente, haciendo el 
servicio del empréstito con el produ- 
cido de las obras construidas con su 
importe, con las cantidades deter- 
minadas en el presupuesto general. 
Que, por tanto, si la Legislatura vota 
por simple mayoría los impuestos 
comotodas las leyes que se refieren á 
trascendentales intereses de la socie- 
dad ¿por qué no ha de poder autorizar 
un empréstito con esa misma mayo- 
ría? Que este era un error proveniente 
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riel horror á los empréstitos sin cui- 
darnos de que somos un pueblo jo- 
ven, que necesita del capital extran- 
jero y r¡ue la única provisión que esa 
dase de operaciones requiere es el 
buen juicio para invertir lo que so 
pida. 

Estos argumentos fueron rebati- 
dos diciendo: 

Que los empréstitos son Botos que 
importan un empeño extraordinario 
del crédito del país, y que, para, gra- 
varlo de tal modo, es indispensable 
exigir la formalidad que establece el 
articulo; que si bien es cierto, que 
hay ocasiones en que el empréstito 
reporta utilidades al país, las mas 
de las veces trae serios compromi- 
sos, afectando directamente la fortu- 
na pública, y comprometiendo de una 
manera gravo á las generaciones fu- 
turas. Que así, pues, el requisito 
impuesto debe mirarse como una ga- 
rantía de acierto, como una valla en 
la pendiente peligrosa á que se lan- 
zan los pueblos, cuando abusan del 
crédito hundiéndose por mucho-safios 
en la bancarrota. 

Que las leyes que afectan la vida, 
la honra, la propiedad, etc., nohipo- 
tecan el porvenir y pueden en cual- 
quier tiempo ser modificadas ó anu- 
ladas por completo. Que no sucede 
lo mismo con las leyes de empréstito 
que solo se llaman tales por la ter- 
minalogla constitucional, pero que 
son verdaderos contratos que no pue- 
den alterarse, y cuyo cumplimiento 
estricto viene á pesar sobre genera- 
ciones venideras. 

Que si bien es exacto, que se dic- 
tan leyes por simple mayoría de vo- 
tos acordando privilegios que gravan 
el porvenir, esa mayoría no les exi- 
me de las razones que aconsejan 
que, para su sanción, concurran los 
dos tercios de votos como para acor- 
dar un empréstito. 

Por estas y otras consideraciones 
uno de los señores de la Comisión, 
propuso que estos dos tercios fue- 
ran del total de los miembros de ca- 
da Cámara, manifestando que asi lo 
han establecido todas las constitu- 




ciones de los Estados Unidos dul 
Norte, buscando mayores garantías 
para el país. Se agregó, que no po- 
día considerarse al empréstito como 
distinto del impuesto, pues que el 
primero no es sino una contribución 
indirecta, que afecta como los im- 
puestos, desde que importa hacer 
uso del crédito del país, gravándola 
con el objeto de llenar ciertas nece- 
sidades, siendo en definitiva el pue- 
blo quien tiene que pagarlo, porque 
si el Gobierno pide prestado una can- 
tidad de dinero, y no puede servir 
los intereses y amortización de la 
deuda con las rentas votadas con 
ese objeto, se crean nuevos impuestos 
para llenar el compromiso. Que por 
esta razón, el empréstito general- 
mente no es sino un impuesto indi- 
recto. 

Suficientemente discutido el punto 
se resolvió también negativamente. 

De acuerdo con las ideas que ob- 
tuvieron mayoría en este debate, el 
articulo 37 que dice asi: 

No podrá auto riza r*<_- ningún emprés- 
tito sobre el crédito general de la Pro- 
vincia ni emisión <h- fondos públicos si- 
no por iniciativa de la Cámara de Di- 
putados, y la ley que lo autorice deberá 
ser sancionada por dos tercios devotos 
de cada Cámara. 

Quedó reformado del modo si- 
guiente: 

—No podrá autorizare empréstito al- 
í/uno sobre el crédito general de 
fa Provincia ni emisión de fondos 
públicos, sino por ley sancionada 
par los dos dos lerdos de votos de 
los miemhms de mda Vihnara. 



El mismo señor Convencional que 
habia pedido la supresión del articu- 
lo 37, sostuvo la eliminación del 38, 
fundado en estensos razonam ion- 
ios. 

Pensaba que era poco digno de 
un país que gozaba de perfecto cré- 
dito, las limitaciones que contenia 
el articulo, pues ellas importaban el 
imprescindible deber de especificar 
detalladamente los recursos que el 
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país afectaba al contraer un emprés- 
■ responder ú sus servicios 
Que tal especificación, implicaba Ea 
obligación da afectar de una mane- 
ra determinada, loa ramos da la refi- 
ta pública que han de destinarse á 
'ni objeto, pues hay que decir eua- 
ies -cu los medios que responden 
al pago de la deuda; de modo que 
cualquier impuesto que se establez- 
ca sóbrela renta, queda hipotecado 
¡ir una manera inamovible basta que 
la deuda sea cancelada. 

Que aun país nuevo, llenodevi- 
gor y '1''. riqueza, oo se le compro- 
metía con estas restricciones impru- 
dentes, que solo crean los pueblos 
que no tienen conciencia de su valer 
y de sus medios de solvencia. 

Que las condiciones impuestas por 

■ I articulo 38, eran una verdadera 
[raba q.ua ya se había hechosentir pa- 
ra el país de una manera ruinosa y 
contraria é su intereses, 

Que no solamente se inmovilizaba 
á hipotecaba la renta especialmente 
destinada ¡i cubrir los servicios del 
empréstito, sino que era un obstáculo 
insuperable, para coutraerlos en las 
MM'i'in:^ condiciones: pues en la prác- 
tica habla ocurrido que a la Provincia 

■ le Buenos Aires se le hicieran pro- 
puestas ventajosísimas para propor- 
cionarle recursos, y las cuales no ha- 
bía podido aceptar, por no apartarse 
de las prescripciones terminantes del 
articulo que se discutía. 

Que solo los países que no gozaban 

de ningún crédito como la Turquía, 

estaban sometidos a condiciones tan 

liumillantes como las establecidas en 

ífeulo. 

Que un país en las circunstancias en 
que se encuentra la Provincia da Bue- 
nos Aires, con un crédito bien funda- 
do, con recursos amplios, con una 
prosperidad creciente, debe contraer 
compromisos sin ninguna hipoteca, 
y sin ninguna condición vejatoria pa- 
ra su crédito v buen nombre. Por qué 
habían deexijirseá la Provincia §a- 
i'.'tniias innecesarias, cuando loe mis- 
mos pn.'siairiistas, subiendo hacer el 

balance del haberdel país, no piden 



ni consideran necesarias la - condi- 
ciones consignadas en la ( Constitu- 
ción? Que los préstamos son por 
treinta y tantos anos, j los ira-puestos 
que se afectan tienen que permane- 
ce!' gravando á un pueblo que, cerno 
el nuestro, tiene exijencins y opera 
trasformaciones que nadie puede pre- 
ver. Que no era sensato ni pauirni- 
co seguir imponiendo é la Provincia 
esta carga, teniendo los impuestos 
afectos a ios empréstitos por casi 

mediosiglo, Que tal cac.ua se i 

carta si un pueblo doblegado á una 
gran necesidad, obligado por una 
gran desgracia, tuviese que someter- 
se a dar prenda ó hipoteca sobre sus 
empréstitos. ,, ,.¡ cmmenar parte de la 
libertad que debe residir Integra en 
sus poderes públicos; pero que, por 
suerte, no era este el caso en que se 
encontraba la Provincia, la cual se 
había visto, sin embargo, obligada á 
hipotecar I"- recursos del Estado, 
afectando la resta de sellos, de paten- 
tes y otros, al pago de la amortización 
é intereses de sus empréstitos, no 
pudiendopor lanaturaleza del com- 
promiso, modificar esos gravámenes 
o hipotecas 

Que la prescripción constitucional, 
se había entendido ó impuesto en la 
práctica como una obligación de es- 
pacificar los recursos especiales con 
qiir debe hacerse el servicio de la 

renta y amortización, de donde resul- 
ta que se realiza un empréstito de 
diez millones, y se necesitan ^- ■ ■ i ■ ■ 1 1 ' ;i 
mil patacones para su servicio; COO 
arreglo ,i la ('(.institución tiene el Go- 
bierno que especificar los impuestos 
para atender la renta y la amortiza- 
ción, diciendo detalladamente, por 
ejemplo: impuesto de sellos, cinco 
millones — ídem 'I" | 
Nones — Contribución directa, diez mi- 
llones, porque es asi como se hace 
la cuenta en la misma lev que autori- 
za el empréstito, de modo que es una 
ley contrato iiiuioililicalile poj- la Le- 
gislatura, y hay que renunciar, por 
consecuencia, á esos impuestos, has- 
ta que se cumpla el compromiso, 
Que por estas razones, que 
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dria ocasión de ampliar oportuna- 
mente estaba por la supresión del ar- 
ticulo 38. 

A los anteriores argumentos, se re- 
plicó diciendo, que el articulo res- 
pondía á un principio general de mo- 
ral pública y privada, universalmen- 
to aceptado, y que consiste en que 
nadie debe endeudarse y comprome- 
ter su crédito, sin tener en vista los 
recursos que se cuenta para satisfa- 
cer ese crédito. Que las limitaciones 
contenidas en el artículo 38, se baila- 
ban consignadas en todas las Consti- 
tuciones, y muy especialmente en las 
de los Estados de la Union norte- 
merieana, porque se había reconoci- 
do como buena esta regla para im- 
pedir los abusos impremeditados de 
un pueblo, que exajerando sus me- 
dios y sus recursos contrae deudas 
sin tin, y que, por no tener afectadas 
sus rentas ordinarias, se encuetra el 
dia menos pensado sin tener con qué 
cumplir sus compromisos. Que por 
ese camino se va derecho á la ban- 
carrota que es la ruina de todos los 
intereses de la sociedad. 

Que la prescripción establecida 
por el artículo, puede considerarse 
como un procedimiento legislativo or- 
dinario, semejante al que se efectúa 
al votar los presupuestos aiíualmen- 
te, en que se balancean las entradas 
con las salidas para fijar los gastos 
de laAdministracion. Que cuando va 
á contraerse un empréstito debe te- 
nerse la segundad moral y efectiva, 
de que han de cumplirse los com- 
promisos consiguientes y que esto no 
se consigue sino teniendo á la mano 
positivamente, los recursos conque 
nan de pagarse ó atenderse los ser- 
vicios ocasionados por esta causa. 
Que si tal procedimiento se observa 
en la práctica corriente de las tran- 
sacciones ordinarias de un pueblo, 
con mayor razón debe exijirse tra- 
tándose de un caso extraordinario en 
que no solo se compromete al país 
en sus intereses, sino también en su 
crédito exterior. 

Que la supresión propuesta del ar- 
tículo 38, importaría abrir ia puerta 




para que se contrajese cualesquiera 
clase de compromisos sin tenor en 
cuenta los recursos conque han de 
satisfacerse 

Que podran llegar casos, como &e 
había dicho, en que se presenten tro- 
piezos y dificultades surjidas de los 
términos dol articulo en discusión, 
pero que eran preferibles esos obs- 
táculos con tal que quedara sancio- 
nado el principio de que cuando el 
país contrae un empreslito.es porque 
tiene en vista los recursos que deter- 
minadamente lian de afectar ¡i él, pues 
si llegara d Sospecharse que no los 
tiene, es indudable que podría tachar- 
se ai país de que liabia mitrado Hú- 
mala té en las negociaciones. 

Observóse también, que el acto di* 
contrae]' Un empréstito era de natu- 
raleza grave y trascendental, por cu- 
ya razón era prudente y necesario 
imponer al legislador ciertas restric- 
ciones, que debían considerarse co- 
mo verdaderas garantías en beneficio 
de la conservación del crédito públi- 
co. Que el desenvolvimiento vigoro- 
so de la riqueza general, solía en mu- 
chas ocasiones inducir en error á los 
hombres de finanzas, que, no obs- 
tante sus propósitos de progreso, 
exajeraban los recursos del país en 
un momento dado, debido á una ge- 
nerosa ilusión sobre su futura pros- 
peridad y engrandecimiento. Que Q9 
solamente era algo muy serio hacer 
uso del crédito, sino que en medio de 
una situación próspera, existían ver- 
daderos peligros en abusar del crédi- 
to atendiendo las facilidades ofreci- 
das por los prestamistas. Que si bien 
los empréstitos se contraen para fo- 
mentar por medio de obras de reco- 
nocida utilidad pública la riqueza del 
país, cada operación de esta natura- 
leza afectaba directa é inmediata- 
mente la fortuna del Estado, y que, 
por consecuencia, debian quedar sub- 
sistentes las prescripciones del arti- 
culo para poder obrar con previsión 
y acierto, toda vez que estuvieran de 
por medio los intereses públicos, el 
buen crédito y el porvenir económico 
que no podía comprometerse por ac- 
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tos impremeditados por mas patrió- 
tica que fuera la intención de los que 
los afectaban. 

Que era altamente conveniente 
mantener el artículo tal como se en- 
cuentra en la Constitución, pues la 
especificación de recursos que exije, 
es una garantía que levanta y favore- 
ce el crédito mismo de la Provincia, 
pues no era lo mismo abrir un cré- 
dito sin afectar renta determinada, 
que contraer un empréstito y hacer 
mención del recurso ó recursos de 
que ha de servirse. Que el hecho de 
saber que existe una renta destinada 
esclusivamente al servicio de la deu- 
da, es un estímulo poderoso en favor 
del crédito de un país. Que en cuan- 
to á que una renta afectada á un em- 
préstito producía un exceso sobre el 
servicio á que estabg. destinada, no 
pudiendo en consecuencia hacerse 
uso de él, debia observarse que siem- 
pre quedaba librado al criterio de las 
Cámaras Legislativas, el aplicar ó no 
esos recursos á otros objetos, por 
cuya razón la limitación á que antes 
se habia aludido, no existia en reali- 
dad desde que todo esto quedaba en- 
tregado al buen sentido de los legis- 
ladores. 

Que la limitación del artículo por 
otra parte, tiende á evitar que una mis- 
ma renta se emplee en dos ó mas 
servicios diferentes. Que si la Legis- 
latura habia echado alguna vez ma- 
no de una renta ya afectada, era por 
que habiendo aumentado sus recur- 
sos, tenia cómo responder á las obli- 
gaciones de un nuevo empréstito, y 
aue entonces no se dijo que habién- 
dose afectado esa renta para un pri- 
mer empréstito, no podia afectarse á 
ningún otro siempre que el aumento 
de ella lo permitiese; de modo que, 
era esa una restricción, no precisa- 
mente impuesta á la Legislatura, á la 
cual ya se le han señalado reglas fi- 
jas para garantir la conveniencia y el 
acierto en las autorizaciones de las 
leyes de empréstitos, sino que es una 
restricción puesta á la operación mis- 
ma. 

Que es efectivamente de mucha 



importancia, garantir el servicio de 
los empréstitos con una renta deter-„ 
minada por una ley especial, pues así 
los títulos se colocan mas fácilmente, 
despiertan mayor confianza y se for- 
ma una especie de contrato, en virtud 
del cual la Legislatura no puede re- 
tirar los recursos señalados para des- 
tinarlos á otros servicios. Que esta 
limitación era perfectamente fundada 
y constituía una garantía para los te- 
nedores de títulos, tanto mas, cuanto 
que no puede quedar al arbitrio de la 
Legislatura variar los recursos con 
que se deben servir los empréstitos. 

Que lo que se habia dicho respecto 
de la inmovilidad de la renta á la cual 
se afectaba el servicio de ciertos em- 
préstitos, no era exacto; pues no de- 
be creerse que tal garantía sea un 
obstáculo para variar los recursos 
destinados á servicio de tal naturale- 
za. Que además, la supresión pro- 
puesta no introduciría novedad algu- 
na en las prácticas de siempre, pues 
si la Constitución no dijera que toda 
ley que sancione empréstitos debe 
especificar los recursos especiales 
con qué ha de atenderse, la Legisla- 
tura se veria en la imprescindible ne- 
cesidad de hacerlo, para dar formas 
y bases positivas á la operación, sien- 
do además muy obvio que toda ley 
que sancione un gasto cualquiera tie- 
ne necesariamente que señalar los 
recursos especiales con que ha de 
llenarse; pues de lo contrario tal ley 
seria letra muerta y quedaría sin 
cumplimiento. Que así pues, lo que 
establece el artículo 38 es un requisi- 
to perfectamente sabido, que quedan- 
do ó no subsistente, habia de ser ri- 
gurosamente exijido. 

Para zanjar la disidencia de opinior ' 
nes producida por el largo debate 4 % 
que dio lugar el artículo 38, se propu- * 
so una nueva redacción aproximada 
mas ó menos á las disposiciones anár. 
logas que contienen las Constitución-; 
nes norte americanas, crevendo cotók 
dicha redacción armonizar las ideas; 
opuestas, adoptando esta formas» ' 
« Ningún empréstito podrá ser coloP; 
« cado sin que previamente la LegiS 1 
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11 laluravote los recursos necesarios 
" para atender los intereses y amor- 
« tizaciones •>, ó bien una disposición 
general en estos términos: "La Le- 
<■ gislatura votará anualmente los re- 
« cursos necesarios para atender al 
« servicio de los intereses y amorti- 
<• zaciones de los empréstitos ó deu- 
■< das periódicas.» 

Dljose para sostener esta enmienda. 
que como la Constitución establece 
que toda ley que sancione empréstito 
deberá especificar los recursos eipé- 
nales con que ha de hacerse el sor- 
vicio, etc., ella tiene que afectar di- 
rectamente una renla para atender 
tos intereses y amortización, y que lo 
que so proponía por la reforma, era 
que la ley estableciera de un modo 
general las condiciones del emprés- 
tito en un orden puramente interno y 
sujeto á la reforma y ala movilidad 
de todas las leyes, dejando que la Le- 
gislatura determine las rentas con que 
ha de hacerse el servicio de ese solo 
empréstito ó de todos los que tenga 
contraidos la Provincia. Que al san- 
cionarse una ley de empréstito el Es- 
tado se compromete con el presta- 
mista, sea interno ó externo, á pagar 
el 6 por ciento de interés y el 1 por 
ciento de amortización y á "estiiiguir- 
le los títulos que entrega en un máxi- 
mum dado de tiempo. Que según la 
reforma propuesta, el Estado no tiene 
que darle cuenta al prestamista y so- 
lo la Legislatura determinará y espe- 
cificará los recursos que se destinan 
al servicio de un empréstito. 

Encontrándose que no se salvaban 
con la nueva enmienda las dificulta- 
des suscitadas, puesto que de todos 
modos se reconocía que era menester 
especificar los recursos que debian 
responder en cada caso al servicio 
de los empréstitos que se contraje- 
sen, lo que constituía precisamente la 
sustancia del artículo 38, la mayoría 
de la Comisión votó en el sentido de 
mantener el artículo en los mismos 
términos en que se encuentra en la 
Constitución vigente. 



Dada lectura del artículo 30, se 
sostuvo la conveniencia y aun la ne- 
cesidad de suprimirlo para obviar las 
dificultades que se habian presente- 
do en la practica, cuando votado j 
contraído un empréstito habian desa- 
parecido ó raodifleádose los objetos i 

los cuales debian aplicarse los fondos 
obtenidos por medio de esta opera- 
ción. 

Recordóse lo que había pasado 
con el empréstito contraído por la 
Provincia para continuar las obras 
del Riachuelo, las cuales, como se 
sabe, han pasado ala Nación y sin 
embargo, la Provinciano ha podido 
en vista de los términos espresos del 
artículo 39, deslinar esos fondos ;t 
Otras fibras do utilidad evidente \ de 
conveniencia pública por no violar la 
Constitución. 

Díjose también que exisfe actual- 
mente en el Banco de la Provincia 
alrededor de cuatro millones de pe- 
sos fuertes, de los cuales no se pue- 
de disponer por miramientos al artí- 
culo 39. Que esos fondos provenían 
del empréstito negociado para las 
obras del puerto, y que como tal 
puerto no se había hecho, la Provin- 
cia servia dicho empréstito sin utili- 
zarlo. Que al articulo 39, había sido 
mal copiado de las Constituciones 
norte-americanas, y que no era ra- 
cional la prescripción que él esta- 
blecía al separarse de aquellos mo- 
delos, los cuales si bien ordenaban 
lo mismo que el artículo respecto á 
la aplicación que debe darse á los 
empréstitos, establecían también que 
ellos pueden destinarse al pago de 
los mismos, esto es á devolver los 
mismos fondos, citando en apoyo de 
esta idea la opinión de Webster, 
dada á los señores Baring Brothers. 
Que la misma opinión fué dada con 
motivó de un empréstito de Masa- 
ehussets, como podía verse en el 4", 
tomo de las obras de Webster, pu- 
diendo condensarse las vistas de este 
estadista en los siguientes puntos : 
I o Que ios Estados pueden hacer 
empréstitos exteriores ; 2° Que las 
rentas votadas importan hipotetía y 






DE LA COMISIÓN REVISORA 



19 



no pueden cambiarse ; y 3* {es el' 
caso en discusión) : Que un emprés- 
tito puede ser recojido por un Esta- 
do pagándolo á su precio corriente. 
Que la existencia del articulo 39 
en la Constitución, respondía á las 
desviaciones en que el país habia 
incurrido cuando celebró el primiti- 
vo empréstito de puertos, y en el 
Primer empréstito contraído por la 
rovincia de Buenos Aires el año 
24. Que este exceso de precauciones, 
justas en principio, nos habia con- 
ducido inocentemente á la inmovili- 
zación del empréstito del Riachue- 
lo A punto de no saber qué hacer 
con él. 

Que podía suceder además, que 
una vez contraído un empréstito para 
determinadas obras, se presentaran 
propuestas mas ventajosas para el 
Estado, y sin embargo, no podrían 
aceptarse so pena de no poder utili- 
zar ni destinar" los fondos ya conse- 
guidos. Que podía suceder, por ejem- 
plo, que contraído un empréstito de 
obras públicas para La Plata, se 
presentase una empresa al dia si- 
guiente proponiendo hacer esas mis- 
mas obras sin que le costase un peso 
al erario, y en tal caso, ó no podría 
hacerse uso del empréstito ó no se 
podría aceptar la propuesta por mas 
notoria que fuese su conveniencia. 

Después de estas consideraciones 
se propuso dejar sin alteración algu- 
na el articulo 39, agregando otro 
articulo en seguida, concebido en 
estos términos : 

— En los Casos en que se hubiese rea- 
lisado un empréstito y no se reali- 
zaran las obras á que se hubiese 
destinado el numerario obtenido por 
él, se aplicará á la conversión del 
empréstito mismo ó á obras públi- 
cas especialmente determinadas. 

Reconsiderado en una nueva se- 
sión el articulo 39, pidióse que se 
agregase al final de él, estas pala- 
bras : . . . . ó en pago del mismo em- 
préstito, á fin de que en adelante no 
surjieran los inconvenientes que se 
habían presentado en la práctica, 



como lo comprobaban ya los casos 
producidos. 

A esta serie de argumentos que se 
hacían en pro de la supresión del ar- 
ticulo 39, se replicó diciendo, que las 
obras del Riachuelo han pasado al 
Gobierno Nacional con todos sus be- 
neficios y cargas por una suma de- 
terminada: que la única dificultad que 
surjió fué la del cambio de deudor, 
porque antes lo era la Provincia é 
iba aserio ahora la Nación, siendo 
tal la dificultad suscitada por los te- 
nedores de los títulos que ignoraban 
ó no se dieron cuenta al principio de 
la importancia de la nueva garantía 
que era mucho mayor que la primi- 
tiva, lo que hizo que el cambio de 
deudor no presentara inconveniente 
alguno. 

Que lo que antes se habia dicho 
respecto de la inmovilización de los 
fondos del empréstito del Riachuelo, 
no podia suceder puesto que del mi- 
llón quinientos mil pesos fuertes á 
que ascendía el empréstito, apenas 
se habían colocado quinientos mil 
pesos fuertes que pasaron junto con 
los títulos sin colocar, á manos del 
Gobierno Nacional. 

Que eran muy raros los casos ci- 
tados para pedir la supresión del 
articulo 39, los cuales no podían com- 
pararse con los grandes perjuicios á 
que el país se espondria, si ponién- 
dose en contradicción con lo pres- 
cripto por los artículos 37 y 38, ya 
aceptado por la Comisión, se releva- 
se al gobierno con la eliminación del 
articulo, del deber de no aplicar el 
numerario que se obtenga por em- 
préstitos á objetos determinados que 
debe especificar la ley, haciendo caso 
omiso de la responsabilidad de la 
autoridad por la mala inversión ó 
cambio de objetos al verificarse ésta. 
Que la agregación de un nuevo ar- 
ticulo complementario del 39, no po- 
dia ser aceptada porque la escepcion. 
que establecía era verdaderamente 
una arma terrible, que deja una li-: 
bertad completa para invertir los 
recursos obtenidos por un emprés- j 
tito en cualquier cosa y esto no tenia 



precedente en la Constitución de nin- 
gún país. Que la conservación del 
articulo no respondía á principios 
do buena y equitativa administración 
ni menos a hacer efectivo el precep- 
to general que domina el sistema 
representativo de la responsabilidad 
de los mandatarios del pueblo, muy 
especialmente en lo que se reliero al 
manejo de los recursos del Estado 
que constituyen la fortuna pública. 

Que las dificultades en cuyo nom- 
bre se había pedido la supresión del 
articulo, podían ser solucionadas por 
medios perfectamente legítimos, y 
ellas no podran cu ningún caso au- 
torizar la desaparición de la carta 
fundamental de la Provincia de pre- 
ceptos ó verdades fundadas en la 
mas pura moral política y ecoan- 
mica. 

Sometido á votación el artículo, 
fué aprobado por mayoría y desenlia- 
das las reformas propuestas. 



Díó lugar á largas discusiones el 
articulo 40 que establece que ¡da 
Legislatura no podrá disponer de 
suma alguna del capital del Banco 
de la Provincia» hasta tanto no baya 
sido redimida la deuda del papel mo- 
neda á cuyo pago está aquel espe- 
cialmente afectado. 

Algunos de los miembros de la Co- 
misión estuvieron por la supresión 
del articulo y otros por su subsisten- 
cia en la Constitución en los térmi- 
nos en que estaba redactado. 

Los sostenedores de la supresión 
observaron que este articulo está en 
contra de la ley que afecta el capital 

Ílos intereses del Banco al pago de 
js empréstitos, y de la que destina 
una parte de las ganancias del mis- 
mo á rentas generales; razón por la 
cual, desde que estaba en vigencia 
la Constitución bástala fecha, nunca 
se habia cumplido ni por el Banco 
ni por la Legislatura y Poder Ejecu- 
tivo. Que el articulo se habia dictado 
á fin de ofrecer una garantía efectiva 
para que el Banco no se lanzara en 
operaciones financieras peligrosas 



que pudieran dejar burlados á los te- 
nedores de lo que so llama panel 
moneda Que en la actualidad ni IOS 
intereses económicos, ni los políticos 

de la Provincia aconsejaban la inmo- 
vilidad del capital del Banco, afec- 
tándolo ú la conversión de una deu- 
da que no existe, deduciendo de es- 
tos y oíros razonamientos que la con- 
servación del articule seria un grave 
error. Que el capital actual del Banco 
dcla Provincia, sin incluir las utili- 
dades probables de este año. excedía 
de treinta milloneado fuertes, mien- 
tras que la emisión total de papel 

moneda en circulación, según las aa> 

lances publicados, era únicamente 
de doce millones do fuertes, Qua si 
se aplicaba á estos doce millones do 
emisión antigua en mal papel la ley 
proporciona) que admiten los econo- 
mistas, teniendo en cuenta la lecha dé- 
la emisión, resultaría que no podrían 
llevarse nunca á La conversión nía- 
de nueve millones de fuertes, ¿Qué 
criterio económico, qué medida de 
justicia, qué razón política, se agre- 
gaba, puede pues aconsejar que se 
uonserve el articulo que como se ha 
dicho, inmoviliza un capital de mas 
de treinta millones de pesos fuertes 
para responder % una deuda que no 
alcanza á nueve millones de pesos? 
Díjose también que por otra parte, 
una Constitución era para el porve- 
nir, y manteniendo el articulo como 
está y atendiendo á que el capital del 
Banco aumenta boy poderosamente, 
resultaría que basta que se reforma- 
ra otra vez la Constitución, sa habría 
inmovilizado un capital de muchos 
millones sin provecho alguno. 

Invocando el ejemplo que presen- 
tan otros países, se hizo notar que el 
Banco de Francia con una reserva 
de treinta y seis millones en efectivo 
solamente, hacia circular sus billetes 
por toda la Europa, siendo recibidos 
con preferencia al oro y á la plata. 
Apoyándose en este y otros prece- 
dentes, que seria una medida anti- 
económica é inconveniente el con- 
servar el articulo privando á la Le- 
gislatura de disponer con ventaja del 
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capital del Banco de la Provincia, 
dictando leyes que son indispensa- 
bles para el aumento de la riqueza y 
bienestar de la Provincia. 

En resumen, que habiendo desnpa- 
recido las razones que indujeron á 
los constituyentes de 1873 & consig- 
nar el articulo en la Constitución, no 
obstante de no figurar en ninguna 
Constitución riel mundo, y estando 
normalizada la situación económica 
y convertidose el Banco do la Pro- 
vinciaen una verdadera institución 
bancaria, teniendo el capital suficien- 
te para responderá la conversión del 
papo! moneda, no existía ra/on :d.mi- 
napara estancar ol capital del Banco 
■ ■on el objeto de garantir la moneda 
fiduciaria que tiene boy un valorigual 
al de las notas metálicas. 

Opinando á Favor de la subsisten- 
cia del articulo se dijo, nne el argu- 
mento principal que sé habia hecho 
para pedir la supresión, era la inmo- 
vilización del capital del Banco, lo 

i-nal irii|!ivli;i ;q>li<\u-lo ;-i obras repro- 
ductivas. Que los que esto dicen no 
•je Bjaban que ¡'I objeto del articulo 
na es acumular capital en el Banco 
di; la Provincia, ni mucho menos in- 
movilizarlo, sino simplemente itupo- 
neral línnco l.'i obli^.'icion do pa.iíar 
su deuda, que aunque no sea del mis- 
mo propiamente si no <ic la Provin- 
cia, es él quien responde de aquella 
\ el que tiene que salvar el crédito de 
sus billetes. Que la promesa que 
consagra '.'I artículo de redimir la 
deuda del papel moneda, no debe des- 
aparecer, puesto que puede hacér- 
sela conversión paulatinamente sin 
inmovilizar todo <■! capital del Banco. 
Que por lo demás debe reputarle con 
veniente la subsistencia de ase pre- 
cepto constitucional, para evitar las 
arbitrariedades y losaousos que pu- 
-In r:i .■■"ineter la Legislatura echan- 
do mano de los caudales del Banco 
por tenerlos ;i la mano cu circunstan- 
cias masó menos apremiantes. 
Después de la larga discusión que 

r ■ : 1 1 :■ 1 : ( roii(lr.'H<;indo l.'is dis- 
tintas opiniones que se emitieron, vo ■ 
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tose el artículo 40 y resultó suprimí-] 
do por mayoría. 



Habiendo sido aceptados sin discu- 
sión los artículos 41 y 42, paso la Co- 
misión á considera! 1 el £3, originán- 
dose con este motivo una discusión 
muy detenida que duró cuatro sesio- 
ne-, pues no solamente se ocuparon 
- Convencionales del artí- 
culo que se había leído, sino que se 
relacionó el debate con los funda- 
mentos que se habían aducido antes 
para pedir la reforma del articu- 
lo 36. 

Uno de lossefiores de la Comisión, 
sostuvo que había una completa falta 
■un-' esteartleulo 13 y cL 
36, proveniente tal vez de los distintos 
redactores que tuvo la Convención 
del 7o. El articulo 36 de la Constitu- 
ción, dijo, establece que no pueden 
dictarse leyes con el objeto de acor- 
dar reiniHn.'nu'iones ¡j nitiüuiio di' los 
miembros del Poder Incentivo ni de 
las Cámaras, por comisiones extraor- 
dinarias, miemr&sque <■! Restablece 
que una ley determinará ¡as funcio- 
nes ó empleos quesean incompati- 
bles. Que siendo el artículo 36 limi- 
tativo de ta facultad que se acuerda 
por el 43, habia'una verdadera con- 
tradicción entre ambos, y que p< ir I" 
tanto debía suprimirse 6 modificarse 
el articulo 3G. 

Entrando 6 considerar especial- 
mente el articulo 43, manifestó otro 
miembro de la Comisión, que laes- 
cepcion establecida respecto del pro- 
fesorado, no tiene razón de ser, por- 
que el profesor, atendiendo i la misil ni 
que desempeña, debe estar colocado 

en una situaci as independiente 

que cualquier otro funcionario. Que 
él liene que imperar é imponerse por 
medio del respeto y la consideración 
desús alumnos, y que si se viera, 
por ejemplo, figurar su nombre en 

las listas populares como candidato 
para ejercer atrás Funciones públicas 
por medio del sufr^in dr si.is mis- 

mos alumnos, perdería ese respi 
y consideración que le deben dis 
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como sucede hoy en Francia y oíros 
países. Que los norte ame r i canos 
habían resuelto el problema de una 
manera admirable en las Ultimas 
constituciones que allí se habían 
dictado, evitando el duelo con la su- 
presión de los derechos' políticos 
para los que se batan, acepten el pa- 
pel de testigos ó intervengan de cual- 
quier otra manera en un desafio. 
Que en todas las Constituciones 
norte americanas figura un arllculo 
concebido en los términos mas 6 me- 
nos del propuesto. 

Que se había alarmado seriamente 
al verá la ciudad de Buenos Aires 
tan dispuesta á imitar la susceptibili- 
dad francesa. 

Que tenia miedo que llegase un dia 
en nuestro país que el interés mer- 
cantil de los estados dijese: Suprimo 
el duelo. Antes que esto sucediera 
prefería que un articulo de la Cons- 
titución limitara eslo que vulgar- 
mente se llama el honor y que no es 
otra cosa que el asar; puesto que se 
entrega la vida á la suerte de un tiro 
de pistola, de una estocada, o á la 
pericia en el manejo de las armas 
cuando se nos insulta ó se nos ofen- 
de. Que se comprende perfectamen- 
te que á un mentís se conteste con 
una bofetada en el momento en que 
se hiciere la ofensa y que á una bo- 
fetada se conteste con otra. Refi- 
riéndose á los tiempos antiguos, 
observó que comprendía el desafío 
caballeresco en que la divisa de los 
nobles era ¡Hat y mi dama, por- 
que se espliea que los hombres pue- 
dan batirse siempre por las mujeres, 
pero no por cuestiones puramente 
políticas, en las cuales no cabe ven- 
ganza por parte del ofendido. 

Que ademas, era necesario que 
todos los gobernantes como toaos 
los que desempeñen funciones pú- 
blicas puedan ejercer su mandato 
con entera independencia sin temor 
de esta arma, que se pone en manos 
de todos los que pueden ser ofen- 
didos. Que la Constitución había ga- 
rantido la independencia de las opi- 
niones de los miembros del Poder 



Legislativo dentro de la Cámaras, 

pero que era necesario también ga- 
rantir la persona de los Diputados 
y Senadores fuera del recinto tle 
ellas, y que era ese el objeto princi- 
pal del articulo propuesto, para el 
cual pedia el apoyo de sus colegas 
de la Comisión, tanto mas cuanto 
que no hacia sino copiar lo que ha- 
bían hecho otros países que tienen 
en su favor la ciencia y la esperian- 
cia. 

Impugnando la introducción del 
nuevo articulo, otro miembro de la 
Comisión dijo, que si bien compfen- 
di;i y se espHeaba que se hubiera 
puesto en las constituciones norte 
americanas el articulo propuesto pbr 
el Convencional preopinante, ora 
porque en los Estados Unidos el '.luc- 
io había asumido formas irraciona- 
les y peligrosas para la. conserva- 
ción del orden social y que los i'ti/i- 
kees para cortar abusos tan palpable.-. 
habían tenido que aplicar remedios 
heroicos. Que en Nueva York exis- 
tia una ley prohibiendo bajo severas 
penas el duelo, con mucha anterio- 
ridad á la introducción del artículo 
sobre la materia que figura en la 
Constitución de ese Eslado. Que no 
obstante existir tal presiripeeion en 
las Constituciones Americanas, ella 
no ha impedido que los duelos con- 
tinúen. 

Que nosotros somos una sociedad 
moderna, careciendo todavia de un 
criterio formado y perfectamente 
desenvuelto para juzgar las relacio- 
nes de los hombres unas con otras, 
y que por bárbaro que parezca ese 
medio, era necesario respetarlo. Que 
desde el origen del mundo hasta 
ahora, el duelo habia sido tolerado y 
que lo único que se habia conse- 
guido en los Estados Unidos por 
medio de la privación á los duelis- 
tas de los derechos políticos, habia 
sido poner en juego otros resortes 
mas materiales é innobles, pero 
que habian resultado ser muy efi- 
caces. 

Que lo que hace menos frecuen- 
te los duelos entre los Estados del 
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Norte y los del Sud de Norte Amé- 
rica, es que los primeros son esen- 
cialmente mercantiles y se abstienen 
de abusar, porque el hombre que 
se bate en duelo pierde su crédito, 
se le retiran las comisiones, el en- 
vío de mercaderías, etc 

Que el duelo en Nueva Orleans 
tenía pena de la vida, y sin embar- 
go, ios desafíos se convertían allí 
i.'ii un torneo 'le muchas personas 
que se baten. Que había asistido á 
uno de esos tómeos al cual concur- 
rieron señora-, en carruaje decubier- 
to; que tal era el efecto que produ- 
cía ''I exceso de la penalidad, pues 
si se iba á buscar uu jurado que 
quisiera condenará un hombre por 
esta causa, no se le encontraba, 
porque a pesar de la prohibición de 
tas leyes, tenia que reeouocerse in- 
culpabilidad en la conducta de una 
que espomeodo su vida no- 
blemente, había arrebatado la de 
otro. 

Que la reforma propuesta no iba 
a, ser eficaz entre nosotros, pues lo 
que sucedería con ella sería hacer 
relajar el respeto social ; que los 
hombres seguros de no contraer 
compromisos llegarían á tratarse 
como entidades vulgares, insultán- 
dose torpemente en todas partes, en 
los parlamentos, como en fas calles; 
convirtiéndose con tales procederes 
en hombres ordinarios y sin distin- 
ción. 

Que no ha llegado el caso de acep- 
tar el articulo que se proponía, por- 
que no lian ocurrido abusos que 
autoricen la sanción de una disposi- 
ción tic esa naturaleza. 

i Uro señor ( ¡onvencional, colocán- 
dose en el mismo orden de ideas, se 
opuso al articula propuesto, porque 
á su juicio La prohibición que él es- 
tablece no os materia de una dispo- 
sición constitucional, sino de una 
ley que pueda dictar oportunamente 
la Legislatura. Opinó que el duelo 
es un acto de un carácter mi-gene- 
ria que no puade calificarse de delito 
vulgar, porque hay móviles ó cau- 
sas muy respetables < j i h ■- pueden lle- 



var fatalmente a la provocación ó 
aceptación de un desafio; aunque 
era verdad 'pie el honor no se revui- 
dica por el duelo, no es dei mismo 
modo cierto, que la sociedad juzgue 
de la misma manera á aquel que 
huye de estos lances, que al que está 
disjn.icstn á esgrimir un arma en de- 
tensa de su honor. 

\n haj duda, agrego, que el indi- 
viduo que pretende hacerse justicia 
1" ir si mismo comete unaet< i subver- 
sivo de loa verdadero- principios de 
justicia; pero que eso no es un deli- 
to suficientemente grave tumo para 
privara un ciudadano del goce de 
sus derechos políticos : terminando 
por establecer , que el duelo no es 
un delito de tal manera odioso por 
las causas que lo originan, que pue- 
da colocarse i'ii la misniíi ca (.envina 
del traidor á la patria, del falsaria (S 
del quebrado fraudulento, fuera de 
que la prohibiciony castigo de él ya 
existe en nuestros códigos 

En definitiva, fué rechazado por 
mayoría '.'I articulo '¡no se había 
propuesto en reemplazo del ¡i. que 
í'ué suprimido, entrando i conside- 
rarse en seguida los artículos-45 ) 
46, los cuales fueron aprobadossin 
observación. 



Al terminarse la revisión de la Sec- 
ción Primera, ■-<■ manifestó la conve- 
niencia de que quedara establecida 
en la i lonstitucion la designación de 
la ciudad La Plata como I ¡apital de 
la Provincia de Buenos Aires, y al 
efecto se propuso un nuevo artículo 
redactado en estos términos : 

—La Capital tte tu Provincia de 
Buenos Á /res' fertí la L'ii.ii.l.nl L,i l'lala 
que servirá de asienta á sus autori- 
dades desdi' la ¡cutía que señale Ui 
ley. 

Dfjose al fundar este articulo, qu< 
aun ruando existía una ley qui 
designaba la Ciudad La Plata co 
mo Capital de la Provincia, era asee 
saria y conveniente que tal declan 
eíonfuera consignada en la Coi 
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tucion del Estado, para darle de esle 
mudo un carácter permanente, del 
cualcarece, una simple disposición 
legislativa que puede ser modificada 
o derogada en cualquier tiempo por 
otra de igual naturaleza. 

Quedó sancionado el articulo ape- 
sar de la oposición que algunos 
miembros de la Comisión le lucie- 
ron, observando que bastaba la ley 
ya dictada fijando a La Plata como 
Capital de la Provincia, y una vez 
aprobado por mayoría e! articulo, se 
acordó que fuera colocao' ■ 

Constitución en seguida del 
3 o , ocupando por consejen 
lugar del articulo 4° en l¡ "**■— 
cion vigente; terminan.©}"» ■ 
la discusión y revisión 



tion Primera 




Pasando al examen de la Sección 
II de la Constitución, se dio lectura 
del artículo 47, el cual, después de 
un lijero cambio de ideas acerca 
del principio contenido en él, se 
acordó aceptarlo sin alteración al- 
guna, pasándose á considerar el 
articulo 48. 

Unos de los señores de la Comi- 
sión dijo, que la forma del articulo 
48 era algo ambigua, porque la pala- 
bra derecho empleada en ól pudo 
pasar como una transacción en 1870, 
cuando se proyectó la Constitución 
vigente y estaban todos comparativa 
y relativamente atrasados en materia 
de estudios constitucionales; pero 
que boy, no podia aceptarse, porque 
mantener un articulo que establece 
el sufragio simultáneamente como 
un derecho y como un deber era has- 
ta cierto punto contradictorio. 

Que no era verdad que en el siste- 
ma representativo que hemos adop- 



tado, exista el derecho ríe sufragio. 

Ímes que siendo renuiiciablcs torio* 
os derechos, bastaría 'a simple abs- 
tención para producir la aeefalla ab- 
soluta en los poderes públicos. Que 
en la democracia pura, como fué 
la ateniense, la representar-ion se 
hacia ;i gritos por los presentes, y 
cuando se lia elevado el derecho de 
nombrar representantes 6 la catego- 
ría de sufragio estableciendo el voto, 
las urnas, ese derecho ha quedadlo 
limitado a esto: a elejir el represeu- 
íle, pero hay d deber de cfrjirfo; 
.i«v el deber de votar, reconocíén- 
r insoluta independencia é. to- 

• >s ciudadanos para elejir ¡ti 
ejor les parezca, pero tente/ido 
•gacion de hacerlo. Que si so 
¡tara una Constitución para 
> mas avanzadas, se iría pro- 
líente hasta establecer el de- 
el sufragio como una carga 
ica. Que el derecho de sufragio 
nata „n -Ja designación del candida- 
e es lo mismo que cuando un 
;n un asunto en que intervie- 
arias personas ligadas por un 
j iteres, dicta un auto ordenán- 
l6s constituyan un apoderado. 
uon esto se les impone el deber de 
nombrar un representante, dejándo- 
les á salvo el derecho de desig- 
narlo. 

A esto, se contestó diciendo, que 
la cuestión suscitada, no podia re- 
solverse de una manera absoluta, y 
que desde luego seria absurdo es- 
tablecer una obligación en la Cons- 
titución ó en la ley sin que se fijara 
una sanción penal contra el que no 
la cumpliese, y precisamente el de- 
ber de sufragar que se impone á 
todo ciudadano es de esos deberes 
que no pueden tener una sanción 
efectiva : que esa sanción para rea- 
lizarse, tendría que ejercer mas ó 
menos estas compresiones : obligar 
al ciudadano á permanecer en un 
punto determinado, á no salir del 
país durante el tiempo de la elec- 
ción ; lo que seria verdaderamente 
atentar contra la libertad del hom- 
bre. 



; si bien era cierto, an general. 
i|i.io la existencia da la sociedad bajo 
el sistem&polttico representativo im- 
pone ai ciudadano la obligación de 
concurrir con su voto a La formación 
del Gobierno, en-armonía con susprin- 
cipios, también lo es, que esa obliga- 
cionno pesa sobre oí individuo ais- 
lado, pesa exclusivamente sobre la 
colectividad; ó igualmente lo os que 
ese deber político puede no ser aum- 
plido en determinarlas circunstancias 
por un ciudadano, sin que por eso su 
taita 'lo concurrencia inhabilite las 
funciones de la vida pública; que por 
lo iIohhís, oh contra < le la presunción 
.'i hipótesis de que muchos se coali- 
guen para Inhabilitar esas funciones, 
hay que reconoeer la tendencia de 
loa< ■ ciudadano é participarde la cosa 
pública, á tener influencia masó me- 
nos directa en el Gobierno. Que esa 
hipótesis, pues, no puede admitirse, 
por cuanto importaría, suponer que la 
sociedad puede conspirar contra si 
misma, privándose de un Gobierno 
legal para caer en el despotismo ó en 
la Urania. Que prácticamente no se 

a sociedad política alguna bajo 
el régimen republicano en que se 
haya operado semejante acefalla de 
los poderes públicos, por taita de su- 
fragio ilo algunos ciudadanos. Que 
era sin duda un deber tomar parle en 
la elección de loa funcionarios públi- 
cos, poro uno de esos deberes sobro 
cuya existencia no se puede insistir 
demasiado, porque los medios de 
sanción escapan a la voluntad y á la 
previsión del legislador, so pena de 
exponerse á cometer las mayores in- 
justicias. Que así, suponiendo que 
la mayoría del pafs se abstuviera do 
votar, seria la minoría la que impon- 
dría la pena, y como según el régi- 
men representativo republicano las 
minorías no pueden gobernar a. las 
mayorías, resultaría desvirtuada la 
teoría en la práctica, por cuanto las 
mayorías serian castigadas por las 
minorías por no cuiioiirrir a laforma- 
cion del Gobierno, cuando laexistan- 
ciade ésteestá fundada precisamente 
on la voluntad direeta de la mavoria 



real ó presunta, considerando no la 
mayoría hábil de la poblaoipn para 
votar, sino la mayoría activa que ma- 
nifiesta su voluntad para constituir el 
Gobierno; pues que cuando en un 
país republicana la mayoría numé- 
rica se abstiene de concurrir con su 
voto y lo hace solo la minoría, se en- 
tiende en tal caso aue osa minoría aa 
mayoría y tiene por lo tanto derecho 
de gobernar & Loa demás, porque la 
mayoría numérica que soba abstenido 
ha dejado de ser cifra da población 
capaz de ejercer derechos polltieos¡ 
ba renunciado ú esos derechos 5 no 
hay fuerza humana que pueda obli- 
gada a ejercitarlos. 

Uno hsí so vé, que la facultad Ó 
poder de eleiires un derecho y es por 
BStoquese le impone limitaciones, Que 
no puede pues establecerse como un 
deber <le la colectividad, de tal mane- 
ra que el que na lo cumpla incurra 
on una pena: pues loa que se abstie- 
nen, no tienen parte en las funciones 
de] gobierno, no ejercen influencia 
política, no tienen participación alguna 
en las ventajas de ose gobierno, sien- 
do esto precisamente la pena que 
sufren; la ¡«y no puede imponerles 
otra. 

Rebatiendo estos argumentos se 
dijo, que sin ir muy lejos, se tenia en 
la Constitución Nacional (articulo SI) 
establecido el deber en que está indo 
ciudadano argentino de armarse en 
defensa de la patria y do la Constitu- 
ción, conforme á fas leyes que al 
efecto dicte el Gongrasoyü b-s decre- 
tos del l'. E.Que este es un deber im- 
puesto porta Constitución sin teñera 
su lado la sanción penal, perolalej 
quereglamenta ese artículo establecí 
como pona, para el que no cumplí 
dicho deber, el servicio en el ejérciti 
do línea durante dos años. Que asi 
no puede fijarse al lado del deber d 
safragio la sanción penal, porque I 
Constitución sol o con signa principio: 

pues si determinara penas toma rlc 

éstas un carácter inamovible. P' 
consiguiente, que se pódia establee 
el sufragio como un deber, dej" 

que Im Legislatura lo reglamente 
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el deber de organizar el gobierno es 
indudable quepesasobre la colectivi- 
dad, contra la cual no .se puede dictar 
una pena obligándola á desempeñar 
esa carga; pero que Ijabia que tener 
en vista que la colectividad se forma 
de agrupaciones de individuos y no 
habría derecho ejercido ni deber im- 
puesto á la colectividad, si no se em- 
pezara por establecerlos con relación 
al individuo que es el elemento cons- 
titutivo de aquella. Que respecto á 
la tendencia natural de) ciudadano á 
lomar parte en el manejo de la cosa 
pública, á entrará participar del go- 
bierno ó á influir mas ó menos direc- 
tamente en él, es un error que disipa 
cualquier estadística, poco importa el 
país del mundo al cual se refiera. 

Que asi es, como fácilmente se ha 
demostrado, que la Francia jamás ha 
estado representada por la mayoría, 

Íiorque la tendencia general del pue- 
do francés, como la de todos los del 
mundo, es la de la abstención, es no 
concurrir á los actos electorales, es 
en una palabra, alejarse de los negó- 
caos políticos, pareciendo innata esa 
tendencia en todas las masas popu- 
lares. Que por lo tanto, no podia 
aceptarse ni hipotéticamente, contra 
la evidencia que da la estadística, que 
sea una inclinación natural la del 
pueblo á concurrir alas urnas. Que 
sobre esto se podían citar innumera- 
bles hechos prácticos acaecidos en 
nuestro mismo país. Que por lo de- 
más, no se podia citar una ley que 
suprima los deberes políticos, que 
existen leyes de naturalización y de 
ciudadanía, que como pena al que pro- 
cede fraudulentamente le imponen la 
supresión de sus derechos políticos; 
pero no hay ¡ey alguna que, suprima 
el deber de servir en la Guardia Na- 
cional; que tampoco existia una ley 
■que suprimiera el deber de dar el voto. 
Kn resumen, que no habíamos sido 
gobernados una sola vez por las ma- 
yorías, que lo hablamos sido por las 
minorías; que no se conocían leyes ni 
teorías que definieran las mayorías 
en el sentido que se las consideraba. 
Que Iratándose del sufragio, el dere- 



cho es el deserelejibley el deber es el 
de clejir, siendo esta la diferencia 
que hay en el doble voto del sufragio; 
el voto pasivo, es decir, el del que recí- 
belos votos, y el voto activo, el del que 
tiene la obligación do darlo. 

Después de muchas observaciones 

que se hicieron ocercadeloa resul- 
tado^ del sufragio universal que á 

juicio de algunos señores de la Con»? 

sion sillo han contribuido al despres- 
iijii> de las inslituciiiiies libres, el ar- 

líenlo -is de la Constitución vigcuio. 

que dice así: 

La iiii'iimoinu iir-l Bitfniyio populares 
un ili'ivi'iiu inlifreiitf ú lii calidad de 
liiiiíiiártuo ari(i.'ntittn y un dober >pi«' 
deaeinpeSftrd uon arregfo ■<■ le* p*w- 
crípclontii de esta Oonnitucine y i la 
ley de la materia— r 



quedo reformado 

términos: 



los siguientes 



/■;/ mfra§iQ popular s. ','•': fasempe- 
fta&oper elsatoret calificado*, can 
arréala A Uu preterifeionea ■'<■ s*ía 
Conitítuckm .</ ú En Ity •'<' '« »>"- 

tfi-in. 



<-■Pta.il- 



icioii alguna 
los señores 



el articulo i9, uno 
Convencionales dijo: 

Que la proporcionalidad de la re- 
presentación se había interpretado de 
distinta manera por nuestros legis- 
ladores; mejor dicho, que ella estaba 
sujeta al capricho de los partidos po- 
líticos. Que era sumamente sencillo 
destruir los efectos de la proporciona- 
lidad con las elecciones uniperso- 
nales. La minoría lleva un candidato 
á las Cámaras, muriendo después el 
elejido; se manda practicar elecciones 
nuevamente y la mayoría triunfa; que 
de esta manera la minoría quedaba 
sin representación. Que el sistema 
de Borelli habia sido completado es- 
tableciendo la verdaderarepresenía- 
cion proporcional. 

Que era preciso dar á cada opinión 
o á cada partido político el número _ 
de representantes proporcionado al 
número de adherentes. Que la lo- 
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gica era qua el que muera, reuuucie ó 
fuera destituido, siendo representante 
de una opinión durante el número de 
años determinado por la Constitución, 
fuese reemplazado por un represen- 
tante de la misma opinión, puesto úue 
iba á representar al número de adne- 
rentes que esa opinión tuvo en el mo- 
mento de la elección, Que se ha 
encontrado para ello un medio senci- 
llo v fácil, por el cual se llega á ose 
resultado, consistiendo en que una 
parte de la lista de candidatos triun- 
fantes importe los elejidos y la. otra 
parte los suplentes o remplazantes 
posibles, evitandoasl que hayan elec- 
ciones Fuera de las é] as señaladas 

por la Constitucipn. 

Que adoptando ese medio, no se 
violaba ningún principio, ni se atacaba 
ningún derecho, nisiquieralosindivi- 
dualos; porque al practicar el escruti- 
nio sesabíañusel se hacia hasta de 
aquellos que han obt unido un voto, y 
parala proporcionalidad en el cuo- 
ciente, '''-■ ■ - |L hace de lista.- separa- 
damenl > di cada partido. 

Después deabundar en estos > otros 
!■.■!/■ mamientos que fueron aceptados 
[jos- Li nia\or¡a de la. Comisión, se pe- 
solvió á peí 1 ido del mismo snuoH 'on- 
veneional, consignar en seguida del 
articulo 49 de la Constitución el si- 
guiente; 

— Las vacantes que se produzcan en la 
Legislatura por muerte, renuncia 
6 destitución de algún Senador •'< 
Diputado, se llenarán ¡m»- el can- 
didato que inmediatamente le haya 
seguida en la elección ¡nave aquel 
fué electo. 



El articulo ."><>. dio margen á refor- 
mas que so encontraron fundadas en 
atención á la nueva organización po- 
lítica y administrativa que tenia que 
Recibirla Provincia, después de ha- 
berse desprendido de la ciudad de 
Buenos Aires, su antigua capital. La 
primeraobservacion que se hizo so- 
bre los términos en que ésta redacta- 
do el articulo fué, quo la palabra po- 
blado estaba de masó era innecesaria, 
puesto que en rigor todo el territorio 



se encuentra ya poblado y en condi- 
ciones de ejerc irsesobrc él traajuris- 
dicciou directa é inm .■ liata para los 
~n administración \ go- 
bierno. 
Observóse tambien.que la división 

de los distrilos electorales debía ser 
ui:i|jm-i;i c msli tueioual, de moda que 

esa divisi juedars astablecida de 

una manera genera! y permanente en 
el cuerpo mismo de la Constitución, 
porque de ello dependía el éxito ds 
tas elecciones y que por otra parte se 
encontraba consignada en muchas 
Constituciones, 

Se agrego, que la división bu dis- 
tritos electorales tiene en otras cons- 
tituciones ii i io fórmula muy conve» 
niente que dice .así: (i La Legislatura 
formará los distritos electorales por 
agrupaciones de partidos, Irafaido 
de darles la mayor igualdad de po- 
de otros*. ; .'ii -ontran los ■ i-sl ■ esta- 
blecido en la Constitución d i isEs- 
tados Unidos. Quedcbiératm sadon- 
tai' la división i'mlistri'o- cnnienteudo 
en lo posible igual numero de liabi- 
t .■ r 1 1 1 ■■- formados por territorios con- 
tiguos, esto es. que no pudiera For- 
marse una sección electoral con ter- 
ritorios descontinuos. 

Sostúvose asimismo, que era con- 
veniente lo n en l:i < lonstitucion la 

divisi m distrilos electuraies del 

territorio de la Provin 'ia, p ira evitar 
que una ley ó cualquie otro acto 

ennniado del poder \>< iltttc nbiase 

arbitrariamente las bases de ladiví- 
sion electoral. Que para obviar a 
estos inconvenientes se pi n 
como lo estatuyen muchas Constitu- 
ciones Norte americanas: o No podra. 
hacerse alteración de los distritos si 
no después de cada censo», ó tam- 
bién de cada fracción de 10,000 habi- 
tantes como lo dice ya La Constitución 
de la Provincia, tiene derecho tí ele- 
jir un Diputado y quese hartí práctica 
esta división estableciendo con ar- 
reglo á esta, base la proporciona- 
lidad. 

Que consignando la división ¡.ai 

distritos electorales en la Constity 



idilio cualquiera. Que 
imbleas muy numero- 
|lgunos inconvenientes, 
las íifreciau en mayor 
*stas no presentaban ni 
del Poder Legislativo, 
3 de los simples conre- 
ino, de manera que eran 
imperfectas, no pu- 
lí i la gafan tia de la 
establecida en todos los 
del mundo. Que aún 
5i-o de cien legislado- 
algunos inconvenien- 
bsanaban con el mis- 
stitueional, en el cual 
que la Asamblea se 
■unamente á ese numero, 
Irnanera gradual, á me- 
a aumentando la pobla- 
isando el pafs, hasta te- 
L-iudadanos prepara- 
l-esenlarlo en la Legisla- 
Ipeeto á la confusión que 
\ lugar en los parlarnen- 
08, ella ocurría fáeil- 
■educidos, en los cuales 
la reglamentación á 
b todos quieren dístin- 
I jefes sin sujetarse a la 
|tablecid:i en Ins cuerpos 
1 en los que la mayor 
enilit'ris que la cora- 



ra restringida de este modo, dejando 
establecido al mismo tiempo el máxi- 
mum de cien, que es el limite del 
cual no puede pasar la representa- 
ción de la Provincia en la (-amara de 
Diputados, si bien puede aumentar 
en la proporción que la reforma es- 
tablece dentro del número ya fijado 
en la cifra actual de sus miembros. 

La proporción de un Diputado por 
cada fracción de diez á veinte mil 
habitantes, responde al propósito de 
que el aumento progresivo do la po- 
blación déla Provincia, no conduzca 
á formar Cámaras demasiado nu- 
merosas en un tiempo muy próximo; 
pues la experiencia comprueba, que 
las Asambleas que tienen un gran 
personal no son en general eficien- 
tes en la labor legislativa, v recar- 
gan sin objeto los gastos déla Admi- 
nistración pública. 

Aceptada por mayoría la%eforma, 
en virtud de los fundamentos indi- 
cados, la primera parte del articulo 
62 vino ¿ quedar sancionada en 
esta forma: 

Artículo 62.— Esta Cámara seríi com- 
¡mesta 'lo t-jurlndanus olejúlos en pro- 
porción de uno por rada fracción de 
diez A veinte mil habitantes . 

Después de esta discusión, otj*o 
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que un diputado formara competen- 
tía y adquiriera los conocimientos 
necesarios para ser legislador, pues 
esto solo puede conseguirse en una 

larga práctica de la vida parlamen- 
taría. Que debían evitarse por otra 
pártelas elecciones frecuentes, para 
ñu fatigar el espíritu público apar- 
tando su atención de muchos otros 
objetos ó cuestiones de importancia 
general. 

A esta argumentación, se objetó 
brevemente, manifestando, que "era 
mas conveniente dejar mayor flexi- 
bilidad y movimiento á las opinu> 
nes políticas, pues no había razón 
fundada para quitar toda esperanza 
á ios partidos que por cualquier can- 
sa hubieran dejado de tomar parte en 
l.i lucha electoral, pero que podían 
incorporare ñ la vida política acti- 
va, li-Miii'inl" desaparecido las cau- 
sas de su primitiva abstención, con- 
cluyendo por observar, que no debía 
olvidarse que los diputados eran 
reelejibles y que por lo general la 
reelección suele ser el resultado de 
ja competencia y celo con que un 
representare del pueblo ba desem- 
peñado en un periodo anterior su 
cometido: 

Habiendo prevalecido en la mayo- 
ría de la Comisión la idea de aumen- 
tar á cuatro años el término de la 
duración del cargo de Diputado, el 
articulo 03 que en la Constitución 
diCe asi: 

El cargo de diputado durará dos años, 
pero la Cámara se renovará par inilail 

Quedó reformado por mayoría de 
este modo: 

El car!/'' cl '' diputado durará ¡'.ualru 
años, pero la Cámara se renovará por 
mitad cada dos uñas. 



El inciso primero del articulo 04, 

3 ue pasó á considerar la Comisión, 
ió tugar a una discusión respecto 
del tiempo durante cl cual los ex- 
tranjeros naturalizados debían entrar 
en ejercicio de ios derechos políti- 



cos y estar en condiciones de ser 
miembros del cuerpo legislativo. 

Uno de los señores Convenciona- 
les sostuvo, que como para estar 
obligado el extranjero que toma car- 
ta de ciudadanía argentina á sufrir 
las cargas que ella impone necesita 
diez años de término, le parecía ló- 
gico establecer igual tiempo para que 
entrara ti gozar ampliamente de los 
beneficios consiguientes, y proponía 
en consei'ucMci;i diez años en vez* de 
cinco de ciudadanía legal para ser 
elejido. Agregó, que al proponer 
esta reforma, tenia ünicametile por 
objeto no hacer mas fácil los bane- 
tiritis que bis cargas, y que si en vez 
de diez años para participar de estos 
se señalaran cinco, aceptarla igual 
término para aceptar los beneficios. 
Que comprendía el peligro que hay 
en dar facilidades á ios extranjeros 
naturalizados para el ejercicio de 
los derechos cíela ciudadanía^ pues 
es notorio que tenemos en Buenos 
Aires un fuerte núcleo de población 
extranjera que se mantiene estraño 
al movimiento intelectual y político 
del país, y cuyos hijos ni siquiera 
aprenden e! idioma nacional, como 
sucede en la colonia del Chubut, 
donde solo se habla el Galense, y 
que bien pudiera suceder que los ex- 
tranjeros tomaran carta de ciudada- 
nía para dominar en un momento da- 
do como ciudadanos políticos á los 
ciudadanos verdaderos; porque era 
necesario convencerse, que con ra- 
ras escepciones, el extranjero natu- 
ralizado no pertenece ;í la patria 
adoptiva, concluyendo, qué por ('.-ta- 
razones creía en esta materia no de- 
bía llevarse tan lejos nuestra libera- 
lidad. 

Que se colocaba al extranjero en 
mejores condiciones que al hijo del 
país, siendo esto inadmisible; pues 
no había justicia en acordarle el go- 
ce de los derechos políticos sin impo- 
nerle las cairas correspondientes. 

Que esto no sucedía en ninguna 
parte del mundo, y que solo las exa- 
geradas ideas de Liberalismo que he- 
mos tenido siempre respectode los 
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extranjeros, nos han podido desviar 
de las tradiciones y leyes de otros 
[meblos sobro naturalización. 

Que no obstante convenir en que 
el extranjero es un elemento de pro- 
preso para nuestro país, no debe ir- 
se hasta el estremo de colocarlo en 
condiciones deprimentes dej senti- 
miento nacional, en las cuales se 
encuentran hoy, merced á las exa- 
geradas teorías que han prevalecido 
debilitando ese sentimiento. 

Que el extranjero, en rigor, solo 
debe aspirar al poco y garantías de 
los derechos civiles, y que debíamos 
ser parcos en acordarle los derechos 
políticos, si no queremos ver com- 
prometido en adelante el porvenir 
del país. 

Que no obstante estar este punto 
legislado en la Constitución Nacional, 
que en verdad no se puede modificar, 
había sin embargo medios de esta- 
blecer limitaciones á los derechos y 
beneficios acordados & los extranje- 
ros por la Constitución General. Que 
además, los Estados son soberanos 
en cuanto á las condiciones que pue- 
den exijir A los individuos que han 
de componer su cuerpo legislativo. 

Se replicó á las anteriores conside- 
raciones diciendo, que el país no esta 
en condiciones de aceptar la idea que 
se proponía, pues, para que el ele- 
mento extranjero viniera á nuestro- 
suelo, era necesario incorporarlo á la 
vidasocial y política, 6 por lo menos 
facilitarle sü ingreso en ella. Que un 
extranjero cualquiera, habitante del 
país que toma carta de ciudadanía 
después de cinco años de residencia 
en el, puede ser un verdadero ciuda- 
dano argentino. 

Que si se trata de consultar los in- 
tereses futuros del país, la restric- 
ción que se proponía podría traer 
grandes inconvenientes. Que no de- 
bía olvidarse que diez años son hoyla 
vida de un hombre, y en el caso de 
que un extranjero tomara carta de 
ciudadanía á los cincuenta años, ten- 
dría, según la enmienda propuesta, 
que esperar diez años mas para tener 
derecho al voto pasivo, 6 lo que es lo 



mismo para ingresar á cualquiera de 
los cuerpos políticos, loque equivalía 
en último término a inhabilitarlo por 
siempre para incorporarse á la vida 
pública. 

Que por todos estos fundamentos,, 
estaba porque el articulo en discusión 
quedara en la forma en que se en- 
cuentra en la Constitución vigente. 

Se dijo también, que la materia era 
grave y que debia meditarse seria- 
mente; pues, es uno de los mas difí- 
ciles problemas que la República y 
cada uno de los Estados tienen que 
resolver: el del modo y forma de asi- 
milar en su vida social la numerosa 
inmigración que dia á dia arriba á 
nuestras playas. 

Que las restricciones que se quería 
establecer nos llevarían indudable- 
mente & la separación y aislamiento 
déla población extranjera, alejando 
la asimilación del elemento con que 
ella contribuye al desarrollo de nues- 
tra sociabilidad ó que traería una si- 
tuación anormalísima y resultados 
fatales bajo el punto de vista social. 

Que era necesario buscar una for- 
ma que garantiendo los intereses y 
derechos del ciudadano nativo, adhie- 
ra y armonice los intereses de la po- 
blación extranjera. Que en los Esta- 
dos Unidos están los extranjerosobli- 
gados á adherirse al país, y no gozan, 
aun después de naturalizados, de 
muchos privilegios que tienen los ciu- 
dadanos nativos. Que nosotros he- 
mos de ir también á osa reforma, pero 
ella es de carácter nacional, y que 
nada se obtendría con que la Consti- 
tución de la Provincia de Buenos 
Aires estableciese que solo después 
de diez años los- ciudadanos naturali- 
zados puedan ser elejibles como 
miembros de la Legislatura, si des- 
pués se reforma la Constitución Na- 
cional y se establece en ella como., 
una carga, como una obligación, que 
el extranjero naturalizado participe 
de la vida política. 

Que sin duda, era necesario com- 
batir estas colonias extranjeras for- 
madas dentro del país, especie de 
entidades ó Estados independientes 
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con su idioma propio y sua costuco- 
bres, y completamente ajenas á 
nuestro modo de sor. y que era pre- 
ciso combatirlas, tanto mas, cuanto 
mayor era el peligro cinc podía surgir 
para nuestra independencia y nuestra 
felicidad. 

Que el problemanoseresolviapor 
que se establecí tí so restricciones al 
extranjero para que participe de nues- 
tra vida política . Era menester dar 
facilidades de asimilación, abrirlas 
puertas de nuestra vida social y polí- 
tica, estableciendo garantías para to- 
dos los derechos, 

Que, finalmente, no debía ser acep- 
tada la modificación propuesta al ar- 
ticulo 6i en el sentido indicado, por- 
que todo lo que se refiere á la capa- 
cidad política, a la ciudadanía, á la 
naturalización, corresponde al orden 
nac ¡i mal. y que en esto concepto 
cualquier reforma que hicieran los 
Estados quedaría sin efecto en pre- 
sencia de los términos de la Consti- 
tución Nacional, ó de las reformas 
que on este (Vúdiiio se introdujesen 
con posterioridad. 

Que eran sencillas y conocidas las 
razones que habian motivado laslibe- 
ralidades de la < Constitución Nacional 
para con los extranjeros; pues la épo- 
ca en que dicha Constitución fue dic- 
tada difiere completamente del estado 
actual de cosas. 

Que entonces era una verdadera 
necesidad poblar nuestro vasto terri- 
torio, siendo indispensable para con- 
seguirlo dar franquicia amplísima al 
extranjero, lo que ha hecho que mien- 
tras estaban empeñados los hijos del 
país en las luchas civiles que han 
conducido al fin ú la organización de- 
finitiva de la Nación, los extranjeros 
trabajaban labrando la (ierra, for- 
mando capitales y acumulando rique- 
zas, hasta llegar a presentar el con- 
traste de la distinta condición, del 
punto de vista económico, del hijo 
del país y del extranjero; pues aquel 
caí-eco del capital y de losmedios pa- 
ra adquirirlo, y el segundo tiene sus 
medios de fortuna y el bienestar que 
le aseguran su porvenir. Que á todos 



estos inconvenientes era necesario 
atender en el caso de que alguna re- 
forma se proyectara. 

En conclusión, se dijo que el arti- 
culo debía quedar como se encontra- 
ba en la Constitución, porque estaba 
establecido en la carta política déla 
República, que para que el extranjero 
pueda naturalizarse, solo necesita 
dos años de residencia 6 haber ores* 
tadoal país determinados servicios 
que puedan ser un titulo paraobtener 
la ciudadanía; pero como en el caso 
de la reforma propuesta únicamente 
se trata de las calidades requeridas 
para ser elejido, siendo [a residencia 
establecida para el ejercicio de ios 
derechos políticos una liberalidad 
que no daña los derechos j principios 
proclamados en la Constitución, ora 
conveniente dejar el articulo como 
estabasin introducir en él ninguna 
reí 'i-nia. 

Sometida á votación la enmienda 
propuesta, fué desechada por mayoría 
de votos, 



AI ocupai'se la Comisión del artí- 
culo 65, uno de sus miembros mani- 
festó, que las incompatibilidades nue, 
establece dicho articulo, responden 
no solo á evitar que se acumule ren- 
tasen una misma persona, de manera 
á producir un desequilibrio en la 
distribución de los empleos de la ad- 
ministración general, sino también 
que ellas han sido establecidas por 
el temor de que los miembrosde la 
Legislatura sean influenciados por el 
P. E.. sirviéndose para ello de em- 
■ .misiones rentadas. Que 
tratándose de empleos honoríficos, 
existia á su juicio ese mismo temor, 
por cuanto ellos, en su mavor parte, 
son relativamente de igual importan- 
cía que los que tienen una retribución 
determinada. Que esto sucede, por 
ejemplo, tratándose de los directores 
de ciertos establecimientos públicos 
y aún de casi la totalidad de ellos, en 
los cuales el puesto de director es 
superior á cualquier otro empleo que 
goce una asignación determinada. 



Que á fin pues, de mantener la inde- 
pendencia posible entre elP. E. y los 
miembros de las Cámaras, y hasta 
para guardar consecuencia con lo 

(>receptuado en el artículo 13, debia 
lacerse estensiva la incompatibili- 
dad á los miembros que componen 
los' directorios de establecimientos 
públicos. 

Opinando en oposición a estos ar- 
gumentos, otro de los miembros de 
la Comisión espuso, quosi bien esta- 
ba de acuerdo en principio con la adi- 
ción propuesta al articulo, pensaba 
que era necesario tenor en cuéntalas 
razones prácticas que aconsejaban no 
hacer demasiado extensivas las in- 
compatibilidades, á Hn de que la 
Constitución pudiera ser aplicada con 
buenos resultados. Que era conve- 
niente tener en vista que la escasez 
de personas compotentes para ocu- 
par los puestos públicos en la nueva 
capital, había de hacerse sentir de 
una manera seria, obligando a la ad- 
ministración pública á tener necesi- 
dad de conferir uno ó mas empleos 
rentados ó gratuitos á una misma 
persona. Después de agregarse otras 
consideraciones en pro y en contra de 
la adición propuesta, el artículo 65 
quedó aceptado definitivamente por 
mayoría, en esta forma: 

Es incompatible el cargo de Diputa- 
do con el de empleado á sueldo de la 
Provincia ó de la Nación ó de miembros 
de los directorios de los establecimien- 
to» públicos de la Provincia. Escep- 
tuándose los empleosde profesores y las 
comisiones eventuales. 

Todo ciudadano que siendo Diputado 
aceptase cualquier empleo de los espre- 
sados en el inciso anterior, cesara por 
ese hecho de ser miembro de la Cá- 
mara. 



Entrando á considerar el artículo 
66, se suscitó un lijero debate acerca 
de lo que prescribe el inciso primero, 
sosteniendo algunos de los señores 
de la Comisión, que debia quitarse á 
la Cámara de Diputados la iniciativa 
que tiene en la creación de contri- 
buciones ó impuestos que le acuerda 



ese inciso, desde que al tratarse el 
articulo 37, se había resuelto no te- 
nerla respecto á los empréstitos y 
emisión de fondos públicos. 

A esto se hizo presente, que al 
ocuparse del artículo 37, las opinio- 
nes que se emitieron no estuvieron 
de acuerdo respecto A esa iniciativa, 
pues algunos miembros déla Comi- 
sión creían que los empréstitos no 
son lo mismo que los impuestos, y 
que por cuiijjJyují.'Jili.' püdian iniciarse 
en cualquiera de las dos Cámaras, 
mientras que otros sostuvieron que 
sería una inconsecuencia dejar esa 
iniciativa para la creación de impues- 
tos y no dejársela también para la de 
los empréstitos. Se observó entonces 
que no podía ser ya objeto de discu-' 
sion el inciso 1" del artículo 66, desde 
que por una resolución anterior de la 
Comisión, se acordó dejarlo sin mo- 
dificación, reservándose su opinión 
cada uno de los señores Convencio- 
nales para hacerla valer ante la Con- 
vención. 

Y como según la referencia que se 
hizo á los debates anteriores de la Co- 
misión, resultaba haberse resuelto 
quitar la iniciativa de la Cámara de 
Diputados en tas leyes de emprésti- 
tos, siendo distinto el caso compren- 
dido en el inciso I o del artículo 66, que 
se refiere á la creación de contribu- 
ciones é impuestos generales, se 
acordó dejar el inciso como estaba, 
conservando en consecuencia la Cá- 
mara de Diputados la facultad de ini- 
ciar la discusión y sanción de las le- 
yes de impuesto. 



Considerando en seguida el incieo 
segundo del mismo articulo, un señor 
Convencional propuso que se le agre- 
gara en alguna de sus partes la pa- 
labra actuales. Este inciso dijo, es el 
único en el cual se consigna entre las 
facultades de la Cámara de Diputa- 
dos la del juicio político (empeache- 
ment) Que recientemente un trata- 
dista de derecho público argentino, 
habia sostenido que el empeachemenl 
podia ejercerse por la Cámara en la 
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forma del antiguo juicio de residen- 
cia. Que al juicio político lo habíamos 
tomado de los norte-americanos co- 
mo la facultad de la Camarade Dipu- 
tados actual, para acusar ante el 
Senado actual á los funcionarios ac- 
tuales á los objetos que la misma 
Constitución indicaba: suspenderlos 
o destituirlos, y si han cometido deli- 
to entregarlos á los tribunales ordi- 
narios. Que era pues indudable que 
la Constitución no establecía el juicio 
de residencia; luego, que la acción 
particular a que él respondía, según 
las leyes de Indias, la responsabilidad 
en que ¡ocurría el funcionario por da- 
ños civiles causados con motivos de 
su Comisión, no tenia que ver nada 
con el juicio político á que se referia 
el articulo. Que á fin de disipar cual- 
quiera duda ó sospecha al respecto, 
proponía que se diera colocación en 
dicho inciso á la palabra artitaivx. A 
esto seobjetó, que el juicio político no 
tenia sino un alcance político; que 
prir coi ¡siguiente desde que se dejaba 
de ser Gobernador. .Ministro, etc., la 
acusación no tendría ya el carácter 
político que le dábala Constitución; 
que el articulo estaba, por otra parte. 
en términos tan claros, que no podía 
dar lugar A dudas. 

Se resolvió cu seguida aceptar el 
inciso tal como si; halla en la Consti- 
tución vidente, quedando por lo tan- 
to sin modificación alguna el articu- 
lo 66. 



El articulo ti?, dio lugar A un lijero 
cambio de ideas que no afeetó en 
nada á lo que en él se dispone, y pa- 
sando A considerar el articulo G£, se 
dijo: que refiriéndose á una atribu- 
ción esclusiva de la Cámara de Dipu- 
tados, su colocación lógica era entre 
los incisos de) artleulo66, En conse- 
cuencia, se resolvió, que diclio arti- 
culo figuraría como inciso 2" del 66, 
sin mas modificación que cambiaren 
el su primer vocablo: presta, por 
prestar. 



Llegando á la consideración del 
artículo 69, se recordáronlo- argu- 
mentos que indujeron á la Comisión 
á reformarla primera parte del artí- 
culo 63. y se propuso en consecuen- 
cia, que la representación en el Sena- 
do fuera en razón de uno por cada 
fracción de veinte á cuarenta mil ha- 
bitantes, suprimiéndola frase: t¡ de 
una fracción auenóoaje de diez mil, 

que quedaba sin objeto en la nueva 
redacción del párrafo; y en atención 
;¡ los fundamentos que se adujeron 
para reformar en la segunda parte del 
articulo 62 la frase: tarazón del nú- 
mero, se propuso también cambiar 
en la segunda parle del articulo 60 
dicha IVa.se. sustituyéndola por '<> 
propnrrkm dehutme.ro, no habiéndose 
hecho oposición a este cambió por 
tratarse de una simple cuestión de 
forma, quedando redactado dicho ar- 
ticulo de esta manera: 
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i lomo los artículos 70 y 71, no die- 
ron lugar á ninguna reforma, se pasó 
6 considerar el 72, respecto del cual 
se reprodujo la discusión que tuvo 
lugar al tratarse ¿1 artículo 63, ha- 
ciéndose argumentos análogos para. 
demostrar la conveniencia deque los 
Senadores duraran seis años en el 
ejercicio de sus funciones, y que el 
Senado se renovase por terceras par- 
tes cada dos años, de modo que el 
artículo 72 que dice: 

El cargo d« Senador dorará I 
pero la Qaraara m renovará por taree- 
ras partes cada año. 

Quedó aceptado y redactado en es- 
ta forma: 
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El cargo de Senador durará seitañoa, 
pero lu (.'Amara se renovará por terceras 
partes cada dwtrwx. 

Adoptada esta reforma por simple 
mayoría de votos, la minoría se re- 
servó el derecho de sostener sus ideas 
oportunamente. 



La lectora de los artículos 73 al 
75, no dio lugar á reforma alguna, 
siendo aprobados sin observación 
por parto de la Comisión. 

Leído el articulo 7(3, se propuso 
una adición final, consistente en agre- 
garle esta frase: r/t/ienes no podrán 
ser removidos mi aruerdo de la misma 
Cámara. 

Las razones quo se hicieron valer 
para introducir esta reforma, y que 
pesaron en el animo de la Comisión 
para aceptarla, fueron: que el Cou- 
lador tiene que controlar las cuentas 
de la autoridad administrativa, y para 
que pueda llenar sus funciones con 
toda libertad, era conveniente que su 
remoción no dependiera esclusiva- 
mentc del P. E. sino también de una 
decisión madura é imparcial del Se- 
nado, el bus) no podia sentirse en nin- 
gún caso afectado por los actos en 
que el Contador tiene que intervenir. 
Hiciéronse valer iguales razones res- 
pecto del Tesorero, resultando de la 
votación que el articulo 76, quedara 
aceptado en esta forma: 

Presta su acuerdo á los nombramien- 
tos que ili'be hacer el P. E. con este re- 
quisito y le presenta una lerna alterna- 
tiva piUu .'1 inuiilinimieiitii del Tesorero 
y Conlinlor de la Provincia, quienes no 
podrán ser removidos sin acuerdo de 
la misma Cámara r. 



Propúsose una reforma al articulo 
77, que rio ora sino una consecuencia 
de las ideas espuestas á propósito de 
la discusión que se suscitó sobre los 
artículos 62 y 69, teniendo en cuenta 
los resultados que arroja el último 
censo de la población de la Provincia 
de Buenos Aires, y como según los 
cálculos efectuados sobre esa nueva 



base, y (uniendo en cuenta la propor- 
ción establecida en dichos artículo* 
S ■>!■.■; '■■>■■ ■ >il etl la Cámara 

o Diputad» y en jtigttiado. resulta 
queel máximum de la repnsrntacion 
actual íüi la primera, no puede exce- 
der de cincuenta miembros y oí) la 
segunda de veinte y c¡neo,se:i< 
con arreglo á esta' base, lijar eil vA 
articulo 77 el número i' 
representación de la F 

3ue la formación de un !,_,., 
etenninara con los nuevoajf 
dos obtenidos lar 
porcional establecida en la I 
cion. 

De acuerdo con estas ideas, -eli 
culo 77 quedó redactado en esta j 
ma, que consigna las modifica 
introducidas en él: 

Con arreglo á lo dispuesto en lo* *rtt-** 
culos 62 y 68 y al resultado del f^ 
de la Provincia correspondiente * 
de 1881, la Legislatura te tr" — 

de cincuenta Diputado» y m , 

co Senadores, hasta que se haga i 

nueva asignación con arreglo á un 
nuevo cen~ - 



Al articulo 78, que establece que 
las elecciones para Diputados y Se- 
nadores, tendrán lugar el último Do- 
mingo de Marzo de cada año. se 
introdujo una reforma que se creyó 
concordante con la que nabian sufri- 
do los artículos 63, 69 y 77, que- 
dando el referido articulo en esta 
forma: 

Las elecciones ñora Diputados y Se- 
nadores tendrán Itifrar rada dos a'ws el 
último Domingo de Mar su. 

La Comisión, al tratarse este artí- 
culo, se dividió entre opiniones que 
estaban en pro y en contra de su 
reforma, como se habian manifesta- 
do en la discusión de los artículos 
correlativos indicados mas arriba, 
reservándose esponer fundadamente 
sus razones en la Convención. 
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Aunque el artículo 79 quedó en los 
mismos términos en que se halla en 
la Constitución, luciéronse dos ob- 
servaciones que consistieron: la pri- 
mera, cual seria el temperamento 
á adoptarse cuando las Cámaras 
no pudieran ponerse de acuerdo 
para funcionar fuera de la Capital 
en casos extraordinarios que pu- 
dieran ocurrir, ó cuando discu- 
tiesen en prorrogar sus sesiones, 
para lo cual se necesita una previa 
sanción legislativa que solo puede 
dictarse por ambas Cámaras de co- 
mún acuerdo; y la segunda, que 
consistió en proponer que las sesio- 
nes de la Legislatura fueran diarias 
para evitar los largos parlamentos y 
hacer que se cumpliese la disposi- 
ción constitucional que fija un tér- 
mino dentro del cual han de comen- 
zar y concluir las sesiones del período 
anual legislativo; pero como tales en- 
miendas no fueron aceptadas por la 
mayoría de la Comisionase aprobó 
el artículo sin alteración alguna. 



Entrando á considerar el artículo 
80, se pidió la supresión de la facultad 
que tienen las Cámaras para convo- 
carse por sí mismas á sesiones ex- 
traordinarias, limitándola solo al ca- 
so de tratar de la acusación del P. E. 
ó de alguno de los miembros de los 
demás Poderes Públicos que son 
susceptibles del juicio político con 
arreglo á la Constitución. En apoyo 
de esta idease dijo, que esa facultad 
debiera restringirse á causa de la la- 
titud que se habia dado á la aplica- 
ción del artículo constitucional, ha- 
biéndose convocado las Cámaras 
extraordinariamente hasta para acor- 
dar pensiones ó dictar leyes que no 
valia la pena de haber sido sancio- 
nadas ni aún en sesiones ordinarias. 

En oposición á estas ideas, se sos- 
tuvo, que la atribución de convocar- 
se extraordinariamente que ejercen 
las Cámaras, responde á un principio 
muy justo y equitativo, loque no obs- 
ta que pueda abusarse de dicha atri- 
bución como sucede en todas las ' 



cosas humanas. Que el cuerpo le- 
gislativo, tiene por misión principal, 
velar por los intereses generales del 
país, y mucho mas cuando se ha su- 
primido la Comisión Permanente que 
representaba el Poder Legislativo 
durante su receso. 

Que en todos los países en que se 
ha suprimido esa comisión, se ha 
acordado á la Legislatura la facultad 
de convocarse extraordinariamente 
porque durante su receso pueden 
ocurrir tales acontecimientos que ha- 
gan necesaria la convocatoria, como 
si por ejemplo, se tratara de conte- 
ner los avances del P. E. durante 
ese receso y los cuales requirieran in- 
mediatamente la acción legislativa 
para reprimirlos, evitando las funes- 
tas consecuencias que pudieran pro- 
ducir; que, por lo tanto, no debiera á 
ese respecto establecerse mas res- 
tricciones á las Cámaras que al Po- 
der Ejecutivo. 

Buscando una redacción al artículo 
constitucional que armonizara las 
opiniones emitidas, se propuso la si- 
guiente: 

«El Poder Ejecutivo podrá convo- 
car las Cámaras á sesiones extraor- 
«dinarias cuando un asunto de interés 
«público así lo exija. Las Cámaras 
«podrán también hacerlo por las 
«mismas razones, previa citación de 
«cada una de ellas, separadamen- 
«te, por la cuarta parte del total 
«de sus miembros. Las Cámaras 
«solo podrán ocuparse de los asun- 
«tos especiales para que fueron con- 
«vocadas, salvo las medidas regla- 
«mentarias ó de orden interno.» 

Esta última agregación, se dijo, se 
hacia para evitar dificultades que se 
han suscitado en la práctica respecto 
á ciertas disposicionesreglamentarias 
ó de disciplina: pues, como se sabe, 
en la Cámara de Diputados se sostu- 
vo no hace mucho tiempo, que no po- 
día correjirse á uno de sus miembros 
por desorden de conducta, por hallar- 
se ella en sesiones extraordinaria.' 
en que no podia ocuparse sino de lo 
asuntos que habian sido objeto d 
la convocatoria. 
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Se observó á propósito de este 
proyecto, que era necesario dejar 
establecido, que hacer esa convoca- 
toria, era atribución peculiar de ca- 
da Cámara, pues que ambas pue- 
den ser convocadas separadamente 
por el P. E., como sucede cuando 
éste solicita Acuerdox. 

Que el artículo propuesto era de- 
ficiente, porque aún cuando confiere 
al P. E. el derecho de convocar á 
las Cámaras extraordinariamente, és- 
tas pueden no considerar que el 
asunto ó los asuntos para que han sido 
convocadas sean de interés público y 
de necesidad urgente. 

A esto se contestó, que una vez 
convocadas las Cámaras tienen que 
tomar en consideración el asunto 
respectivo para aceptarlo ó rechazar- 
lo: que el aplazamiento era un gran 
abuso constitucional, porque el dere- 
cho ó la facultad que se atribuye á 
cada Cámara, de tratar ó no los asun- 
tos que se sometan á su resolución, 
es una verdadera dictadura parla- 
mentaria que no puede aceptarse y 
menos tratándose de sesiones ex- 
traordinarias para las que han sido 
especialmente convocadas; que por 
lo demás, es innegable la atribución 
del P. E. para hacer esa convoca- 
toria, la cual, una vez hecha, no pue- 
de ser objeto de discusión. 

Considerando el proyecto de artí- 
culo propuesto, uno de los señores 
Convencionales hizo presente que 
era preciso tener en cuenta separa- 
damente el caso en que el P. E. sea 
quien convoque, y el caso en que las 
Cámaras resuelvan convocarse á sí 
mismas. Que respecto al primero, 
no podia ser objeto de dudas, puesto 
que el P. E. tiene la facultad de 
convocar á las Cámaras á sesiones 
extraordinarias, y que así no puede 
acordarse á cada una de las ramas 
del P. L. el derecho que se dice han 
ejercido de admitir ó no esa convo- 
catoria para asuntos que el P. E. 
les sometiera, y los cuales siempre 
son de urgencia ó de interés pú- 
blico . 

En cuanto al segundo caso, no 



comprendía el señor Convencional 
el objeto de establecer que las Cá- 
maras puedan convocarse separa- 
damente, cuando lo que se convoca 
es á la Legislatura. El autor del 
proyecto dijo entonces, que el objeto 
que se proponía con la reforma, era 
evitar el error que se ha estado come- 
tiendo de creer que el P. L. se compo- 
ne de una Asamblea dividida en dos 
Cámaras, cuando no hay tal Asamblea 
sino un poder formado por dos Cá- 
maras perfectamente divididas y con 
atribuciones propias para controlar- 
se recíprocamente. 

A esto se repuso diciendo, que la 
cuestión no era de principios como 
se creía, sino de simple procedimien- 
to, porque de lo que se trataba era 
simplemente de que las Cámaras se 
pusieran de acuerdo acerca de lia 
necesidad de la convocatoria. 

Se replicó, insistiendo en que es- 
taba comprometida en el debate una 
cuestión de principios, puesto que 
siendo completamente independientes - 
las dos Cámaras, se falsea el sistema 
bi-camarista en el procedimiento 
que se ha seguido, exigiendo que la 
convocatoria á sesiones extraordina- 
rias sea firmada por una cuarta parte 
del número total de Senadores y Di- 
putados, exigencia que ataca la inde- 
pendencia de ambas Cámaras. 

Opinando otro señor Convencional, 
dijo, que sin perjuicio de que cada 
Cámara pueda convocarse por peti- 
ción de una cuarta parte de sus 
miembros, podia también hacerlo 
á solicitud de la otra Cámara. Así 
que si el Senado, por ejemplo, resol- 
viera convocarse en virtud de una 
petición de una cuarta parte de los 
¡Senadores, podría pasar una nota 
á la Cámara de Diputadas invitán- 
dola para que se convoque. Se con- 
testó á esto, que no debiera estable- 
cerse en la Constitución que una 
Cámara pueda invitar á la otra en el 
caso á que se hacia referencia, pues 
que eso surje de la naturaleza mis- 
ma de las cosas. Que con esa invi- 
tación se introduciría una disposición 
contraria á los principios que rigen 
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el sistema bi-eamarista, loque puede 
dañar las relaciones cordiales de am- 
bas Cámaras, desde que esa invita- 
ción puede ser aceptada ó no, pu- 
dtendo dar tugar su rechazo á un 
conflicto que debiera en todo caso 
evitarse. Que asi tratándose de esa 
convocatoria, debe darse á cada Cá- 
mara la facultad eselusiva de convo- 
carse v de comunicarlo ó no ala 
otra si lo oree conveniente. 

Habiéndose suscitado por uno de 
los miembros de la Comisión la cues- 
tiiiu.de si las Cámaras una vezcon- 
vocadas por el P. E. á sesiones ex- 
traordinarias, tenian ó no el deber 
de reunirse, según que estimaran 
que habia llegado ó no id caso de 
la convocatoria, se resolvió el punto 
estableciendo que tal derecho era fa- 
cultativo 'le las ' amaras, y que cu 
tal concepto debía constar en un iu- 
cisn que se agregaría al articulo KO, 
la referida facultad que debe ejer- 
cerse de acuerdo con lo que esta- 
blece la Constitución. 

1 kespues de continuar la discusión 
en otra sesión, considerando indis- 
tintamente los puntos comprendidos 
en el proyecto de reforma, el arti 
culo so quedó deriniti va mente sancio- 
nado 011 los siguientes términos: 

tas Cámaras podrán ser convo- 
cadas por el /■'. E d sesionas eatraor~ 
Sinarios, siempre que mi asunto de 

interés púliliru ;/ urtfCi''<: ,i.ií /,, ,.'.i:i/,i. 

ó cuando por las mismas razones lo 
tolieite una cuar la parte de los miem- 
bros de cada Cámara, y en estos < osos, 
solo se ocuparán del asunto 6 asuntos 
.¡a,' motiven la convocatoria. 
—Antes <•<■ entrar las Cámaras A 
tir> asunto que motiva la 

rtiiiriji:<ili.ii-in, deberán liei-hifur pre- 
viamente que luí llegado elcaso • /•■ 
urgencia y de interés público á que 
la primera parte de este 
articulo 

Los artículos si j 82 fueron mo- 
dificados, suprimiéndole al primero, 
la frase: y de la validez de sus títulos, 
por creerla redundante, desde que 
al declararse a cada Cámara juez 
esclusívo de las elecciones de sus 
miembros, se establecía implícita- 



mente el derecho deocuparse j de 
cidir sobre la validez de todos los ac- 
tos qua se relacionan con ella.-; y el 
segundo, agregándole en seguida de 
la primera frase, las palabras: ih-l ta- 
ta l de -w/\ miembro*, para evitar se 
dijo, confusiones que pudieran tener 
lugar sobre loquosigniliea mayoría 
absoluta en el funcionamiento de las 
Cámaras; de mudo que quedaron los 

ai'tículns.Sl v S2 redaeíad.i- a.sT 

Ai't. 81. Cada Cámara e.s juez esidn- 
aivo de las elecciones de sus miembros 
I suprimiendo: <j de la valid&s de tus 

tilid'is], 

Arl. 83. Para t'iiiin<>u;ir n.'i^sihin - 

vni'iü ¡disoluto de' tula!, de sus miefffc- 
oros, pero «n numero menor podran 
reunirás ;il solo efecto de acunar las 
medidas que estimen conveniente 



íjiupeler il tes inasistentes 



tí), un 
ue en ... 



Al considerar el articulo 
señor i ¡onveneional dijo, que 
mayor parte de los países adonde 
existe el sistema bi-camarista, las 
constituciones señalan el término de 
las sesiones ordinarias del parlamen- 
to diciendo, por ejemplo: las enma- 
ras funcionarán desde el primero de 
Mayo y durarán cuatro meses; que 
ao se debiera entender que esos cua- 
tro meses son consecutivos, pues 
que puede desarrollarse una epide- 
mia ó producirse un caso extraordi- 
nario que obligue á una Cámara á" 
suspender sus sesiones por quince 
dias ó un mes con acuerdo de la otra. 
'.un', por eso, todas las Constitucio- 
nes establecían, que ninguna Cá- 
mara podría suspender sus sesiones 
por mas de tres días sin acuerdo de 
la otra; luego, que mediando ese 
acuerdo, podía hacerlo poi el tiem- 
po que quisiera. Y preguntaba, bo 
virtud de qué razón se concedía la 
facultad de prestar ese acuerda ; 
Que á qué principio ó disposición da 
la Constitución obedecía el anlculo? 
Que para mantenerlo, tendría que 
establecerse, que el periodo legisla- 
tivo no debe entenderse que es con- 
tinuado; que con esta salvedad, el 
articulo 83 quedaría bien ó de 1< 
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trario se hacía necesaria una re- 
forma. 

Nopudiendo arribarse á un acuer- 
do definitivo de opiniones, se resol- 
vió encargar al mismo señor Con- 
vencional que espuso las observa- 
ciones anteriores, proyectara la re- 
forma que ¡i su juicio debiera sufrir 
el artículo, quien propuso, en conse- 
cuencia, la siguiente: «Las Cámaras 
"no podran suspender sus sesiones 
«sino por graves circunstancias so- 
aciales ó políticas. En estos casos, 
«será indispensable que la sanción 
«haya obtenido la mayoría de votos 
«de los miembros de cada Cámara, 
«■no ¡judiendo eslendersc la suspen- 
sión á mayor término que el de 30 
«dias». 

Sometida á discusión esta refor- 
ma y usando de la palabra otro se- 
lior Convencional, dijo, que el ar- 
ticulo de la Constitución que se 
quería reformar era sencillo y ade- 
cuado; pues no era posible establecer 
bu la Constitución, que las Cáma- 
ras por graves motivos sociales ó 
políticos podían suspender sus se- 
siones. Que en-los graves conflictos 
como una peste ú otros, era cuando 
mas se necesitaba la existencia y el 
vigor de las autoridades llamadas 
á salvar al país; que para eso los 
legisladores recibían una remune- 
ración del pueblo y eran sus repre- 
sentantes. Que seria una cobardía, 
■ una traición al mandato recibido, si 
el pueblo estando sufriendo, sus re- 
presentantes no le acompañaran dic- 
tando las medidas necesarias para 
salvarlo. 

El autor de la reforma proyecta- 
da, en apoyo de ésta, dijo, que lo que 
proponía estaba consignado en casi 
todas las Constituciones de los Es- 
tados Unidos de Norte America, 
donde el periodo de las sesiones no 
está determinado como en nuestra 
Constitución, que establece el dia que 
empieza y el dia que termina. Que en 
esas Constituciones solo se fija la 
fecha en que deben empezar las se- 
siones, ordenando que éstas duren 
tantos meses, pero dejando á las 




Cámaras el derecho de suspenderla» 
por algunos dias, y para el caso en 
que no se pusieran de acuerdo (las 
Cámaras), muchas de esas Constitu- 
ciones daban al P. E. el derecho do 
decidir. Que como en el artículo 83, 
se consigna esa facultad de una ma- 
nera muy ambigua, era necesario, o 
establecerla espresamente ó decir' 
cuál es el alcance del articulo. Que 
estaba de acuerdo en que era indis- 
pensable el asentimiento de las dos 
Cámaras para suspender sus sesio- 
nes, pero que esa suspensión no po- 
día exceder en ningún caso de trém- ■ 
tadias. Que en cuanto á lasobser-. : 
vaciones que se habían hecho res- 
pecto al caso de tina epidemia ó i 
cualquier otro flajelo que diezmara 
á la población, estaba previsto en el . 
articulo 79 de la Constitución, que ' 

dice K/bncionardn (las Cámaras) ■ 

en la Capital de la Provincia, pero 
podrán hacerlo por causas graves en 
otro punto precediendo una dispo- 
sición de ambas Cámaras que se lo' 
acuerde. 

A esta argumentación se respon- 
dió: que el articulo constitucional 
que se invocaba era para el caso 
de obstrucción política. Que las Cá- 
maras tenían la facultad del qfour- 
nement por el mismo articulo 83. 

Que la regla era que ellas podían 
aplazar sus sesiones cuando lo esti- 
men conveniente. Que la inteligencia 
ni la previsión del mas sabio legisla- 
dor podrían jamás concebir todas las 
circunstancias que pueden ser causas 
de aplazamiento de una Legislatura: 
por consiguiente, que era necesario 
dejarle á elía la plena libertad para 
que según su criterio y los casos 
ocurrentes suspenda o no sus sesio- 
nes. Que si establecían quince ó trein- 
ta dias como término para suspender 
las sesiones, no se podrían dar las 
razones fundamentales para fijar esos 
aplazamientos. ¿Acaso se tenia la 
previsión exacta y clara de las cir- 
cunstancias que pudieran mediar pa- 
ra suspender las sesiones Hj ando un 
limite á esa suspensión? Que asi, lo 
mas prudente y acertado, seria dejar 
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á la Legislatura amplia facultad para 
suspender sus sesiones cuando lo 
creyera conveniente sin limitarle su 
acción. Que se trataba de un poder 
soberano en la órbita de sus atribu- 
ciones; y que la Constitución no podia 
entonces consignar las limitaciones 
que se proponían, que fuera de no re- 
conocer una razón filosófica, no es- 
taban en la naturaleza de las cosas ni 
respondían á una necesidad perfec- 
tamente couocidaporlos legisladores, 
Que por lo" tanto si se aceptaba que 
era necesario dejar á las Cámaras la 
facultad de suspender sus sesiones, 
era indispensable dejarles la libertad 
completa para adoptar esa medida, á 
lo que respondia lógica y estricta- 
mente el artículo 83. 

Continuando en su esposicion el 
mismo señor Convencional que pre- 
sentó estas observaciones y hacién- 
dose cargo de la siguiente pregunta, 
que se le hizo : que en qué casos en- 
contraba que era oportuna ó previso- 
ra la Constitución cuando faculta á 
las Cámaras para el ajournement, di- 
jo : Que, esa facultad era propia del 
cuerpo que deliberaba. Si han de tra- 
bajar ó no, que era una alta prerroga- 
tiva de los poderes públicos, como 
sucedía no solo con el Legislativo si- 
no también con el Ejecutivo y Judi- 
cial, los cuales tenían completa liber- 
tad para espedirse; que así al Poder 
Judicial se le daban términos fijos 
para dictar sus sentencias, pero que 
él tenia medios en su mano para to- 
marse el tiempo que necesitara cuan- 
do la naturaleza del asunto le exijie- 
ra mayor estudio. Que los términos 
absolutamente premiosos impuestos 
á los Poderes Públicos, eran depre- 
sivos de las facultades que les son 
necesarias para obrar bien y libre- 
mente. Que el Poder Ejecutivo, por 
ejemplo, teniendo que espedirse en 
todos los asuntos á su cargo, lo hacia 
con su criterio propio y sin limitación, 
postergando la resolución de ellos 
cuando así lo exijan su gravedad y 
trascendencia. Que si al P. E. se fe 
obligara á espedirse en un término 
dado, se encontraría competido por 
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esta fuerza constitucional y obraría 
contrariando quizá los impulsos de 
su conciencia y las inspiraciones de 
su criterio. Que si tratándose del P. 
E. y Judicial era eso así, cómo no ha- 
bía de serlo con respecto al P. L. que 
no tiene mas fuerza que su autoridad 
moral, debiendo por lo mismo ro- 
dearlo de toda la libertad posible sin 
restringirlo absolutamente en sus ac- 
tos. Y que por esto encontraba muy 
sabio y conveniente lo que se precep- 
tuaba en el artículo 83 de la Cons- 
titución, que erije como juez único 
de si debe ó no suspender sus sesio- 
nes á la misma Legislatura, á quien 
le da el poder necesario para funcio- 
nar libremente. Que otras Constitu- 
ciones bien pueden establecer res- 
tricciones á ese respecto, pero que 
entre nosotros no existen ni deben 
existir. Que las Cámaras pueden co- 
meter abusos suspendiendo sus se- 
siones, pero que eso tendría un re- 
medio en la acción del P. E., el cual 
puede, convocarlas, en la acción de 
las minorías y hasta de la misma opi- 
nión pública, obrando con todos los 
medios que tienen los pueblos para 
compeler á sus autoridades á cum- 
plir con sus deberes; mientras que 
las consecuencias de una restricción 
que no estaría suficientemente fun- 
dada, ni en la naturaleza de las co- 
sas ni en una exacta previsión, no 
tendrían remedio posible. Que por lo 
tanto, insistía nuevamente para que 
se mantuviera el artículo 83 tal como 
se halla consignado en la Constitu- 
ción. 

Colocándose en este mismo orden 
de ideas, otro de los señores de la 
Comisión, combatió la reforma pro- 
yectada al artículo 83, manifestando, 
que ella importaba limitar un princi- 
pio de libertad aceptado en los dere- 
chos, usos y costumbres de todos los 
parlamentos del mundo. Que la re- 
forma tendía á evitar abusos que en- 
tre nosotros no tenian razón de ser, 
fijando á la facultad de recesarse de 
las Cámaras un límite de treinta dias, 
como máximum, lo que en la prácti- 
ca tendría un resultado opuesto al 
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que se buscaba; rjue cuando se seña- 
la el máximum se abren las puertas 
al mínimum, y que entonces una Le- 
gislatura perezosa diría: no pasando 
de los treinta dias, estamos dentro de 
la Constitución, suspendiendo las se- 
siones por veinticinco dias. Que un 
parlamento era órgano de la opinión, 
pública, pues de ella emanaba y vi- 
vía, mientras respondía á la confian- 
za en él depositado; que era preciso, 
pues, convenir en que un parlamen- 
to no podía ser de tal manera des- 
preciativo de esa opinión, como para 
abandonar las tareas que le están en- 
comendadas. Que se hacia mérito 
para sostener la reforma propuesta, 
de causas extraordinarias que pudie- 
ran sobrevenir, las cuales no podían 
preverse como muy bien se había di- 
cho. Que las-Cámaras, muchas ve- 
ces, tenían que suspender sus sesio- 
nes por razones políticas de mas ó 
menos importancia ó por cuestiones 
que surjeu en el seno mismo de ellas, 
y que son por el momento de vital 
interés, sucediendo en ocasiones, que 
se apasiona de tal manera la opinión 
pública, que ésta ejerce una verdade- 
ra coacción no dejando libertad com- 
pleta á los Senadores ó Diputados, 
pues que la atmósfera llega á hacer- 
se sofocante y peligrosa, siendo en- 
tonces una medida muy prudente sus- 
pender las sesiones por algunos dias 
hasta que se calme la agitación y pue- 
da verse con mas claridad y preci- 
sión, piidicndo entonces funcionarla 
Legislatura con mayor libertad y 
acierto. Que con las restricciones 
que se proponían se trababa la acción 
de las Cámaras, se atacaba su digni- 
dad, suponiendo abusos que no po- 
dían cometerse fácilmente. Que sien- 
do por otra parte el Poder Legislati- 
vo, el alma, la vida, el gran resorte 
del gobierno democrático, pues esta- 
ba á su cargo la mayor tarea en el 
progreso y en el perfeccionamiento 
de las ustituciones, de ninguna ma- 
nera debiera imponerse á ese cuer- 
po soberano las limitaciones que se 
querian para que celebre ó no sesio- 



[el redactor 




El autor de la reforma propuest 
rebatiendo las observaciones 
preceden, dijo, que él no 
tidarío de la omnipotencia paj 
taria: que la Constitución no c 
ra ampliar facultades sino para I 
mitarías y establecer responsabili- 
dades. Que en las democracias re-i 
presentativas no se encontraba po-J 
der alguno que ejerciera por sn 
los derechos de! pueblo y mucho 
menos la soberanía que se atribtaaj 
& las Cámaras; que la dignidad da 
éstas no sufría menoscabo alguno 
eon las limitaciones propuestas, ast] 
como no encontraba depresivo r -1 " 3 
la dignidad de la Corte de Jar 
del Estado de California, el i 
24 de la Constitución de ese I 
por el cual se obliga á los miemb 
del Tribunal á recibir su 9ue . 
mensual ante un funcionario públi- 
co, hábil para exijir el juramento de"; 
que han de cumplir fielmente la i 
misión de administrar justicia. Quej 
por su parte, no reconocía ningún" 
poder público soberano ; y que no - 
era parlamentarísta, porque no ha- y 
bia despotismo que temiera masque.* 
el parlamentario, el de las mayo- 
rías cobardes, que hacen lodo lo que 
quieren amparadas por su irrespon- 
sabilidad. 

Que vcia un grave peligro en de- 
jar el articulo como hguraba en la 
Constitución, porque armada la Le- 
gislatura con la facultad de suspen- 
der sus sesiones, podría hacerlo toda 
vez que una mayoría opositora al 
P. E. no quisiera votarle ni el pre- 
supuesto ni los impuestos. Que el 
mejor gobierno era aquel que menos 
facultades dejaba á la discreción ó 
á la voluntad, de los gobernantes ; 

Sue por consecuencia, la mejor 
onsfitucion sería la que mas entra- 
ra en detalles, como la de Califor- 
nia, que va hasta b1 estremo de re- 
glamentar los ferrocarriles. Que 
por eso, no quería dejar á la Legis- 
latura el derecho de hacer lo que 
ella quisiera. 

Otro señor Convencional, obser- 
vó, que una Legislatura no puede 
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Votadas las re (urinas proyecta- 
das, fueran sucesivamente roehaza- 
idando en consecuencia el 
articulo 83 sin alteración alguna. 



En seguida sodio lectura el arti- 
culo 64, que dice asi i 



Ningun Diputado ó Si'tiad-ir jio<lri'i 

rptax cargos, títulos, c lecoraoio- 
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Ene! seno do la Comisión se ma- 
nifestó, que este articulo estaba en 
contradicción con la legislación na- 
cional, pffr cuanto todos los dones á 
que él se refiere podían aceptarse 
con acuerdo del Congreso, habiendo 
v a sucedido que un Diputado pro- 
vincial haya aceptado una condeco- 
ración con ese acuerdo y a pesar de 
lus términos del articulo 84. 

Alguien dijo también, que no veia 
eti el articulo una contradicción, des- 
de que ambas legislaciones podian 
armonizarse. 

Que la acción del Congreso se re- 
fería al carácter del ciudadano, y el 
articulo que estaba en discusión a la 
condición de Diputado, lo que era 

Se propuso en seguida., agreií.ir al 
articulo 84 lo siguiente : sin previo 
acuerda de la Legislatura. 

Observóse a proposito de esta en- 
mienda, que era mas correcto que Bse 
acuerdofúese dado por el Congraso, 
sin negar & la Legislatura La facul- 
tad para concederlo, pero que habría 
siempre falta de lógica entre la Cons- 
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titucion Provincial y la 

nacional. Que con arreglo 6 la 
nacional, el que haya merecido 
co [decoración de nación extranji 
y la acepta con la venia del Con; 
so. podia sor basta Presidente o 
República, y era lógico que no 
diera ser Diputado do la Províni 
siendo por otra parte hábil para 
Gobernador de ella: que hasta aquí 
llegaba la inconsecuencia riel arti- 
culo 84, Que no se podia supoi 
mayor amor d ta independencia e 
parte '(iie en el todo, yquecomo 

el < 'i mgreso y las Legisla !nrn-<k |-, 
vincia las encardadas do velar p( 
el honor de la Nación, no había ob 
jeto de mantener en la Constítueíon 
dicho articulo, á no ser que •> 
agregara al final : xi/i previo acili 
del Congreso, 

Votado en seguida el artículi 
resolvió suprimirlo. 



Dada Lectura del articulo 85, se 
zo notar, que algunas veces ha 
sido mal interpretado por ser del 

tunsa. su red.-e.'i-íon. Que seeompn 
dia perfectamente que la clase de ■ 
¡íleos ■■'{ 1 1 lio el articulóse refería en 
empleos rentados creados durai 
el periodo de sesiones de la Lea 
[atura. 

Que la palabra creado, que se I 
en el articulo había también ¡ 
mal comprendida, creyendo que e 
se referia á empleos existentes 
del periodo de sesiones. 

Aceptadas estas observaciones, 
artículo 85, quedó redactado en i 
forma : 

— Ningún miembro del Poder L.> 

lativijiliininlr su maullido, ni ¡h'ili 

nuiíi.'iíiinio .su cargo podrí ser u< 

do para düsf'iU[>i!ii¡ir i'iiipl.'.p ni — 
rentado que haya sido creado, ó cu 

■■ lumsntos ae havan aiimeiitado ■ 

,-ante el periodo legal de la Legisltil 

La modilieariou iulroducida en e 

le articulo, consiste pues, en ha 

antepuesto en la ultima ;■ 

la palabra creado, estas otras ¡ 
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iutya skto ; v en agregar la palabra 
'luíanle en el ultimo renglón del ar- 
ticulo. 



Puso en seguida la Comisión a la 
consideración del articulo 80, que 
dice así: 

— (.'H'lfiOi'iiiiiiru |iu(ir:'i nombrar comi- 
simii's ie mi etiin ¡nirii exnmíiiar el es- 
t¡i-lit <\>-\ l.-i>ni y ¡tara el mejor des- 
ciHjn'fiu üf ]■)- ¡itriliuriones cjae le eon- 
iii-nn , i'. y potM i'i'ilir & los jefes de 
In Ailininl-tiMiiiiii, y por su conducto 
¡t mis kiiIihHpviios. los informes que 



Se liizo presente, que la única vez 
i[uo se quiso aplicar la disposición 
quecontiene esto articulo, produjo un 
conflicto que huliú de llevarse hasta 
la Corte Suprema por haber cor- 
rido dudas acerca de su interpreta- 
ción. 

Que la Legislatura nombró de su 
seno una Comisión para examinar 
oí estado del tesoro público durante 
la administración delDr. Tejedor; y 
habiendo esa Comisión solicitado in- 
formes a algunos jefes de oficina, 
éstos se negaron á espedirlos en 
virtud de instrucciones espresas del 
Poder Ejecutivo, so pretesto de que 
la Constitución en ese articulo se re- 
feria únicamente ¡í los Ministros de 
Gobierno y de Hacienda, que son 
los jefes inmediatos de los departa- 
mentos administrativas en quo está 
dividido el Gobierno. Que para se- 
guir las investigaciones, el Poder 
Ejecutivo exijió que toda nota en que 
se pidiera algún informe ó dato cual- 
quiera, fuera dirigida á alguno de 
los Ministros, habiéndose hecho im- 
posible con este procedimiento las 
averiguaciones ó pesquisas del caso. 
Que por esto, era necesario redactar 
el articulo de una manera clara á fin 
de que se facilitara á las Cámaras 
de la Provincia el ejercicio de esa fa- 
cultad, y que pudieran obrar como 
las de los Estados Unidos durante la 
guerra de secesión, que constituye- 
ron una Comisión de su seno para 



que averiguara cómo se 
traban los fondos votados para él 
ejército de) Norte. Que esa Comisión, 
instalándose en una carpa del ejér- 
cito, llamó & los jefes del Estado 
Mayor y de División formando allí 
el sumario correspondiente, sin que 
nadie desobedeciera á su llamado. 
Que solo de esta manera se hacia 
efectiva la autoridad del Poder Le- 
gislativo, porque si las Comisiones a 
que se reteria el articulo se dirigie- 
ran a algunos de los ministros del ¡ 
Poder Ejecutivo, éstos ordenarían a i 
los empleados respectivos que infor- 
maran según sus indicaciones. 

Un señor Convencional, colocán- 
dose en el mismo orden de ideas, 
manifestó que el sentido del articulo 
debiera aclararse para que no fuera 
materia de controversia la facultad 
concedida á la Legislatura de pedir 
directamente al jefe de cualquier re- 
partición los informes que aquella 
necesite sobre un asunto dado, para 
que asi se entendiera que no son solo 
á los Ministros á quienes pueden las 
Cámaras dirigirse en ese caso, como 
se desprendía deí texto líteraLdel ar- 
ticulo. 

A esto so replicó, que el articulo 
no debía sufrir modificación alguna, 
porque si en él se consignaba lo que 
se indicaba, seria deprimirla digni- 
dad del Ministerio, fuera de que si 
éste se negara á dar los informes 
que se solicitasen, quedaban oíros 
resortes legales para compelerlo al 
cumplimiento de sus deberes, sien- 
do por otra parte indudable que 
cualquier jefe de repartición no da- 
ría informe alguno sin autorización 
ú orden del Ministro, quien podría 
separar A aquel de su empleo si pro- 
cediese de otro modo, llegando así 
siempre al resultado que se quería 
evitar, que los Ministros sean quie- 
nes hagan dar esos informes, lo cual 
era inevitable y necesario por razo- 
nes de orden administrativo. 

Estos argumentos, fueron contes- 
tados diciendo, que el ejercicio de 
una facultad constitucional, no de- 
primía á nadie, que por consiguien- 



/ 



►;*•• 



' I 



DE LA COMISIÓN REVISORA 



47 



te, la Legislatura debia tener ese 
derecho acordándosele de una ma- 
nera esplícita, para que ella pudiera 
pedir directamente á cualquier repar- 
tición administrativa los datos é in- 
formes que necesitase, evitando así 
una larga tramitación que entorpe- 
cería las investigaciones, teniendo 
quizá en su contra al Ministerio in- 
teresado en ocultar la verdad de los 
hechos. 

El resultado de esta discusión fué 
dejar el artículo 86 sin ninguna alte- 
ración. 



Entrando á ocuparse la Comisión 
del artículo 87, y estando de acuerdo 
en que era necesario mantener la 
disposición que él contiene, un miem- 
bro de ella creyó conveniente preci- 
sar el sentido del artículo agregando 
las palabras político ó administrativo 
después de la frase sobre cualquier 
asunto, de modo que la Legislatura 
al hacer uso del derecho que la dis- 
posición constitucional confiere, no 
.saliera de los asuntos de carácter 
político ó administrativo con relación 
á los intereses generales de la Pro- 
vincia al hacer las manifestaciones 
de opinión que el artículo autoriza. 

Como la, indicada reforma no tu- 
viera mas alcance que fijar el senti- 
do estricto del artículo, la Comisión 
la aceptó después de lijeras obser- 
vaciones con la agregación propues- 
ta, quedando el artículo en esta 
forma : 

Podrán también espresar la opinión 
de su mayoría por medio de resolucio- 
nes ó declaraciones sin fuerza de ley 
sobre cualquier asunto político ó ad- 
ministrativo que afecte los intereses 
generales de la Provincia ó de la Na- 
ción. 



Los artículos 88 y 89 fueron acep- 
tados sin modificación alguna, como 
se encuentran en el texto de la Cons- 
titución, cambiándose solo en el 89, 
la palabra Vice por Vices. 

El artículo 90, dio lugar á una mo- 



dificación que afectaba mas á la for- 
ma que al fondo, y la cual consistió 
en establecer que cada Cámara pue- 
de votar por sí sola el presupuesto 
correspondiente á los empleos y 
gastos que requiere su administra- 
ción interna, como igualmente el 
número de empleados que necesite 
su dotación especial. 

Tratándose de aclarar los térmi- 
nos del artículo 90, la Comisión no 
tuvo inconveniente en aceptar la nue- 
va forma propuesta y en cuya virtud 
vino á quedar en estos términos el 
referido artículo: 

Cada Cámara sancionará por sí sola 
su presupuesto acordando el número 
de empleados que necesite su dotación y 
la forma en que deben proveerse. 



El artículo 91, fué aceptado sin 
discusión, y el 92 recibió una modi- 
ficación que alterando su forma, de- 
jaba idéntico su fondo, si bien el 
autor de la enmienda quería hacer 
mas claro y esplícito el principio es- 
tablecido ó proclamado en dicho ar- 
tículo, admitiéndose, en consecuen- 
cia, la modificación, por la cual el 
artículo 92 fué sancionado en esta 
forma : 

Ningún miembro de las Cámaras 
será responsabilizado por las opinio- 
nes que manifieste ó los votos que 
emita en el desempeño de su cargo. 

No hay autoridad alguna que pueda 
procesarlos ni reconvenirlos en ningún 
tiempo por tales causas . 



Fué aceptado en general el artícu- 
lo 93, proponiéndose, sin embargo, 
tres modificaciones consistentes la 
primera, en anteponer al principio 
del artículo : Los Senadores y Dipu- 
tados, á fin de que quedara mas clara 
y terminante la redacción de la pri- 
mera parte; la segunda, en sustituir 
la palabra arrestados por la de dete- 
nidos, con el objeto de ejecutarse 
mas estrictamente al tecnicismo ju- 
rídico, según el cual, el arresto es 
una verdadera pena ó castigo, mi en- 
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Iras que la detención es una medida 
preventiva tomada por la autoridad 
para proceder legal mente en justicia; 
y la tercera, en cambiar las palabras 
iMita t/raer por la de crimen, por 
creerse también mas ajustada á la 
terminología legal. 

Con estas modificaciones el arti- 
culo fué aprobado y quedó en está 
forma : 

Lo* Senadores y Diputado», gozaran 
<li- i'iiiiiiílfta inmunidad en su persona 
desde el dia de su elección hasta el día 
o» i|iii' resé su mandato, y no podrán 
ser ileteiii'lun por ntnjíuna autoridad 
sino en caso de ser sorprendidos infra- 

Santi en la ejecución de algún crimen, 
ando.se imti f -dint uniente cuenta á la 
Cámara respectiva con la Información 
sumaria del hecho paro que resuélvalo 
que corresponda sejjun el caso sobre la 
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Los articulo 94 y 95 fueron apro- 
bados en general, pero se propuso 
una enmienda al primero cambiando 
en él la frase rada Cómarapor la de 
la Cámara respectiva, introduciendo 
en el segundo, en su último inciso, 
la frase calificada por ley después 
de las palabras por inasistencia nota- 
ble, quedando el periodo redactado 
de este modo: «Por inasistencia no- 
table, calificada por ley, podrá tam- 
bién declararlo cesante en la misma 
forma». Con motivo de esta refor- 
ma se dijo, que la frase inasistencia 
notable era demasiado vaga y que se 
había hecho de ella en muchas oca- 
siones un arma de partido para es- 
pulsar a Diputados ó Senadores que 
tenían en su contra á la mayoría de 
la Cámara, sin sujetarse á ningún 
principio fijo ni á ninguna circuns- 
tancia ó hecho calificado para proce- 
der conforme á una regla dada en 
tales casos, siendo por lo tanto in- 
dispensable que cesara el arbitrario 
sujetándose las Cámaras á una ley 
especial para resolver cuando llega- 
ra la ocasión de separarse ó espul- 
sar á alguno de sus miembros. Ci- 
táronse también en el debate varios 
ejemplos en que la espuisíon san- 




cionada de algunos miembros de las 
Cámaras había obedecido, mas que 
á reglas justas del régimen parla- 
mentario, a inspiraciones de la pasión 
política, concluyendo de esto, que 
era necesaria una ley que reglamen- 
tase el punto, y opinando asi la ma- 
yoría de la Comisión, quedó el arti- 
culo 95 aprobado con la modificación 
ya indicada. 

El articulo 96 esperimentó en la 
revisión un simple cambio de forma 
para dar á la disposición que contie- 
ne un carácter mas imperativo/se- 
gún se dijo al proponer la enmien- 
da, que consistió en poner en vez de 
la frase prestarán juramento la pala- 
bra jurarán, quedando el articulo 96 
en virtud de esta reforma, en los si- 
guientes términos: 

Al aceptar el cargo los Diputados y 
Senadores jurarán por Dios y] por la 

Patria de desempeñarlo fielmente. 



Pasando á considerar el artículo 
97, que dice: «Los Senadores y Di- 
putados gozarán de un remunera- 
ción determinada por la Legislatura», 
un miembro de la Comisión propuso 
una modificación sustancial al artí- 
culo, pidiendo que se estableciera 
que: los Senadores y Diputados go- 
zarán de una remuneración de veinte 
pesos fuertes por cada sesión á que 
asistan, agregando que esta cuota 
no podrá ser alterada en el periodo 
de diez años. 

Citóse con este motivo los prece- 
dentes norte-americanos, afirmando 
que en las Constituciones de los Es- 
tados de la Union, se fija el sueldo 
al Gobernador, al Procurador Ge- 
neral, á los Ministros, al Contador, 
al Tesorero y á otros funcionarios, y 
se hicieron notar los abusos que se 
han cometido y podian cometerse 
en adelante y fijando una remunera- 
ción mensual á los miembros de la 
Legislatura, mientras que seria muy 
justo y conveniente determinar di- 
cha remuneración por sesiones, á 
cuyo efecto se proponía una fórmu- 
la que dijese: Los Senadores y Dipu- 
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lados gozarán por sus servicios una 
compensación equivalente á veinte 
pesos fuertes por cada sesión á que 
concurran noteniendo derecho» com- 
pensación alguna cuando no asistan. 
H Izóse présenle, que la fórmula 
propuesta era deficiente por no estar 
comprendida en ella las sesiones de 
prórroga y las extraordinarias que 
debían ser pagadas como las ordi- 
uai-ias, desde >|ue la Concurrencia é 
ellas dcnian daban óexijian ini traba- 
jo ascepcional, ya porque los Diputa- 
dos ó Senadores tenían destinado su 
tiempo, fuera del período legislativo á 

Otras (áreas, uva porque los aSUTJtos 
■ i tratar en sesiones exíraordinarias 
son de grande importancia y requie- 
ren un estudio especia! por parte de 
los legisladores. 

Recordóse, que el pago por men- 
sualidades, íí paite de otros inconve- 
nientes, teniae] de prestarse al abuso 
de las licencias que solían pedirse a" 
veces sin mayor necesidad por perso- 
nas poco escrupulosas; y el de coar- 
tar completamente la libertad de los 
que todo lo sacrificaban al cumpli- 
miento de su- deberes, además <ie 
que no es justo que se pague mensual- 
mente á un cuerpo que funcionase 
solo cinco meses del año, \ que lo 
mas natural y lógico es hacer 1" que 
so acostumbra cu algunos I\s[adnsde 
América y en la República Oriental 
desdi' la época de la independencia, 
sistema haya suscitado 
reclamaciones de ningún 



hasta aho 
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ron por todas estas razo- 
tenedores de Ib enmienda 
det artículo 97, que se señale á los 
Diputados y Senadores una remune- 
ración porsesion y nopor mensua- 
lidades. 

Pin cuanto ;i la fijación de la cuota ó 
porción del sueldoque por sesión se 

;i- : ,l:ii,lsi'.'Í los legislad ores, luios npi- 

narún porque -'■ fijara la cantidad en 
el artfeulode la Constitución que se 
discutía y otros creyeron que debía 
dejarse ese punto á la lej regiamon- 

i;iri.-i que próximamente dictase la 

■ tura. 



Los señores de la Comisión qi 

sostenían la subsistencia del articulo 
97 en los términos en que se encuentra 
en la Constitución vigente, manifesta- 
ron que aún cuando en algunas pro- 
vincias de la República so encuentra 
establecido el sistemada laremune- 
racion por sesiona los representantes, 
él babia producido malos resultados; 
pues, sucede que las sesiones duran 
todo el año, v que si tal cosa llegara ti 
ocurrir entrenosotros, seria depeores 
consecuencias la reforma propuesta 
que el régimen que actualmente sub- 
siste de acuerdo con el articulo 97. 
Que debe notarse el peligro que podía 
sobrevenir en caso de ser aceptada la 
enmienda, si los legisladores cele- 
brasen dos ó mas sesiones diarias, las 
cuales habría que pagar separada y 
distintamente á estar á ios términos 
literalesdei proyecto de reforma pre- 
puesto. 

Que no obstante haberse presenta- 
do la fórmula de que: «Los Senado- 
res y Diputados gozarán una com- 
pensación de veinte pesos fuertes por 
cada sesión á que asistan, compu- 
tándose por una sesión todas las reu- 
niones que porcausas extraordinarias 
Kuedan tener en cuarenta y OCÍlú 
oras,» parecía ¡nefícazy pocodeco- 
i'osu establecer semejantes re slrii-cio- 
nes en el cuerpo de la Constitución, 
pues que, '-i pesar de los abusos posi- 
bles que pudieran cometerse, hay que 
dejar idn-o ;í la dignidad de los hom- 
bres ya las inspiraciones del deber, 
concluyendo pordoelarar, que si no 
se presentaban otros medios para 
Qorregirlosdefectos del régimeu ac- 
tual, era mas prudente mantener éste 
que aceptar la reforma del modo que 
se había presentado en el debate j 
con lasfónnulasque habían propues- 
to sus autores! 

Puesta la enmienda al articulo 97 á 
votación, resultó ésta empatada, deci- 
diendo el Presidente por la subsis- 
tencia del articulo en la forma que 
tiene en la Constitución. 
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Entrando la Comisión & ocuparse 
; las ■.•Atribuciones del Poder Legis- 
tivo», enumeradas en el articulo 98 
; la Constitución, examinando el 
ciso I o se dijo, que la regla de la 
.íií'ormidad suele ser una base impo- 
ble tratándose de impuestos locá- 
is, mucho mas si se tenia en consi- 
eracion la estension de la Provincia 
e Buenos Aires, quetieneterritorios 
m diversos, de naturaleza distinta, 
on producciones diferentes y en 
ondiciones de viabilidad y riquezas 
auy variadas, de modo que este ó 
quel impuesto que pueden soportar 
os unos, seria oneroso para los otros. 
Jue por consiguiente, el pensamien- 
o de la uniformidad del impuesto no 
jodia entenderse en el sentido de que 
lebe ser uno mismo para toda la Pro- 
vincia. Que la mente de la Constitu- 
ción era que los impuestos fueran 
guales, pero relativamente, porque 
si la producción perfectamente im- 
posible es abundante en el Norte 
de la Provincia, y pobre, nula en el 
Sud, el impuesto que la gravara de 
una manera uniforme seria soporta- 
ble para unos, pero completamente 
oneroso |iara otros. Que en la Cons- 
titución Nacional se encontraba una 
disposición igual ó análoga á la del 
inciso en cuestión, y la cual habia 
sido imposible aplicarla muchas ve- 
ri..'-. 

Que hacia bastantes años habia si- 
do materia de controversia ]a cues- 
tión sobre el impuesto á la exporta- 
ción de ganado en pié, que las pro- 
■: interior rechazaban mien- 
tras que las del litoral se perjudicaban 
con la libre exportación que iba á 
favorecer a las Repúblicas vecinas, 
sin poder remediarlo ame el articulo 
constitucional, que establece que el 
impuesto debe ser uniforme en toda 
la República, por lo cual se habia de- 
clarado libre la exportación de ga- 
nado un pié aun cuando no debiera 
serlo por razones geográficas y eco- 
nómicas. Que en una Provincia como 
Buenos Aires, de climas y produc- 
ciones variadas, launíformidaden el 
impuesto podría seruo inconveniente 



muy grave para poder legislar sob 
determinadas materias, cuando 
Constitución no ha podido tener i 
cuenta esas circunstancias, sino «, 
el impuesto sea igual pero relativ 
mente en proporción a las eondici 
nes de la producción, de lasperson 
y de los capitales; concluyendo de ti 
dos estos razonamientos, que en ." 
garde decir: «debiendo estas earg 
ser iguales en toda ia Provincia 
como Ío consigna el inciso 1", se dij 
ra «debiendo estas cargas ser nn 
porcionalmente iguales en toda 
Provincia.» 

Después de otras lijeras obscrv; 
eiones que hicieron varios señori 
de la Comisión acerca de lo e ' " 
cido en dicho inciso, so acordó i 
dificarlo en la forma indicada: 

—Establecerlos impuestos v oogtt 
bacio nes necesarias para los gaeteS'ij 
servicio puMk-u, tt' :i lni j n<Ui .-stits ,■■■--■ 
ser prop'iriiioiHiimeuíe U/uales k 
la Provincia. 



El inciso 2" fué aprobado en la for- 
ma en que se halla en la Constitución 
agregándosele únicamente al fina.' 
salvo lo establecido en el artículo,. 
(Atribuciones de la Suprema Con 
de Justicia.) 

Elautorde la enmienda dijo, qu 
era necesario establecer respecto c" 
ladísposicion general del articulo un 
escepcion para el caso que pudiere 
ocurrir en las causas contencioso-ad- 
ministrativas, cuando la Supre 
Corte tuviese necesidad de mandi 
cumplir directamente ia sentenci 
que pronunciase por medio de 1 
oficinas ó empleados respectivos c 
da vez que la autoridad administra! 
vano lo hiciese dentro de los seseni 
dias de pronunciada la seuteocis 
pues, dados los términos del incis 
8° los funcionarios do la administn 
cion como el Tesorero y Contadora 

§ odian negarse á ejecutar ordene 
¡rectas de [a Suprema Corte, aún c 
los casos en que se faculte á ésta pai 
proceder directamente á fin de liad 
cumplir sus sentencias. 
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Un miembro de la Comisión se opu- 
so á la enmienda creyéndola innece- 
saria, pues en su concepto, bastaban 
los términos del articulo en que se da 
á Ja Suprema Corte, en el caso espe- 
cial ya citado, la facultad de mandar 
ejecutar aun contra la voluntad del 
Poder Ejecutivo las sentencias á que 
ese articulo se refiere (1) 

Fué aprobada por mayoría la en- 
mienda propuesta. 



Fueron aprobados sin observación 
los incisos 3 o y 4". 

Considerando el 5", se hizo notar, 
que la designación délas divisiones 
territoriales de la Provincia iu> dehie- 
ra librarso á la Legislatura, pues se 
corría el riesgo de que el partido po- 
lítico que en ella dominara o-cIn.Yfrn 
& Las demás fracciones en que pudiera 
estar dividida la opinión, desde que 
es bien sabido queel éxito de bis elec- 
ciones consiste en gran parte en la 
alteración de los distritos electorales. 
Seobjetóá esto, que el peligro que 
se señalaba estaba previsto en el ar- 
tículo 50 de la Constitución, en vir- 
tud del cual el territorio de la Pro- 
vincia se dividirá en lautos distritos 
electorales cuantos sean los Juzga- 
dos de Paz, fuera de que la Comi- 
sión al estudiar ese artículo resolvió 
que en él se establecería de una ma- 
nera permanente- las secciones elec- 
torales de la Provincia. 

So hizo presente entonces, que en 
materia judicial podría cometerse ol 
abuso que se apuntaba según la com- 
posición de la Legislatura o la- in- 
fluencias que en ella pudieran obrar. 
Que asi á cualquiera de los depárta- 
me 1 1 tos j udí ciarios de la Provincia po- 
dría fijársele nuevos límites para laad- 



(1) La disposición con si i lucio nal á que se 
fiare la. enmienda y «i«e debe tener sucolocaeion 
LasAlribucítmi'stir >■' S'fpi-t.'Hia Corte i/eJuslú 
es un articulo nuevo que dice asi: «En las cau- 
sas c o ntenc i oso-administrativas, la Corte Su- 
prema de Justicia tendrá facultad de mandar 
cumplir directamente sus sentencias por las otl- 

■■■.....■.. ,-.,- !■.-. I.. .■!■:! . .■:■. : . : ■ 

administrativa no lo hiciese dentro de los se- 
senta días de la sentencia.» 




ministracion de justicia con perjuicio 
ilc algún olro departamento. Se repli- 
co a esla observación diciendo, que 
eramateria de una ley reglamentaria 
el fijar los partidos que debe abarcar 
cada departamento judicial, si bien 
podría establecerse restricciones al 
resjaeeto cuantióse llegara al estudio 
de la sección que trata del Poder Ju- 
dicial. 

Después de un lijero cambio de 
ídeassobra la materia del incisoE»", 
quedó éste redactado de ta manera 
siguiente: 

— Fijar l¡i* ilivisi'.iiü's Writoria.les no 
esl.fib'i'ridiin i'iir (.'sin C<.ijtx!itttci<ji> para 
la mejor administración. 



Respecto del Inciso <i" que se re- 
fiere a la facultad del P.L. para 
conceder indultos y acordar amnis- 
tías por delitos de sedición cu la 
Provincia, se dijo, que tales acius >n- 
lo son justiciables ante la jurisdicción 
nacional, y rjue no teniendo las auto- 
ridades provinciales el derecho de 
castigar esos hechos, menos podrían 
tener la facultad do indultar y de con- 
ceder perdones o amnistías. Pero 
habiéndose hecho untar, en el curso 
de la discusión á. que este inciso áió 
lugar, que puede llegar el casi i de se- 
dición ó de subversión del orden pú- 
blico, asumiendo tales actos un ca- 
rácter puramente inte mu y local; por 
cuya razón las autoridades do la Pro- 
vincia tienen perfecto derecho de re- 
primirlos, se vio que la disposición 
contenida en el inciso 6" es necesaria 
y conveniente, razón por la cual se 
decidió dejarlo sin alteración. 



El inciso 7" que autoriza la reunión 
ó movilización de la milicia ó de par- 
te de ella, en los casos en que la se- 
guridad pública de la Provincia lo re- 
clame, sin perjuicio de las atribucio- 
nes del Gobierno General, fué discu- 
tido estensamente y se propuso una 
enmienda en su parle final, consis- 
tiendo ella en sustituir la frase, sin 
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erjuiciode las «.atribuciones del Go- 
ierno Genérate por esta otra \con ar- 
egio al articulo ÍOS de la Constitución 
(acional. Creíase, por elautordela 
uimietida, que la primitiva forma de 
a redacción del artículo en la parte 
ndicada, rompe la armonía en el 
yercieio de las facultades que con- 
currentemente tienen en ol caso del 
inciso las autoridades de la Nación y 
las de la Provincia. Conviniendo los 
niiemln'us de la Comisión en que: 
«tea l'rnri turas noejenen el. poder <le- 

Injiuio a la Nación 

>i ni pueden «ar- 
mar huípil?* de guerra 6 levantar ejér- 
citos, talvo el caso de invasión exte- 
terior <■ de un peligro tan inminente 
que ima-linitu dilación, dando luego 
innata ai Gobierno Federal» art. (108 
(.'. N.)i . v concordando el inciso en 
debateconel 11" del art. 142 de la 
Constitución de la Provincia, que 
dice : ■■ mar/liza la milicia provín- 

cialen caso de conmoción interiorana 
ponga en peligro la seguridad de la 

Pioi-i/nta, i-'in autori-arion de la Le- 
gislatura,y por si sido durante el re- 
ceso, dando cuenta en las próximas 
sesiones, .sin //erjuicioa'r hacerlo in- 
mediatamente ii la autoridad nacio- 
nal,» como conel t2 D del mismo ar- 
ticulo, que dice: Decreta laminen la 
nuirilizacum de las milicias en los c.a- 
tO¡ previsión por el inciso %4" art. 61 
de la C. A"., pensaron que era mas 
corréela la enmienda propuesta, 
desde que en elhi se. hacia p'terein'ia 
espresamente al art. 108 de la C. N., 
en cuya ultima pártese señalan con 
toda claridad los casosen que los Es- 
tados [Hieden autorizar la reunión 6 
movilización 'le tropas, dando cuenta 
inmediatamente de sus procedimien- 
to- al Gobierno General, 

Aceptada esta enmienda al incido 
7* del art. 98, q ló el inciso en esta 

rizai la reunión ó movilización 
■ t" le railícJ i'- parte 'l' alia ni los 

■i !■!'■ l.i .-.lJUI-M.I'I |il'lljlii!;i di; lil 
í'r ( -iviin.'i:i |.i '\ij;i. ene errer/lo el ere 

¡os de le Constitución Nacional. 



Considerando el inciso 8", un -eO 
Convencional hizo presente, que 
concesiones ó beneficiosa queelii 
ciso se refiere debieran restringir- 
estableciendo quesolo puedes api 
darse por la Legislatura con dos t 
ciosde votos, atendiendo a" que i 
privilegio grava á las generación) 
venideras, que es un derecho i 
sale del orden común, y que aun íi 
hasta pedir la supresión del inciso 
para evitar que en adelante sucedie- 
ra lo que con los teléfonos, que ñ pe- 
sar de ser conocidos en Europa otros 
nuevos sistemas mas perfeccionados, 
éstos no podrán 'por mucho tiempo 
establecerse entre nosotros á causa 
del privilegio concedido ú aquellos. 

Otroseñor Convencional, respon- 
diendo a las anteriores observacio- 
nes, manifestó, que la Constitución 
Nacional acuerda al Congreso la fa- 
cultad de legislar sobre patentes do 
invención ó privilegios, nabiéndose 
dictado una lev sobre la materia el 
año 1872. 

Que el inciso en cuestión, ora un 
desenvolvimiento do ese principio, y 
como la Constitución general estaba 
arriba de la Provincial, no se podia 
hacer innovaciones trascendentales 
en la materia. Que un privilegio fa- 
vorecía a la primera manifestación 
de la actividad individual estimulan- 
do á los demás, pero que no compro- 
metía el porvenir como se había di- 
cho; que asi le parecía exajerada la 
formalidad de los dos tercios de 
votos que se pedia para una conce- 
sión como la de que se trataba, fuera 
deque era necesario no destruir la 
armonía que debo existir respecto 
de lo que establece sobre el particu- 
lar la Constitución Nacional. 

Se dijo también, refiriéndose al 
mismo inciso, que los privilegios 
acordados á los inventores ó peí 
cionadores de alguna industria reco- 
nocían el derecho de propiedad a la 
invención, pero que en cuanto áacor- 
dar el privilegio á industrias mi- 
introducidas al país era antiocond- 
inicoi 1 ' injustificable, pues que en paí- 
ses nuevos cuino el nuestro e 






¡¡grosísimo abrir esa puerta, porque 
nos encontraríamos envueltos en 
privilegios al cabo de cierto tiempo. 

Como se hicieran algunas obser- 
vaciones respecto á la concurrencia 
de facultades en ese sentido por par- 
te del Congreso Nacional y de las Le- 
gislaturas de Provincia, otro de los 
señores de la comisión dijo, que las 
facultades concurrentes de los Esta- 
dos tienen su limitación, que son 
siempre dependientes de las atribu- 
ciones superiores del Congreso. Que 
asi, la facultad mas clara que tienen 
las provincias, cual es la de impo- 
ner, la tenia la Nación en todo aque- 
U&qoe no estuviera prohibido, y que 
los tratadistas como Kent dicen que 
suponiendo que una materia cual- 
quiera de producción estuviera so- 
metida á dos impuestos uno provin- 
cial y otro nacional, y que no pudie- 
ran soportarse esas dos imposicio- 
nes, se pagaría preferentemente el 
nacional. 

Como resultado de esta discusión, 
se resolvió por mayoría, que los pri- 
vilegios áque ¡se refiere el inciso se 
acordasen con dos tercios de votos, 
sin perjuicio de Las atribuciones del 
Gobierno General, de manara que di- 
cho inciso vino á quedar redactado 
en estos términos: 

<.'i;iiici , 'lcr inivili^jiis vO" tlo-i It'rtjiox 
/le ruina, |ii.ii'ini IÍL'iii|"_i limitado ¡\ los 
tinto re* o ¡iiveiit.orn*. 1 1 >• ríe c ci o n adores 
y in'iliit.TuM iiitrcjiliiptoi'í'S <\- mn-víts iu- 

■ 1 1 1>-1 lin- [i:il';i cs|llrjt;il-S-' sük> i'll lit 

■"•■"•i. sin |>i'[ji]ii'i" ili' luí :ilril.»u- 



El inciso 0" fué stpruli;u](.i ncordán- 
dose suprimir la frase final de él que 
dice: «debiendo dictarse una ley ge- 
neral sobre la materia," la cual no 
tenia ya objeto desde que se había 
dictado y existía una ley general de 
tierras, por lo que bastaba dejaren la 
Constitución, como atribución de la 
Legislatura, Ea facultad general de 
legislar sobre las tierras publicas de 
la Provincia. 



La continencia de la materia, hizo 
que la Comisión considerase al mis- 
mo tiempo los incisos 10* y 11', pro- 
poniendo uno de sus miembros lasu- 
presion del primero, y la modifica- 
ción del segundo en la forma que mas 
adelante se vera. 

En apoyo de la supresión pro- 
puesta del inciso 10" se dijo, que ha- 
bía exceso de especificación' en la 
disposición que contenia, pues el in- 
ciso 11" establece los medios de ha- 
cer efectivas las responsabilidades 
civiles de los funcionarios públicos, 
por cuya razón, aquel inciso estaba 
de mas y debía desaparecer. 

No fué" esa la opinión de otro se- 
Bor de la Comisión, quien hizo pre- 
sente, que dada la organización de 
las municipalidades en la Provincia 
de Buenos Aires, era necesario y 
conveniente dejar subsistente el in- 
ciso por lo que se refiere a los muni- 
cipios, pues, según la Constitución, 
las Municipalidades son autonómicas, 
tienen el derecho de imponer y de 
formar sus presupuestos, loque ha- 
cia indispensable espresar que la Le- 
gislatura tiene la facultad de estable- 
cer las responsabilidades de los mu- 
nicipios fijando de una manera es- 
phciía que está arriba de ellos, por 
lo que respecta á cierto género de 
responsabilidades. Reforzando estas 
consideraciones agregaba, que si la. 
Constitución no consignaba esto, era 
muy probable que el F. L. no pudie- 
ra proceder de acuerdo con el orden 
y relación de dependencia que tienen 
la Legislatura y losmunicipios, muy 
especialmente si se tiene en cuenta 
que la Constitución da el Gobierno 
propio á las Municipalidades. 



Respecto del inciso 11" que confié- 
rela facultad de dictar las leyes es- 
tableciendo los medios de hacer efec- 
tivas las responsabilidades civiles de 
los funcionarios públicos, se creyó 
que era conveniente darle un alcance 
mas lato para que abarcase !■ ^ cuso-. 
de responsabilidad civil y penal, y 
de modo que toda contravención <■ 
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falta en que pudieran incurrir los 
empleados, está comprendida en las 
leyes que la Legislatura dicte ha- 
ciendo uso de la atribución que lo 
confiere el inciso 11". 

Estimando la mayoría de la Cu- 
mision aceptable esta reforma, con- 
vino en que el inciso 11° quedase de 
este modo: 

Dictar leves estableciendo loa medios 
de hacer efectivas Iris responsabilida- 
des civiles y penales de fot cmi> mdoi 
público*. 

Y como se insistiera 60 que el in- 
ciso 10° estaba de mas, dado ol alcan- 
ce que se atribuía al inciso 11" en que 
la Legislatura tiene la facultad de 
dictar leyes sobre las responsabili- 
dades de' los funcionarios de la ad- 
ministración, quedó acordada la su- 
{>resiou de aquel inciso á pesar de 
as razones espuestas en contra- 



Fueron aprobados sin observación 
los incisos 12" y 13°, no dando logar el 
14° mas que á modificaciones de for- 
ma, y asi se dispuso, que en la pri- 
mera parte de dicho inciso se supri- 
miera, por innecesaria, la frase; «en 
el primer periodo constitucional» y en 
la segunda, que se cambiara la for- 
maquetiene en la Constitución, agre- 
gándole unnuevo periodo, viniendoá 
tener el inciso 14", esta nueva forma: 

Organizar la Contaduría General (en 
el primer periodo constitucional: supri- 
mido) de manera que pueda controlar 
elieazuit.'rii' 1 las ope ruciónos ¡idniinistra- 
tivas en la percepción é inversión de los 
condales públicos. 
Oi'íííiuiíiai 1 una Oficina da Contabilidad 
déla LeijMni 'uro '.con '.funcionar iosnom- 
bradospor la Asamblea para el exa- 
men de las cítenlas de la Adminis- 
tración. Este e.ráiYtcn deberá hacerse 
cada año sobre las cuentas del ante- 
rior. bajo la pena de quedar ipso-fac- 
to cesantes los funcionarios encar- 
gados de esta operación. 



Dada la discusión que se originó al 
considerar el articulo 99. v de la cua! 




se hace en seguida la correspondien- 
te reseña, la Comisión resolvió que el 
inciso 15° pasara á figurar como 17* 
en el art. 98.' 



Leído que fué el articulo 99, se hi- 
zo presente por un señor Convencio- 
nal la necesidad de reformarlo en el 

sentido de evitar que la Legislatura si- 
ga acordando pensiones y jubilacio- 
nes que gravan el presupuesto de la 
" -vincia y que se conceden valién- 
¡ del favor y de las uifluen'ia- 
«Olíales. Agregó, que las Cáma- 
íabian interpretado muy mal lo 
H"^ significaban servició* distinguí- 
aos prestados ai país, según el artículo 
99. Hizo cu seguida notar, que á mu- 
chos empleados, porol hecho de ha- 
ber servido algunos aflos, se les ha 
considerado servidoreadistínguódos, 
concediéndoles por eso jubilaciones 
ó pensiones cuando no habían hecho 
sino cumplir con su deber; que en 
otros casos se habian concedido esos 
beneficios a personas que no llena- 
ban ni esos requisitos, sucediendo 
por esto, que las pensiones y jubila- 
ciones alcanzaban ya á cuatro millo- 
nes de pesos moneda corriente, y que 
á este paso se llegaría muy pronto á 
pagarse tanto á los empleados que 
habian dejado de serlo, como á los 
que estaban desempeñando los ser- 
vicios de la Administración. Que á 
linde limitar en lo posible el abuso 
que se cometía acordando pensiones 
ó recompensas pecunarias, proponía 
que el articulo eu dicusion se adicio- 
nara con una disposición que esta- 
bleciera: que la ley fijará y determi- 
nará lo que debe entenderse por ser- 
vicios distinguidos, sin que la dura- 
ción del sei'vicio ni la honradez sean 
condiciones suficientes para acordar 
aquellas. 

Otro miembro de la Comisión re- 
cordando los antecedentes del artícu- 
lo, dijo, que él fué sancionado por la 
Constituyente del 70 al 73, porque se 
quiso implantar una nueva doctrina 
creyendo correjir abusos y evitar que 
se diese una ley general de jubilacio- 
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nes en la suposición de que ella no 
concordaba con la naturaleza de 
nuestro sistema democrático, y co- 
mo solución de transacción se con- 
signó en la Constitución el articulo 
99, que ha sido la puerta abierta pa- 
ra los- males que se quisieron evitar. 
Que la esperíencia adquirida aconse- 
jaba ordenar, que la Legislatura en 
su primer período dosesiones dictase 
la ley de jubilaciones, premios ó re- 
compensas, y que en esa ley se esta- 
blecieran los casos que deben consi- 
derarse como servicios distinguidos, 
tomando para ello una base justa y 
equitativa. 

Colocándose en ese mismo orden 
de ideas otro Convencional espuso, 
que estaría por la supresión del artí- 
culo estableciendo en su lugar, que la 
Legislatura dictara la ley sobre jubi- 
laciones y pensiones; que esto estaba 
de acuerdo con la Constitución Nacio- 
nal, la cual contiere al Congreso la 
facultal de conceder jubilaciones, re- 
tíros ygoces de monte-pios con ar- 
reglo ¿las leyes de la Nación. Que 
existiendo una ley que determine do 
una manera clara y precisa el número 
de anos de servicios, la calidad de 
éstos, el modo como se han pres- 
tado, como condiciones y requisitos 
para la concesión de una pensión 6 de 
unajubilacion, desaparecerían en gran 
parte las arbitrariedades que al res- 
pecto se cometían, obteniéndose Las 
ventajas de que las<"támaras no tuvie- 
ran que ocuparse de intereses priva- 
dos, distrayendo un tiempo reclamado 
por asuntos de interés general, pues 
que seria el poder administrador 
quien aplicaría esa ley según los 
casos. 

Haciendo uso de la palabra otro 
señor Convencional dijo, que en lo 
relativo al punto en cuestión era ne- 
cesario hacer desde luego una sepa- 
ración ó distinción. Que la facultad 
de discernir honores y recompensas 
pecuniarias no podía ser limitada á la 
Legislatura, porque ésta debía ejer- 
cerla discrecionalmeute cuando se 
presentara el caso y según la impor- 
tancia de los servicios prestados y 



los que no podian ser de antemano 
apreciados con exactitud, pues que 
dependían de circunstancias ó condi- 
ciones escepciouales. Que sin per- 
juicio de que sobre este punto se pu- 
dieraarrioar á una fórmula de redac- 
ción, que salvaría en lo posible las 
apreciaciones caprichosas y arbitra- 
rias del Poder Legislador, ijin'ou el 
articulo 99 quedaría siempre una 
cuestión seria: la de las jubilaciones 
y pensiones civiles, punto respecto 
del cual se habían equivocado com- 
pletamente los caminos que naciones 
esperi mentadas siguen en esa ma- 
teria, sin que hubiera razón alguna 
que justificara esas erogaciones in- 
definidas como onerosísimas que se 
imponía á los poderes públicos, cre- 
yendo que estaban obligados á re- 
compensar servicios prestados. Que 
los pueblos ejercitados en la vida 
administrativa y pública habían lle- 
gado en ese sentido auna fórmula 
generalmente aceptada, y que á su 
juicio era la única que podría cortar 
el abuso y la manera injustificable 
con queso procedía en materia do 
pensiones y jubilaciones, que esa 
fórmula era la creación délos mon- 
te-pios civiles, los cuales constituían 
el mejor medio para salvar las ,lüi- 
euliades indicadas, porque los ser- 
vicios que se invocaran vendrían á 
ser atendidos con la contribución 
personal de los que lo prestaban 
una forma insensible, paulatina, has- 
ta constituir un fondo del cual se 
hace-cargo el poder público, lo ad- 
ministra, 1" hace reditual' y producir 
para que sirva á las recompensas 
necesarias en el caso queun emplea- 
do se inutilice en vida ó muera en el 
ejercicio de sus funciones. Que 
era eso precisamente lo que existia 
enlodas las naciones bien organi- 
zadas déla Europa, donde el monte- 
píocivil abrazaba todas lasclasas de 
jubilaciones y pensiones, como exis- 
tia también el monte-pío escolar para 
atender los servicios prestados en la 
enseñanza, los cuales se considera- 
ban hoy tan meritorios como cual- 
quier otro, con tanta mas razón, 
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cuanto rj i.i e el maestro, por desgra- 
cia, no poza de las consideraciones 
sociales de que disfrutan otra clase 
de funcionarios, que si bien prestan 
servicios en grande escala, son lam- 
inen altamente remunerados, estan- 
do rodeados de distinguidas conside- 
raciones que les dispensa la sociedad. 
Que el monte-pio civil , no siendo siim 
el fondo permanente formado de una 
pequeña deducción que se hace del 
sueldo del empleado, y que se eolooa 
de una manera conveniente, pudiendo 
aumentarse con donaciones, legados, 
etc. vendría á evitar, sin gravar al 
tesoro público, un desoquilibriocnor- 
me en el presupuesto general. 

Que por todas esas razones opi- 
naba, que enlugardedar facultada 
la Legislatura para acordar pensio- 
nes y jubilaciones se le impusiera la 
obligación de dictar una ley de mun- 
. te-pio civil, y de organizado en un 
breve plazo, sobre la base de que el 
empleada contribuya con un peque- 
ño óbolo. 

Que esa misma ley sea la que de- 
termine los casos y condiciones en 
que se podrá gozar del monte-pio; 
y que respecto de las pensiones y 
jubilaciones anteriores á la creación 
deesainstitucion, no caducarían sino 

3ue continuarían subsistiendo pu- 
iendo redimirse paulatinamente, 
todo lo cual seria materia de la ley 
que establezca y organice el monte- 
pio. 

La mayoría de los señores de la 
Comisión' apoyó decididamente las 
¡deas espuestas, resolviendo en defi- 
nitiva, que el artículo 99 figurara 
como inciso 15del articulo 98 en esta 
forma: 

—Mscern ir honores con dos tercio.* 
de votos por servicio* distinguido): 
prestados alpais. 

y que como inciso 16 del articulo 98 
de la Constitución, se agregara el si- 
guiente: 

— Dictar en el próximo periodo de 
sesiones la ley orgánica del inonle- 
piocivil, creando un fondo especial 
administrado por e' poder púb'íco, 



para atender con 




Provincia ¿deudo* r 
íejí df.ti-rmínnrá fu* cuno» 
iticiones para guiar de tus "benefi- 
cios de esta institución. 

So resolvió como ya salta dicho, 

que ni inciso 1'/ figurara corno 17" 
uel misino articulo its. 

La Comisión penad que t uniendo 
en cuenta la materia de que tratan los 

artículos 36, 87, 88yS9, loscualosee 

refieren á atribuciones del Poder Le- 
gislativo .'i á restricciones puestas al 
ejercicio de éstas, debían colocarse 
dichos artículos en seguida del artf- 

Culo98, quedando en el orden que 
determina el cuadro general de re- 
formas. 

Renovóse al tratarse del artteufo 

loo la cuestión \ n suseítade sobro l a 
iniciativa de la Cámara de Diputados 

parala creación de contribuciones é 

impuestos, como en otras matarías 
que hansidosierapre, por la Consti- 
tución, de su competencia priva- 
tiva. 

Lasopinioues al respectó se divi- 
dieron como en el primitivo debato, 
y la argumentación en pro y en con- 
tra, reprodujo los ra/oiiainieutosde 
que senízo mérito al considerar el 
inciso 1" del articulo fifi. Fué imposi- 
ble llegar ¡í la uniformidad de los pa- 
receres; y como de la votación áque 
se sometió el inciso 1" del articulo 66 
ya mencionado, resultó quese dejara 
como estaba, no obtuvo el asenti- 
miento de la mayoría la idea que se 
propuso, de que se suprimiera la úl- 
tima parte del articulo 100, á fin de 
que quedara únicamente subsistente 
esta deelaraeiongeneral queeneierra 
el articulo en su primera parte: 

Art. 100. Toda ley puede tener 
principio en cualquiera Je laü Cá- 



Por cuya razón se dejó el articulo 
100 en los términos en que está re- 
dactado en la Comisión vigente. 



El articulo 101 no sufrió alteración 
y solo díó lugar a" un breve áebate, 

en el (¡lio se recordaron tanto bos 
términos del articulo lóít de la Cons- 
titución, como la ley de educación 
del año 1875, estableciendo ese arti- 
culo que la Corta debe pasar anual- 
inente á la Legislatura una memoria 
ó informe sobre el estado de la ad- 
ministración de justicia y proponer 
en forma de proyecto las reformas 
deprocedimieiilo, organización, etc., 
del mismo modo que puede el Con- 
sejo General de Educación cu virtud 
He aquella ley, presentar directa- 
mente a la Legislatura los pn Rectos 
que crea convenientes en la materia 
propia de esa Repartición; se dijo, 
que quiza" por eso se creyera que 
debían considerarse como cuerpos 
colegisladores, pero como todos es- 
tuvieron ib' acuepdo en que tales 
prescripciones legales no dan ni 
pueden dar ¡í la Curte Suprema ni 
al Consejo General de Educación el 
carácter de colegisladores que como 
entidad esencialmente política tiene 
el IV h\. deljieudu interpretarse bis 
disposiciones invocadas como sim- 
|iles medios de ilustrar al P. L. sobre 
materias cuya mejora y adelanto 
puede promover, dictando leyes con- 
tenientes sobre el particular, se re- 
solvió, que el artículo se mantuviera 
como está en la Constitución. 

El artículo 102, quedó aprobado 
sin modificaciones: y el artículo 103 
aceptado en general, solo motivó una 
reforma consistente en la supresión 
de su última [tarto, fundándose en 
que la tramitación que en dicha pár- 
rafo se esta bleec, era demasiado larga 
y aún innecesaria, desde que se esta- 
blece en el mismo artículo que hay 
sanción definitiva con bis dos tercios 
de la Cámara iniciadora, agregando 
además el Convencional que pidió la 
supresión, que era muy difícil clasi- 
ficar la unanimidad, siendo por otra 
parte muy improbable reunir úob'te- 
ner la unanimidad, ya sea enelsen- 
lido de insistir en las modificaciones 
introducidas en un [trayecto de ley, 
ya sea para rechazarlas. Y como se 



considerase realmente superabun- 
dante el procedimiento que --o esta- 
blece en el articulólos, fuéaceptadala 
supresión en su part-j final, que dice 



Si hi i Yurumí iv\i-n.r;i in-i"-- 

tics.' en su- modificaciones por una- 
nimidad, volvaíá el proyecto á la 
iniciadora, si ésta lo rechaza, tara- 
bien por unanimidad, se oonsideraríi 

dosi'idiado el proyecto, y en caso con- 
trario qi.icil:tr;'i '« ioiitid» huí tus 

modificaciones, 

Lo demás del articulo no sufrió al- 
teración. 



No obstante haber sitio aprobado 
el articulo 104. secreyó que no estaba 
cúmplelo \ que era necesario ha- 
cerle unaadieion, en la cual se esta- 
bleciese que fodo proyecto para que 
fuere tenido por ley debía ser tratado 
en una misma Legislatura, enten- 
diéndose ]k>v éf/irt Ley/xfati/ra el bienio 
que dura el mandato de los Dipu- 
tados. En apoyo de establea se dijo, 
que en Inglaterra como en Francia 
seda el nombre de xcs/OH al pertódo 

que duran los Diputados en sus fun- 
ciones. Y en España el de Legisla- 
íwa, para mantener la unidad del 
sistema bi-carnansta: y qaeasfpara 
que un proyecto fuera considerado 
ley, era preciso que fuera sancionado 
por lasólos Cámaras, en la misma 
Legislatura; pues de lo contrario, 
sucedería, que la Cámara de Dipu- 
tados sancionara un proyecto j lo 
pasara en seguida al Senado; supo- 
niendo que éste lo aprobase con mo- 
lificaciones reuní i énd oí o desiiue- del 
bienio á bi Cámara iniciadora, se 
encontraría que ésta estaría ya com- 
puesta de nuevos miembros, y que 
no pudiendo rechazar el proyecto 
remitidopor el Senado, tendría que 
considerar solo las enmiendas, á 
punto de llegar á suceder que una 
Legislatura nueva tenga sobre sí una 
verdadera imposición. A esto se 
observó que la Legislatura es siem- 
pre una, y 'pie cualquiera que sea 
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su personal no altera su constitución 
ni \p forma de sus actos; que el cam- 
bio de personas nada quiero decir, 
pues aunque fueran las mismas, 

Sueden éstas cambiar de opiniones. 
ue si el cambio del personal do 
las Cámaras Legislativas se tuviera 
en cuenta para la eficacia de las leyes 
y resoluciones del Poder Legislativo, 
seria imposible la existencia do una 
ley ó de una legislación, (Jorque cada 
sanción de una Cámara tendría que 
reeverse por la otra, á medida que 
se renovara su personal; que en sus- 
titución de la ¡dea que se proponía, 
podría decirse en !a Constitución: 
"Un proyecto de ley dictado por una 
de las Cámaras y sobre el cual no se 
haya pronunciado la otra en el mismo 
año, no podrá presentarse en ade- 
lante sino como un nuevo proyecto.» 
Que adoptando esta fórmula se obli- 
gaba á. la Legislatura á espedirse 
pronto, á lo que sin duda respondía la 
idea propuesta, la cual si se aceptara, 
quedarían esterilizados todos los 
trabajos de una Cámara, correspon- 
dientes al año anterior al de su reno- 
vación, como fací luiente se compren- 
de desde que esos trabajos, para su 
sanción definitiva, tendrían que es- 
perar el cambio ó la renovación pe- 
riódica de la Legislatura. 

Para combatir la idea primitiva- 
mente emitida, se dijo también, que 
propiamente el periodo de los Dipu- 
tados no termina las funciones de la 
Legislatura; que introducir una re- 
forma como laque se proponía, im- 
portaba aceptar una limitación arbi- 
traria, y enteramente contraria al 
mandato constitucional de los repre- 
sentantes, envolviendo ella una in- 
novación radical, completamente con- 
trariaá nuestras prácticas parlamen- 
tarias. 

Después de prolongarse el debate 
sobre muchas otras consideraciones 
que se hicieron acerca de la necesidad 
de la reforma del articulo 104, se re- 
solvió aceptarlo con la siguiente adi- 
ción, para que figure como segunda 
parte de dicho articulo: 



— Vn proyectó tanetotutítO por km 
de la* Cámara» y no tratado pai- 
la otra en <•*? año ó rn el xiguienie. 
se i.on&iderarti rechazado. 



Fntrando la Comisión A considerar 
el art . 105, el cual versa sobre la pro- 
mulgación délos proyectos de ley por 
el P. E. y sobre las facultadesque éste 
tiene para devolverlos con observa- 
ciones dentro del término de diezdias, 
etc., se hizo presente, que era con- 
veniente resolver una cuestión que 
se halda suscitado en la practica con 
motivo de la aplicación del veto en el 
orden nacional; por lo que erfl nece- 
sario definir de antemano los casos 
que en el ejercicio de la facultad de 
votar podían presentarse. 

Ante todo, era menester saber, si 
en el caso de que las observaciones 
delP. E. se refieren ó recaen sobre 
un solo articulo, queda ó no inhabi- 
litada toda la ley; pues, cuando en el 
Congreso se discutió la ley de Muni- 
cipalidades, el Gobierno Nacional 
por el órgano de su Ministro del In- 
terior Dr. Irigoyen, sostuvo que la 
parte no objetada de aquella ley de- 
bía tenerse como sancionada, si bien 
el Congreso en su mayoría sostuvo 
la idea contraria, esto es, que una 
observación parcial bocha á la ley la 
inhabilitaba en todo y que ésta era 
en realidad la verdadera doctrina. 
Opinaba uno de los miembros de la 
Comisión, que no obstante estar de 
acuerdo con el parecer del Congre- 
so en la cuestión propuesta, no creta 
que tales distinciones debían quedar 
consignadas en la Constitución, bas- 
tando para fijar el alcance del arti- 
culo la interpretación auténtica que 
importaba el debate en sí mismo, 
pues, quedaba establecido en él la 
distinción y efectos del acto parcial 
y el veto total en los casos en que el 
P. E. podía oponerlo. Y asi, pensaba, 
que el articulo 105, debía quedar co- 
mo estaba, tanto mas cuanto que 
era obvio que las distintas disposi- 
ciones de una ley, constituyen un 
acto único, indivisible del P. L., así 
como la promulgación es también un 
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acto del P. E. que debe recaer Bobre 

todas las prescripciones de la ley, so 
pena de que dicho acto no produzca 
(os efectos reconocidos y aceptados 
cu «'i derecho, 

Observó también otro señor Con- 
vencional, que ura necesario proveo r 
por medio de una adición al articula 
105, ó por medio de un nuevo artícu- 
lo ;[ casos que se habían producirlo 
en distintas ocasiones entre nosotros, 
y en los cuales el P. E. ha vetado en 
repetidas veces un mismo proyecto, 
como ha sucedido por mucíios años 
con el proyecto de ley tic Capital de 
la República. Que ora indispensable 
evitar que se cometiese en adelante 
este abuso á cuyo objeto debe po- 
nerse un artículo diciendo: «que si 
im proyecto de ley velado volviese a 
sur sancionado en uno de los dos 
periodos legislativo- si ihsie.-i liento-, 
el P. E. no podrá volver ú vetar di- 
cho proyecto». Que aunque el arti- 
culo que proponía no estaba antes en 
ninguna Constitución, sabia que des- 
pués figuraba ya en alguna Constitu- 
ción Americana. Que reconociendo 
que el objeto del veto no ora otro 
qué el Je prevenir' que se dictasen 
leyes con precipitación y falta '1" ma- 
durez, acordando dichas facultades 
al P. E., pensaba que las mayorías 
que >e organizan, muchas veces pue- 
den ofuscarse y errar, y entonces no 
había mas remedio que e! velo. Pero 

aue cuando la prensase ha ocupado 
e discutir las razones de la ley, 
mostrando su conveniencia 6 incon- 
veniencia, han entrado en receso las 
Cámaras, y no pasada la agitación 
ocasionada por la discusión do la 
ley, el P. L. ha vuelto a reunirse san- 
Clonando nuevamente la misma ley 
por encontrarla conveniente ; '■! peto 
en estas condiciones y circunstancias 
no licué razón de ser. 

Prevaleció en la mayoría de la Co- 
misión la idea de dejar el articulo 
105 como está en la forma actual, 
sin desechar por esto las ideas pro- 
puestas á íin de fijar y distinguir la 
naturaleza y efectos de ta Facultad 
do vetar, aplazando para cuando se 



consideraran los artículos 107 y 108, 
las modificaciones indicadas dándo- 
les recien en esa ocasión una forma 
definitiva. 



Antes de entrar á ocuparse del ar- 
tículo 106. se renovó la discusión so- 
bre el veto, insistiendo sobre las re- 
formas que antes se habían propues- 
to. Con este motivo, uno de los se- 
ñores de la Comisión recordó, que 
durante la administración del gober- 
nador Dr. Tejedor vetó el P. E. una. 
ley sobre el nombramiento de líci- 
tos Funcionarios, y que una vez de- 
vuelto por aquel el proyecto vetado, 
pasó éste á la Comisión de Negó- 
cíos Constitucionales del Senado, 
donde permaneció bástala adminis- 
tración del Dr Romero, guien se di- 
rijió a esa Cámara diciondole que 
retiraba el veto-a dicho proyecto, 
habiéndose suscitado en el Senado 
con este motivo una larga discusión, 
después de la cual se resolvió que el 
1' E. no tenia facultad de retirar ese. 
veto, porque tina vez observado el 
proyecto pertenecía ssclusivamente 
a la Cámara para modificarlo ó 
desecharlo. Que 6 sujuicio, no po 
día negarse al P. E. esa Facultad . 
desde que las circunstancias que me- 
diaran para interponer el veto o las 
razones teóricas en que él se funda- 
ra, pueden cambiar modifii 
opiniones del P E. en sentido con- 
trario al que antes le impulsara ¡i 
proceder de esta manera. 

Sometida á la consideración de la 
Comisión la opinión que antecede, 
se dijo que de aceptarla, debía acor- 
darse que la facultad do retirar el 
veto será ejercida por el P. E. den- 
tro del mismo periodo legislativo en 
que el proyecto de ley se hubiese 
dictado, porque a no ser asi, esa prer- 
rogativa se convertiría en un arma 
de partido. Que por otraparte, nin- 
gún perjuicio habla en quitar esa fa 
cuitad al P. E. durante el receso di 
las Cámaras, puesto que so el pro" 
ximo periodo desasiónos podía pre 
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sentar un proyecto análogo al de 
que -se tratara. 

Pronunciándose eu contra de la 
idea propuesta, otro señor Conven- 
cional manifestó, que si por circuns- 
tancias extraordinarias que el mismo 
legislador no puede apreciar, el P. 
E. reconsidera su veto y lo relira, 
debía permitírsele hacerlo, pero que 
no le parecía conveniente consignar 
esto en la Constitución, porque ven- 
dría á estar en contradicción con la 
fijación de los diez dias acordados 
al Ejecutivo como término fatal para 
que promulgue una ley. Que la fija- 
ción de ese plazo no tenia mas ob- 
jeto que dar al Ejecutivo el tiempo 
necesario para examinar la ley y 
darse cuenta de su trascendencia 
como encargado de ponerla BO eje- 
cución, ó devolverla dentro de ese 
mismo término con las observacio- 
nes que su estudio le hubiera suje- 
rido; que la no fijación de ese plazo 
invariable serviría de pretexto para 
cometer abusos en los antagonismos 
probables que pudiera haber entre 
el P. E. y el Legislativo; que por 
consiguiente la escepcion que trataba 
de establecerse podía quedar bien 
en los comentarios de la Constitu- 
ción ó en la ley reglamentaria, pero 
00 en la ley fundamental. Que sien- 
do el P. E. el único juez para apre- 
ciar los fundamentos que aconseja- 
ban el retiro del veto podia usar y 
abusar de esa facultad sin discerni- 
miento, sin criterio constitucional, 
llevado por motivos del día, por cir- 
cunstancias políticas que á cada ins- 
tante pueden presentarse ; que por 
esto, si ha de acordarse esa facul- 
tad, se la limitara á casos que re- 
conozcan razones poderosas, para 
que su uso sea moderado, legitimo y 
conveniente. 

La discusión de este punto se rea- 
brió en dos sesiones consecutivas, 
en las cuales se ampliaron las razo- 
nes que se dan ¡í conocer en la for- 
ma reasumida en que quedan con- 
densadas, habiéndose resuelto en 
definitiva por mayoría de votos, con- 



signar después del articulo 105 de 
la Constitución! el siguiente : 

—El veto podrá ser retirado por et 
¡'. E. dentro ilel «/.i/íio ¡¡erlotlo de se- 
sione» en que fué presentado, y en 
ests caso, será devuelto porta Cámam 



Aceptado sin observación ol adí- 
enlo 106, pasó ¡í considerarse el 107. 
al cual se hizo una modificación quo 
consistió (mi agregar las palabras: 

(•OBSERVADO EN TODO Ó EN PARTE", 

en seguida de la primer* frase riel 

adíenlo. 

Se quería con esta reforma dejar 
resuelta la cuestión del veto parcial 
ó total, estableciendo cu la Consti- 
tución que opuesto el velo del P. E. 
a una lev, ya sea que se observo 
ésta en el todo ó en alguna de sus 
partos, recae, para loa efectos de su 
promulgación, sobre toda la ley: y 
como todos los miembros de la Co- 
misión estuvieron de acuerdo con 
esta doctrina, convinieron en con- 
signarla en el cuerpo mismo de la 
Constitución, agregando al artícub. 
107 la frase va indicada. 



Sin observaciones fué aprobado el 
artículo IOS. 

Uno de los miembros de la Comi- 
sión propuso que se redactara y pu- 
siera un nuevo artículo en seguida 
del IOS, en que quedara establecida 
una escepcion al principio sentado 
en el artículo 107 sobre el veto y sus 
efectos. Dijo que la ley general del 
presupuesto, dada su naturaleza, se 
encontraba en condiciones especia- 
les respecto de su consideración y 
sanción, pues ella se componía de 
una serie de partidas, que si bien 
formaban un conjunto determinado 
podían ser no obstante consideradas 
ú observadas aisladamente, sin per- 
judicar n¡ alterar la subsistencia y 
eficacia de las demás. Que, desde 
luego, convenia establecer por me- 
dio de un nuevo artículo, que cuan- 
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do el P. E. objetase cualquiera par- 
tida del presupuesto de gastos dé la 
administración, la Cámara ala cual 
volviera el proyecto, pudiera recon- 
siderar únicamente la parte obser- 
vada, sin que por esta circunstancia 
dejara de darse cumplimiento á la 
ley en el resto de sus disposiciones. 
A este propósito presentó el nuevo 
artículo concebido en estos térmi- 



nos : 



— En cuanto á la ley general de pre- 
supuesto, que fuese observada por el 
P. E., solo será reconocida en la 
parte objetada, quedando en vigencia 
lo demás de ella. 



La mavoría de la Comisión estuvo 
conforme con que se consignara la 
escepcion que este artículo importa, 
y le prestó su asentimiento, apro- 
bando también en seguida, sin ob- 
servación, el artículo 109. 

El Título del Capítulo 7 o , que dice : 
«De la Asamblea general», renovó, 
al ser considerado, la discusión que 
habia tenido lugar al comenzar los 
debates de la Sección tercera, resul- 
tando de dicha discusión, que para 
evitar las confusiones ó dudas que 
antes se habian suscitado para es- 
tablecer la diferencia entre «Asam- 
blea Legislativa» y «Asamblea Ge- 
neral», se pusiese en el primer caso 
«De la Legislatura» y en el segundo 
«De la Asamblea», fijándose de este 
modo qj verdadero sentido de esta 
última palabra, que significa la reu- 
nión de ambas Cámaras funcionando 
en un solo acto para objetos espe- 
cialmente determinados en la Consti- 
tución. 

A mérito de las razones que se 
haoian aducido al comenzar la con- 
sideración de esta Sección, y las 

cuales están va estractadas en el lu- 

i/ 

gar correspondiente, se resolvió por 
mayoría que el Título del Capítulo 7 o 
quedara así: «De la Asamblea», en 
vez de «De la Asamblea General»," 
como está en la Constitución vi- 
gente. 



El artículo 110 con los cuatro in- 
cisos que lo forman, ?fué aprobado 
sin modificación alguna, pero te- 
niendo en cuenta la unidad del plan 
y la congruencia de la materia, se 
acordó agregar en forma de inciso 
en el mismo artículo, todas la facul- 
tades atribuidas á la Asamblea, que 
se encuentran diseminadas en diver- 
sos puntos de la Constitución, tanto 
mas cuanto que el artículo 110 dice 
que ambas Cámaras solo se reuni- 
rán en Asamblea para el desempeño 
de las funciones que el mismo artí- 
culo determina y enumera, razón 
por la cual era conveniente reunirías 
á todas en el artículo en la forma 
ya indicada. 

Aceptada en general la enmienda 
vino á quedar el artículo 110 en la 
forma consignada en seguida, notán- 
dose que se han agregado á él tres 
incisos mas, refiriéndose á disposi- 
ciones consignadas en la Constitu- 
ción con lije ras diferencias de forma 
que la nueva colocación ha hecho 
necesario : 

Art. 110. Ambas Cámaras solo se 
reunirán para el desempeño de las fun- 
ciones siguientes : 

I» Apertura y clausura de las se- 
siones ; 

2» Para recibir el juramento de ley 
al Gobernador de la Provincia; 

3° Para tomar en consideración las 
renuncias de los mismos funcionarios; 

4° Para verificar la elección de Se- 
nadores al Congreso .Nacional ; 

5° Para nombrar y destituir los 
funcionarios principales de la Oficina 
de Contabilidad de la Legislatura 
(Art. 98, inciso 14 déla Coustitucion.) 

6° Para practicar el escrutinio de 
la elección de electores para Goberna- 
dor y V ice-Gobernador de la Provin- 
cia (Art. 129 de la Constitución.) 

7° Para practicar el escrutinio del 
plebiscito sobre reforma de la Cons- 
titución, y, según su resultado, con- 
vocar laConvencion Constituyente ha- 
ciendo también el escrutinio de la 
elección de Convencionales (Art. 211, 
de la Constitución.) 



De acuerdo con sanciones anterio- 
res, se dispuso eliminar del artículo 
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111 la palabra «general», quedando 
él en esta forma : 

Art. 111. Todos los nombra miento» 

Sue se defieran á la Asamblea deberán 
acerse á mayoría absoluta de los 
miembros presentes. 

En cuanto álosartlculos 112 yll3, 
no| sufrieron alteración alguna, porio 
que quedaron en la forma que tienen 
en la Constitución. 



El articulo 114 dio lugar á una 
detenida discusión, respecto A la 
Presidencia de las reuniones de la 
«Asamblea General»; pues si bien 
se creía que el Vice-Gooernador de- 
bía presidir en primer lugar la Asam- 
blea como Presidente nato del Se- 
nado, no sucedia lo mismo respecto 
del Vice-Presidente I o de dicho cuer- 
po, que no podia ser colocado en ca- 
tegoría mas elevada que. el Presiden- 
te de la Cámara de Diputados, quien 
desempeñaba el cargo por designa- 
ción directa de la Cámara nías nu- 
merosa y popular, y de la cual te- 
nia constantemente la representa- 
ción y dirección en todos sus actos. 
Concluíase de todo esto, que el 
articulo 114, debia ser reformado 
estableciéndose el ejercicio de ta 
Presidencia de la Asamblea de este 
modo: 1° el Vi ce-Gobernador, ó sea 
el Presidente del Senado; 3 o el Pre- 
sidente de la Cámara de Diputados; 
3 o el Vice-Presidente del Senado; 4 o 
el Vice-Presidente 2 o de la misma 
Cámara; 5 o el Vice-Presidente I o de 
la Cámara de Diputados, y 6° el 
Vice-Presidente 2 o de la misma Cá- 
mara de Diputados. 

Como el autor de la enmienda pro- 
puesta se refiriera á nnaleyreglameu 
aria dictada por la Legislatura sobre 
la materia, en que se establece otro 
orden en la Presidencia de la Asam- 
blea, se creyó adecuado o conve- 
niente colocar en el articulo lo que 
en ella se estatuye, dándole, en de- 
finitiva, esta forma: 

Ai-i. 3Ji Las reuniones del» Asamblea 




serán presididos por el Vice-Gobernador. 

4 a su defecto por el Tice-Presidente dal 
«nado, á falta de éste por el Presidente 
de la Cámara de Diputado», jen tu att- 
tencia por el Vicc-Pretidente «• del 
Senado, y Vicea de la Cámara da Di- 
putado» por su urden. 

No fué modificado el articulo 115, 
dándose por terminada la revisión 
de la Sección 3*. 



SECCIÓN CUARTA 



Entróse á estudiar la sección IV 
de la Constitución, y no habiendo 
dado lugar á discusión alguna loa 
artículos 116 y 117, fueron aproba- 
dos, pasándose á considerar el artl- 
cuto 118, cuyos incisos 1' y 2* solo 
motivaron un lijero cambio de ideas 
entrando la Comisión á ocuparse en 
seguida del inciso 3°, que exije co- 
mo requisito para ser Gobernador 
ó Vice-Gobernador cinco aflosde do- 
micilio en la Provincia con ejercicio 
de ciudadanía no interrumpida. 

Uno de los señores de la Comisión 
dijo, que no hallaba razón suficien- 
temente fundada para exigir al ciu- 
dadano que fuera candidato para al- 
funo de esos cargos, cinco años de 
omicilio en la Provincia, porque se 
suponía que el ciudadano qde se eli- 
jiera como candidato era un hombre 
público conocido que había desem- 
peñado funciones públicas habilitán- 
dolo para ser Gobernador, después 
de haber demostrado su idoneidad y 
competencia en la vida política y ad- 
ministrativa. 

Que ese inciso se habia colocado 
en la Constitución obedeciendo, en- 
tre otras causas, á la creencia que 
se tuvo en la existencia de cierto 
compromiso que se suponía contraí- 
do entre una fracción política y uno 
de nuestros hombres públicos que se 
hallaban en el extranjero, habiendo- 



se sabido después que tal compromi- 
so no había existido. 

Que en esa restricción del domi- 
cilio, no veía otro objeto que el de 
confabular ó esclavizar al candidato 
con el circulo político á que perte- 
nezca, si bien se tuvo en vista al es- 
tablecerla el poner una traba menor 
de la que antes existía, cual era la 
de que no podiaser Gobernador de 
la Provincia de Buenos Aires, sino el 
que fuera hijo de ésta, cuando no se 
trata de un cargo que esté sujeto á 
la voluntad ó al capricho de un su- 
perior, sino de un nombramiento que 
depende en definitiva de un colegio 
de electores, el cual no puede impro- 
visar un candidato sin las condicio- 
nes requeridas para responder á los 
ínteres y necesidades del país. 

Que los destinos de la Provincia 
estaban hit i mam ente ligados á mu- 
chos hijos de otras Provincias que 
habían prestado importantes servi- 
cios á aquella en todas sus peripecias 
políticas, y que era una injusticia y 
hasta un acto impolítico el admitir 
que, pudíendo ser esos hombres has- 
ta Presidentes de la República, estu- 
vieran incapacitados para ser Gober- 
nadores de la Provincia. Que estas 
otras muchas razones hicieron des- 
aparecer de la Constitución esa ab- 
surda prohibición que antes existía 
para ser Gobernador ó Vice; y que 
no atreviéndose posteriormente á es- 
tablecerla Je ana manera Tranca, ápe- 
sardeno existir cu ninguna Consti- 
tución del mundo, se limitaron los 
constituyentes del 73, a imponer la 
condición del domicilio que se en- 
cuentra en el inciso 3" del articulo 
lis, la cual era muy inconveniente 
sin duda alguna, pues privaba a la 
Provincia del concurso de hombres 
do saber, inteligencia y patriotismo 
que puede interrumpir ese domicilio 
enviajes de utilidad y provecho pa- 
ra los mismos intereses de la Pro- 
vincia, revistiendo por este motivo 
un titulo mayor para desempeñar el 
primer puesto en la administración 
pública de su pato. 

Que, por otra parte, la reforma 



reclamada por el inciso 3°, era una 
consecuencia lógica é indispensable 
que había dado origen á su estable- 
cimiento, y cuando las Constitucio- 
nes de las demás Provincias no 
contenían disposición semejante, sin 
haber sido nunca en ellas iin obstá- 
culo el ser hijo de Buenos Aires para 
desempeñar el cargo de Gobernador, 
Que, no obstante lodo esto, era 
conveniente y necesario la subsis- 
tencia del inciso 3 o del articulo, pues 
que no se podia negar la importan- 
cia que encerraba la condición por 
él exijida para ser Gobernador y 
V'ice-Gobernador, evitando así que 
puedan ocupar esos puestos personas 
que no tengan vinculo alguno en la 
Provincia que van gobernar sin estar 
quizá animados de otro interés que 
el de responderá los propósitos del 
partido político que los elijiera, care- 
ciendo de un conocimiento' completo, 
6 aproximado siquiera, de los hom- 
bres, de las cosas y necesidades de 
la Provincia. Que no era lo mismo 
confiar á un ciudadano el gobierno 
general que el de una Provincia ha- 
cia la cual no estuviese ligado pol- 
los vínculos de la familia, de los in- 
tereses y afecciones, y detodos aque- 
llos que ligan aun hombre álavída 
y á la prosperidad de un pueblo; no 
pudíendo jamás un candidato en otra 
situación, contar con el caudal de 
simpatías y sentimientos indispensa- 
bles para ser Gobernador y velar con 
empeño por los principios de la 
Constitución, laslibertades y [as prer- 
rogativas de la autonomía de una 
Provincia. 

Seobservó á todoesto, que la refor- 
ma que se proponía era una conse- 
cuencia forzosa do la nueva situación 
creadaá la Provincia por la federa- 
lizacion do su Capital, pues que si 
se exijia cinco años do domicilio en 
la Provincia para ser elejido Gober- 
nador, ninguno de los ciudadanos 
que se hallan actualmente cu [acui- 
dad de Buenos Aires, se encontraría 
en condiciones constitucionales para 
ejercer ese cargo, por tenor su domi- 
cilio en la Capital de la Nación, y que 
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i este sentirlo va so habían pronun- 
cio ciertas manifestaciones do opi- 
.on en la campaña, levantando esta 
andera: que los hombres de lacapi- 
il de la República, no son los de la 
'rovincia. Que la cuestión era tme- 
aentrenosotrosy que provenía como 
e^abe, de circunstancias imprevis- 
is, i ihlígandi i por esto a proceder con 
>da la cordura y prudencia posibles 
insujetarse culeramente al rigorismo 
é las furnias. 

Que ese inconveniente podía sal- 
arse también, consignando en la 
^institución una disposición transí- 
Liria, en la cual se dijera qoe lo es- 
ablecido en cuanto a la condición 
leí domicilio para ser Gobernador 
le la Provincia, no rejira durante el 
irimer periodo gubernamental. 

Haciéndose cargo otro sefiorCon- 
íencional de la cuestión de resi- 
tencia en la ciudad de Buenos Ai- 
vs ú los efectos del domicilio exi- 
í < lo por la. Constitución de la Provin- 
cia, manifestó, cjue á su juicio, los 
¡ue hayan nacido en la 'Capital de 
la República antes de la federaüza- 
i-iiiu debían ser consideíados cuno 
nacidos en el territorio de la Pro- 
vincia, salvo el caso que continua- 
ren residiendo en la Capital de la Ña- 
don; que de todos i los, reputaba 

(fr ini|nii'i.'ui('¡a ¡■■insinuar una de- 
claración general, concebida en es- 
tos términos: «Para lodos los casos 
en que las leyes la Constitución 
hablan del domicilio, se tendrá por 
os ciudadanos que hayan 
residido on la ciudad de BuBnos Ai- 
roa hasta tanto que las autoridades 
do la Provincia se trasladen á su 
Capital propia ■ 

So opinó también, que tratándose 
de los nacidos en La Provincia, la 
restricción del domicilio contenida 
an el incisa 3* del articulo 118, de- 
bía desaparecer por les vínculos 
■ que ligan y estrechan po- 
derosamente al suelo i/u que se ha 
focido, constituyendo asi el hecho 
del nacimiento una presunción ve- 
ri ■ estat id la- condiciones 
intenidas implícitamente en 



dicho inciso para ser Gobernador d 

Vice; y que no sucediendo lo mism 
respecto á los hijos de las demi 
Provincias para ocupar cualquíei 
de esos puestos, m: estableciera 9ti 
para ellos ó pava el hijo ^ eiudi 
daño nativo si hubiese nacido en E 
país extranjero, esa. restricción ¡' 
domicilio, limitando éste ú dos 6tiQ 
en vez de cinco. 

Ampliando estas consideración 
agregóse, que para resolver "* 
acierto la cuestión en debate, 
necesario establecer de una manen 
precisa, la diferencia entre rfowaftíf 
lio y residencia; pues, por el j 
mero se entiende no solo la vina 
laeion de una. persona á ana loe, 
lidad ilaila, sino también el áuir 
de permanecer en ella aún cuanü 
materialmente y por circunstancia; 
accidentales no viva en el dumicilu 
aceptado y reconocido, mientras qin 
por la segunda, se comprende f' 
permanencia inmediata y efectiva d 
una persona en taló eualpuntcrj^ 
territorio. 

Que así. para ejercer funcione: 
políticas, se había exijido unas i 
ees ser natural del pueblo que ¡ 
las confería sin necesidad de don 
cilio actual cu él, y otras dos año 
de residencia inmediata en el een 
tro ó pueblo 'pie confiere el man- 
dato, estando esta doctrina espresa- 

ni. -lite ruNsÍLniada en el articulo 

de la Constitución Nacional. 
Que generalizando la espresí 

doctrina á la cuestión suscitada poi 
la eoNsidei'aciou del inciso 3 o del a 
tfeiilo 118, debía creerse que I 
cinco años de domicilio en la Pri 
\ incia exijídos para ser electo 
bernador ó Vico-Gobernador, ii" 
/aban en rigor con los nativos - 
la Provincia de Buenos Aires, 
aslcomoun ciudadano argentino pul 
de ser electo Diputado O Senador a 
< longreso por la Provincia de su n 
cimiento sin necesidad de estar do 
tniciliado ó residir en ella, del mi- 
mo modo, un ciudadano en .'I eje: 

cicio de su capacidad política na 
,i.i en la Provincia podía ser ete({ 
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Gobernador 6 Viee-ÍJobeniador de 

ella, sin que sea menester los cuaco 
anos de domicilio que requiere eün- 
císo, -i bien será en todo momento 
indispensable que no se haya inter- 
rumpido el ejercicio de la ciudadanía 
concluyendo de estos razonamientos, 
que era preciso daral inciso 3° un 
sentido estricto, limitándolo única- 
mente s Los hijos de otras Provia- 
viiicias y a los ciudadanos naturali- 
zados que pueden llegar, una vez 
llenadas las condiciones de la ley, 

ser joles del Estado. 

Estas ideas fueron estoniamente 
debatidas en el seno de la Comi- 
sión, resolviendo en definitiva redu- 
cir ;i tres los cinco años en el inci- 
so 8" del articulo 118, quedando éste 
por consiguiente, redactado de este 
mudo: 

[noíBO 3»: IVes (tños de domicilio &n 

l:i t'r.ivimHíi '■ ji'itíl'íii .!(.■ i'in.líula- 

in¡i. ii" interrampidti 

El periodo de tres años que esta- 
blece el articulo 119, para el ejer- 
cicio de las funciones de Goberna- 
dor y Vico-Gobernador, fué comba- 
tido por la mayoría de la Comisión, 
en el sentido de que debiera au- 
mentarse, ocasionándose con este 
motivo un estenso debate. 

Uno de los señores Convencio- 
nales, manifestó que ese período era 
juntamente corto, dadas las condi- 
ciones y los intereses generales de 
l;i Provincia do Buenos Aires, para 
que dentro de ese término pudiera 
un Gobernador desenvolver, con to- 
da la amplitud necesaria, un plan 
regular de gobierno y administración, 
dándose cuenta exacta de los nego- 
cios públicos confiados a su inteli- 
gencia y patriotismo. Que si tratán- 
dose de los Senadores y Diputados, 
se babia aumentado el número de 
anos para el desempeño de esos 
Burgos, con razones mas poderosas 
dt-liia ese aumento hacerse eslcnsi- 
vo al P. E. atendiendo á la natura- 
leza de sus funciones, á las respon- 
sabilidades consiguientes, -'onio ¡i 



la misma estabilidad administrativa. 
Pero, deseando que no fuera ú creer- 
se ni remotamente que el aumento 
que iba á proponer en el periodo 
gubernativo se atribuyera a combi- 
naciones políticas del momento, ó ■• 

favorecerá candidatos determinados, 
de todo lo cual estaba muy lejos el 
ánimo que guiaba á los señores de 
la Comisión, opinaba que los tres 
años que acuerda el artículo en dis- 
cusión para dichas funciones se ele- 
varan á cinco años, desde el segundo 
período de gobierno después <U- -..m- 
ciouada la Constitución nueva. Que 
de esta manera se alejaría toda sos- 
pecha respecto al proceder de la Co- 
misión en ese sentido, evitando así 
el único reproche que á su juicio 
podia hacerse ú la sanción de esa 
reforma; sospecha, que por otra par- 
le, mal podia abrigarse, desde que 
las futuras elecciones para Gober- 
nador deben celebrarse bajo el régi- 
men establecido por la Constitución 
vigente. 

Otro señor Convencional, se apre- 
suró á manifestar que, á su juicio, 
era necesario proceder con criterio 
elevado é imparcial, para resolver 
acertadamente la cuestión que se re- 
laciona con la duración del ejercicio 
de las funciones de Gobernador. Re- 
firiéndose á la duración del período 
do los Senadores y Diputados, agre- 
gó, que había estado en contra de su 
aumento A seis y cinco años respec- 
tivamente, el cual habia sido, sin em- 
bargo, sancionado por la mayoría de 
la Comisión. 

Que, haciendo a un lado conside- 
raciones de política actual, que no 
determinaban sus ¡deas en este caso, 
quería fundar su opinión en aprecia- 
ciones meramente constitucionales, 
atendiendo á verdades de orden cien- 
tífico. Parecíale que. tratándose del 
ejercicio de las funciones de Gober- 
nador, era sumamente necesario 
aumentar e¡ término de la duración 
de sus funciones, para hacer posible 
el desarrollo y ejecución de los pla- 
nes de buen gobierno, que un go- 
bernante desea llevar a cabo, dentro 
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del tiempo señalado á la administra- 
ción que preside. Que, debiendo ser 
las instituciones conservadoras y 
progresivas á la vez, no se debefíjar 
al desempeño de las funciones polí- 
ticas un término demasiado corto ni 
tampoco demasiado largo, porque, 
en el primer caso, había el inconve- 
niente de las renovaciones frecuentes 
en el personal de ios funcionarios 

fmblicos, y en el segundo, la falta de 
a renovación periódica y regular de 
ese mismo personal, que cambiado 
oportunamente, lleva elementos nue- 
vos, actitudes varias y competencias 
diversas, á la labor complicada y 
fecunda que importa la dirección de 
la cosa pública. 

No está por el aumento de cinco 
años propuesto para la duración del 
período guberuat ivo, no obstante que 
cree que el de tres, fijado en el arti- 
culo 119 de la Constitución, es corto 
y debe ser aplicado. Propone, en 
consecuencia, un término medio que 
cree justo, y el cual consiste en que 
la duración de las funciones de Go- 
bernador sea de cuatro años, conci- 
llando con esta solución la divergen- 
cia de opiniones que ha surjido entre 
los miembros déla Comisión. 

Hacendar, que el periodo de cinco 
años le parece largo, como es corto 
el de tres, y que entre el periodo de 
duración del cargo de Presidente de 
la República y el de Gobernador de 
la Provincia no había mas diferencia 
que la de un año, lo cual no guarda 
sin duda relación con la importancia 
y trascendencia de los respectivos 
puestos. 

Se hizo presente que la mayor 
parte de las Provincias señalan dos 
años al periodo gubernativo, pero 
quelaesperiencia ha demostradoque 
dentro de ese término no hay mas 
tiempo que elejir y trabajar para 
otro. 

Atendiendo á las razones aducidas 
por el señor Convencional que propu- 
so el término de cuatro años, aceptó 
dicho término el que anteriormente 
habia propuesto cinco. 

No estaba de acuerdo otro miem- 



deMassachusetts, ó dos años como 
en Nueva York, que tenia cuatro ó 
cinco millones de habitantes, y un 
movimiento extraordinario en la ciu- 
dad, donde se habia aglomerado mas 
de un millón de almas. Por otra 
parte, se dijo que era necesario no ol- 
vidar que el P. E. no es el gobierno, 
sino simplemente una de las tres 
ramas en que está dividido; y que 
renovándose cada dos años los Se- 
nadores y Diputados, no veia porqué 
se habia de aumentar la duración del 
P. E. para que pudiera estar ejerci- 
tando de una manera casi perma- 
nente su influencia en el Poder Le- 
gislativo, con el cual es muy posible 
que no marchara de acuerdo, porque 
renovándose cada dos años el legis- 
lativo, y permaneciendo cuatro ó 
seis en el ejercicio de sus funciones 
el ejecutivo, éste vendría á represen- 
tar ideas que se habían modificado 
en el transcurso del tiempo. Con- 
cluyóse en virtud de estas razones, v 
después de citar precedentes consti- 
tucionales de otros países, que era 



bro de laComisionconlaideadeque 
no principiara á hacerse efectivo él 
aumento de un año que se habia pro- 
puesto, sino después de haber tras- 
currido un periodo desde la vigencia 
de la nueva Constitución, porque, de- 
cía, s¡ en alguna ¿poca podía ser ne- 
cesario el aumento, era aquella en 
que iba á tener lugar la instalación 
de un nuevo gobierno completamente 
fuera de las condiciones generales en 
quo se habían hallado los demás; y 
que, por consecuencia, si la reforma 
se sancionabaconesacondicion, es- 
taría en contra del aumento. 

Entrando á tratar la cuestión bajo 
el punto de vista general, se dijo, que 
á estar á lo que la esperiencia había 
demostrado en otros países rejidos 
por instituciones análogas á las nues- 
tras como los Estados Unidos, está 
comprobado que Jos Estados en que 
la civilización se habia desarrollado 
con masamplitud, eran precisamente 
aquellos en que el Gobernador no du- 
raba mas que un año en el ejercicio 
de sus funciones, como en el Estado 



DE LA COMISIÓN RlivrsnHA 






conveniente dejar el artículo 119 co- 
rno estaba. 

Renovada la discusión sobre estos 
mismos tópicos en varias sesiones 
posteriores, se resolvió someter á 
votación el artículo coa las enmien- 
das propuestas, y resultó aceptada 
laque lija el término de cuatro años 
para la duración de las funciones de 
Gobernador y Vi ce-Gobernador, que- 
dando, en lo demás el articulo 119, 
sin modificación alguna. 



Considerando el articulo 120. ma- 
nifestóse por un miembro de la Co- 
misión, que no comprendía porqué el 
Vice-Gobernador, que no es sino un 
simple Presidente del Senado, que 
no ejerce función administrativa al- 
guna, no podia ser Gobernador en el 
período siguióme a ¡.iqiifíl en que fi- 
gura ..'Mino Vico. (¿Lie existían ra- 
zones de mayor fundamento para 
establecer dicha prohibición [vsneetM 
do un Ministro, que disponiendo de 
los elementos oficiales podia ponerlos 
;i su disposición, para trabajar por su 
candidatura hasta ol último momen- 
to. Que al sostener esta idea, qo 
hacia mas que ratificar las opiniones 
que había sostenido en la Convención 
Constituyente del año 73, habiendo 
Sido apoyada entonces por el Dr. Al- 
sina, quien era de parecer que si se 
cerraba la puerta al Presidente del 
Senado para ser Gobernador, nadie 
querría ocupare] puestode Vioe-Go- 
bernador,dedoLide resultaba que si el 
articulo 130 se sancionara tal cual 
estaba, -crian siempre nulidades los 
que desempeñan la Vice-Goberna- 
i'inn pues es un cargo que no acep- 
tara" ningún hombre de aspiraciones. 
Rebatiendo las anteriores ¡deas, 
otro señor Convencional dijo, que el 
articulo ISO no debe modificarse, 
teniendo en cuenta para ello las ra- 
zones aconsejadas por la ciencia y 
por la experiencia, en virtud de las 
cuales, el Vice-Gobernador no debe 
Bapirar á ser Gobernador, para no 
caer en los gobiernos de sucesión 
que falsean las instituciones demo- 



cráticas, cuyo principal fundamento 
es la voluntad de la mayoría del 
pueblo. 

Que si pudieran llevarse mas lejos 
las prohibiciones alean/ando ellas 
aúnalos mismos Ministros de! P. 
Ejecutivo, creía que se consultarían 
mejorías conveniencias públicas y 
el respeto ai orden constitucional 
basado en la observancia inviolable 
déla lev y en las inspiraciones del 
patriotismo mas austero. 

Solo una objeción do forma se hizo 
al artículo, proponiendo cambiar la 
palabra reelegidos por reelectos, por 
encontrar que esta ultima palabra es 
mas correcta; y como la mayoría de 
la Comisión estuviera por la conser- 
vación del articulo 120, con sta 

en la Constitución, se aceptó ta mo- 
dificación de forma yaindicada, que- 
dando en todo lo domas el articulo 
sin variación alguna, 

Como el artículo 121 no diera lugar 
^observación alguna, se pasó 6 con- 
siderar ''I 122, haciendo presente la 
necesidad de concordarlo con el 114, 
proponiéndose, al efecto, una. nueva. 
redacción prra determinar el orden 
en que debe desempeñarse el P. E., 
en el caso que enumera este articulo. 
Estando de acuerdo la mayoría de 
la < ¡omisión bu que el orden á seguir- 
se para ocupar el P. E. , debía ser el 
mismo que se señala en el articulo 
ii i para presidir la Asamblea legis- 
lativa, se resolvió dar al articulo 122 
esta forma: 

Kn Clisos .|h nnh'1'l.'. <li'sritm.'i<ni. ív- 
üiiiriiiü •'> ¡iiliul.ilhljJ <|n| Vio-liiiU-i- 

nador, la»f -i s del 1*. E- aeran 

dusemp añadas pora! Vi ce-Presidente 
del Senado, y an m defecto por lo» 

ftiitriuiinv'uis que, según el orden 
establecido en r! articulo III. rtebi-ti 
cjrrrrr i<i l'r-.iif>encia de la Atam- 
h ,-', t. mu solo mientras se proceda 
í nueva aleceion para c pletar el 

|iñ|'iiiilO li'srill. 110 jilldif lliln f'sitíi clrv- 

t'ion recaer en el funcionario que 
desempeña el Poder Ejecutivo. 

Nú m- M'lji'l>i|l.Tl'l :'l lllli'Vll cl'íCdoll 

'■iiiindo í'l tii'iiiiiu que full" jiui'ii i-iini- 

[iii-hu 1 r\ |i,'['iinlci -iihi-ncniv" mí ex- 
ceda de un BfíO, 
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Para armonizar la redacción del 
irtículo 123 con la nueva que se dio 
il 122, se hizo una adición ú aquel, 
I fin de que respondiera á las retor- 
nas introducidas respecto del orden 
¡n que ha de desempeñarse el P. E., 
.'asi quedó sancionado que el artí- 
:ulo 123, fuera redactado de este 
nodo: 



Hada 



nador, el Yux-PresiiU-nle '.1< : -I Senado 

|-(VIII|>hl/Ü Ell Vil'l-Cllllli'lIKI'llJV. (ll- 

lúendo, eu los demás caso'! mi'.vtI.t.-i' 
'<■ -ii ''1'kii los funoloaarfos á. que 
«Aeree] artículo 114. 



.das las disposiciones contenidas 
Mi los artículos 11 í y 122 y 123, se 
:reyó que el artículo 124 no tenia ya 
■azon de ser y debia ser suprimido de 
a Constitución, desde que la ley á 
pie él se refiere quedaba sin objeto, 
>or la determinación en el cuerpo 
BÍsmodela Constitución del orden 
m que ciertos funcionarios, en su 
;aso, deben desempañar las fundió- 
les del P. E. y así se convino por 
oayoría de votos. 

Elartlculo 125 quedó modificado 
ni esta forma: 



£] Gobernador v Více-Goberoa- 

i'ii i'ji'i'cji'imli; sus funciones re- 
i'i'tit -u l;i Capital de la Provincia 
o i- dren ni sentarse de ella poí 
: inte días sin pi rmiso de la 
"-,..:,:,.!, i,, por mas de diex dios 
■■•* di i ii-i ritorio de la Provincia, 
Bflte ftquisito. 



- 1 = - 1 



Conveníase en que el Gobernador 
Vice-Go be mador deben residir en 
l Capital, y que no pueden ausen- 
irse de ésta sin el correspondiente 
ermisode la Legislatura; pero, eví- 
telos casos en que el Gobernador 
o puede salir del territorio de la 
'rm incia sip esc permiso, se encon- 
aba comprendido el que podría 
ido saliese para ira" ía Ca- 
ilaJ ile la República, que está aun 
iso de su jurisdicción, con objetos 
3 gobierno ó administración que á 
táa rato pueden presentarse; y es 



esta la circunstancia que lia hecho 
que en la modificación al articulo 12." 
se establezca que el Gobernador 
Vico-Gobernador en ejercicio, pue- 
den ausentarse de la Capital fuera 
del territorio de la Provincia sin per- 
miso de la Legislatura, por un tér- 
mino que no exceda de diez días. 

Estos fueron, en resumen, los fun 
damentos de la modificación del t 
tícülo 125, que fué aceptada. 

Después de leídoslos artículos 13i 
127 y 128, sin haberse hecho obser 
vacion alguna sobre las disposicioíia 
que contienen, fueron aprobados a' 
modilicacion. 



Concluida la revisión del capftu 

I, Sección IV, un miembro de la Co 
misión propuso para que figurar; 
después del artículo 128 de la Goiias 
tueion.cl siguiente : 

Hiihrií un Fiscal de : Estad;, r.nyn 
funcione* determinará la ley,nofn 
brado por el P. E.con «■ 
Senado y no podrá ser removía 
sin aewrdo del misma. 

En apoyo de este proyecto de ar- 
ticulo, espuso que la institución dei 
fiscal, como era sabido, viene de la- 
antiguas leyes españolas, subsistien- 
do después de la revolución patria 
con las mismas atribuciones que pri- 
mitivamente tuvo. Que en anos re* 
cientessediotaron dos decretos aomjt 
brandóse por ellos un fiscal de las 
Cámaras de Justicia y otro de Go- 
bierno ó del Estado, en virtud de la 
ley de presupuesto que creaba esos 
dos empleos. Que el fiscal de las 
Cámaras era para defender el inte- 
rés del fisco en todo lo relativo á la 
hacienda publica ante el Tribunal 
Superior, siendo desempeñado en 
las otras instancias por los agente; 
fiscales; y el fiscal de Gobierno de- 
sempeñaba igual funcionante laad- 
ministracion, pero con personería 
propia como que la ley se la acorda- 
ba. Que así antes de ahora 
recurso de apelación de las pesolff 
ciónos del P. E. ante el Tribunal 
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Justicia, pues que el fiscal como el 
particular podían apelar de esas re- 
soluciones. Que con motivode haber 
sostenido un Fiscal de Estado, no 
hace mucho tiempo, el derecho de la 
comunidad en las resoluciones admi- 
nistrativas que dañaban al fisco, pro- 
cediendo enasto de acuerdo á la prác- 
tica establecida deque el h'scal tenia 
el derecho de apelación, porque al 
menos el risco debía gozar de la mis- 
ma protección ó de la misma ampli- 
tud en los medios de defensa que el 
particular. Uno de los abobados que 
perdió Lina de esas causas y que era 
Diputado, al tratarse de la ley do pre- 
supuesto pidió la supresión del Fis- 
cal del Estado, que fué reemplazado 
porel Asesor de Gobierno. Que des- 
pués de esta sanción de la Legisla- 
tura en dos ó tres asuntos que esta- 
ban pendientes ante la Corte Suprema 
de Justicia, ésta declaró que no tenia 
personería el Asesor de Gobierno 
para continuar esos juicios, pues que 
esc funcionario no es mas que un 
mero consejero del Gobierno, no tie- 
ne la personalidad propia que según 
las leyes tenia el Fiscal en represen- 
laciondel Fisco. Que siendo esto así. 
el P. E. puede violar las leyes impu- 
nemente por mas que el Fisco se per- 
judique sino hay un reclamo particu- 
lar, habiendo sucedido por esto que 

■ 'íi varios espedientes administrativos 
que han ido ¡i la Curte, no so ha pre- 
sentado nadie que busque una repa- 
ración ó una enmienda;! los errores 
iioe se encontraba en el proce- 
i¡ ¡miento administrativo, desde que el 
Asesor de Gobierno solo sirve para 
ilustrar la opinión de éste, quien se 
espide aún contra el dictamen de su 
Asesor, el cual no puede atacar las 
resoluciones del Ejecutivo ó apelar 
de ellas. 

Todos estos razonamientos fueron 
aceptados en el seno de la Comisión, 
quien después de esplayarlos, re- 
solvió aceptar el artículo propuesto, 
en los términos arriba espresados, 



Desde el artículo 129 al 137, no se 
hicieron mas modificaciones que las 
consistentes en suprimir la palabra 
legislativa en seguida de asamblea, en 
lo puntos en que estas palabras se 
encuentran unidas, y teniendo en vis- 
ta lo que se había acordado y san- 
cionado al respecto en sesiones ante- 
riores. 

El articulo 138 que dice: «Para ser 
elector se exije los mismos requisi- 
tos que para ser Diputado. 

No podrán ser electores los Dipu- 
tados ó Senadores tanto de la Na- 
ción como de la Provincia», fué mo- 
dificado poniendo en él la siguiente 
frase en su parte final: »Ni los em- 
pleados nacionales ó provinciales." 

La mente de la reforma introduci- 
da en iste articulo, érala de colocar 
en las condiciones de la mas eomple- 
pleta independencia á los electores 
que tienen por ia ley el encargo de de- 
signar bisaltos funcionarios políticos 
del Estado. ' 

Considerábase que la limitación es- 
tablecida en el artículo 138, no era 
sino una consecuencia de lo que se 
establece respecto de loa Senadores 
y Diputados de la Nación, que no 
pueden serlo ala vez de la Provin- 
cia; y viceversa, que los empleados 
ao pueden ser tampoco Diputados, 
porque éstos deben encontrarse en 
las mismas condiciones de indepen- 
dencia que los electores, á íin deque 
el P. E. no pueda tener influencia so- 
bre el Poder Legislativo llevando á su 
seno unnúmero mas Ó menos consi- 
derable de empleador de su depen- 
dencia. Que tratándose de la elec- 
ción de electores, su designación de- 
be recaer sobre ciudadanos que no 
estén ligados por vinculo alguno al 
P. E. Que el objeto que la reforma 
propuesta tenia, era que ningún fun- 
cionario dependiente del P. E., los 
Jueces de Paz, por ejemplo, pueda 
ser elector, aun cuando, según el tex- 
to actual del articulo 138, pueden és- 
tos ser Diputados ó electores, lo cual 
era un error que provenía de no ha- 
berse hecho la distinción entre em- 
pleados rentados y gratuitos, hablen- 
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doso i'i-olduquu las incompatibilida- 
des de la Constitución no so referían 
a estos últimos. 

Que. úsu juicio, debía establecer- 
se umiregla general cu que se dispu- 
siera que ningún empleado rentado 
ó un rentado, dependiente del P. E. 

Iludiera ser nornhrndi > elector; pues 
a sujeción ó dependencia en que co- 
loca al empleado respecto del supe- 
rior, el ejercicio de un empleo á suel- 
do, por el interés personal que va li- 
gado ¡i él se hace también sentir tra- 
tándose de un empleo gratuito que 
vincula al emplearlo por el reconoci- 
miento en virtud do Ja distinción con- 
ferida, además do que hay puestos ó 
cargos gratuitos quo valen masque 
los rentados, por la posición ó in- 
fluencia que dan á quien lo desempe- 
ña, como v. g., el Director del Banco 
de la Provincia, y de otros estable- 
cimientos públicos. 

Que si ha de consagrarse el princi- 
pio de la independencia del elector en 
el desempeño do su encargo, debe 
decirse, estableciendo una regla ge- 
neral, y sin hacer distinción de clases 
en los empleos: «no podrán ser elec- 
tores ni los Diputados ni los Senado- 
ros, ni los empleados déla Nación ó 
de la Provincia.» 

Reconociéndose la bondad ríe la 
reforma, so convino aceptarla en los 
términos propuestos, debiendo agre- 
garse la enmienda á la segunda parte 
del articulo 138, que quedo redacta- 
da y aprobada de este modo: 

— No podrán ser doctores los Diputados 
6 Sonadores Unto di. 1 la Xaeioii romo de 
la Provincia, ni ios empinado* naciona- 
les ó provinciales. 



Como los artículos 139. 140 y 141 
no dieran lugar, después de su lectu- 
ra, á observación alguna, pasóse á 
examinar el articulo 143, que trata de 
Las atribuciones del P. fe'., siendo 
aprobados, sin modificación, los in- 
cisos I o y 2°. 

Entrando á considerar el inciso 3", 
que concede al P. E. la facultad de 
conmutarlas penas impuestas por de- 



litos sujetos á la jurisdicción pro- 
vincial, un señor Convencional opi- 
nó que esa facultad estaba fuera de 
las reglas del derechocomum, levan- 
tándose contra la autoridad de la co- 
sa juzgada y que, por esto principal- 
mente, se había querido limitarla so- 
lo ó la pena capital, con lo cual esta- 
ba de acuerdo, desde que el ejercicio 
amplio de esa facultad era conveniente 
cuando la legislación participaba de 
la dureza y severidad de la época an- 
tigua; pero que boy la legislación es- 
tá modelada en principios mas eleva- 
das y suaves. Que el Código Penal, 
por "otra parte, establece todas las 
circunstancias de escusacion ó ate- 
tenuacion; por lo que podía asegu- 
rarse que cuando los Tribunales im- 
ponen la pena de muerte, tienen en 
consideración todas las circunstan- 
cias favorables al roo. Que ademas, 
existe hoy la reducción de la pena 
que autos no la habia; y que asi, 
cuando se reúnen las circunstancias 
quo prescribe el Código para favore- * 
cor á los condenados, como ser la de 
tener una conducta intachable, una 
aplicación notable al trabajo, el no 
incurrir en faltas de desobediencia, 
y cuando hay pruebas positivas de 
una corrección, pueden aquellos ob- 
tener su libertad á la mitad del tiem- 
po fijado por la pona. 

Habiendo sido apoya- lo por la ma- 
yoría de la Comisión la limitación 
propuesta, preguntó uno de sus 
miembros que por qué razón los de- 
litos cometidos por simples ciudada- 
nos son susceptibles de conmutación 
y no los perpetrados por funciona- 
narios públicos como lo establecía en 
su segunda parte el inciso en cues- 
tión. Que no encontraba la razón pa- 
ra que un funcionario público fuese 
colocado en peores condiciones que 
un homicida alevoso. A lo que se 
contestó que era preciso garantir al 
pueblo contra los abusos que pudie- 
sen cometer los empleados públicos, 
evitando que en ningún caso puedan 
convertirse en instrumentos del po- 
der, creyéndose estar á cubierto de 
toda pena, fuera de quo sus respon- 
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sabilidades son mucho mayores que 
las ríe los [(articulares, siendo esto 
una circunstancia agravante. 

Otro señor Convencional, ocupán- 
dose del mismo ¡nciso3*, dijo que no 
se esplicaba por qué se concede al 
P, E. la facultad de conmutar penas, 
haciéndole participar de funciones 
que 1<? son completamente, estrañas; 
que, á su juicio, lo mas lógico y na- 
tural era que esa facultad residiera 
en la Suprema Corte do Justicia que 
es quien ejerce la superintendencia 
en ci Orden judicial. A estose repu- 
so que en todos ios tiempos y países 
esa- atribución ha sido privativa del 
monarca ó del soberano; que ella no 
estaba fundada en razones de juris- 
dicción sinode gerarqula, y como se 
considera que el P. K. ocupa el mas 
elevado puesto, poi'analojia se le ha 
acordado dicha atri luición, que el Po- 
der Judicial juzga y falla imponiendo 
la pena del caso, terminando ahlsu 
misión; y serie contradictorio, j aun 
peligroso, que el mismo Tribunal 
que impone la última pena, pudiera 
levantarla ó dejarla sin efecto por me 
di" 'l' 1 la conmutación; que esto qui- 
taria á la Corte Suprema de Justicia 
■■I carácter de infalibilidad que legal - 
iitcnic tiene, para dar autoridad á las 
altas funciones que desempeña. 

(unir, preguntara otro de los se- 
ñores de la ( ¡omisión qué objeto tenia 
la disposición del inciso 3", por la 
cual se ubi i-ía ha al P. E. aponer en 
conocimiento do la Legislatura las 
razones que hayan motivado la con- 
mutación de la pena, se contestó que 
esa medida solo importaba rodear de 
mayores formalidades un acto de 
lanía gravedad, y para que la Legis- 
latura manifieste si es ó un conve- 
niente el usar de esa facultad, desde 
que puede llegar una época en que 
los crímenes sean muy frecuentes. 
A estose replicó naciendo notar, que 
la Constitución autorizaba a las Cá- 
maras para hacer declaraciones sin 
Carácter de ley, de manera que no ne- 
cesitan ser requeridas enningun caso 
para que ellas puedan hacer mani- 
festaciones de opinión; que si el ob- 



Í'eto de esa disposición era que el 
Sjecutivo publicara los motivos que 
á su juicio aconsejan la conmutación 
de la pena, no había necesidad de 
darlos á conocer á la Asamblea, por- 

3ue en el decreto de conmutación 
eben consignarse esas razones. 
Otras tijeras observaciones se hi- 
cieron respecto al inciso 3" del art. 
142, resolviéndose en definitiva apro- 
barlo en esta forma: 

-El Gobernador podrá conmutar la pe- 
na capital impuesta par crímenes suje- 
tos ¡V litjnriwí.licci>»iiir<iviui.'¡Lil. ■■ 
dota por la inmediata anterior, previo 
informe motivado de le Suprema Corte 
iit 1 Justicia sobre la oportunidad y con- 
veniencia de la conmutación, dcIjÍHin.lu 
ponerse na conocimiento de la Legisla- 
tura las razones que hayan motivado en 
f.'itilü i-:i>i.i i;i i'"i ítadiin '!>■' la jV'tin. 



Respecto de la 2" parte del inciso 3". 
quedice: "El Gobernador no podrá 
ejercérosla atribución cuando se tra- 
te de delitos en que el Senado conoce 
como juez, y de aquellos cometidos 
por funcionarios públicos en el ejer- 
cicio de sus funciones», se propuso 
y fué aceptada, la indicación que se 
hizo para que fuera suprimido: 1 
Porque la facultad de conmutar -e li- 
mitaba, según la reforma, únicamen- 
te á la pena capital — 2" Porque en los 
delitos en que el Senado es Juez, no 
puede llegar el caso de aplicar, como 
consecuencia del juicio político, 
¡aquella, pena; y 3" Porque en el caso 
de delitos cometidos por funcionarios 
públicos en s] ejercicio de sus funcio- 
nes, solo podrían aplicarse la con- 
mutación de la pena. Como una Con- 
secuencia del juicio ordinario seguidu 
por los tribunales, los cuales ho po- 
drían tampoco aplicar en este géne- 
ro de proceso la pena de nuieilr, 
que es la única que puede conmutar 
el P. E. 



Considerando el inciso 4 o , en vir- 
tud del cual el P. E. ejerce ¡os dere- 
chos de patronato en su carácter de 
vk-e- pat runo, hasta que el Congreso 
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Nacional dicte la ley sobre la materia, 
uno de los señores de la Comisión 
opinó por la supresión de esta atri- 
bución fundándose en que el vice- 
patronato no existe en ninguna ley, y 
que la Constitución Nacional habla 
solo del patronato; agregó, qué la 
institución del vico- patronato había 
nacido do un decreto del Gobierno 
déla Confederación, confiriendo el 
ejercicio del vico-patronato & los Go- 
bernadores de Provincia; pero que 
ese decreto era insubsistente porque 
la Constitución dala Nación nada de- 
cía á ese respecto, y porque todo lo 
relativo al culto y .1 las relaciones de 
la Iglesia con el Estado correspondía 
á la jurisdicción nacional. .Refiriéndo- 
se al decreto indicado, manifestó, 
que á su juicio era inconstitucional, 
porque el P. E. por si no puede crear 
ninguna institución que solo es del 
orden constitucional; que por otra 
parte, no siendo de mayor importan- 
cia las relaciones entre la Iglesia y 
los Gobernadores de Provincia, co- 
rno serla creación de parroquias, que 
no puede hacerse sin el consenti- 
miento de! Gobierno local, por ser 
éste quien puede apreciar mejor las 
necesidades de la población, no veía 
ningún inconveniente en hacer desa- 
parecer de la Constitución la institu- 
ción del vice-patronato. 

Los incisos del artículo 142, desde 
el 5" hasta el 16, no sufrieron modifi- 
cación, y en cuanto al 17 que dice: — 
«No podrá acordar goce de sueldo ó 
pensión, sino por alguno de los títu- 
los que las leyes espresamente deter- 
minan», — se resolvió suprimirlo, con- 
siderando que quedaba sin objeto, en 
virtud del nuevo inciso agregado al 
artículo 98, disponiendo la creación 
del Monte-pio civil. 

Llegado el momento de considerar 
la atribución del inciso 18 del artícu- 
lo 142, que enumera los funcionarios 
públicos que nombra el Poder Ejecu- 
tivo con acuerdo del Senado, se indi- 
có la necesidad y conveniencia que 
habia de suprimir del inciso su últi- 
ma parte, y en la cual se establece, 
que durarán tres años algunos de los 




funcionarios á que se refiere el inciso, "' 
porque se dijo, que esa duración era 
propiamente materia de una ley espe- 
cial y no de la Constitución. 

Se sugirió también, que se supri- 
miera del inciso la enumeración que 
se hace en él de los funcionarios cu- 
yo nombramiento requiere el acuer- 
do del Senado, y que en su defecto, 
se redactara el inciso en términos ge- 
nerales, á fin de que asi quedaran 
comprendidos en la cláusula consti- 
tucional, todos los Directores y Ad- 
ministradores de obras y estableci- 
mientos de la provincia, que existen 
ó que pudieran existir en adelante, 
como está establecido en algunas 
constituciones norte-americanas. Se 
anadió en apoyo de esta idea, que 
adoptándola, se evitarían dificultades 
y cuestiones como la que una vez se 
suscitó, sobre quien habría de hacer 
el nombramiento de los directores de 
la educación pública, y en cuya oca- 
sión el Poder Ejecutivo sostuvo que 
no era necesario el acuerdo de las 
v Cámaras desde que no lo establecía 
asi la Constitución. 
' En seguida, se hizo presente, que 
tratándose de los funcionarios nom- 
brados con acuerdo del Senado, no 
podían olios ser removidos sin acuer- 
do dol mismo, porque de otra mane- 
ra no so conseguiría el objeto que se 
ha tenido oti vista al exijir ese acuer- 
do, cual era constituir' funcionarios 
independientes del Poder Ejecutivo, 
en cuanto se referia al estricto cum- 
plimiento de las funciones que se les 
encomendaba por ministerio de la' 
ley. 

Esta indicación fué apoyada por al- 
gunos señores de la Comisión, quie- 
nes esplayaron las razones que acon- 
sejaban establecer en la Constitución 
la necesidad de ese acuerdo para la 
remoción de los empleados nombra- 
dos con la venia del Senado, é invo- 
caron para ello lo que en ese sentido 
habia sancionado la Comisión respec- 
to al Tesorero y Contador de la Pro- 
vincia. 

En contra de estas ideas, se dijo, 
que siendo el Ejecutivo el Poder que 
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tenia bajo su cargo y responsabilidad 
la administración general de la Pro- 
vincia, era ól quien oslaba en mejores 
condiciones y aptitudes para apreciar 
ron mayor criterio y exactitud la bue- 
na marcha y regularidad de las dis- 
tintas reparticiones de la administra- 
ción pública, y que, por lo tanto, do 
debía su acción ser trabada con res- 
tricciones como ta que se proponía, > 
la cual en la practica, presentaría 
muchos inconvenientes en perjuicio 
de los intereses públicos que se que- 
rían salvaguardar. 

Por consiguiente, que tratándose 
■le bis altos jetes de la administra- 
ción, nombrados con acuerda del Se- 
B&do. se comprendía que se exijiera 
para su remoción el acuerdo de esa 
Cámara, pero no respecto á emplea- 
dos de otro Orden, que aun cuando 
hayan sido nombrados con esc r i > ■ > i . ■ l ■- 
do estaban bajo la dependecia direc- 
ta 6 indirecta del Poder Ejecutivo. 

Observando alguno de los señores 
de la ('omisión, que los Presidentes, 
Directores y Administradores délos 
liai nos y ferrocarriles de la Provin- 
cia, 00 pueden en solo un año, sino 
hacer apenas un aprendizaje del ma- 
nejo de los intereses confiados á su 
dirección, cuando necesitan adquirir 
ciertos conocimientos prácticos que 
los dan solamente el tiempo y la es- 
períencia en los cargos respectivos, 
particularmente con relaciona la ma- 
teria bancaria, en laeualun hombre 
no puede desempeñarse satisfactoria- 
mente, .-.mu estando al cabo de todas 

- operaciones que se realizan en un 
Banco, lo míe no puede conocerse 
sino en un tiempo mas ó menos largo 
de consagración y de estudio, se pro- 
puso, 'iin 1 dichos funcionarios dura- 
ran tres años en el ejercicio desús 
empleos, pudiendo ser reelecto?; pe- 
ro tal idea no tuvo el asentimiento de 
la mayoría. Se dijo, para rebatirla, 
que n-> eran tan difíciles las ocupa- 
ciones de un Director do Banco ó de 
Ferrocarril, como para no darse 
cuenta de ellas en un año y aún en 
tiempo menor, fuera de que esos 
puestos se daban en la generalidad de 



los rasos á personas que estaba habi- 
litadas á desempeñarlos de una ma- 
nera mas ó menos satisfactoria. So- 
bre todo, que por el mismo inciso 18, 
esos funcionarios podían ser reelectos, 
sucediendo así, que estarían en ese 
puesto consecutivamente quizá mas 
de los tres años de duración que ?e 
proponía, recompensando de ese mo- 
do su competencia y buena conducta 
mientras que el término que se tesse- 
nalaba por la reforma, siendo inva- 
riable, seguirían durante él ejercien 
do una influencia quizá ilegitima y go- 
zando de todas las consideraciones 
que acompañan á esa clase d% em- 
pleos, sin poderlo remediar de una 
manera elican y satisfactoria; que á 
linios gstos inconvenientes, v aun pe- 
ligros, se prestaba la modilirnrion 
que se había indicado. 

Como resultado del debate > de la- 
ideas que en él se cambiaron, se con- 
vino, por fin. en que el inciso !S del 
articulo I Í2, quedara redactado defi- 
nitivamente en esta forma, la cual 
conciliaba los distintos pareceres de 
[os miembros de la Comisión: 

[neiso 18.— Nombra oon acuerdo del 
Senado: 

]o Los Minisii'i.is ■]<■ su .|cs|iii<'lie, sin 
une para su exoneración sea 
" dicho acuerdo, 

2« Los Presidente» u Tfireütoret de 
l'j.-i liiim^s y l''i'iTiir'¡iJTÍLc< y las Comi- 
siones encargadas de la construcción de 
las obras públicas de la Provincia. 

3o Fl P)-(-si,|í'Hle rl.-I l)e¡lH!'t;lllK'Ilk> 

Topográfico j el Jefe de la Oficina de 

tierras públicas. 

Los p¿ñ donar ios á que te refiere ln 
Cláusula ■'!■<. ilui-anm tres años en •■] 

ejercido de sus empleos pudiendo ser 

reelectos. 



Tomando en consideración el ar- 
ticulo 143. se acordó dejar sin altera- 
cien sus dos primeros párrafos, pero 
el tercero motivó una discusión que 
condujo á modificar sus términos. 

Preguntábase, si el Poder Ejecuti- 
vo podía proponer nuevamente un 
Ministro que haya sido una voz re- 
chazado por el Senado, y la Comisión 
en su mayoría, fué de opinión que 
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no podía insistir. También sesuscitó 
la cuestión de lo que constítucíonal- 
mentc podiaó debia hacerse cuando 
el Poder Ejecutivo no nombra Mi- 
nistro, y se pensó que en tal caso la 
Legislatura debía interpelarlo al efec- 
to, obligándolo á hacer dicho nom- 
bramiento; penique para no darlu- 
§ar áque esa interpelación se hiciera, 
ebia fijarse en la Constitución un 
término dentro del cual el Poder 
Ejecutivo eriífi obligado á hacer ese 
nombramiento como estaba ya con- 
signado en el articulo, encontrando 
además muy conveniente que tal 
disposición ó regla, se estendiera á 
todos los demás empleados que el 
Ejecutivo nombra con el acuerno del 
Senado ó de la Cámara de Diputa- 
dos. 

Se convino, en consecuencia, re- 
dactar el párrafo 3 o del articulo 143, 
de acuerdo con las ideas que se ha- 
bían emitido on la discusión, on esta 
forma: 

Estiimlo las Cámaras reunidas, la pro- 
puesta de funcionarios que requieren 
para su nombramiento el acuerdo del 
.Senado ó de la Cámara de Diputados, 
se hará dentro de Iris quince días de 
ocurrida la vacante, no pudiendo el 
Poder Ejecutivo insistir sobre un can- 
didato rechazado por el Senado 6 la 
Cámara de Diputados, en su caso, du- 
rante ese ato. En el receso, la pro- 
puesta se hará dentro del misma tér- 
mino, convocándose extraordinaria- 
mente, al efecto, á la Cámara respec- 



to obstante que el articulo 144 es- 
tablece que el despacho de los nego- 
cios administrativos de la Provincia, 
estará á cargo de dos ó mas Minis- 
tros Secretarios, un señor Conven- 
cional consideraba de toda necesidad 
que se crearan dos Ministros mas, 
atendiendo á los numerosos y com- 
plicados asuntos que pesan actual- 
mente sobre la administración públi- 
ca. Proponía además de los Minis- 
terios de Gobierno y Hacienda, la 
creación de un Ministerio de Agri- 
cultura y otro de Obras Públicas, y 
que se fijase en la Constitución las 



atribuciones de cada unode estos De- | 

partamentos. 

Otro miembro de la Comisión esta 
ba de acuerdo con la idea, pero no j 
con la designación propuesta para 
Los Ministerios á crear; quería que a 
denominasen, Ministerio de Colonias 
y Canales y Ministerio de Agricultura 
y Obras Públicas. 

Se manifestó también la opinión, 
de que bastaba aumentar un Ministe- 
rio masa los existentes, y que el ar- 
ticulo 144 podía redactarse en ese 
sentido. 

Pero, prevaleciendo en el ánimo de 
la mayoría de la Comisión, la idea de 
que io's términos del articulo en de- 
bate, permitían la creación, en caso 
nocesario.de nuevos Ministerios, pu- 
diendo deslindarse por medio de una 
ley los ramos ó funciones especiales 
que estarían á su cargo, creyó mas 
prudente dejar el articulo como esta- 
ba, sin embargo délas ideas que se 
habían sujerido en el sentido dé dis- 
tribuir en mavor número de Ministe- 
rios la masa de negocios que hoy di- 
rijen los existentes. 

Leído el articulo 145, en el cual se 
establece, quo para ser nombrado 
Ministro se requieren las mismas 
condiciones que para ser elejído Di- 
putado, uno de los señores de la Co- 
misión, manifestó el deseo de que 
entre nosotros los Ministros no estén 
inhibidos de ser miembros del Par- 
lamento, adoptando en este particu- 
lar la práctica que existe en Ingla- 
terra, donde el Ministro es miembro 
del Parlamento, gozando tanto de po- 
pularidad como de espectabilidad, 
pues tenia el poder de defender al 
Gobierno y al mismo tiempo de im- 

Ponerle, pues como miembro del 
arlamento, dispone de todas las fa- 
cilidades que éste le proporcionapara 
la defensa de los derechos públicos. 
Que la posición de un Ministro, agre- 
gó, es muy desairada entre nosotros, 
porque su elección es debida solo á 
la voluntad del jefe del Estado, no 
obstante que la intervención del Se- 
nado en su nombramiento le da algu- 
na- importancia. Que en conclusión, 
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el Ministerio, en el orden nacional 
como proviuclal, qo era ni significaba 
oada desde que está sujeto á la vo- 
luntado al capricho del P. E. Que 
as), un Ministro en osas condiciones 
¿ron qué derecho so presentaba á 
intervenir en las disensiones de las 
Cámaras? Que [jodia suceder que des- 

Íiues de haber tomado parta en una 
itcha parlamentaria se encontrase 
con que se le habia nombrado un su- 
cesor; resultando de esto, que un M¡- 
iiislrn mi puede ser tal; mientras que 
por el sistema observado en Ingla- 
terra el Ministro viene á ser miem- 
bro del Parlamento y del Gobierno á 
ta vez, siendo por consiguiente una 
doble entidad que es respetable é im- 
ponente auno como astro de esos 
poderes. 

Estas ideas fue ion eontestadas, 
haciendo notar, que dada la organi- 
ziirion de mie-iro gobierno y e-i riel 
inglés, las diferencias fundamentales 
que distinguen a uno de otro, no per- 
mitían constituir el Ministerio entre 
n-i si 'ir. ¡sde la manera que está esta- 
blecido en Inglaterra, donde DO hay 
P. E-, porqueta Reina no 1,'obiema, 
sinoun Parlamento que-puedB, según 
la frase tan conocida, hacer todo me- 
nos de un hombre una mujer y de una 
mujer un hombre. 

Que en ese Parlamento, está repre- 
sentada !a Iglesia, la nobleza heredi- 
taria, la electiva de Escocia, las Uni- 
versidades, el pueblo en la Cámara 
de l"s Comunes y el monarca que ha- 
ce parte de él. 

Que en el sistemarle gobierno in- 
glés nopodia dársele al Ministerio 
ingerencia en el Parlamento, porque 
de hecho el Ministerio no existe, 
puesto que no es .sino una rama de 
laadministracion. independiente del 
Parlamento, que vá á formar el go- 
bierno que nosotros conocemos con 
el nombre de gabinete, compuesto 
no solo de los unce Ministros sino 
también de los miembros del Conse- 
jo. Que los Ministros tienen entrada 
al gabinete porque son miembros del 
Parlamento y tienen entrada al Par- 
lamento no porque son miembros del 



gabinete sino porque son miembros de 
aquel cuerpo. Que el Gabinete Britá- 
nico tiene una organización que no 
puede asimilarse á nuestro sistema 
de gobierno, y como no hemos que- 
rido imitar el sistema inglés, hemos 
establecido una independencia rela- 
tiva páralos tres allos Poderes del 
Estado, que son: el Legislativo, el 
Ejecutivo y el Judicial. Que esta in- 
dependencia no existe en Inglaterra, 
pues, como se sabe, cuando desapa- 
recióla Cámara Estrellada, vino áser 
reemplazada ésta en mejoras condi- 
ciones y sin la omnipotencia y odio- 
sas facultades de aquel tribunal que 
hoy se denomina Tribunal Supremo, 
si bien depende del Parlamonto. Que 
entre nosotros, no ha podido admi- 
tirse ó plantearse el Gobierno Parla- 
mentario, que solo puede espln-arse 
por el dominio absoluto que ei parla- 
mento tione eu Inglaterra, donde no 
existe el principio de la indepen- 
dencia de poderes ''unió entre noso- 
tros-. 

Que para introducir en nuestras 
loyi*- el sistema propuesto, era pre- 
ciso quitarle al P. E. la Facultad de 
eolegislador que tiene, esto es, su 
intromisión en la formación de la ley. 
Que solo limitando el veto mi ciertos 
casos especiales, como porejeuiplo, 
en la samiion de los presupuestos, 
podia conseguirse eso objeto. Que no 
debía olvidarse que la < 'amura de los 
Comunes tiene ciertas prerrogativa» 
propias que no pueden tocárselas ni 
Ea Corona ni la Camarade los Lores; 
pues es sabido que esos poderes no 
pueden modificar los impuestos vof.a- 
ilus por esa Cámara, en cuyo caso el 
veto no solo esta prohibido al Sobe- 
rano, sino tambiená la otra Cámara. 

Que era verdad, que en nuestro 
mecanismo constitucional hablamos 
hecho mas que en ios Estados Uni- 
dos, desde que hemos dado entrada 
en los Parlamentos á los ministros, 
con el objeto de que la ley tenga el 
concurso de la opinión del poder que 
administra y conoce por lo misino 
mas directamente las neeosídíide-; v 
recursos del Estado. 
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Teniendo en cuenta que'el autor de 
la enmienda respecto de que los Mi- 
nistros pudieran .ser también miem- 
bros del Parlamento, no insistió en la 
¡dea que había sostenido y que las 
razones emitidas en contrario, tuvie- 
ron la aceptación de la mayoría de 
la Comisión, se resolvió que el arti- 
culo 145, no sufriera modificación al- 
guna. 



La consideración del articulo 146, 
dio margen a un cambio de ideas so- 
bre o¡ alcance de sus términos, y so 
creyó que era conveniente introdu- 
cir modificaciones en su redacción. 

Se observó, queá estar á loa tér- 
minos del articulo, parecía que se 
daba mas valora la firma de los Mi- 
nistros que á la del Gobernador, 
puesto que facultaba á aquellos para 
despachar asuntos de trámite con su 
si ila firma, mientras que al Goberna- 
dor se le prohibía de una manera ab- 
m iluta tomar resolución alguna con su 
sola firma; á diferencia de loque se 
practicaba en los Estados Unidos, 
donde todos los actos políticos no lle- 
vaban otra firma que la del Goberna- 
dor, como las proclamaciones y los 
mensajes, que no tenían la firma de 
los Ministros sino la del Gobernador 
únicamente. 

Se hizo notar además, que por lo 
menos seria conveniente dar al arti- 
culo una redacción por la cual se es- 
tableciera como necesaria la firma de 
los Ministros para todo acto admi- 
nistrativo, que importara un acto, un 
mandato ó una disposición del Poder 
Ejecutivo, facultando al mismo tiem- 
po al Gobernador para espedir, por 
ejemplo, los telegramas con su sola 
firma como se hace en la práctica. 

Agregóse también, que en Europa 
se exonera á los mismos Ministros de 
firmar los actos de mera tramitación 
que están encomendados esclusiva- 
mente á los Sub-secretarios ú oficia- 
les mayores, á fin de no recargar la 
atención de losMinistros con detalles 
administrativos que les absorberían 
la mayor parte del tiempo que es 



menester para ocuparse de las r 
luciones importantes y definitivas. . 
Invocando un miembrode la Comi- 
sión su esperiencia como Sub- 
tario del Interior que había sido, dijo, 
que en los tres años que desempeñó 
el cargo, jamás se había dado nin- 
gún informe ni tramitado espediente 
alguno con firma de Ministro, porque 
todas esas tramitaciones se nacían 
por el Secretario; y solo cuando se 
trataba de alguna resolución que im- 
portaba acto de autoridad ó mandato, 
ponían su firma los Ministros. Vol- 
viendo A ocuparse el mismo señor ■ 
Convencional de la redacción del ar- 
ticulo 146, manifestó, que no com- 
prendía lo que él quería decir en la 
parte que se refiere á los Ministros: 
«Podrán no obstante, dice el artículo, 
espedirse por sf solo en todo lo refe- 
rente al régimen económico de sus 
respectivos departamentos y dictar 
resoluciones de trámite.» 

No entendía el Convencional aludi- 
do, lo que quiere decir; «régimen 
económico en sus respectivos Depar- 
mentos.» Creta que tos Ministros son 
los jefes de sus respectivos Depar- 
tamentos, los cuales pueden nombrar 
y cambiar empleados en uso de sus 
atribuciones, sin consultar al Go- 
bernador. Declaró, que siempre le ha 
parecido mala la redacción del arti- 
culo, porque á su juicio no debe colo- 
carse al Gobernador en la situación 
que tal articulo le crea, ante cual- 
quiera que exijiesc su estricto cum- 
plimiento. Que todo lo que hace re- 
lación con los actos del Gobierno 
necesita la firma del Ministro; pues 
el objeto que ha tenido en vista al 
establecer esta disposición, es que 
haya acuerdo, de modo que no sea 
uno solo el que gobierne sino que se 
compartan las responsabilidades. 
Que en el mecanismo de nuestra 
Constitución el jefe del Poder Eje- 
cutivo es el Gobernador, v los Mi- 
nistros los encargados del despacho; 
y no se concibe que la Constitución 
pueda en ningún caso dar á los Mi- 
nistros facultades que no tenga el Go- 
--bernador. Que por los términos del 



articulo 146 los Ministros dictan por 
si disposiciones de trámite, mientras 
(¡uo por la forma de dicho articulo, 
el Gobernador no puede dictar nin- 
guna de esas disposiciones de trámi- 
te, y que esto, a su modo de ver, era 
absurdo. 

Tratando de dar forma alas ideas 
enunciadas, otro señor Convencio- 
nal propuso, quaen voz délas pala- 
bras«las resoluciones de este,» se 
pusiera «los actos gubernativos» y 
que en lugar de «régimen ecouómi- 

rn... ~.r pusiera «ITfíimCl'i ÍUteiTJO<> 

para que se entendiera en el primer 
caso, que eran los actos de gobierno 
.le carácter trascendental en el orden 
político y administrativo los que re- 

?[uieren imprescindiblemente la re- 
rendacion del Ministerio; ven el se- 
gundo caso, que los actos en que los 
Ministros pueden espedirse por si 
solos, deben ser aquellos que se re- 
fieren al movimiento interno y á la 
marcha administrativa del respectivo 
departamento. 

Fué aceptada la reforma en los 
términos propuestos, y quedó el arti- 
culo 146 deesie modo. 

I..'- .Unii^ll'ilS S. r[vliM'Í.>-. 

can de acuerdo con el Gobernador, y 
1 1 - i"i-j -i i -- 1 ? 1 1 -:V 1 1 í.'i.ni su linua Inflictos gu- 

■ fíí'fíf/í/N-ijs.-iit.'in'ni-.'iniisitono tendrán 
■ i." I ,i •■ '■ - ,' rá ci nplimiento. 
I ■■■'-. i i, . o bal ■ o. espedirse por sí 
tolos wo '■•■ referí Qte bJ régimen interno 
¡ii -iis i-i'-|h'<i ivhs departamentos y dic- 
tar resoluciones de tramite. 



Sin discusión fueron aceptados los 
artículos 11?. 148, 149, 150, 151. 152, 
153 y 154, cerrándose con esto los tra- 
bajosdo la Sección 4* de la Constitu- 
ción. 



SECCIÓN ÜÜCJTA 



l'odet- Jiiilfci.il 



La Comisión Rcvisora quiso antes 
de entrará ocuparse de la Sección 
V de la Constitución, que Irata del 



Poder Judicial, oíc la autorizada opi- 
nión de la Suprema Corte de Justicia 
de la Provincia, sobre uno de los 
principios mas trascendentales, cual 

es el de la descentralización de la 
administración de justicia;y al efecto 
acordó, que el Presidente de la Co- 
misión dirigiera una comunicación á 
dicho Tribunal, pidiéndole tuviera ú 
bien informarla sobre los resultados 
que en la práctica habia producido 
la aplicación de aquel principio. 

Hé aquí los términos de la ñola 
dirigida por el Presidente de La Co- 
misión Revisora. 



\_.u- 

i en- 



Al señor Presidente de la Corte 
prema de Justicia de la ProvmHi 

La Comisión Revisora que leí 
el honor de presidir, y que está 
cargada por la H. C, Constituyente, 
para proyectar el plan de reformas i 
la i Sustitución vigente en la Provin- 
cia de Buenos Aires, ha resuelto 
me dirija por intermedio de V, E. :i 
esa Suprema Corte de Justicia, ma- 
nifestándole, que habiendo llegado 
■ ■[i el estudió que hace actualmente 
de la Constitución de la Provincia á 
la Sección que trata del Poder Judi- 
cial, necesita antes de someterla á su 
examen ■ y consideración tenor la 
autorizada opinión de esa Honorable 
Corporación, respecto a los resulta- 
dos que haya dado en la practícala 
descentralización de la Administra- 
ción de Justicia tal como se halla 
establecida en el territorio de la Pro- 
vincia, y las deficiencias ó inconve- 
nientes que se hayan observado des- 
de el nuevo régimen administrativo 
creado con motivo de la cesión de la 
ciudad de Buenos Aires para Capital 
definitiva de la Nación. 

Esperando de V. E. se digne tras- 
mitir á la brevedad posible todos los 
datos j antecedentes que sojuzguen 
ser de importancia ó interés acerca 

de lo que dejo consignado \ que 
puedan ilustrar el juicio de esta Co- 
misión, tengo el honor de reiterar al 
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señor Presidente las consideraciones 
de mi estimación y particular apre- 



Alfredo Lahitte- 

Antonio del Pino, 

Secretario. 

Al señor Presidente de la Comisión 
Revisora de la Convención Constitu- 
yente de la Provincia. 

La Suprema Corte de Justicia ha 
recibido la nota que la Comisión Re- 
visora de la Convención Constitu- 
yente ha tenido á bien dirigirle, con 
el objeto de solicitar de este Tribunal 
su opinión respecto a los resultados 
que haya dado en la práctica ia des- 
centralización de la Administración 
de Justicia, tal como se halla esta- 
blecida en el territorio de la Provin- 
cia, y las deficiencias ó inconvenien- 
tes que se hayan observado desde el 
nuevo régimen administrativo, crea- 
do con motivo de la cesión de la 
ciudad de Buenos Aires para Capital 
definitiva de la Nación, y por acuerdo 
de la Suprema Corte, "que tengo el 
honor de presidir, paso á informar 
sobre los puntos requeridos en los 
términos siguientes: 

La descentralización del Poder Ju- 
dicial, en cuanto á su esfera de ac- 
ción territorial, ha sido una aspira- 
ción constante de la opinión de esta 
Provincia, desde que se encontró en 
condiciones políticas de preocuparse 
de su organización interna. 

Desde la ley de 28 de Diciembre de 
1881, al organizarse la justicia ordi- 
naria de los Juzgados de 1* Instan- 
cia, se estableció que dos de los 
cinco jueces que se creaban admi- 
nistrarían justicia en la Capital y tres 
en la campaña, sin que se hubiese 
podido hacer funcionar con regula- 
ridad aquellos Juzgadosde campaña 
retirándose á la Capital ulterior- 
mente. 

Durante la dictadura funcionó el 
Poder Judicial centralizado en esta 



Capital, ejerciendo jurisdicción 1 
Juzgados de 1* Instancia en mata 
civil y criminal, el Tribunal de Co- | 
mercio y la Exma. Cámara de Juso- ' 
cia, en toda la ostensión del territo- 1 
rio de la Provincia. 

Cuandotodavlanuestro país lucha- 
ba con dificultades de todo género, 
en el orden político y administrativo 
se sancionó por la Legislatura de la 
Provincia laley de 88 de Noviembre 
de 1883, creando Juzgados de 1' Ins- 
tancia eu lo Criminal para los Depar- 
tamentos del Norte y Sud, y estable- 
ciéndose al crearse estos Juzgados, 
la facultad de prorrogar la jurisdic- 
ción de los Jueces para entender en 
materia civil, por consentimiento de 
partes. 

Asi marchó desde aquella fecha la 
organización judicial de la Provincia, 
funcionando solo Juzgados del Cri- 
men en los departamentos de cam- 
paña, con los recursos legales para 
ante los Tribunales superiores, resi- 
dentes en esta Capital, hasta que 
sobrevino la reforma radical de la 
Constitución de la Provincia, que 
consignó como base constitucional 
de la organización judicial, la des- 
centralización posible en su jurisdic- 
ción territorial. 

Este gran principio de descentrali- 
zación que domina en todo el conjun- 
to de la Constitución, que aun rije, 
vino recién á tomar formas orgánicas 
en cuanto al Poder Judicial, en el 
año 1875, después de promulgada 
aquella, estableciéndose todo el orga- 
nismo del Poder Judicial con suje- 
ción á las disposiciones transitorias 
de la Constitución, y por ley de 26 de 
Octubre de 1881 esa organización 
provisoria fué declarada definitiva 
por la Legislatura de la Provincia. 

Esta rápida reseña de la marcha 
con que se na desenvuelto en nuestro 
país la descentralización territorial 
del Poder Judicial, demuestra que 
ella ha sido una aspiración constante 
de la opinión, desde la reorganiza- 
ción de los poderes públicos en las 
diversas épocas porque ha pasado. 

Cuando esta provincia apenas te- 



nía ocupado y poblado un limitado 
territorio, se dotaba, sin embargo, á 
la campaña de Juzgados de 1* Ins- 
tancia; cuando osa población se habia 
aumentado y desenvuelto, se le dota- 
ba de Juzgados del Crimen perma- 
nentes, — y cuando su aumento de 
población y su ostensión territorial 
hizo conocer por el censo de 1869, 
que la Provincia tenia 317,330 habi- 
tantes en su campaña, y 177,787 en 
su capital, entonces se abordó re- 
sueltamente la descentralización 
judicial, dividiéndose la Provincia en 
cuatro Departamentos, dotando A 
cada uno, de una organización com- 
pleta de Juzgados inferiores y Cáma- 
ras Superiores de Apelación, para 
terminar en ellos toda clasede asun- 
tos judiciales, que no comprometie- 
sen las garantías constitucionales ó 
en los que no se aplicasen falsa ó 
erróneamente leyes, cuyos recursos 
se pusieron bajo' la tutela inmediata 
de la Suprema Corte de Justicia. 

La descentralización judicial en su 
astensioE territorial, tiene pues an- 
tiguas tradiciones en la organización 
de esta Provincia, y iodos los miem- 
bros de esta Corte, que tuvieron el 
honor de ocupar un asiento en la 
Convención Constituyente de 1873 
perseveran en las opiniones que san- 
ciono aquella Convención, porque 
consideran, que el gran principio de 
la rlrsreutraliza.íMMii es un progreso 
notable que hemos hecho en las ins- 
tituciones de nuestro país, que esta- 
mos en el deber de conservar, mucho 
mashoy, que la población de nues- 
tra Provincia ha acrecentado tan 
notablemente en el tiempo transcur- 
rido, arrojando el último censo la 
afra de mas de quinientos mil habi- 
tantes en todos los distritos rurales 
de ella. 

SÍ la centralización judicial ha po- 
dido mantenerse en la forma que 
preexislin desde la época colonial 
hasta la promulgación de la Consti- 
tución de 1873, esc hecho 
fácilmente, porque esta importante 
ciudad era el gran centro poblado al 
que convergían, no solo todos los 



actos de la vida civil de la Provincia, 
sino que constituía también el em- 
porio comercial de toda la República, 
produciendo el gran movimiento ju- 
dicial que se ha desarrollado en ella, 
cuya importancia ha quedado do ma- 
nifiesto por las cifras del número de 
expedientes pasados á la jurisdicción 
de la Capital; pero después del esta- 
blecimiento de la Capital de la Repú- 
blica en esta ciudad, quedando la 
jurisdicción de la Provincia circuns- 
cripta á las otras de reducida pobla- 
ción abicada en su vasta campana y 
cuando está aún en embrión la for- 
mación de la nueva Capital de la Pro- 
vincia, no se esplicaria la pretensión 
de reaccionar contra la descentrali- 
zación territorial del Poder Judicial, 
faltando el gran centro poblado, al 
une convergían todos loa intereses 
de la Provincia, y esta es una consi- 
deración que corrobórala opinión de 
esta Corte, favorable á la permanen- 
cia déla descentralización. 

i ,:i O irte ha oreído oportuno con- 
siiMiur- l:is (.>bsei'v;iriüiie> que prece- 
den, antes de concretarse al punto 
especial de los resultados, que haya 
dado en la práctica de la descentra- 
lización de la Administración de Jus- 
ticia, tal como se halla establecida. 

La Corte cree de su deber mani- 
festar que, es sumamente difícil 
poder apreciar los resultados que 
lia ¡lado en la práctica la descentrali- 
zación territorial de la Administra- 
ción de Justicia, establecida en la 
Constitución, 6 causa de ias diversas 
disposiciones legislativas que han 
venido sucesivamente;! contrariar la 
aplicación efectiva de aquel principio, 
cuyas disposiciuiies este Tribunal 
crea oportuno recordar. 

Desde que se promulgó la ■' ¡onstí- 
tucion vigente, > sé estableció la or- 

ganizacif.ni judicial, preceptuada BU 
las disposiciones transitorias de 

aquella, se lian sancionado diversas 
leyes que no han permitido hacer 
electiva esta descentralización. 

Apenas organizado el Poder Ju- 
dicial, la Suprema Corte expidió 
acuerdo extraordinario de 29 de 1 ' 




ro de 1875, disponiendo el yroaodi- 
miento que debía observarse para 
que fuesen remitidas a los Departa- 
mentos judiciales de la campaña 
todas las causas que le correspon- 
diesen, y cuando se daba cumpli- 
miento a tales disposiciones, se pro- 
mulgó la ley de 2 de Junio de 1875, 
por cuyo articulo 5*, se estableció 
que los Tribunales respectivos de la 
Capital, continuarán conociendo pre- 
via conformidad de partes de las cau- 
sas pendientes, que no hubiesen sido 
remitidas ¡i los Tribunales de los 
otros Departamentos judiciales. En 
virtud de esta ley so paralizó, pues, 
la remisión de gran número de asun- 
tos. Posteriormente se promulgó la 
ley do í> de Agosto de 1878, autori- 
zando la prorrogación de la jurisdic- 
ción territorial de conformidad de 
partes, en todo asunto civil y comer- 
cial, sin que para eso fuese necesaria 
la conformidad del Ministerio Fiscal 
ó Puptlar. 

Vino después la Ley de Enjuicia- 
miento Civil y Comercial do 31 de 
Octubre de 1878, que empezó a regir 
el I o de Enero de 1879, la cual por. 
su articulo 1° derogó la ley do Agos- 
to, proscribiéndola prorrogación por 
convenio de partes, salvo los casos 
ospresamente autorizados por ley, 
pero reformada aquella por el Código 
de Procedimientos, vigente desde 
1880, fué restablecidalaprorrogacion 
que autorizaba la citada ley del 78. 

En virtud de estas disposiciones, 
se han concentrado en el Doparta- 
tamento de la Capital, gran número 
de asuntos que corresponden á los 
de campaña. 

No creyéndose suficiente las le- 
yes recordadas, se sanciona después 
la ley de 10 de Noviembre de 1879, 
haciendo una división territorial que 
solo respondía á aumentar con una 
exageración inexplicable lajurisdic- 
cion territorial del Departamento de 
la Capital, asignándole cuarenta Par- 
tidos de la Provincia, que es lamitad 
del número total de sus Partidos mas 
poblados, mientras que al Departa- 
mento del Norte se le han asignado 



siete, y al del Contra y del Sud, diez 
y seis & cada uno. 

Es.tas disposiciones legislativas ha- 
cen sumamente difícil poder apreciar 
los resultados prácticos de la des- 
centralización judicial, producién- 
dose, como es natural, una falta de 
proporción entre las tareas de los 
magistrados que funcionan en los di- 
versos departamentos, pero esta falta 
de proporción la Corte no puede atri- 
buirla á la descentralización en si 
misma, sino á las disposiciones le- 
gislativas recordadas, que no han 
Fiermitido funcionar á la descentra- 
ízacion territorial, de acuerdo con 
las prescripciones de la Constitu- 
ción. 

La Suprema Corte ya llamó la 
atención de la Honorable Legislatura 
de la Provincia en su ultima Memo- 
ria sobre esa falta de proporción que 
arrojaba la estadística en las tareas 
judiciales de los diversos departa- 
mentos, reclamando de ella una 
división territorial mas adecuada A 
las necesidades del mejor servicio 
judicial. 

La Corte habría deseado remitirá 
esa Honorable Comisión, datos esta- 
dísticos prolijos sobre el número de 
causas actualmente en movimiento, 
ñero por no demorar esto informe, 
atendiendo á las indicaciones de esa 
misma Comisión, haresuelto enviarle 
un ejemplar que acompaña, de la 
Memoria que ella presentó á la Ho- 
norable Legislatura en el año ante- 
rior, en la que se registra el movi- 
miento judicial del año, cuando ya 
se habia producido la entrega á los 
Tribunales de la Capital, de todos 
los asuntos de su jurisdicción, en 
virtud de las disposiciones de la ley 
nacional de 15 de Diciembre de 1881, 
creyendo deber hacer presente que 
en los cuadros estadísticos anexos 
á dicha Memoria, figuran algunos 
espedientes paralizados. 

En ese documento se hacían tam- 
bién algunas observaciones sobre 
diversas materias pertinentes al De- 
partamento Judicial, que esta Corte 
cree conveniente se tengan presente 



por esaHonorable Convención, espe- 
cialmente lo relativo a la atribución de 
conmutar conferida al Poder Ejecu- 
tiyp, que da origen á dificultades en 
su aplicación y que seria conve- 
niente allanarlas en la Constitución 
que se prepara. 

Por los antecedentes espuestos se 
vé que no es posible poder apreciar 
los resultados prácticos de la des- 
centralizacionjudicial, desde que ella 
ha podido eludirse, corno lo ha sido 
en efecto, por las diversas disposi- 
ciones legislativas recordadas, pero 
la opinión de esta Corte, es que la 
descentralización judicial debe con- 
servarse, modificando de un modo 
adecuado la jurisdicción territorial 
i.Ji-» i-:nla ho parlamento, y prohibiendo 
la prorrogación de jurisdicción vo- 
luntaria que estableció la ley de 9 de 
Agosto de 1878 y posteriormente el 
Código de Procedimientos vigente. 
Considera asimismo que habién- 
dose cedido la Ciudad de Buenos 
Aires para Capital de la República, 
que ha sido et gran centro del mo- 
vimiento judicial de esta Provincia 
corno se ha expuesto, la división de- 
partamental debería reducirsea tres 
departamentos judiciales, división 
que debería hacerse turnando como 
base la población de los Partidos ru- 
rales qun arroj" el último censo, su 
extensión territorial y su situación 
topográfica correlativa, — como tani- 
h'íeii la facilidad de las comunicacio- 
nes para que el pueblo en que se 
fije la residenciada las autoridades 
judiciales presente una viabilidad rá- 
pida y fácil, ron los diversos distri- 
tos que formen el Deparlamento Ju- 
dicial. 

En cuanto á las deficiencias á in- 
convenientes que se hayan observado 
desde el nuevo régimen creada por 
la cesión de la Ciudad de Buenos 
Aires para Capital de !a República, 
la Corte considera que las dificulta- 
des que han sobrevenido y que hasta 
ahora se han allanado procediendo 
con recíproca cordialidad, con los 
funcionarios que desempeñan el Po- 
der Judicial de la Nación en la Capi- 



tal no se relacionan con la descenti 
lizacion territorial que es el pu 
sobro que se ha solicitado la opinii 
de este Tribunal. 

Es cuanto a nombre de esta Co 
tengo el honor de informar, en < 
testación á la nota que ha dadoorig 
á esta comunicación. 

Dios guarde al señor Presiden 
de la Honorable Comisión Reviso: 

Firmados:— Manuel M. Escalad. 
Miguel Estevet, 
Secretario, 

Con los anteceden tes relacionado! 
se entró á considerar el articulo 15! 
que dice así: 

—El Podek- Judicial será desempe- 
ñado por una Suprema Coítfl de 

JUStíCilt, ' '-i' ■:: 'Ir AjK'hlCJOJI V(l(- 

íiü'is Ti'ibiiiiiilmi, ,Tiiiíi.'i.'s y Jurados 

que Bfita Constitnei istaWeee v 

autoriza, consultando la descetltra- 
ISzachMi posible en su jurisdicción 
territorial y en la de -u c poten- 
cia por ls materia ó naturaleza de 
las causas quedan origen al proce- 
dimiento. 

Un señor Convencional comenzó 
por establecer que la disensión del 
articulo debia tener por base el in- 
forme dado por la Suprema Corte, 
pues que él había sido pedido por la 
Comisión para ilustrar el debate. 
Que era evidente, á estar á los tér- 
minos del informe, que la Corte se 
decidía por la descentralización ju- 
dicial, haciendo presente, que en la 
práctica no había podido dar los re- 
sultados que se deseaban, en virtud 
de dos causas muy principales: I (a 
prórroga de jurisdicción dictada por 
una ley de Legislatura; y 2" la defec- 
tuosa división territorial de la Pro- 
vincia. Que si se comienza por 
examinar cuál es el objeto de las 
instituciones de tos Tribunales, se 
vería que tiene por misión facilitará 
los litigantes la administración pron- 
ta, rápida y baratada la justicia. Que 
si las partes se encuentran conformes 
en llevar su litigio & pleito ante un 
Tribunal da la Provincia, ninguna ley 
puede prohibírselo, porque entonces 




TI sentido dp que las par- 
tes pueden recurrir á los centros de 
población donde encuentran abosa- 
dos y personas fi quienes pueden 
confiar sus pleitos con mayor ven- 
taja que en otro Departamento Judi- 
cial. 

Que se vé en la práctica, que el 
Departamento de San Nicolás, el de 
Mercedes y el de Dolores, han for- 
mado cada cual su propio foro, pero 
que ellos son incompletos sin em- 
bargo. 

Que si en ninguno de los Departa- 
mentos Judiciales, existe un foro 
completo, no se puede exigir de los 
litigantes que vayan á someter pleitos 
de -um;i. mi[>r>[-ta.i!c¡íi .'i aquellos Tri- 
bunales, cuando no tienen allí á quie- 
nes entregarles la dirección de sus 
asuntos. Que esa fué la razón de la 
ley sobre prórroga de lajurisdiccion 
y que en esa virtud la encontraba 
buena y necesaria. 

Que en cuanto á la división de los 
Departamentos, agregó, tenia en- 
tendido que eran mu; regulares las 
divisiones existentes, pudiendo ha- 
cerse mejores, 

Que el Departamento del Norte 
tenia efectivamente muy pocosPar- 
tidos. lo mismo que el del Sud, mien- 
tras que la mitad de las causas de la 
Provincia estaban sometidas á los 
Jueces de laCapital, pero que á pesar 
de esto, le parecía casi imposible por 
el momento alterar esa división, pues 
■ . ia obligará las partes á _ 
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e la Suprema Corte de Justicia» y 
onsiderando el inciso I o del articulo, 
¡e notó que en él hay un error tipo- 
gráfico al decir: «qjeraer la jurisaic- 
•ion ordinaria* en vez de originaria: 
f haciéndose notar también que el 
¡-ocurso de constitucionalidad ó in- 
wnstitudonalidad puede provenir no 
solo de decretos ó reglamentos, sino 
también de ordenanzas, se resolvió 
consignar esta palabra en dicho in- 
ciso, quedando por consiguiente re- 
dactado de esto modo: 

rt. 100 ■ Inciso 1»— Ejerce la juriB- 
ion originaria y de apelación para 
reer y resolver acerca da la consti- 

¡ODaliaad <le leyes, ducretos, regla- 
nii-ut'js, n ordenanzas, etc., etc. 



■ 



El inciso 2 o del artículo 146, en el 
cual se establece, que la Suprema 
Corte de Justicia conoce y resuelve 
originaría y exclusivamente en las 
causas de competencia entre los Po- 
deres Públicos de la Provincia yon 
los que se susciten entre los Tribu- 
nales de Justicia con motivo de su 
jurisdicoíorf respectiva, dio origen á 
un prolongado debate. 

Un señor Convencional, opinó por- 
que en el inciso debiera decirse : 
«conoce y resuelve originaria y ex- 
clusivamente en los casos rontem-inm 
ndmim'xfrtilicax», pues, entendía que 
los de materia política y parlamenta- 
ria no son del resorte de la Corte de 
Justicia, aunque lo contrario se des- 
prendía de la disposición constitucio- 
nal que se examinaba. 

Para fundar esta afirmación, dijo: 
que si se tuviera en cuenta lo que 
pasa en la organización nacional, res- 
pecto de la cual la provincial no es 
sino un reflejo, el Poder Judicial no 
fué nunca creado con facultades tan 



latas que alcanzaran basta conocer 
de las disidencias ó de las controver- 
sias sobre atribuciones (jua ae origi- 
nen entre el Poder Legislativo ó al- 
guna de su.- ramas ye! Ejecutiva, 

Pensaba, que el Poder Judicial, no 
tiene jurisdicción ni facultad para co- 
nocer del funcionamiento y actos de 
roa Poderes, de sus resolucio- 



nes soberanas, sino de una manera 
indirecta y incidental, cuando en esas 
resoluciones estén interesados dere- 
chos de particulares. 

Que la Corle Nacional carecía de 
esa prerrogativa, no pudiendo cono- 
cer ni de la bondad de las resolucio- 
nes del Poder Ejecutivo, mucho me- 
nos de las facultades especíales del 
Legislativo; que cuando alguna vez el 
Ejecutivo quería ir á la barra del 
Congreso, lo hacia por su propia vo- 
luntad, obrando no como el Poder 
Publico, sino como persona jurídica, 
susceptible de contraer compromisos 
y aceptar obligaciones respecto de 
las Cámaras. Que no conocía ningún 
antecedente de que los Poderes fede- 
rales hayan atribuido á la Corte el 
conocimiento de esas causas, ni nin- 
gún precedente legislativo ó histórico 
para apoyarla creencia deque el Po- 
der Judicial organizado sobre la base 
de esos principios, pueda entender y 
resolver en los conflictos entro el Po- 
der Ejecutivo y el Legislativo ó entre 
las ramas de este último, que como 
se sabia, ninguna de ellas tiene re- 
presentación separadamente. 

El señor Convencional, creía por 
fin, que la Corte de Justicia no puede 
ni debe tener en ningún caso la facul- 
tad de traer ante si álos otros Poderes 
de la Provincia, porque ellos son so- 
beranos dentro de la esfera de su or- 
ganización y porque cada Poder tiene 
su organismo especial, con arreglo al 
cual dispone por sí mismo de los ma- 
diosde resolver sus propias dilicul- 
tades. 

Otro miembro de la Comisión fundó 
su voto 4 favor del inciso 2 U del arti- 
culo 156, diciendo, que la dificultad 
no estaba en acordar á la Suprema 
Corte de Justicia la facultad de diri- 
mir las contiendas entre los Poderes 
Públicos, sino en darles los medios 
de hacer efectivas sus sentencias en 
caso de que ellas no se hicieran cum- 
plir por la autoridad respectiva. Que 
a su juicio, era este el punto impor- 
tante que debiera preocupar prefe- 
rentemente ú la Comisión. Contes- 
tando ;i las observaciones que : 
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hicieron en contra del inciso, mani- 
festó, quedesde luego esadisposicion 
constitucional garantiza la autonomía 
local contra la intervención del Go- 
bierno Federal, desde que los con- 
flictos y conflagraciones posibles en- 
ire los Poderes Públicos podian ser 
solucionados porel mas alto Tribunal 
de Justicia de la Provincia. Que era 
completamente distinto sostener co- 
mo prerrogativa del Gobierno Nacio- 
nal la facultad de decidir la contien- 
das de los Poderes locales, que 
acordársela al mas caracterizado de 
esos poderes, porque eso importaría 
una centralización que nos llevarla 
directa ó indirectamente al unitaris- 
mo, Que la Convención de 1860, que 
velaba por la autonomía de las pro- 
vincias, tratando de mejorar la Cons- 
titución del 53, tuvo razón para com- 
batir esa facultad dadaá la Suprema 
Corte Federal, como tuvo razón tam- 
bién para quitar aquella cláusula en 
virtud de la cual se sometía al exa- 
men del Senado de la Nación las 
Constituciones de los listados. Que 
el articulo 5" de la carta fundamental 
■ le la República establecía, que cada 
Provincia dictara para si una Consti- 
tución bajo el sistema representativo 
republicano, de acuerdo con los prin- 
cipios, declaraciones y garantías de 
la Constitución Nacional, y que ase- 
gure su administración tíe justicia, 
etc. Es decir que la misma Constitu- 
ción General, es la que ha incluido 
es el régimen republicano la garan- 
tía de ta administración de justicia; 
que es ella también la que ha esta- 
Slecídaqueno puede haber Provincia 
sin que organice su Poder Judicial, 
pues de lo contrario el Gobierno Ge- 
neral no le garante el goce y ejerci- 
cieio de sus instituciones; que de esto 
se desprendía, que la misma Constitu- 
ción Nacional ha colocado al Poder 
Judicial arriba de los otros Poderes, 
deduciéndose de aquí, que ha que- 
rido darlo facultades especiales, co- 
mo la de dirimir las contiendas que 
entre ellos se originen, fallando con 
absoluta preseindencia y sin la me- 
nor intervención de esos poderes. 



El señor Convencional que com- 
batió lo dispuesto en el inciso, reba- 
tiendo estos argumentos, dijo, que se 
exajeraba completamente al creer 
que ¡a facultad que se discutia teudia 
á evitar las intervenciones de la Na- 
ción en los asuntos locales de las 
Provincias; que afirmar esto era dar 
á esa prescripción constitucional una 
latitud que no tenia, desde que esas 
intervenciones eran para el caso en 
que se alterara la forma de Gobierno 
que signifique un cambio en el sis- 
tema republicano que nos rige, ó que 
se introduzcan instituciones contra- 
rias á la República, sogunel precepto 
constitucional y la jurisprudencia de 
muchos años. Que cuando un reme- 
dio no cura la enfermedad á que se 
aplica, mejor es no administrarlo, 
dejando asi que cada Poder sea libre 
ó independiente en su esfera. Que 
cuando la Legislatura no quiera dic- 
tar una ley, que no la dicte; como 
cuando el Poder Ejecutivo no quiere 
cumplir una resolución ríe ella, aque- 
lla lo llevara al banco de los acusa- 
dos; cuando el Tribunal Superior no 
quiera dictar una sentencia, que no 
lo haga, porque ningún poder puede 
obligarlo á hacer lo contrario, bo 
quedando entonces sino la opinión y 
el sentido público como correctivo al 
mal. Que por lo demás el Poder Ju- 
dicial, según la jurisprudencia norte- 
americana, no tiene voluntad sino 
ciencia y juicio, siendo un Poder 
completamente independiente; pero, 
para que dé en su ejercicio los benefi- 
cios que de su creación deben esperar- 
se es necesario rodearlo de luda clase 
de garantías, para oue siempre en la 
esfera de la jurisdicción en que le 
toca desarrollarse, esté expedito y 
sin trabas y pueda ejercitar sus fun- 
ciones sin requerir el concurso de los 
demás Poderes, sino de una manera 
muy incidental é indirecta. Que cuan- 
do alguna vez los tribunales de Jus- 
ticia intervienen en el mecanismo 
general del Gobierno, pronuncián- 
dose sobre la constitucionalidadó in- 
constitucionaüdad de una ley , lo 
hace de una manera parcial: la sen- 
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neianaderoga la ley, enerva sala- 
etite su acción respecto de un caso 
terminado: !;t ley deja de ser tal 
inuuiH >'' varios particulares, quo- 
mdo en vigor para todos loa demás, 
lué conflictos de facultades entra 
s poderes públicos podían por la 
institución controvertirse ante la 
inrama Corte de Justicia? Ellos 
do deben referirse necesariamente 
las funciones ó atribui/iunes ■ j < n '- 

me que ejercitar cada Poder dentro 
i [a jurisdicción 6 esfera espuela! 
íe la Constitución le designa, y en 

I caso, sii'inln respoi ¡sable cada 
eder de la eslralimitacion do sus 
.cultades ante la Ci institución yante 

pueblo ¿qué filijol'i vendría i Lener 
.intervención déla Suprema Corte? 
stanoera, según él, la misión que 
espíritu de nuestras instituciones 
n'ituive. al Poder Judicial, sino la de 

ir interprete de la Constitución de- 
nte del pueblo y en beneficio de 
>s ciudadanos; que no va ai puede ir 
ias lejos: que de lo contrario se des- 
atu ral izaría el sistema imroducien- 
:> en él una novedad que no cono- 
ju, ni Inglaterra ni los Estados Uni- 
os. En conclusión, que no mediaban 
IZOUBS bastante poderosas para ain- 
uita la Suprema Corte de Justicia 
i facultad qe conocer y resolveren 
is conflictos '1" los otros poderos, so 
ena de violentar la índole da uues- 
■aa instituciones, falsearlos princí- 
¡os elementales del sistema republi- 
ano y crear un sin numero de in- 
onvenientes para el porvenir. 
Eslas opiniones fue ron estensa- 
lente rebatidas, sosteniéndose que 
s en la Constitución donde deben 
reverse y remediarse los inconve- 
ieates que se habían hecho notar en 
l funcionamiento de los Poderes, 
ara que al lado de las reglas que so 
ís tije en ol ejercicio do la soberanía 
ííure el correctivo contra el abuso 
uo se bieiera da esa soberanía, y es 
ate la razón porqué á la Suprema 
'orto do Justicia debia -acordársele 
ieultadea propias parahacer cumplir 
us sentencias, evitándolas resisten- 
¡as ih'l Poder Legislativo ó Ejecu- 



pie 

i el 



livn, Qua no era una entonne 

incurable 1<>s i .invenientes que 

habían hecho présenlos. 

Respecto ñ la atribución que 
discutía, se recordó nuevamente q¡uu 
la razón de haberse suprimido do la 
Constitución Nacional de 1853, que 
le conferías" la Suprema Corte l''eV 
ral, fué por considerarla alontaloi 
á. las soberanías provinciales ; qi 
se declaró asi, expresamente en 
informe escrito y se reprodujo on 
oral, del Convencional que informa 
sobre el particular, que dijo que no 
debía permitirse que el Poder Judi- 
cial de la Nación, que era un Poder 
extraño al orden interno provincial, 
dirimiese los conflictos domésticos 
de los Poderes de cada Provine»; 
que debía buscarse dentro de los lí- 
mites de las leyes é instituciones 
provinciales el medio de solución) 
ios. Que esa supresión, pues, ni: 
hizo por la inconveniencia del pri 
pió, sino por la manera ó forma 
mo se aplicaba. Que la Constituyete 
del 71) al 73, recojió ese precepto d¡ 
dolo esa facultad ú la '.'orle Supr 
de Justicia de la Provincia, porqi 
aun cuando el mecanismo de nuesl 
gobierno por l<>s poderes son k 
mente independientes entre sí. tiern 
no obstante facultades limitadas, sie; 
do muy posible que las ultrapasi 
Que entonces, se creyó, no solamei 
de necesidad sino de convenionci 
que hubiese un poder que conacü 
y resolviese en esos eenflictoe, 
centrándose que ninguno era 
a. propósito que el Judicial que e 
Poder moderador, ajeno á la púUticf 
militante y débil al mismo tiempo a 
cuanto a sus medios da acción, por h 
que no puede inspirar temo 
otros Poderos. 

Como ampliación al debate y para 
fundar una modificación al inciso en 
discusión, que comprendiese también 
la causa de competencia entre ambas 
Cámaras de la Legislatura Ó entre 
cualquiera de éstas con el Poder 

Ejecutivo, se recordó un naso de 

competencia suscitado éntrelas Cá- 
maras Legislativas de la Provincia. 
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con motivo de la ley general de pre- 
supuesto. En e^a ocasión el Senado 
empezó A discutir el presupuesto de 
una repartición de la administración 
pública y la Camarade Diputados ob- 
jeto ese' procedimiento, sosteniendo 
que era esclusiva atribución suya la 
sanción del presupuesto como la de 
los impuestos. Entonces las Cámaras 
ocurrieron á la Corte, a la cual se 
creyó facultada para decidir el casi.,, 
como efectivamente lo hizo. 

Que era en consecuencia necesario., 
en virtud de los antecedentes recor- 
dados, hacer una adición al inciso 2" 
del artículo 156, en el sentido de in- 
cluir en él los casos de conflictos que 
se habían señalado. 

Sometido á votación el inciso con 
la modificación propuesta, Fué apro- 
bado por mayoría, quedando defini- 
tivamente en esta forma: 

ílonoce y iv-iiii'hv nritíinnria yexdu- 

-iv;i ii hi- i-;iii-:is A" íjoiiijjrtímriii 

entre los ¡imli'iv* |iu|,|i,-..,s I- l:i l-Vo- 
viaeíft, loa Cámara* Lf'iisliüiFitx en (re 
»i 6 cualquiera de ésto» san el Poder 

l\.iei:ii/in:i y pti las i|m> se ¡silsí'ÍIi'íj cnttv 
loa Tribu nales do Justicia eon motivo 
<le su juriüflicL'ioii [■''s|iix:tiv;i. 



Al considera]- el inciso 3" del arti- 
culo 156 y en el que se establece como 
atribución de la Suprema Corte de 
.fuslina, el decidirlas causas conten- 
cioso ruiministrativas en única ins- 
tancia y enjuicio pleno, previa dene- 
gación ilo la autoridad administrativa 
competente al reconocimiento de los 
derechos que se gestionan por parte 
interesada, se hizo presente que en 
este inciso se liabla solo de la juris- 
dicción de la Corle cuando sobreviene 
la denegación del derecho y une ase 
Tribunal habia entendido siempre 
que debia limitarse estrictamente á lo 
dispuesto por el texto constitucional, 
y que por lo tanto cuando no haya 
denegación por parte de la autoridad 
administrativa, no tiene la Corte ju- 
risdicción alguna en el caso ocurren- 
te. Que sucedía entre tanto que 
cuando la autoridad administrativa 
despachaba ó daba curso al asunto, 



el interesado se encontraba sin tener 
camino que seguir. De esto se dedu- 
cía que debiera entenderse también 
por denegación de los derechos que 
se gestionen la retardación de la so- 
lución del caso respectivo, después 
de un plazo fijo. 

Se resolvió, en consecuenc 
gara! inciso la palabra retardacio/t, 
quedando redactado en esta forma: 

'■-- i-aitNíis contencioso adtui- 
aiatrativas en ¿nica instancia y ec ¡ni- 
do (ilmio, |ii'i''vi¡i ■li'iii'^Mi'inii -. h'ínrihi- 



Los incisos 1". 5 a y 6*íüeron apro- 
bados sin otra alteración que la de 
cambiar en este ultimo, la frase: esta 
clase de recursos por: este recurso; 
sustitución que se hizo para fijar de 
una manera mas clara el alcance del 
inciso ti", determinando que solo se 
trataba en dicho inciso de la apelación 
por recurso de inaplicabilidad de l¡"i 
ley. 

Se quiso tambion estender los ca- 
sos ile jurisdicción privativa de la 
Corte á los <\c reducción de pena, de 
acuerdo con loque establece el Códi- 
go I 'enal; y S este objeto, se propuso 
un nuevo inciso que figuran;) romo 
7" en el articulo 15b', y rnv;i ii.iI.f.cíoii 
quedó acordada en estos términos; 



i.'inii/re ¡¡rh'iili.r-iimetile de los casos 
de reducción de pena, ríe acuerdo 
na, lo establecido en el Código Penal. 

Fus aíjro'bada por mayoría la mo- 

dincaeioixjue importa le introducción 
del nuevo inciso. 



Antes de entrar á considerar el ar- 
ticulo 157, un miembro de la Comi- 
sión propuso el siguiente proyecto 
de articulo, para que se colocase des- 
pués del 166: 

En las cutíais contencioso udminis- 
Iratir.i-; (n Corte Suprema de Justicia 
tendrá facultad de mandar cumplir 
directamente tus sentencias por las 
oficinas " empleado) reipeativos, ■•■< la 
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autoridad administrativa no lo hicie- 
se dentro tteios sesmtaSia* de lasen- 

/Cncta. 

El propósito que tenia su autor al 
eseutarío era dar ana forma com- 
sta al inciso 3" del articulo 156, Míe 
tablees que la Corte decide en últi- 
a instancia de las causas cruitciicio- 
■ administrativas, propendiendo así 
lar sanción efectiva á la autoridad 
: los fallos de la Corte, porque su- 
ide que muchas sentencias -.■ retie- 
¡n al Poder Judicial que no es parte, 
ras á simples cuestiones de pose- 
on, estonio encomendado en este 
Itirao caso el desalojo al Juez de 
az por intermedio del Poder Ejecu- 
vo, v otras se refieren al caso de 
landar pagar sumas de dinero, en 
Uyo caso ía Corte puede decir al Te- 
orero directamente: pague Vd., 
uesto que es sabido que entre ooso- 
!>os la ''orte Suprema de Justicia, 
.ene mas facultades que la de los Es- 
ados Unidos. 

Controvirtiendo la forma mas que 
:1 concepto del articulo propuesto, un 
niembro de la Comisión observó, 
pie debería decirse, que ia Suprema 
.orte tendrá facultad para madarcum- 
tlir sus seténelas por las oficinas ó 
jmpleados respectivos, dentro de los 
férminos fue en (a sentencia se esta- 
'«v./'f/. porque sucede que muchas 
veces ao puede cumplirse culos se- 
senta días I" que en ella se manda, 
por tratarse de sumas importan- 
tes. 

A esto se observó por el autor de 
la enmienda, eme nunca podia llegar 
el caso de que fuera necesario I a crea- 
ción deimpuestos para cumplir las 
sentencias de la Corte, pues, en cir- 
cunstancias semejantes, se toma de 
las reatas pertenecientes al Estado 
las sumas que se necesiten para 
cumplir la sentencia, aún cuando des- 
pués el Ejecutivo se presentase ala 
Legislatura diciendo que necesitaba 
de tal cantidad do dinero para cubrir 
el déficíl que resultara por la ejecu- 
ción ó cumplimiento del fallo. 

3 con la solución dada en el ar- 



ticulo, se impedia que un poder tan 
igual como el Ejecutivo respecto de 
los otros altos poderes del Estado 
fuera compelido por un oficial de jus- 
ticia ¿cumplir una sentencia nación 
do efectivo á su respecto un juicio 
apremio, que vendría á colocar 
Poder Ejecutivo en condiciones de- 
primentes. Para evitar un caso ¡ 
mejante, la orden debe ser directt 
contra el Tesorero, esto es, contrael 
administrador de los fondos del Te- 
soro. 

Que aún poniéndose en el caso t 
que el Poder Ejecutivo no dispüstíf 
ra en el momento de los fondos quf 
necesitara erogar, para dar cumplí 
miento al fallo ó sentencia de l;i Cor 
te.se daba.4 aquel sesenta días 1 
plazo para que buscara ó pusiera 1 
juego medios ó arbitrara los recursi 
para ejecutar el mandato judicia 
además de que los términos del arl 
culo investían al reclamante del de- 
recho de decir & la Corte; ejecuta 1 
haga ejecutar sus sentencias. 

Que no oblante haberse insinúa 
do la conveniencia do crearse Trib\ 
turfes de rerliuiunioii como los qu 
existen en los Estados Unidos pa# 
indos los reclamos contra el Pode; 
Ejecutivo y demás Poderes Públi 
eos, debia" tenerse presente que 1 
Suprema Corte tenia la facultad C 
conocer de ellos según las disposí 
ciones contenidas en el artículo l&f 
y que si alguno de los Poderes í'uei*. 
condenado enjuicio, el artículo pro- 
puesto,, da los medios para mandaí 
ejecutar directamente la sen tener 
pronunciada contra cualquiera 
ellos. 

Otro señor Convencional, manifes- 
tó que tenia sus escrúpulos en adhe- 
rirse á la reforma propuesta, porque 
temia que se introdujese una seria 

Certurbaeion en la marcha y e,.[mli- 
rio de los Poderes Públicos; la pa- 
labra directamente empleada en si re- 
tículo puede echar por tierra la inde- 
pendencia de los Poderes 
Corte no tiene facultades ejecutiva 
para mandar ejecutar directamente 
una sentencia, y en el caso pro pues I 
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el Tesorero, está bajo la autoridad 
del Jefe de la Repartición á que 
pertenecey puede decir: yo nú cum- 
plo tai orden porque la Corte no es mi 
superior. 

A esto se repuso, que era supe- 
rior al Poder Ejecutivo, ala Corte y 
á todos, la Constitución de la Pro- 
vincia! 

Los que estaban en contra del 
nuevo articulo eran de opinión que 
se dejase á la ley el término dentro 
del cual debia despachar el Poder 
Ejecutivo y el tiempo que debia acor- 
dársele para cumplir la sentencia da- 
da en su contra. 

Que en este caseí el individuo que 
reclamase, invocaría la ley, ante la 
Corte y ésta mandaría cumplir el fa- 
llo. Comprendiendo que no conve- 
nía dejar al arbitrio de un Poder con- 
denado por una sentencia fundada 
en ley, el derecho de cumplirla ó nó. 
porque eso no seria consultar el de- 
rechodel que reclama, se pensaba 
sin embargo, que la ley podía fijar 
términos perentorios para el procedi- 
miento, constituyendo éstos el ampa- 
ro del derecho de las partes. 

Insistían sin embarco los .sostene- 
dorés'de la enmienda, en que debia 
sancionarse el artículo tal como se 
habia propuesto, por no existir la 
Corle de Reclamos, que en los Esta- 
dos Unidos por ejemplo, avoca el 
conocimiento de los asuntos conten- 
cioso administrativos. 

Que en los Estados Unidos se 
agregó, no hansupuesto ni remola- 
mente que haya ataque á un Poder 
Público, cuando éste es condenado en 
virtud ile sentencia judicial, pues allí 
esta establecido que: La suma de 
cualquier sentencia definitiva ó de- 
creto dado en favor del reclamante, 
en cualquier trámite ante la Corte de 
Reclamos 



será pagada de cualquier asignación 
especial aplicable al caso; si existie- 
ra semejante partida, la sentencia ó 
decreto será pagado de lamisma ma- 
nera que cualquiera, otra sentencia de 



la Corte, baya ó no fondos disponi- 
bles. 

Que se halla también establecido la 
forma en que se ha de hacer estando 
preceptuado qué: "En todos los ca- 
sos de sentencia definitiva, la suma 
que debe tomarse será pagada de 
cualquier partida especial que pueda 
existir eníaley, para satisfacer re- 
clamos particulares; y, á la simple 
presentación al Secretario del Teso- 
ro de una copia de la mencionada 
sentencia certificada por el Juez de la 
Corte de Reclamos y firmada por el 
Presidente, y, en su ausencia, por el 
Juezqúe ella designe.» 

Que si se le quitaba á la Corte 
Suprema, la Facultad que se le ha 
rindo en lo contencioso administrati- 
vo v si' le quitase también la facul- 
tad de dirimir los conflictos posibles 
entre los Poderes Públicos, vendría 
á quedar reducida á una simple 
Cortede casación con limitadísimas 
facultades. Que ene diferencias di; 
nombres, nuestra Corte Suprema ríe 
Justicia es la Corte de Reclamos de 
los Estados Unidos de América y que 
no debia olvidarse queen los Estados 
Unidos hay, en ciertos casos, apela- 
ción de las reso'ueiuncs délas Cortes 
de Reclamos ante la Corte Supre- 
ma. 

Observábase también que se había 
puesto la palabra retardarían para 
obligar ni Poder Ejecutiva á que des- 
pache. Que la segunda parte del in- 
ciso puede contener el caso en discu- 
sión, \ que en ley complementaria 
del precepto constitucional, pueda fi- 
jarse el término dentro del cual de- 
be espedirse el Poder Ejecutivo, lo 
queen definitiva venia á dar el mis- 
mo resultado que se buscaba. 

El señor Convencional que habia 
pedido la creación de! Tribunal de 
Reclamos concluyó por aceptar el ar- 
tículo propuesto, conviniendo en que 
la Supremo Corte de la Provincia de- 
bia tener la facultad que por él se le 
da, porque reconocia que existe en 
el proccdimientoact.ua! este vacío, ó 
deficiencia que era necesario reme- 
diarse. 
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Agrogóse por el autor de la. en- 
íeoda, que debía tenerse presante 
[Tibien que la Constitución en su ar- 
illo 218 dice que: "en las causas 
nteneioso administrativas l;i ar- 
an debe deducirse ante la Suprema 
irle en ei pereníoráj término de un 
es contado desde la fecha en que la 
rtoridad administrativa hizo saber 
i resolución fí la parte interesada.» 
IC ose artículo en el cuerpo de la 
institución busca simplemente que 
tay venga á establecer loque dice 
( ¡sustitución en las disposiciones 
msitorias y otras, como lo lia he- 
io la ley de procedimientos rogla- 
entando la forma en que se lia de 
■esentar la demanda ante la Corte. 
Después de haberse ocupado la 
unisiiiii de otros puntos incideutn- 
s de la cuestión, llegó & armoni- 
ir sus ideas, conviniendo en admi- 
■v sancionar el nuevo articulo en 
3 tómninos ya mencionados al co- 
enzar la discusión. 

Aceptado sin observación el arti- 
llo 107, la Comisión paso á oeupar- 
j del 158. que dispone que: "La 
aprema (orle hará su reglamento 
podrá establecer las medidas dis- 
plinarias que considere convenien- 
is á la mejor administración de Jus- 
tas. » 

Sugirióse ¡a idea de si im seria 
.ni veniente restringir las faeulta- 
ss que sedan a la < lorte en virtud 
3 los términos del articulo 158, de- 

rminando de alguna manera cuáles 
ui las medidas disciplinarias que 
iiede tomar para la mejor adminü- 
acion de Justicia; pues La Corte ha- 
ia ido un poco lejos en ciertas oca- 
ones al hacer usode las facultades 
noel arlieuio le confiere. De esto 
3 concluía, que debía proyectarse 
Iguna fórmula limitativa de las fa- 
uUades de la Corte al résped •■ 
A todo esto se contesto diciendo, 
ue cuando recién se instaló La < lorte 
e Justieia no teniendo leyes orgá- 
icasá qué sujetarse, se vio en el ca- 
o de dictar algunas medida:-, ó dis- 

'< - disciplinaria- ipie acaso 

■eerse entraban en las facul- 



tades de la Legislatura, pues que I 
Córtese había visto obligada. ;.i dñ 
tarlas porque las circunstancias ur- 
gentemente se lo reclamaban, ha 
biéndose, sin embargo, apresurad 
á dar cuenta ala Legislatura acón 
pallándole copia de todas sus «acot 
dadas." Estas esplieaciones se cre- 
yeron satisfactorias y no se insist'ti 
mas sobre el punto. 

Entrando á considerar el fund 
misino del artículo, uno de los mieti 
brosde la Comisión hizo presente, 
que creía llegado el momento * 
enunciar algunas ideas con el objetí 
de que la disposición contenida en c 
artículo 158 comprendiera de un 
manera espresay terminante cierté 
facultades inherentes á la alta ad 
ministracion de Justicia y propias pa- 
ra el mejor desempeño de las fu licio- 
nes de la Suprema forte, como por 
ejemplo, el poder de ejercer la supff" 
[■intendencia en 'orlo lo relativo a la 
administración de Justicia. Que ha: 
ta ahora la Corte en virtud de la fa- 
cultad que le acuerda el articulo ; 
de la Constitución, había ejercido ; 
seguia ejerciendo la supcrintendciv 
cía que le daban las antiguas leve; 
tanto españolas como patrias. Que 
creía que ta) facultad debía consig- 
narse de una manera permanente i 
la Constitución, no dejándola a la le 

orgánica 6 ó leyes especiales. Que e 

Pudor Judicial es una rama de la so- 
beranía, independiente de los otros 
poderes, y que como la Suprema 
Corte de Justicia figura en el Poder 
Judicial como cabeza o jefe de dicho 
poder, necesita lógica y necesaria- 
mente la superintendencia en el go- 
bierno judicial, y que así debía con- 
signarse en la Constitución, debien- 
do recordarse también con este mo- 
tivo, que en la ley de Justicia Nacio- 
nal, dictada últimamente por el Con- 
greso se babia reconocido á la Cor- 
te Federal esa preeminencia. 

De conformidad con estas ideas, se 
propuso cambiar la redacción del ar- 
tículo 158, dándola esta forma: 
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ciptinaria en toda la administración 
de Ju&ticia ¡fe la Provincia. & ette 

fin (Helará su* rei/lunientos >/ '"s ;,<<■- 
didns ■iixripüntfrit's ij'/e considere 
nientes. 

Sometido á !a consideración de la 
Comisión este articulo, fué aprobado 
& mérito de las razones que so aduje- 
ron para fundarlo. 



El misino señor Convencional au- 
forde la modificación al articulo lóS, 
hizo presente la conveniencia de que 
el Poder Judicial, la Corte Suprema, 
estuviera facultada como los otros 
poderes para hacer los nombramien- 
tos de todos los empleados subal- 
ternos de su dependencia, cuyos 
nombramientos no estuviesen confe- 
ridos es|>lic¡tamcnte á los otros po- 
deres, fundándose | >a i*.i ello, en que 
el Poder Judicial como cualquiera 
de los otros que sirven de órgano al 
ejercicio de la soberanía es un po- 
der que tiene su esfera propia de ac- 
ción y en consecuencia, eort'espon- 
de que esté investido de la facultad 
de nombrar los empleados de sude- 
pendencia para el mas acertado de- 
sempeño de las funciones que la ley 
le coutiere. 

Propuso, pues, en armonía con es- 
tas ideas que esplayó extensamente, 
un nuevo articulo redactado de este 
modo: 

Art Ln Riijirvin.ii Curie nombra 

lodos los funcionarios de ln A/hni- 
riislrnriuii de Justicia cuy! designa- 
ción na esté deferido á otro poder 
púhiwn por esta Constitución. 

Aceptado este nuevo articulo en 
los términos con que se nabi&prfl- 
senBado, Sé pasó á considerar el ar- 
ticulo 159, que no sufrió ninguna 

alteración. 



Pasando a examinar el artículo 
160 en el que se dispone el estable- 
cimiento de Cámaras de Apelación 
y Tribunales ó Jueces de primera 
instancia, permanentes ó viajeros 
en los Departamentos judiciarios de 



la Provincia, se observó, que en el 
articulo debía decirse en ve/, de la 
Ciudad de Buenos Aires: en la Capital, 
sustitución que fué aceptada perla 
Comisión, en virtud de la federali- 
zaciou de esa ciudad, como 98 acep- 
to también, que en lugar de decir; 
'•// ln C"i/i/i"iiii, como está coiisi^im- 
do en la parte final del artículo, se 
dijera; cu los demás Depurtami-nina. 

Un miembro de la Comisión, in- 
dio la supresión de las palabras » 
viajeras, que están en el artículo. 
Para fundir esta reforma dijo, que 
la disposición que establece Cáma- 
ras viajeras entre nosotros, ha sido 
tomada de la Constitución Norte- 
A-merjcana, sin tener en vista que 
ella adopta una organización judicial 
distinta de la nuestra. Que el incon- 
veniente de constituir Tribunales 
i'süs condiciones resaltaba fácilmen- 
te al considerar que los Departa- 
mentos judiciales serian muy mal 
servidos desde que la mayor parte 
i leí año quedarían en la imposibilidad 
de ejercer el recurso de apelación. 

Kecordó que la Legislatura quiso 
poner en practícalas Cámaras viaje- 
ras en la Provincia y se vioqueera 
imposible hacerlo por los inconve- 
nientes de la distancia, medios de co- 
municación y la diseminación en que 
se halla nuestra población, como por 
muchas otras dificultades que hacían 
material mente irrealizable esa idea, 
por loque también se pensó en es- 
tablecer una sola Cámara de Apela- 
ción viajera para todos los Departa- 
meatos de la camparla, loque hu- 
biera importado ocasionar mayores 
perjuicios á los habitantes de la Pro- 
vincia sin obtener ventaja alguna. 
Que los mismos autores de la Cons- 
titución de 1873 no sabían qué obje- 
to se había tenido en vista al esta- 
blecer las Cámaras viajeras: es de- 
cir, los mismos que saacioaaroo la 
creación de ellas no supieron después 
darse cuenta de las razones que la 
aconsejaron.— Que en Bsaépacp se 
invocó también el progreso y los 
adelantos de la Provincia comparán- 
dolos con los de Estados Unidos, sin 






fijarse que este solo motivo no era 
suficiente para establecer ese pre- 
cepto constitucional, en el cual ha- 
bía el peligro de que la Legislatura 
se pusiera de acuerdo con el Poder 
Ejecutivo dando á éste facultad para 
que designe los Jueces que constitui- 
rían esos Tribunales viajeros, loque 
si bien no importaba una tiranta se- 
ria por lo menos una arbitrariedad, 
aún cuando no debiera olvidarse lo 
que hizo Jacobo II con jueces vo- 
luntariosos que autorizaron decapi- 
taciones inicuas; que el Poder Eje- 
cutivo estaría lejos de hacer esto, 
pero dispondría de una arma formi- 
dable haciendo tal vez servir por ese 
medio al Poder Judicial & pasiones 
malsanas. Que por todo esto, debia 
decirse en el articulo simplemente... 
Permanentes en la Capital de la Pro- 
vincia y en los distritos judiciales 
e/iie se considere conveniente, etc., y 
que una vez que se hiciera sentir la 
necesidad de establecer lo contrario, 
había oportunidad de hacerlo cuan- 
do sobreviniera la reforma de !a 
Constitución, para lo cual, no tras- 
currirían muchos anos dadas las 
condiciones y las exigencias de la 
época presente. 

En contra de estos argumentos se 
hizo notar que la disposición cons- 
titucional que se combatía no era im- 
perativa sino alternativa, desde que 
en ella se decía que la Legislatura 
establecerá Cámaras de Apelación y 
Tribunales de Justicia permanentes 
ó viajeros 

Que por consiguiente, no siendo 
imperativo el mandato de que sean 
viajeras, no habia ningún peligro ó 
inconveniente en consignarlo así, im- 
portando al mismo tiempo una es- 
peranza y una conquista. Que por 
otra parte, la distancia, la falta de 
población y de medios de comuni- 
cación no eran un obstáculo para que 
deje de subsistir esa disposición, 
puesto que el país diariamente está 
recibiendo modificaciones en todas 
las esferas de su vida de una ma- 
nera tan rápida y extraordinaria, que 
todo lo que hoy es una dificultad 
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mañana será quizá lo mas fácil y Vice- 
versa, y muchos de los pueblos que 
actualmente parecen beneficiados á 
ese respecto tal vez sean los mas per- 
judicados. Que las Cámaras viaje- 
ras fué una conquista de la Consti- 
tución de 1873, cuya trascendencia é 
importancia es indudable atendiendo 
solo á que los jueces que salieran de 
la Capital para ir á presidir un Tri- 
bunal en lo;- Departamentos, estan- 
do alejados de la posición do fortu- 
na y de la ¡dea de interés, lle- 
van consigo el sello de la impar- 
cialidad, y desde que se sabe muy 
bien que los jueces que están 
instalados en una localidad crean 
vínculos y relaciones que constitu- 
yen un circulo del cual no pueden 
estar del todo libres, evitando que 
las influencias lleguen A desviar el 
criterio del magistrado de la aplica- 
ción recta de la justicia. Que en 
cuánto A la organización de la ad- 
ministración de justicia do los Es- 
tados Unióos de América, era ella 
admirada por la Europa entera, ci- 
tándose las decisiones de esos Tri- 
bunales con preferencia de las opi- 
niones de los mas afamados estadis- 
tas. Que tratándose de jueces viaje- 
ros irían éstos á ejercer sus funcio- 
nes como cualquier otro empleado, y 
que las dificultades que hoy podrían 
presentarse serian menores cada día 
hasta implantar definitivamente en la 
Provincia esa importansísima insti- 
tución. 

Que en cuanto al peligro que se ha- 
bia apuntado respecto á los nombra- 
mientos caprichosos que pudiera ha- 
cer el Poder Ejecutivo de acuerdo 
conlas Cámaras, temiéndose en esto, 
hasta el entronizamiento de una tira- 
nía, no habia razón para ir tan lejos 
en el campo de las suposiciones, des- 
de que la tiranía entre nosotros lo 
primero que ha hecho es hacer desa- 
parecer la acción de los Poderes Pú- 
blicos; que para que el terror se pro- 
duzca, la tiranía busca arraigarse en 
las clases bajas de la sociedad, produ- 
ciendo movimientos tumultúanos en 
nombre del pueblo á quien se invoca 
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para el incendio, la matanza y el ro- 
bo, lo que no sí hace seguramente á 
nombre de los Tribunales; que es asi 
Domo se han levantado y se han im- 
puesto las tirantas en nuestra Améri- 
ca, a las cuajes les ha convenido 
crear pueblo ó mostrarlo allí donde 
jamas existió, porque es en nombre 
de él que han nacido y han imperado 
los déspotas y no en nombre del Con- 
greso ni el del Poder Judicial. Que 
por todas estas razones debia man- 
tenerse en el articulo el precepto so- 
bre las Cámaras y los Tribunales via- 
jeros, para que se aplique según sean 
las circunstancias, y usando" de tuda 
la discreción con que debe proceder- 
sé tratándose de la implantación de 
una institución tan sabía y adelanta- 
da como la de que se trataba, conser- 
vándolo por ahora cu la Constitución, 
como una esperanza, una conquista, 
que con el andar del tiempo, el pro- 
greso y el gran desenvolvimiento que 
toma la Provincia de Buenos Aires, 
puede llegar a ser de una necesidad 
imperiosa. 

Se opinó en seguida, que era con- 
veniente consignar en el artículo que 
debia tomarse la población como ba- 
se principa] para la división de los De- 
partamentos Judiciales, atendiendo 
álapoca uniformidad quotieneaetual- 
mente, alo que se contestó, que eso 
era materia de la ley reglamentan,-! 
que podía apreciar mejor todas las 
condiciones según los casos para ha- 
cor esa división, 

No habiéndose aceptado la enmien- 
da que se propuso consistente en eli- 
minar del articulo la palabra oiqferas; 
él fué aprobado completamente en su 
fondo, pero con las modificaciones 
de forma que al principio de la discu- 
sión se propusieron, de modo que vi- 
noá quedar redactado en esta forma: 

La Legislatura tidal dece.i'á ('.'amuras 
de Apelación ■.> y Tril.miiuií's ó Jillhv.s ■!■_■ 
Primera Instancia en lo civil y o orne r- 
'■:;lI [>■ i'iii/iii'.'iili's en la Capital, doter- 
iiiíiiíiii'h' Lis liiiuii's 'I'- su jurisdicción 
territorial y las materias de su eom|io- 
taneia en SU faero respectivo. En ios 
'l.i'ni/h Jwpi.irt'iíiieiüQs los establecerá 



permanentes 6 viajems organizando los 
distritos judiciales que considere con- 



Se recordó al considerar el articu- 
lo 161 quediclio articulo y los demás 
correlativos de la Constitución no han 
estado en vigencia por no haberse 
dictado hasta ahora la ley reglamen- 
taria que organice el Juri, el proce- 
dimiento y las funciones del letrado 
que debe presidirlo. Que era indu- 
dable que la Convención de 1870 ha- 
bía sido partidaria del Juri civil, pe- 
ro no había llegado á establecerlo en 
todasu amplitud, limitándose , -i loque 
dispone el articulo 161, esto es,áJ Ju- 
ri de prueba cuando alguno de los 
litigantes lo solicitare, siendo eviden- 
te esta limitación por la disposición 
contenida en otro articulo en que se 
autoriza á la Legislatura para que li- 
mite el procedimiento de la prueba 
por jurados si no diese en la practica 
resultados favorables. No se negaba 
la. ventaja de la disposición contenida 

'.■o si artículo, pues ara indudable 

que esta justicia administrada por 
jurados produciría efectos importan- 
tes sobre la declaración do los be- 
ohos, -iondo tal vez mas conveniente 
quela prueba científica, la cual está 
rejida por ciert.-i.s regías que la em- 
barazan y complican. 

Que el único temor que tuvieron los 
constituyentes al ocuparse de la dis- 
posición general del artículo 14, que 
dice: "Se asegura para siempre á 
todos el juicio perjurados», fuéel do 
que la Provincia no tuviese en la 
actualidad elementos para el estable- 
cimiento de esa institución; por cuya 
razón, cuando se ¡sancionó el artículo 
se dejó al juicio de la Legislatura la fa- 
cultad de fijar la oportunidad en que 
ia institución del Jurado debiera po- 
nerse en práctica, Que no había in- 
conveniente en que el articulo 161 
quedara subsistente, ¡mes si bien 
ahora no podía establecerse el Jurado 
en la Provincia, establecerlo en ia 
Constitución era una esperanza para 
cuando pudiera ponerse en práctica. 



-/ 
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Que tal había sido la mente de los 
autores de la reforma del artículo 14 
que ha quedado modificado en estos 
términos: «La Legislatura dictará 
«oportunamente la ley que organice 
«el juicio por jurados en materia cri- 
«minal. En tanto que estos no se es- 
«tablezcan la jurisdicción criminal se- 
«rá ejercida por los Tribunales que 
«crea esta Constitución.» 

Propúsose que, por las razones ya 
dadas, el jurado debía admitirse, noá 
petición de cualquiera de las partes 
como lo establece el artículo 161, 
sino por acuerdo de las partes, esto 
es, cuando las partes se conviniesen 
en que la prueba sea apreciada por el 
jurado, y que el juicio no pueda en- 
tonces tener lugar sino como una 
franquicia en favor de los litigantes 
para el caso en que quisieran acojer- 
se á las ventajas ó garantías de esta 
institución: y así debia decirse en el 
artículo: «. . . . se deferirá ¿fe confor- 
midad de partes» , en vez de «á petición 
de cualquiera de las partes. » 

También se dijo, que el artículo en 
su redacción actual ofrece un incon- 
veniente para el caso en que al Juez 
de Paz, que no es letrado, le tocase 
presidir el Juri, por lo que debia de- 
cirse, en lugar de: «por un juez letra- 
do» por — «el juez de la causa.» 

Aceptadas las dos enmiendas pro- 
puestas quedó el artículo definitiva- 
mente sancionado en estos términos: 

—La prueba de los hechos controver- 
tidos en las causas civiles y comerciales 
se deferirá de conformidad de partes, 
á un Juri que se denominará de prueba 
y será presidido por el Juez de la cau- 
sa . El Juri dará su veredicto decla- 
ra ndo los hechos que han sido proba- 
d os y los que no lo han sido. 



Observando la forma y alcance del 
artículo 162, se dijo, que á estar á 
sus términos, se concede siempre 
apelación lisa y llana contra el vere- 
dicto del juri, lo que no era correcto 
en el procedimiento del jurado. 

A esto se contestó, que debia ^en- 
tenderse que el juri de prueba tiene 



únicamente por misión recibir la 

}>rueba y preciarla con arreglo á 
o que aetermine la ley de proce- 
dimientos que debe dictarse. Que 
podía llegar el caso en que se infrin- 
jiera ó violase esa ley de procedi- 
mientos y entonces era precedente el 
recurso. Que aun pboia presentar- 
se el caso de legalidad ó ilegalidad 
de la prueba cuando, por ejemplo, el 
juri admite testigos inhábiles, ya por 
ser menores de edad, ya por encon- 
trarse en condiciones de ser tachados 
declarándose justificados los hechos 
con tales testigos. Que también po- 
día presentarse otro caso en que la 
Erueba testimonial no fuera actmisi- 
le, á no ser que hubiera principio 
de prueba por escrito y que el juri 
reciba esa prueba sin dicho requisito. 
Que en todos estos casos debia haber 
recursos para ante la Cámara de 
Apelación y que teniéndolos en cuen- 
ta era conveniente reformar el artículo 
162, en tal sentido. 

Quedó, pues, el artículo de este 
modo: 

—Contra el veredicto del Juri se 
concederá el recurso de apelación para 
ante la Cámara de Apelaciones respec- 
tiva que se limitará á conocer y resol- 
ver so ore la legalidad del 'procedimien- 
to ó de la prueba. 



Se propuso al examinar el artículo 
163 que él fuera modificado en el 
sentido de que se estableciese que, 
declarado ilegal el procedimiento ó 
la prueba, se considerara ésta nula 
y se defiriera á otro Juri. . Que era 
conveniente que se especificase el 
caso de declararse nula la prueba, 
porque la ilegalidad del procedimien- 
to no importa siempre declarar nula 
la prueba, y que entonces era preci- 
so señalar los casos en que puede 
deferirse á otro Juri, como son la 
ilegalidad del procedimiento ó de la 
prueba. Y como pudiera presentarse 
el caso en que, cuando hay ilegalidad 
en el procedimiento del Juri, la Cá- 
mara de Apelaciones para ante quien 
se recurre declare ilegal el procedí- 
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miento y diga: fórmese otro Juri de 
prueba, sucediendo después de ese 
nuevo Juri cometa también ilegali- 
dades, habría que formar un tercer 
Juri repitiendo indefinidamente el 
mismo procedimiento, lo que sería 
inadmisible, creyóse conveniente 
que el articulo quedase en esta for- 



— Docliii'iiilíj ileftíi-1 el procedimiento <> 
la prueba, ésta se deferirá á otra Ju- 
ri, y sí el iM-rrt'i'-ti, ¡Ir <--:<e fuese l.iim- 
fihm declarado ilegal, el Jue: de la 
causa avocará 
mas trámite. 



Esta redacción fué 
mas observaciones por la mayoría de 
la Comisión 



De acuerdo con las reformas que 
se habían introducido en los otros 
artículos sobre el Jurado, se modificó 
el articulo 164 adoptando la Comisión 
la redacción- siguiente, á propuesta 
de uno de sus miembros: 

— No reclamado el veredicto del Juri 
□ reaaeüo e] recurso une contra él se 
háblese interpuesto s,,hr¡' tu lei/alidml 
ilel procerlimieiiln >'• ¡l<>- tu ¡•ri/e/>,(. .\ 

Juez o Tríl al ante rjuiau se lia ini- 

eiii.li> la causa dictará sentencia, apli- 
cando el derecho ¡tíos hechos probados 
y n los aceptados por las p 
FerdaderOB. Gontra su sentencia se 
otorgarán lo.s recursos que la ley de 
procedimientos establezca para ante la 
Cámara de Apelaciones. 

Como se vé, la reforma ha consis- 
tido en sustituir la fiase: "en razón 
de la legalidad ó ilegalidad de la 
prueba», del primitivo texto, por 
esta: «sobre la legalidad del proce- 
dimiento ó de la prueba»; y en supri- 
mir las palabras siguientes: "de la 
manera que espresa esta Constitu- 
ción y determino la ley de procedi- 
mientos.» 



Con la simple modificación de cam- 
biar la palabra final preside por la de 
presida del articulo 165, fué éste 
aprobado, acordándose al mismo 



tiempo que él ocupase en la Constitu- 
ción el lugar del artículo 167, en aten- 
ción al desarrollo mas lógico de la 
materia. 



Pidióse la supresión del articulo 
I (>ü | i ir c< msiderar que era innecesa- 
rio dadas las disposiciones conteni- 
das on los artículos 14 y 165, y la 
mayoría de la Comisión estuvo de 
acuerdo en que fuera eliminado. 



El articulo 167 fué í, 

sufriendo mas alteración que la do 
agregar la palabra especiales on se- 
guida de la de conocimientos, para 
aclarar su sentido y redacción, de 
modo que dicho artículo pasando á 
Ocupar el lugar del 105 por las razo- 
nes que so tuvieron en vista al tratar 
de éste, quedó sancionado asf: 

La prueba de tos hechos controverti- 
dos en las causas civiles y comerciales 

pii.ru cuya, apvrv.hn/iou so requieran co- 
nocimientos especiáis», ate., etc. 



Los artículos 168 y 169, fueron 

aceptados por la ('omisión introdu- 
ciendo solo una modificación en este 
último, teniendo en vista la reforma 
hecha en la primera parte del artícu- 
lo 161 en que se establece, que la 
prueba de los hechos contri ■ 
en las causas civiles y comerciales, 
se deferirá, de ronforiiiidnd de ¡utrtex, 
B va Juri, ; etc. Tal modificación, 
consistió en cambiar la frase del ar- 
tículo 169 que dice: «cuando ninguna 
de las partes lo solicite", por esta 
otra: «ruando las parlen no lo solicita- 
ren, h 

Queda, pues, el artículo sanciona- 
do con la modificación indicada. 



Pasando al articulo 170, en el que 
se dispone que en las causas que 
conozcan los tribunales colegiados 
originariamente ó en virtud de recur- 
so, establecerán primero las cues- 
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tiones de hecho ven seguida las de 
derecho, votando separadamente so- 
bre cada una de ollas: se preguntó, 
que si esta disposición erabuena para 
esos Tribunales, por qué rio lo ha- 
bía de ser para los unipersonales, 
haciéndola por lo tanto estensiva a 
ellos? 

— Se contestó que esa disposición 
constitucional tendiaá que los jueces 
de los Tribunales colegiados no mi- 
ren las causas en su conjunto como 
antes lo hacían, sino que las des- 
compongan en sus detalles, para 
precisar las cuestiones que deben 
ser objeto de su decisión establecien- 
do primero las cuestiones de hecho 
v en seguida las de derecho, votan- 
do separadamente sobre cada una de 
ellas, previo acuerdo sobre ciertos 
puntos que se desprenden de las 
constancias de autos, formando asi 
un plan fijo sobre el cual se discute 
para evitar divagaciones y armonizar 
las opiniones en las ideas fundamen- 
tales que sirven de base. 

Entre tanto, que no sucedía lo 
mismo tratándose de los Tribunales 
unipersonales en que el Juez rela- 
ciona los hechos, y como él solo es 
el que tiene que decidir, reflexiona y 
resuelve sobre esos hechos por sí. 

Se acordó dejar el articulo, des- 
pués de estas lijeras observaciones, 
tal como se halla en la Constitución. 



Los artículos 171 y 173, no fueron 
observados, quedando por lo tanto 
sancionados sin reforma alguna. 

El articulo 173 que dice : «Queda 
establecida ante todos los Tribunales 
de la Provincia la libre defensa y la 
libre representación ». ocasionó una 
larga discusión a propósito de una 
eiimiendaque se propuso respecto de 
los principios que contiene. 

Deseaba uno de los miembros de 
la Comisión, que desapareciese del 
articulo el principio de la libre repre- 
sentación, quedando tan solo subsis- 
tente el de la libre defensa, fundando 
su opinión en los resultados poco sa- 
tisfactorios que había dado entre no- 




sotros la libre representación en jui- 
cio. Que no podía dejarse de reco- 
nocer el descrédito que ella había 
acarreado en la marcha y adminis- 
tración de la justicia, sin" que tuvie- 
ran culpa del desprestigio en que ha- 
bía caldo, ni la ley, ni los Jueces, si- 
no los que ejercían la representación, 
los cuales valiéndose de la libertad 
con que ella se practicaba, cometían 
abusos y actos censurables, que esta- 
ban amparados indirectamente por 
la subsistencia y la amplitud det prin- 
cipio. Citáronse en abono de estas 
ideas, hechos y antecedentes que ten- 
dían á demostrar los perjuicios rea- 
les y positivos de la aplicación prác- 
tica del principio de la libre represen- 
tación. 

Concluia, en virtud de estos razo 
namientos, el autor de la modifica- 
ción propuesta, que era necesario ha- 
cer desaparecer del articulo 173 el 
principio de ta libre representación, 
consignando únicamente el de la li- 
bre defensa en juicio, y pedia al efec- 
to, que se diera á dicho articuló una 
nueva forma en el sentido que dejaba 
indicado. 

Tomando en consideración otro se- 
ñor Convencional los argumentos an- 
teriormente aducidos, manifestó que 
los principios de libre defensa y de 
libre representación, estaban tan es- 
trechamente unidos, que no podían 
suprimirse uno sin mutilar ó dejar 
incompleto e! otro, y que asi, 6 se 
dejaban subsistentes los dos princi- 
pios contenidos en el articulo ó se eli- 
minaban suprimiendo ambos conjun- 
tamente. 

Que era menester tener presente 
por otra parte, que la libre represen- 
tación no podía producir ninguna 
perturbación á la secuela del juicio, 
desde que dada la forma de actua- 
ción y notificaciones de nuestra ley 
de procedimientos, el representante 
tiene el deber de comparecer á la Se- 
cretarla del Juzgado ó Tribunal en 
días señalados de antemano para ser 
instruido de las providencias que se 
dictaren, dándosele por notificado si 
no lo hacia, y que sí obra fuera de los 
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límites de su mandato, comete un 
abuso que le hace acreedor á una re- 
prensión ó castigo. Se agregó, ade- 
más, que si se eliminara ó restrinjie- 
ra la libre representación se atentaría 
contra un principio muy adelantado y 
universalmente reconocido como bue- 
no; y que por mayores que fueseii los 
inconvenientes que su aplicación hu- 
biese encontrado en la práctica no de- 
bía desaparecer de la Constitución, 
atendiendo también á que cada uno 
debe ser dueño de sí mismo, esto es, 
señor de sus acciones para elejir li- 
bremente la persona que ha de repre- 
sentarlo en juicio; tanto mas cuanto 
?[ue el mismo interesado es quien su- 
re las consecuencias de sus propios 
actos, esto es, los resultados de la 
buena ó mala designación que haya 
hecho de la persona que al represen- 
tarlo en juicio gestiona sus intereses. 
Sin modificación alguna se aceptó 
el artículo 173, como está en la Cons- 
titución, por estar la mayoría de la 
Comisión de acuerdo con las ideas 
que se espusieron para sostener el 
mencionado artículo. 



Leído el artículo 174 que dispone, 

Suetoda causa por hecho calificado 
e crimen por la ley, será juzgada 
con la intervención de dos Juris, uno 
que declare si hay ó no lugar á acu- 
sación, y otro que decida si el acu- 
srdo es ó no culpable, observó un se- 
ñor Convencional, que no veía por su 
parte la conveniencia de que existan 
dos Juris desde que uno, á su juicio, 
era bastante, porque la institución de 
los dos jurados venia á demorar la 
sustanciacion del juicio, no habiendo 
necesidad de que un jurado declare 
si procede ó no la acusación y que 
el otro decida de la culpabilidad, que 
era mucho mejor y mas expedito que 
un solo Juri aproveche el estudio de 
sus propias investigaciones para dic- 
tar su fallo. A esto se contestó, que 
el artículo establecía la perfección en 
materia de jurado, sujetándose en es- 
to á las prácticas seguidas en Ingla- 
terra v los Estados Unidos, donde en 



esa organización, se hacia consistir 
la garantía del jurado; que por otra 
parte, no debiera perderse ae vista, 
que si el jurado que va á declarar si 
hay ó no lugar á la acusación es el 
mismo que va á conocer de la cul- 
pabilidad, podría dejarse influenciar 
por la prevención ó la inclinación na- 
tural de ver un crimen donde solo 
existe la inocencia, y que la ley ha 
querido por esto garantir la indepen- 
da é imparcialidad de las resolucio- 
nes judiciales, nombrando otro Juri 
que juzgue si el acusado es ó no cul- 
pable, siendo esto también lo que ha 
dado su razón de existencia á los jue- 
ces de la Instrucción, los cuales de- 
bieran crearse en la Constitución pa- 
ra la mas recta aplicación de la jus- 
ticia, y como un adelanto importante 
en su administración, y según están 
establecidas en Norte América y en 
algunas naciones de Europa. 

Esta última idea fué apoyada por 
otros señores de la Comisión; pero, 
no habiéndose insistido en ella, se 
puso á votación el artículo 174, dando 
por resultado aceptarlo sin reforma. 



El artículo 175, que establece que 
la ley organizará los Tribunales que 
deban aplicar el derecho en materia 
criminal, el modo y forma en que 
deben constituirse los juris, y el pro- 
cedimiento que debe observarse, dio 
lugar á una breve discusión por ha- 
berse propuesto por uno de los miem- 
bros de la Comisión que se creara 
por la Constitución el juez de instuc- 
cion; á lo que se replicó, que como 
por el artículo 175 se difiere á la Le- 
gislatura la facultad de dictar la ley 
que organice el jurado, á ella le cor- 
respondía establecer quien debía ser 
el funcionario que levantase la infor- 
mación de los hechos, como fijan las 
demás reglas del procedimiento del 
jurado. 

No obstante haberse insistido en 
que la creación del juez de instruc- 
ción, es una verdadera institución 
como el jurado mismo y que si era 
necesario que la Constitución scocu- 
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pase de la organización del jurado 
debia también organizar la instruc- 
ción sumaria, se sostuvo por la ma- 
yoría de la Comisión, que bastaba 
con la disposición contenida en el ar- 
ticulo 175 para que la Legislatura es- 
tableciese por medio de una ley la 
organización definitiva del jurado, 
creando en ella el juez de instrucción 
ó el funcionario que debia proceder á 
la indagación de los hechos; y el ar- 
tículo, en consecuencia, quedó en la 
forma en que se halla en la Constitu- 
ción. 



Los artículos 176, 177, 178 y 179, 
fueron aprobados sin modificación 
alguna, pasándose á considerar el 
180, que ocasionó un estenso y ani- 
mado debate. 

No fué uniforme la opinión de los 
señores de la Comisión al tratar de 
este articulo en el que se dispone, 
que la elección de jueces de paz se 
hará directamente por electores cali- 
ficados. 

Se consideró perjudicial ese siste- 
ma de elección, porque, se dijo, que 
originaria en los vecindarios pertur- 
baciones y disturbios que darían por 
resultado que individuos sin mérito 
ni importancia alguna, ocuparan los 
Juzgados de Paz, quedando sujetos á 
la influencia del partido ó bando polí- 
tico que los elevase á esos puestos y 
en los cuales representarían sobre 
todo al circulo que les dio el triunfo, 
quien, como consecuencia, les im- 
pondría los celos y resentimientos 
que provoca el choque de opiniones; 
naciendo asi mas profunda la divi- 
sión en que generalmente viven los 
núcleos reducidos de nuestras pobla- 
ciones. 

Que por esta razón, seria mas con- 
veniente, y por lo tanto de resultados 
mas benéficos, suprimir la elección 
directa y buscar en cambio un justo 
medio que concillara el derecho inne- 
gable que tiene el pueblo para cons- 
tituir por sí mismo sus autoridades 
con elinterés permanente de la co- 
munidad; que ese medio seria acor- 



dar la elección de los jueces de paz 
al Poder Ejecutivo con acuerdo del 
Senado, quien podría neutralizar la 
influencia de aquel en esos nombra- 
mientos, garantiendo asi á los vecin- 
darios contra propósitos mal inspira- 
dos que pudiera guiar en ellos al Po- 
der Ejecutivo. 

Esta idea, fué combatida haciendo 
notar -que su aceptación importaría 
retrogradar en una de las institucio- 
nes en que mas directamente están 
interesados los vecindarios, y porque 
se despojaría á la justicia de Paz del 
carácter popular que debe revestir 
por su índole y los fines de su insti- 
tución, debiendo tener el pueblo en 
esos nombramientos la mayor liber- 
tad posible; porque si en ellos se que- 
ría limitar su intervención directa, 
atendiendo á los inconvenientes que 
pudieran presentarse en la práctica, 
y los que era indudable debían evi- 
tarse en obsequio de la misma insti- 
tución, fácil seria encontrar una fór- 
mula menos absoluta que la que se 
proponía, y que sin desecharla com- 
pletamente dejara siempre subsisten- 
te aunque fuera limitado, el principio 
consagrado por la Constitución. Que 
asi, podría establecerse, que la elec- 
ción de los jueces de paz, sea de se- 
gundo grado, haciéndola la Munici- 
palidad local que debe ser elejida 
F>or los vecindarios de acuerdo con 
as prescripciones constitucionales. 
Que aceptada esta fórmula se evi- 
tarían los inconvenientes que.se ha- 
bían indicado, desapareciendo tam- 
bién las rivalidades y desacuerdos 
que se producen en los centros poco 
numerosos cuando se trata del nom- 
bramiento de sus autoridades, y los 
cuales servían de base principal á la 
enmienda que se proponía. 

Otros estuvieron porque la elec- 
ción de jueces de paz, se hiciera 
como antes se practicaba en la Pro- 
vincia, es decir, proponiendo cada 
Municipalidad una terna al Poder 
Ejecutivo para que éste elija; de esta 
manera se tendría una elección de 
segundo grado hecha por la Munici- 
palidad que reconoce su origen en el 
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pueblo, y la designación del Poder 
Ejecutivo que seria una especie de 
elección de tercer grado. Que con 
este sistema, se dijo, se escluia la in- 
tervención que se quería dar al Se- 
nado, y la cual no debia aceptarse 
porque seria exajerar el poder parla- 
mentario; que, por consiguiente, se 
obtendría este resultado: la elección 
popular indirecta, porque emanando 
la Municipalidad directamente del 
pueblo, éste, al elejirla, sabría que á 
la vez que municipal, elije elector de 
juez de paz; y entonces, un poder 
alejado de las rencillas locales y aje- 
no hasta cierto punto á los pequeños 
intereses de las comunidades, el Po- 
der Ejecutivo, elejiriade la terna que 
designase la Municipalidad. 

Se sostuvo también, que debia 
mantenerse la disposición contenida 
en el artículo sin limitación alguna y 
que en las disposiciones transitorias 
se consignara que el Poder Ejecutivo 
siguiera haciendo el nombramiento 
de jueces de paz en la forma en que 
actualmente lo hace y hasta que la 
Legislatura dicte la ley reglamenta- 
ria sobre Municipalidades y Justicia 
de Paz dentro de un plazo fijo, seña- 
lado en la misma Constitución. 

Otro señor Convencional, recordó 
que la mente que habían tenido los 
constituventes de 1870, al formular 
el artículo 180, habia sido la de pre- 
parar la elección popular de los jue- 
ces letrados ó de laaltamagistratura, 
porque, agregaba, no era lógico ha- 
cer intervenir al pueblo en la elec- 
ción de magistrados que han de en- 
tender en asuntos de menor cuantía, 
y no en la de aquellos de mayor ca- 
tegoría é importancia, desde que tra- 
tándose de la formación del Poder 
Judicial debia dársele ó atribuírsele 
un origen común y que mientras ma- 
yor sea la importancia de los cargos 
que han de desempeñar, mayor debia 
ser la intervención del pueblo sobe- 
rano en su designación ó nombra- 
miento. 

A esto se replicó, que para ello me- 
diaba la misma razón en virtud de la 
cual se entregaba el conocimiento de 



ciertas causas á los tribunales supe- 
riores y no á los inferiores, y que, 
dados los negocies que se ventilaban 
ante los jueces de paz, como el carác- 
ter de las funcione* que invisten, en 
virtud de las cuales, son jueces de 
conciliación como su mismí) nombre 
lo indica, no habia inconveniente en 
acordar que su elección la hiciera el 
pueblo de una manera mas ó menos 
directa; además de que debia tenerse 
presente que para el desempeño de 
tos puestos de la magistratura se re- 
querían aptitudes especiales y una 
competencia reconocida que, en la 
generalidad de los casos, la masa del 
pueblo no estaba en condiciones de 
apreciar. 

Otras consideraciones se adujeron 
también en pro y en contra del artí- 
culo 180, resultando finalmente de la 
votación, el rechazo de dicho artícu- 
lo, siendo después aprobado por ma- 
yoría el siguiente, en sustitución del 
suprimido: 

— La elección de jueces de paz será 
popular de segundo grado, debiendo 
los municipales del distrito respectivo 
servir al efecto de electores. No podrá 
celebrarse sesión para el nombramien- 
to de jueces de paz sin que concurran 
por lo menos dos tercios del total de los 
miembros que compongan la Munici- 
palidad que haga el nombramiento . 
Los municipales que no concurran á 
la sesio?i en que deba hacerse el nom- 
bramiento de juez de paz. sufrirán 
una multa de doscientos pesos nacio- 
nales, sa,vo el caso de causa justifica- 
da á juicio de la Municipalidad, reu- 
nida en quorum, legal. 



Los artículos 181, 182 v 183, fue- 
ron aprobados sin mas modificación, 
que la de cambiar en este último la 
palabra «concederán» por la de «con- 
cedieren,» que se creyó mas apro- 
piada para la mejor redacción del ar- 
tículo. 



Para ser colocado en seguida del 
artículo 183, se propuso uno nuevo 
en esta forma: 

— Es incompatible el cargo de juez 
de paz con el desempeño simultáneo 
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ele cualquier 'Air, empleu nacional, 
provincial ''> iiiituicip/'t en •;l 'lis/rilo. 

Con el articulo propuesto, quena 
su autor levantar la justicia de paz al 
rango y altura que ocupa bu Ingla- 
terra y Estados Unidos, donde es 
una institución reciclable, que los 
mas distinguido* ciudadanos se hon- 
ran en desempeñar, y á cuyo efecto 
debía colocársela en condiciones de 
completa independencia dentro del 
distrito ó circunscripción territorial 
donde se ejerce. 

La Comisión en mayoría aceptó el 
articulo y quedó aprobado. 



Al ocuparse del articulo 184, uno 
de los miembros de la Comisión ma- 
nifestó, queásu juicio, debía darse 
intervención á la Suprema Corte, en 
los nombramientos de los Jueces de 
i" Instancia y délos Vocales de las 
Cámaras de Apelación. Que a ese fin 
la Suprema Corte formularia una nó- 
mina de Letrados, cuyo número se 
lijaría, para que de ella el Poder Eje- 
cutivo entresacara el que había de 
proponer al Senado para llenarla va- 
cante. Fundó su indicación, en la 
conveniencia de la intervención de 
los tres altos Poderes del Estado, pa- 
ra la designación de los magistrados 
cuya misión afectaba inmediatamen- 
te los intereses mas trascendentales 
de la comunidad 

Que bajo el imperio déla Consti- 
tución de 1854, el Superior Tribunal 
tíe Justicia formaba las ternas, de las 
cuales el Poder Ejecutivo debia nom- 
brar los Jueces del* Instancia y otros 
funcionarios de la Administración de 
Justicia. Que en la Convención de 
1870 distinguidos jurisconsultos sos- 
tuvieron que debía darse interven- 
ción á la Suprema Corte. Que este 
alto Tribunal es el que se encuentra 
en mejor aptitud de conocer real y 
verdaderamente las condiciones de 
los que pueden desempeñar esos 
puestos. Qúeesel que puede estar 
mejor instruido de los abogados que 
han cumplido 6 no con sus deberes, 



así como sobre su inteligencia, ciei 
eia, probidad y moralidad. Agregó, 
que Je esta manera tendrían 
garantías para la mas acertada elec- 
ción. 

Otro miembro de la Comisión se 
opuso á la indicación, sosteniendo 
que eonellasemenoscababan y coar- 
taban las atribuciones que la i ¡oastf* 
tuciondaba al Poder Ejecutñ 
el nombramiento de los funcionarios 
del Estado. 

A esto se contestó, que no tenia 
lugar tal disminución de atribucio* 
nes, pues lo único que se pn 
era suministrar al Poder Ejecutivo 
los elementos conducentes para qtie 
la propuesta al Senado fuera lo mas 
acertado posible. Se agregó, que la 
experiencia demostraba que la ac- 
tual l'onna. de elección no respi indifi 
siempre á los verdaderos [intereses 
<!u la Administración de Justicia, en 
la que el pueblo estaba tan ínteres» 
do. Que debía también recordarse; 
que la intervención de la Suprema 
Corte propendería á que en las pfo¿ 
jinosias.se observara en lo posible, 
la escala de ascensos que reclama 
el buen régimen, premiando y alen- 
tando á aquellos funcionarios que se 
distinguieren en el ejercicio de fun- 
ciones tan delicadas y laboriosas. 

Votada la indicación fué rechaza- 
da, sancionándose el artículo tal 
como se halla, en la Constitución. 



Pasando al estudio del articulo 185 
en el que so dispone que los jueces 
letrados conservarán sus empleos 
mientras dure su buena conducta, 
se propuso que él fuese adicionado 
con la cláusula que establece el arti- 
culo 96 de la Constitución Nacional, 
yon virtud déla cual no pu 
disminuida la compensación de los 
miembros del Poder Judicial mien- 
tras (permanecieren en el desempeño 
de sus funciones. 

Para fundar esta reforma 
que con ella se complementarían las 
garantías con que debe rodearse la 
independencia do los jueces, nuedti 
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otro modosedejariaun arma podero- 
sa en manosde los Poderos Ejecutivo 
y Legislativo, que podría pesar so- 
bre Im voluntad de los magistrados 
que no tienen la firmeza necesaria 
para resistir a esa clase de coacción 
que se traduce en verdaderos sitios 
por hambre, lo que no seria difícil 
sucedieracuando por lamismaOons- 
titucion el Poder Judicial ejerce atri- 
buciones para juzgar actos de los 
otros dos poderes, los que podrían 
combinarse contra los magistrados, 
y por medio de la reducción de su 
asignación respectiva, coaccionar y 
hacer que espíritus débiles, porque 
no todos son firmes, oigan las sujes- 
tiones y los bálagos del poder. Que 
la enmienda era tanto mas fundada, 
cuanto que por la misma Constitu- 
cional Gobernador y sus Ministros 
no se les puede aumentar ó dismi- 
nuir el sueldo en favor ó perjuicio de 
los que están en ejercicio. 

Se observó á esto, que el peligro 
que se suponía para motivar la adi- 
ción propuesta, era no solo remoto 
sino que mas bien se ofrecía en otro 
orden distinto decusas: que no po- 
día aceptarse, por otra parte, que los 
Poderes Ejecutivo y Legislativo se 
combinasen en el sentido que se ha- 
bía indicado, puesto que no podia 
presentarse ú ¡es poderes públicos 
como enemigo de los intereses so- 
ciales y de las conveniencias públi- 
cas, y desde que disponían de mu- 
chos otros medios para llegar á 
. .hjoins idénticos á los que se propu- 
sieran al hacer la disminución de 
sueldos que se quería evitar. Que 
ademas, las garantías que se busca- 
ban con la fijeza de sueldos, no eran 
tan eficaces como se pudiera creer, 
porque también se halagan las pa- 
siones y se desvía la recta aplicación 
de la justicia obrando en un sentido 
opuesto, es decir, aumentando la 
asignación. 

A estose repuso, que el aumento 
im seria un peligro, porque un suel- 
do que es adecuado y basta para lle- 
nar las necesidades de la vida en la 
época que se nombra á un juez, pue- 



de no serlo en otras situaciones te- 
niendo en vista las mayores exigen- 
cías de la vida diaria, y porque en 
caso de hacerse ese aumento seria él 
estensivo á toda la Administración 
de Justicia y no a un juez determi- 
nado. 

Considerando suficientemente dis- 
cutida la adición propuesta, se puso 
á votacíou y fué aceptada por mayo- 
ría; y después de resolver que en la 
disposición contenida en el artículo, 
se debia incluir al Procurador de la 
Corte, quedó él definitivamente mo- 
dificado y redactado en los siguien- 
tes términos : 

— Los Jueces Letrados y >1 Procu- 
radtjr 'le la Corle, conservaran sus fin- 
pieos mientras duro su buena conducta, 
y recibirán puf siix tervieioa una eom- 
pensiiciun que determinan} ln (■!./, ¡i 
que no podrá ser disminuida en ma- 
ni'rii ithjti.iiti .mentras permanecieren 
en sus funciones- 



El artículo 186 que establece las 
condiciones que se requieren para 
ser Juez de la Suprema Corte de 
Justicia, fué aprobado sin mas mo- 
dificación, que comprender en él 
al Procurador de la. Corte, hacien- 
da !>"!■ consiguiente extensivas .'i 
éste, las mismas condiciones egi- 
das para ser Juez de la Corte. 



El artículo 1S7 que consigna los 
requisitos que se deben llenar para 
serelejído Juez de 1" Instancia, fué 
también aceptado, agregando en su 
parte final el número de años de ejer- 
cicio en la profesión de abogado ó 
en el desempeño de alguna magis- 
tratura, que debe también requerirse 
para ocupar esc puesto, y se redactó 
el artículode osle modo: 

—Para ser elejido Juez de 1* Iiistn.it- 

r¡;i ■.•< ri'.[ij¡iTf -'i tiini'i " diploma que 

exige el artífulii |.t"<'-l'iil<\ c¡ii.l:nl;mi;i 
en ejercicio, veinte y cinco rüqs de 
edad, y tres años ile práctica en la 
profesión ae abogado o en el desem- 
peño tte alguna magistratura. 
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A favor de esta adición, se hizo 
présenle, que para el ejercicio de la 
magistratura no bastaba el conoci- 
miento teórico del derecho, desde 
que un juez debe contar con la prác- 
tica y experiencia que da el ejercicio 
de la abogacía para poder asi aplicar 
el procedimiento de la ley con mayor 
conciencia é ilustración, lo que no 
se conseguía nombrando para el des- 
empeño de ese puesto á letrados que 
si bien podían haber hecho un estu- 
dio mas ó menos completo de la le- 
gislación, no estaban, sin embargo, 
suficientemente preparados para des- 
empeñar un Juzgado de l l Instancia, 
de una manera satisfactoria, desde 
que ese puesto reclama condiciones 
que pueden solo adquirirse en la 
práctica diaria de los juicios que se 
siguen ante los tribunales. 



Los artículos 188 y 189 no sufrie- 
ron mas alteración que suprimir en el 
primero, para evitar repetición, sus 
Últimas palabras: la misma Suprema 
Corte, dejando solo : la misma, é 
incluyendo en él al Procurador de 
la Corte ; y en el segundo , com- 
prender á ese funcionario en cuanto 
a que no puede ser suspendido en el 
ejercicio ds su cargo sino en el caso 
de acusación y con sujeción á lo que 
dispone la Constitución. 



Después de algunas tijeras obser- 
vaciones que se hicieron sobre !o que 
dispone el articulo 190, fue este apro- 
bado sin que se proyectara enmien- 
da alguna; y considerando el articulo 
191, en el cual se establece que el 
juez acusado quedará suspendido en 
el ejercicio de su cargo desde el día 
en que el juri admita la acusación, 
no se hizo sino añadir la partícula 
en después de «el dia.» 



La Comisión pasó á considerar 
conjuntamente los artículos 192 y 
193, que se refieren a" la facultad y 




modo de proceder del Juri para el 
enjuiciamiento de los magistrados. 

Creyóse conveniente hacer una 
adición á la ultima parte del articulo 
192, consistente en agregarle al final, 
la siguiente frase : pudiendo decretal' 
su destitución en el primer raso, para 
determinar de una manera esplfcita 
la facultad del jurado de separar ó 
destituir al magistrado á quien haya 
declarado culpable. Se adujo ade- 
más en favor de la adición, que es- 
tableciendo el articulo 185 de la 
Constitución la inamovilidad de los 
magistrados, era de todo punto indis- 
pensable que ella consignase tam- 
bién el caso en que el jurado, encon- 
trando culpabilidad en el juez acu- 
sado, podía destituirlo, debiendo 
entenderse que el juri no tiene mas 
facultad que la de decretar su sepa- 
ración dejando A la justicia ó tribu- 
nales ordinarios su juzgamiento por 
las responsabilidades criminales ó 
civiles en que hubiere incurrido. 

Por estos fundamentos, se admi- 
tió la modificación al artículo 192, 
aprobándose del mismo modo sin 
alteración el 193. 

He aquí los términos en qus que- 
dó sancionado el articulo 193, con la 
reforma indicada: 

—El juri dará su veredicto decla- 
rando al juez acusado culpable ó no 
culpable del hecho ó hechos que se le 
imputen, pvrlienrto decretar su desti- 
tución en el primer caso. 



Aceptados sin alteración los artí- 
culos 194 y 195, se hizo notar, al to- 
mar en consideración el 196, que su 
primeraparte, que dice: «La ley de- 
terminará el modo y forma como de- 
ben ser nombrados los demás fun- 
cionarios que intervienen en los jui- 
cios, la duración en sus funciones...» 
debia ser suprimida en atención á 
que un nuevo artículo defiere á la 
Suprema Corte la facultad do nom- 
brar los funcionarios cuya designa- 
ción no corresponda por la Constitu- 
ción á otros Poderes. 

Se propuso en consecuencia, que 






el articulo 19G se redarían) en estos 
términos, tomando del primitivo la 
parte, que dada la reforma indicada 
debía quedar subsistente : 

— La ]*»y iiet-iTiiii>i:it':Y 'ir organixa- 
cion ,),<} jiiri que debe conocer y re- 
solver en las acusari/mes que contra 
los demás funcionarios judiektlet te 

establezcan por delitos ó fu 

l.i.liis i-n A .:jcn-¡L'ii) <[,. >n- rcspt'cr.ivuS 

cargos y A \ii'o<:'-'l\aiu:nbj >.|iie ante el 
.iii'iin ¡uri debe guardarse. 

Fisto artículo t'm* aprobado por ma- 



El capitulo de la Constitución que 
habla fíe los tribunales militares, no 
esperimentó modificación de ningún 
género, originándose un lijero déba- 
le sobre el particular, que no tuvo 
mayor importancia, sin motivar re- 
forma alguna. Con lo que se dio por 
terminada la revisión de la Sección 
quinta. 



'N SESTA 



Régimen Municipal 



El articulo 199 en el que se dispo- 
ne, que el territorio de la Provincia 
se dividirá en distritos para su admi- 
nistración interior, estando a caigo 
de municipalidades, cuyos miem- 
bros durarán dos años en sus funcio- 
nes, renovándose en la forma esta- 
blecida para los Diputados, fué obje- 
to de una larga y detenida discusión, 
que dio por resultado definitivo 
aceptar el articulo como se halla en 
la Constitución. 

Se emitieron diversas opiniones 
acercado las dificultades que ofre- 
cerla on la práctica la aplicación del 
principio contenido en el articulo, 
estando en esto de acuerdo los seño- 
res déla Comisión, divergiendo so- 
lamente en cuanto á la oportunidad 
para su practieabilidad. 



Se dijo, que la Provincia no esta- 
ba en condiciones de cumplir satis- 
factoriamente con esc precepto cons- 
titucional; pues st bien existían par- 
tidos que podrían hacerlo por su po- 
blación, ilustración y m |ueza, eu 
cambio dos terceras partes no se 
hallaban en aptitud de constituir sus 
administraciones locales. Para com- 
probar este aserto, se hicieron notar 
las grandes deficiencias como la 
falta casi absoluta en que vivian 
algunos centros de población de la 
Provincia, respecto a la concurrencia 
délos elementos indispensables, sin 
ios cuales no es posible la implanta- 
ción y desenvolvimiento del gobierno 
comunal, en tal grado, que en algu- 
nas de asas localidades no sabias 
podido constituirse hasta hoy ni los 
Consejo.- Escolares establecidos pul- 
la ley general de educación vigente 
en la Provincia; que bastaba este 
solo hecho para poder apreciar, sin 
entrar en mayores consideraciones, 
que el Régimen Municipal tomado 
estrictamente en los términos del 
articulo, era materialmente imposi- 
ble hacerlo efectivo en todo el terri- 
torio de la Provincia, sin dejar de 
crear limitaciones necesarias para 
ese establecimiento. Que. por con- 
secuencia, no podia dejarse igual- 
mente á Codos tos centros poblad '- 
la libertad amplia de formar el go- 
bierno municipal, sino cuando tuvie- 
ron un número determinado de po- 
blación, rentas, escuelas, y contaran 
por consiguiente con los medios y 
recursos morales y materiales que 
constituyen la capacidad y la positi- 
va necesidad del Régimen Comunal. 
Que por lo tanto, dejando subsistenle 
el principio, se estableciera en la 
Constitución, que todo lo relativo al 
funcionamiento de las municipalida- 
des, sus atribuciones, etc., será obje- 
to de una ley que dictará la Legisla- 
tura, y que en cuanto á las condicio- 
nes que debe llenar un partido para 
gozar del Gobierno Municipal, fuese 
también materia de la ley. desde que 
en la Constitución no podía hacerse 
la reglamentación del articulo L99, S 






. A 



■ ' K. 



104 



^ HJ 



EL REDACTOR 



que si se prefería dar una forma prác- 
tica á esta idea podia consignarse en 
la misma Constitución un artículo 
concebido mas ó menos en estos tér- 
minos: 

— «Para que un distrito pueda ejer- 
cer el gobierno propio, es necesario 
que reúna las siguientes condiciones: 
I o Que tenga por lómenos una po- 
blación de seis mil habitantes; 2 o Que 
eduque una tercera parte de su po- 
blación infantil; 3 o Que cuente con 
renta bastante para subvenir á las 
necesidades de su educación; y que 
en cuanto á aquellos distritos que no 
se hallaren en estas condiciones, 
estarán á cargo de una junta econó- 
mica nombrada por el Pode* 1 Ejecu- 
tivo. 

Estas opiniones se impugnaron, 
manifestando, que no podía dejarse 
al arbitrio de la Legislatura la fijación 
de las atribuciones de las Municipa- 
lidades, desde que el objeto de la 
Constitución es reglamentar las fa- 
cultades de cada poder; que, por otra 
parte el artículo 201 zanjaba las difi- 
cultades que se habian indicado, 
desde que en él se decia, que la Le- 
gislatura determinará laá condicio- 
nes, la estension y distribución del 
Régimen Municipal, ajustándose á los 
principios ya mencionados; que fué 
esto á lo que arribó la Convención del 
73, cuando en ella se propuso que 
solo los partidos que tuviesen mas de 
dos mil habitantes podian tener mu- 
nicipalidad, á lo que se habia obser- 
vado, que la población no era una 
base segura para implantar ó no el 
Régimen Municipal, puesto que mu- 
chas veces un número menor de ha- 
bitantes podia tener mas vida propia, 
mayor comercio é ilustración que 
otro número masgrande, haciéndose 
así mas necesaria una municipalidad 
en aquel que en este otro. 

Se volvió nuevamente á insistir en 
cuanto á la primera idea que se pro- 
puso, diciendo, que debia seguirse 
en cuanto al Gobierno Municipal lo 
que está establecido en la Constitu- 
ción Nacional, respecto á los territo- 
rios federales, en los cuales el Go- 



bierno General tiene jurisdicción 
plena cuando ellos no dan signos de 
vida propia, pero que cuando acredi- 
tan poseer los elementos necesarios 
para sostener su autonomía, enton- 
ces se constituyen libremente for- 
mando Estados ó Provincias; que 
así debiera suceder en el orden mu- 
nicipal, de modo que los partidos que 
no estén en las condiciones mencio- 
nadas, debian depender del Gobier- 
no hasta mientras reúnan medios 
propios para administrar sus intere- 
ses inmediatos, bastándoles en el 
primer caso, una junta económica, 
como se habia propuesto. 

Como última observación, se dijo, 
que en cuanto á determinar la pobla- 
ción como base para el Régimen Mu- 
nicipal, habia el peligro de gue la 
Legislatura hiciera una división de 
los partidos j de tal manera, que aquel 
que tuviera diez ó veinte mil habitan- 
tes, teniendo por lo tanto derecho á 
establecer una municipalidad, que- 
dara subdividido, privando así al 
nuevo como al antiguo centro de 
población, de las conveniencias y 
ventajas del gobierno comunal; que 
además, seria injusto no hacer osten- 
sivos esos beneficios ¿I todo el terri- 
torio poblado de la Provincia, y para 
que esto no sucediera á fin de evitar 
aquel peligro, podia disponerse que 
los partidos que no estuvieren en 
condiciones de tener una municipali- 
dad propia, se incorporaran al Par- 
tido mas inmediato, teniendo así sus 
vecinos el derecho de elejir munici- 
pales que velaran por su progreso y 
adelanto. 

Esta idea fué objetada, haciendo 
presente que esa agregación ó unión 
nunca seria conveniente, porque, 
fuera de las mismas dificultades que 
en ese caso presentaría la adminis- 
tración municipal, resultarían parti- 
dos que contando con una población 
numerosa, unidos á otros, serian ya 
demasiado estensos, lo que lejos de 
importar una ventaja para el gobier- 
no propio lo imposibilitaría, contri- 
buyendo también á despertar rivali- 
dades que acarrearían el descontenta 
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la t'alt;L (lo una acción firme y uni- 
forme en la corporación que do esa 
manera se constituyera. 

Como se acordara que al discutir 
el artículo 201, se considerarían las 
bases bajos las rúales debe estable- 
cerse el Régimen Municipal, se resol- 
vió, como se ha dicho ai principio, 
dejar sin alteración el articulo 199, 

El articulo 200 que se refiere á las 
bases bajos la-; cuales debían orga- 
nizarse las municipalidades de la ciu- 
dad de Buenos Aires, fué suprimido, 
por la evidente razón de que su mu- 
nicipio ha pasado á ser el distrito 
federal de la Capitai de la República. 



Examinando en general el articulo 
SOI en el cual se establece que la Le- 
gislatura determinará las condiciones, 
la Bstensiou y distribución del Régi- 

ncii Municipal, ajustándose en cuan- 
. posible ;í los principios que se 
dejan indicadas y á las bases que 

'numen ( ¡\ mismo articulo 201, Ull 
flor Convencional pidió la supre- 
i.m de este artículo, porque á sujui- 
, debiera dejarse á la Legislatura 
toda la libertad posible para el esta- 
blecimiento de las municipalidades, 
dadas las circunstancias escepciona- 
Jes en que se encuéntrala Provincia; 
que eu la Constitución, agregó, era 
aventurado y aun peligroso el sen- 
tar las bases del Gobierno Munici- 
pal de la manera que lo hacia el artí- 
culo en discusión; pues que si eso se 
hiciera, la Legislatura no podria mo- 
dificar ninguna de ellas, trabando así 
la acción legislativa sin tener la previ- 
sión de las múltiples circunstancias 
que concurrirán en favor ó en contra 
de la subsistencias del sistema que 
Crea la Constitución para la adminis- 
tración de las Comunas. Que por 
consiguiente dejando establecido en 
principio general, se ordenara impe- 
rativamente en otro artículo, que la 

_ gislatura dictará la ley sobre mu- 
nicipalidades en un término fijo, para 
que ella las organice según ¡as con- 
diciones y las exijencias inmediatas; 
que así se salvaba la grave dificultad 



de consignar en la Constitución un 
sistema completo, dejando á las Cá- 
maras Legislativas según los elemen- 
tos que se habian tenido en vista al 
considerar el artículo 299 y de acuer- 
do con los principios que so sancio- 
naren definitivamente en la Constitu- 
ción. 

Esta manera de pensar, fué com- 
batida diciendo, que si ella se apro- 
base podria hacerse ostensiva enton- 
ces ;i todos los principios establecidas 
en la Constitución, lo que era inacep- 
table; y en cuanto al punto en cues- 
tión, lo que se quería dejar estableci- 
do en el artículo era garantizar la 
existencia del gobierno propio bajo 

imscs terminadas, como un derecho 

incontrovertible de los ciudadano- 
de la Provincia; quede lo contrario la 
Legislatura al organizar las munici- 
palidades, podía proceder capricho- 
samente falseando las bases funda- 
mentales sobre las cuales debe cons- 
tituirse el Régimen Municipal, y que 
deben servir de estructura á ía ley 
que se dicte; que en esto no cabía 
ningún peligro ni inconveniente. 

También se resolvió por la Comi- 
sión agregar después de la segunda 
frase del articulo 201 las palabra-'» 

la Capitai, y suprimir en la segunda 
parte estas otras: en cuanto sea posi- 
ble; teniendo en cuenta, en la primera 
modificación, que hay que crear 6 
establecerán la nueva capital de la 
Provincia la municipalidad ó muni- 
sipalidades que sean necesarias, y en 
la segunda, que el mandato que por 
el artículo se da á la Legislatura de 
determinar las condiciones, osten- 
sión y distribución del Régimen Mu- 
nicipal, no tenga una forma vaga y 
arbitraria en cuanto á ios principios 
quesirven de ba.seá la verdadera ins- 
titución de las municipalidades. 

En igual sentido se presentaron 
otras observaciones que fueron solo 
una ampliación del tema en discusión, 
quedando aprobado la primera parte 
del artículo 201, en esta forma: 

Lu Legislatura, determinará lascou- 
didones, ]a ostensión y distribución del 
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Régimen Municipal en la Capital y en 
los demás distritos déla Provincia ajus- 
tándose, (suprimido: en cuanto sea po- 
sible) á los principios consignados en 
el artículo anterior y á las bases que se 
establecerán mas adelante. 

Pasando á considerar la primera 
base del artículo 201, que dice: Toda 
Municipalidad se constituirá en un 
Departamento deliberativo y otro 
ejecutivo, se resolvió añadirle al 
final: no pudiendo ser constituido el 
primero sino por ciudadanos. 

Se hizo presente con este motivo, 
que el espíritu y la letra de la Consti- 
tución al ocuparse de las Municipali- 
dades, era constituir esos dos Depar- 
tamentos como un contrapeso nece- 
sario para el mayor acierto y la me- 
jor administración; y que así, debia 
reputarse esta disposición, como 
verdaderamente importante atendien- 
do á su significación real y positiva, 
y porque las Municipalidades com- 
puestas de un solo cuerpo estaban es- 
puestas á obrar sin el juicio y el crite- 
rio que debe servir de guia para 
evitar los errores impremeditados ó 
las resoluciones precipitadas que son 
tan frecuentes en las administracio- 
nes locales, las cuales no cuentan con 
un correctivo inmediato y eficaz, que 
se halla solo en los grandes centros, 
dada la trascendencia que en ellos 
tienen los intereses que se dirigen y 
administran. La agregación hecha al 
inciso I o que tiene por objeto escluir 
á los extranjeros del derecho de for- 
mar parte del Departamento Ejecu- 
tivo, fué aprobada por mayoría, des- 
pués de un breve debate, quedando 
el inciso con la adición ya indi- 
cada. 

La base segunda del artículo, por 
la cual el número de los miembros de 
toda Municipalidad debe fijarse en 
relación á la población de los distri- 
tos, no fué observaba, y entrando á 
examinar la tercera que establece 
que los electores de municipales 
serán los que lo sean de Diputados 
estando inscriptos en el Registro Cívi- 
co del municipio, y además, los ex- 
tranjeros mayores de veintidós anos, 



domiciliados en él, que paguen im- 
puesto directo, sepan leer y se inscri- 
ban en un registro especial cjue esta- 
rá á cargo de la Municipalidad, dio 
margen á que se propusieran varias. 
enmiendas con respecto á.las condi- 
ciones que deben llenarse para ser 
elector. Se propuso la adopción de lo 
que se establece en la ley municipal 
de la Capital de la República, según 
^la cual no. pueden ser electores para 
municipales, sino los que paguen im- 
puesto, y que se dejara á la Legisla- 
tura fijar el mínimum ómáximun. Se 
objetó, que debia suponerse que los 
que tienen condiciones de elejir 
Diputados no necesitan pagar im- 
puestos para concurrir á la elec- 
ción de municipales, fuera de que 
todos los habitantes de un muni- 
cipio son directa ó indirectamente 
contribuyentes para formar la renta 
municipal; á lo que se observó, que 
el impuesto de que se trataba siendo 
puramente municipal, era preciso sa- 
ber quién lo abonaba para que tuvie- 
ra á su favor la presunción de hallar- 
se directamente interesado en la 
formación de la municipalidad. ■ Se 
opinó también, que tratándose de los 
hijos del país, debiera establecerse 
que paguen solo impuesto indirecto 
y los extranjeros directo, idea que 
no fué aceptada. En seguida se pasó 
á discutir el tiempo que deben estar 
domiciliados los extranjeros en el 
municipio para que puedan ser elec- 
tores. Con este motivo se hizo no- 
tar que en vez de domiciliados debia 
decirse residentes, porque una cosa 
es el domicilio v otra la residencia, 
que es la permanencia continuada en 
un lugar determinado, pudiendo te- 
ner el domicilio en otro; v siendo esto 
así, los que residan en el municipio 
son los que están en mejor actitud de 
.apreciar sus necesidades locales y 
de tener por lo tanto u:i interés mas 
inmediato que los que están simple- 
mente domiciliados en él, para elejir 
los miembros de una Municipalidad. 
Como condición para ser elector, 
se indicó también la conveniencia de 
saber leer v escribir, á fin de estimu- 
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lar la educación primaria por medió 
de esta restricción y para que en la 
elección hubiera mavor conocimien- 
to y criterio; á esto se observó, que 
bastaba saber leer para conocer la 
boleta que se ha de entregar en los 
comicios, y sobre todo para no ser 
víctima de un engaño; por otra parte, 
que con esa limitación se inutiliza- 
rían muchísimos votos sin ventaja 
alguna, y que bastaba además las 
otras condiciones impuestas para ga- 
rantirse contra una mala elección. 

En definitiva se acordó dejar el 
inciso 3 o del artículo 201 en los si- 
guientes términos: 

— Serán electores los que paguen 
impuesto cuyomínimum determinará 
la Legislatura, y que lo sean de Dipu- 
tados, estando inscriptos en el Registro 
Cívico del Municipio, y además los ex- 
tranjeros mayores de veintidós años 
residentes en él seis meses antes de la 
elección, que paguen impuesto directo, 
sepan leer y se inscriban en un Regis- 
tro especial que estará á cargo de la 
Municipalidad. 



Para armonizar la disposición con- 
tenida en el inciso 4 o del mismo artí- 
culo, con la modificación introducida 
al anterior, después de un cambio de 
ideas, se convino, por mayoría, re- 
dactarlo en esta forma: 

— Serán elejidos todos los ciudadanos 
mayores de 30 años, que paguen im- 
puestos, vecinos del distrito con seis 
meses de residencia anterior á la elec- 
ción, que sepan leer y escribir, y si son 
extranjeros, que además de estas con- 
diciones, aumentada la residencia un 
año paguen contribución directa ó en 
su defecto tengan un capital de cien 
mil posos ó ejerzan una profesión li- 
beral. 



El inciso 5 o y último del artículo 
201, que establece que las funciones 
municipales serán carga púbilca, 
con las escepciones que determine la 
ley de la materia, no sufrió ninguna 
modificación. Entrando á consiaerar 
el artículo 20.2 que se ocupa de las 
atribuciones inherentes al Régimen 
Municipal, fué aprobada la primera 



sin que sobre ella se hiciera ninguna 
observación; pasando á la segunda 
atribución v estando á lo resuelto en 
el artículo 180 respecto á que los 
Jueces de Paz deberán ser elejidos 
por los municipales del distrito res- 
pectivo, se resolvió aprobarla des- 
pués do convenir que fuera refundida 
en ésta la atribución 3 a del mismo 
artículo, quedando por lo tanto, el 
inciso 2 o redactado en la siguiente 
forma: 

— Nombra los Jueces de Paz con 
arreglo d lo establecido e?i el artícu- 
lo 180 y los funcionarios municipa- 
les . 

En cuanto á la atribución 4 a del ar- 
tículo indicado, fué también acepta- 
da después de mediar algunas breves 
consideraciones; y examinando la 5\ 
que confiere al Régimen Municipal 
todo lo relativo al enrolamiento de la 
Guardia Nacional, fué suprimida, 
considerando que esa atribución no 
es del orden municipal; como fué 
suprimido también, después de apro- 
barse las atribuciones 6 a y 7 a , el inci- 
so 8 o en el cual se establece, que las 
Municipalidades recaudarán y obla- 
rán en la Tesorería General las con- 
tribuciones que la Legislatura im- 
ponga al distrito respectivo, desde 
que esto se refiere á facultades 
propias del Poder Ejecutivo. 



Entrando á considerar el artículo 
203, que enumera las limitaciones á 
las atribuciones contenidas en el 202, 
fueron aprobadas las cuatro prime- 
ras, sin que motivaran observación 
alguna, resolviéndose agregar, á la 
5 a , estas palabras: no piidiendo apli- 
carse los fondos á otro objeto que al 
indicado, á fin de evitar que los fon- 
dos que se obtengan por empréstito 
y con un objeto determinado se des- 
tinen á otro distinto. En consecuen- 
cia el inciso 5 o quedó redactado en 
la siguiente forma: 

Siempre que se haga uso del crédito 
será para obras señaladas de mejora- 
miento ó para casos eventuales y se 
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■i íuniH anual |>:ii;t clservHo 
fia rlemlít. no ¡util i <'H(( u aplicarse loa 
fon'lon á otro ohjclo tji'f al imVn-nih,. 



El Inciso (i" no motivó observación 
alguna. Leído el 7 o , un seQor Con- 
vencional hizo indicación para que 
se suprimieran las] 1 palabras, ó de la 
ciudad, lo que fué aceptado sin opo- 
sición. 

Los incisos 8 o y o fueron aproba- 
dos lal cual se encuentran en la Cons- 
titución. 



Eli la primera parte del articulo 
£04, que dice: ¿O! municipios, los 
riffir/ifia initnn'ijxilcs, etc., se resolvió 
eliminar las dos primeras palabras 
para evitar una repetición que se 
conceptuó innecesaria; y examinan- 
do el inciso I o del artículo se supri- 
mió su ultima parte: (a ley de Itimale- 
fia señalará la sanción penal de esta 
transgresión, fundándose en que no 
puede hacerse responsable alas mu- 
nicipalidades por las omisiones ó 
transgresiones que pudieran cometer 
sus miembros, desde que ellas revis- 
tan el carácter de personas jurídicas 
y, por lo tanto, la ley penal aplicable 
solo i) hechos punibles solo podría 
referirse á los actos que cometieron 
los funcionarios municipales, y por 
lo- cuales no puedo responsabilizarse 
■a la Corporación de que fueren miem- 
l-i roa. 

Los incisos 2*, 3", -í". 5° y >'"■ solo 
dieron lugar á lijeraa indicaciones 
que se hicieron sobre lo dispuesto 
encada uno de ellos respecto i la 
[■esponsabilídad personal de los fun- 
cionarios municipales, á los actos 
definidos v penados por la ley. como 
también ñ los daños > perjuicios que 
proviniesen de la falta de cumpli- 
miento -.i sus deberes; pero ninguno 
'le i.'-o- incisos fué objeto de modifi- 
caciones, siendo por consiguiente 
aceptados en todos sus partes, dán- 
dose por concluida la revisión de le 

ccion 6*. 
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Educación é Instrucción l'iibiw- 



El articulo 205, en virtud del . 
la Legislatura debe dictar las le 
sobre educación común y organjl 
la instrucción secundaria y supera 
sosteniendo las universidades y 1 
institutos que la dispensen, fué i 
debatido en su segunda parle. 

Se comenzó por negar al Estado 
derechode dirigir la enseñanza, re( 
nuciéndole sí, el de fiscalizarla. S 
agregó, que los establecimientos i 
educación debieran tenerunn existe 
cia orgánica independiente de la ¡ 
cion de los Poderes Públicos, oU; 
intervención debía ser limitada has 
que fuera desapareciendo gradu¡ 
mente; que, porto tanto, era ron. 
veniente que el articulo se reforní 
se en este sentido: »La Legislad 
dictará las leyes que aseguren lac< 
cacion común sobre las bases con 
nidas en el articulo 206.» 

A esto, se objetó, que la intcrveí 
cion del Estado enmatoriade educí 
cion ae 'I educía de una manera estri 
ta del sentido y alcance del artleul 
que si bien era cierto que la teori 
hoy mas aceptada es, que la edu~~ 
cíon tenga medios propios de ex 
tencia y su régimen perfectamente e 
[iedito, sin que se conceda injeronci 
alguna en ella ai Estado, lo era tan 
bien, quedadas las condiciones actu 
les de nuestras poblaciones. ' n ''<' 
cacion pública no puede 
da ventajosamente por los vencñl 
ríos; lo que hace difícil adoptar el si 
tema seguido por otros paises cotn 
la Inglaterra, que cuenta con uistiti: 
tos, academias y universidades fui 
liadas y costeadas por la ■■•■ 
particular. Que no existiendo pu< ■ 
entre nosotros el espíritu de asocil 
cion y de iniciativa para sostener bs 
clase de establecimientos, no pod 
prescindirse deque el Estado dejai 
de iut ei' venir directa ó indi reclamen 



te en Im r.rgani/.aeion y marcha de la 
enseñanza, lo que estaba por otra 
¡jarle en armonía con lo dispuesto 
parla Constitución Nacional en su 
articulo 5 a . Que todas estas razones 
debían concurrir á dejar el artículo 
20.') sin alteración alguna. 

Propúsose también introducir en 
el articulo la siguiente modificación: 
dejar su primera parte como un 
precepto, j la segunda como una fa- 
cultad, es decir: La Legislatura dic- 
tará las leyes necesarias para esta- 
■ ■rgani/.ar la instrucción se- 
,etc. etc. 

Olí as observaciones se hicieron 
ampliando las ideas que aconsejaban 
la modificación del artículo 205, en el 
-sentido de darle una forma massim- 
leral, habiendo sido acepta- 
da- dichas indicad 

El articulo de la Constitución vi- 

- este; 

Art. 205. — La í.''{TÍslLLlLir:i dictara las 
(eyes necesarias para establecer y orga- 
nizar un sistema, dé Educación Común: 
y organizará asi mismo la instrucción 
se e un (tari a y supi.TÍor, y kosUmiiIiii hs 
miiv.-['.*Í!]¡nli..j. [■(.ili.'^iuK ■'■■ iiiMtituiu* des- 

■■ .'l lliS(ICNlí«I'IflS. 

Reformado por la Comisión quedo 
de este modo: 

La Legislatura dictará tas teye* neee- 

'.'.-liiiil.-i-h'r y üi'i^aiii/íir un 
sísii'iun 'l'i educación común y la ins- 
irut.-eio» se.riiitHiiria >/ superior. 



Entrando a la consideración del ar- 
ticulo 206, que fíjalas reglas que han 
deservir de base á las leyes que or- 
ganicen y reglamenten la educación, 
se puso á discusión su inciso 1" en el 
cual se Bstablece, que la educación 
comunes gratuita y obligatoria en tas 
condiciones y bajo las penas que la 
ley determine. 

Un señor Convencional, manifes- 
tó no estar de acuerdo con la gra- 
tuidad absoluta de la enseñanza, la 
cual, .i su juicio, debiera limitarse 
únicamente á las clases menestero- 
sas do la sociedad. Dijo, que la ra- 



EOD&nisa que justificaba la educa- 
ción gratuita, era la de que ella se 
dispensaba á título de asistencia pú- 
blica, cometiéndose- una grande in- 
justicia, desde que en esa asistencia 
estaban comprendidos los hijos de 
padres ríeos que no necesitaban im- 
poner al Estado esa carga onerosa 
para cumplir con sus deberes. Que 

en virtud de esa asistencia el Estado 
amparaba y protegía a los ni fes 
huérfanos y desvalidos qae no con- 
taban con otro apoyo que el prestado 
por elgobiaroode la sociedad, para 
darse un porvenir, adquiriendo los 
conocimientos indispensables para la 
vida: pero que, si bien este era uno 
de los deberes ineludibles por parte 
del Estado en cuanto se referia ;¡ las 
clases pobres, el no estaba en la obli- 
gación de educar ü todos aquellos 
que dispusieran de los recursos ne- 
cesarios para concurrir á la escuela 
yatondoreon sus medios propíos los 
gastos que su educación demandare; 
porque (o contrario importaría crear 
privilegios injiis|,is y odiusu» en per- 
juicio delosdcinás. Que era preci- 
so, pues, colocarse en este -cutido 
en el terreno practico, para que g| 
Estado solóse hiciera cargo de la 
educación del niño cuyos padres oo 
pudieran dársela. 

Otro señor de la Comisión, pensó 
que el inciso no debia sufrir altera- 
ción de ningún género, fundándose 
para ello y contestando a las ideas 
precedentes, en que era preciso dis- 
tinguir entre la educación común o 
primaria, y la secundaria ó supe- 
rior. Que en cuanto á la primera 
debe ser exclusivamente granula. 
desde que ella esla base y el pun- 
to departida del desarrollo de to- 
da sociedad. Que no se trataba de 
una cuestión de privilegio ni de asis- 
tencia pública, sino de un deber del 
Estado en suministrar esa educación 
por todos los medios de que dispon- 
ga: que era una carga social que 
respondia á propósiins y unes de un 
alcance y trascendencia de todos 
conocidos y que no podia menos de 
reputarse, asi. puesto que la educa- 
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eion primaria es uno de los poblemas 
principales que de he resolver un 
pueblo para su propio engrandeci- 
miento y como condición esencial en 
el desenvolvimiento de su destino. 
Que en cuanto á la enseñanza supe- 
rior, ora indudable que el Estado 
no tenia la obligación de dar profe- 
siones liberales ó científicas sino que 
rada uno se las proporcionara por 
sus propios medios. 

Otro miembro de la Comisión, 
sosteniendo la disposición del inciso, 
dijo, que la gratuidad de la ense- 
ñanza primaria es correlativa de la 
obligación que tiene el Estado de fo- 
mentar la educación común, para lo 
cual emplea una parte de la contri- 
bución general, que pagan única- 
mente, por el orden natural de las 
cosas, aquellos que tienen cómo pa- 
garla. Al rico, pues, que contribu- 
ye al sostén déla educación prima- 
naque se da a los hijos de pobre, no 
podría, sino injustamente, escluírseie 
de aprovechar la escuela puní los 
suyos, desde que él contribuyo á su 
mantenimiento. El mismo señor 
Convencional que hizo esta observa- 
ción, opino que á su juicio, la Consti- 
tución debia determinar el carácter 
que la educación debe tener, relati- 
vamente A las diferentes religiones 
o creencias que profesen los ciuda- 
danos; que se había encontrado la pa- 
labra laica, para espresar que la edu- 
cación común costeada por el Estado, 
no debe tener propósitos confesio- 
nales ó de una religión determinada, 
reconociéndose generalmente que lo 
■juico que es obligatorio en la ins- 
PUCCion primaria, es la enseñanza 
le la moral. Que tratándose de un 
iafs de inmigración y colonización 
:omo el nuestro, que ha proclamado 
i libertad de creencias para todos 
• - habitantes, y siendo la institu- 
ion de las escuelas primarias un 
eoeficio común, -■■ >stenido por el 
isoro quelo forman todos los eon- 
. la < lonstitucion debiera 
insignar alguna idea tendente ú ar- 
. mizar ¡os principios constitucii ma- 
■- sobre libertad de conciencia, con 



la educación común obligatoria. 
para esto la palabra laica tío era 
apropiada porno ser completamen- 
te española, y porque en la polémi- 
ca se le ha dado un significado que 
00 tiene empleándola como antagó- 
nica á religión. 

A todo estose replicó, que la cues- 
tión que se promovía ofrecía mu- 
chas dificultades; que por otra parte 
cu la revisión que se hacia do la 
Constitución, se había apartado del 
debate todo cuando se referia á reli- 
gión por considerarse muy prudente 
aue asuntos de esta naturaleza no 
ebian llevarse al seno de la Con- 
vención, fuera de que ellos han sido 
ampliamente debatidos en el Congre- 
so Nacional como en el Pedagógico; 
que por estas y otras muchas razo- 
nos, la cuestión que se quería sus- 
citardebia evitarse, á fin de no levan- 
tar una tempestad que seria difícil 
aplacar, dejando en último caso á I 
ley que reglaméntela educación, 
resolver el punto. 

De este mismo parecer partici, 
la mayoría de la Comisión, oconlai 
doso en seguida dejar sin moditic; 
eion el inciso I o del artículo 2 



El inciso g° del articulo 306, 
se ocupa de la dirección faeultativi 
y la administración general de la: 
escuelas con i ui i es, c inflándolas i 
un Consejo General y á un Directo! 
de Escuelas, dio lugar á una breve 
discusión en cuanto a la limitación 
quclclio fijarse al Estado résped, 
é su intervención en materia de edu- 
cación, pues, se encontraba muy ad- 
soluta la disposición contenida en el 
inciso, desde que por ella se entrega 
al Estado cuanto se refiere á la en- 
señanza común, y considerando por 
estarazon un señor Convencional, 
que la palabra dirección qua empica 
el inciso tiene mucha trascendencia 
y alcance, porque importa una ac- 
ción activa e inmediata en la educa- 
ción, aicutamli i quiza contra la liber- 
tad da enseñanza, propuso cambiar 
dicha palabra por control, para alta 
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así se dijera; «El control de la edu- 
cación común estará á cargo de un 
Consejo, etc.» Se observó entonces 
que estando establecida la educación 
gratuita y obligatoria, costeada por 
el Estado, es éste quien debe dirigir- 
la, y que por lo tanto, el precepto 
constitucional se referia á las escue- 
las sostenidas y dirigidas por el Es- 
tado y no á la educación en gene- 
ral. 

En seguida se indicó la convenien- 
cia de suprimir el Consejo General 
de Educación, fundándose en que su 
creación es mas bien una cuestión 
de organización que de principios; 
que, por otra parte, era un cuerpo 
que dificultaba la acción de la repar- 
tición de escuelas, lejos de facilitarla, 
y que su supresión no perjudicaría 
en nada á los intereses de la educa- 
ción en la Provincia, pues bastaba 
confiar esos intereses á una direc- 
ción general compuesta de los ins- 
pectores de escuelas dependientes 
del Director, obteniéndose de esta 
manera mayores ventajas para la 
educación, porque así se obraría de 
un modo mas eficaz y directo. Se re- 
plicó lijeramente, diciendo, que la 
institución del Consejo General, si 
bien no os absolutamente necesaria, 
da mayor respetabilidad al Departa- 
mente de Escuelas; y que. respecto 
á los inspectores hacen también par- 
té del Consejo, desde que ellos es- 
tán en mejores condiciones de infor- 
mar y presentar mayor acopio de da- 
tos importantes para el mejor ser- 
vicio escolar; y que así siempre ha- 
bría un Consejo, pues los inspecto- 
res lo constituirían si se aceptaba la 
reforma que se proponía. 

Se resolvió dejar el inciso sin mo- 
dificación alguna. 



El inciso 3 o que determina la for- 
ma en que debe nombrarse el Direc- 
tor General de Escuelas y el tiempo 
que durará en sus funciones, no su- 
frió mas modificación, sino agregar, 
ue el Director es también Presidente 
el Consejo General de Educación, ' 



i 



para que, según se dijo, la ley re- 
glamentaria no fuera á entender que 
del seno del Consejo debe nombrarse 
el Presidente, cuando éste, puede 
decirse, constituye una especie de 
Departamento Ejecutivo. Se hizo esa 
agregación á pesar de haberse obser- 
vado que ella era una rendundancia, 
desde que el Director General de Es- 
cuelas es el Superintendente de esa 
Repartición y su Jefe nato. 

Considerando algunos miembros 
de la Comisión que un Director Ge- 
neral de Escuelas no tiene en cua- 
tro años el tiempo suficiente para des- 
arrollar y poner en práctica sus co- 
nocimientos y sus planes de admi- 
nistración y dirección en todo lo que 
se relaciona con la educación, lo -que 
se hace lentamente, mucho mas 
cuando ella está dando los primeros 
psusos entre nosotros, propusieron 
aumentar la duración de sus funcio- 
nes á cinco años en vez de cuatro, 
que es el término que le señala la 
Constitución. 

Esta idea no fué aceptada, y el in- 
ciso 3 o quedó en la forma que tiene 
actualmente. 



Examinando el inciso 4 o del mismo 
artículo 206, y en el cual se estable- 
ce que el Consejo General de Educa- 
ción se compondrá por lo menos de 
ocho personas mas, nombradas por 
el Ejecutivo con acuerdo de la Cáma- 
ra de Representantes, se dijo, que 
debiera fijarse el número de Consé- 
jales de una manera terminante, por- 
que estando á la letra del inciso en 
la parte que dice: . . . por lo menos de 
ocho personas, importa dar facultad 
al Poder Ejecutivo para que nombre 
hasta veinte ó mas, cuando con ocho 
personas estaba perfectamente aten- 
dido el Consejo, cuyas atribuciones 
son muy limitadas. 

Aceptada esta indicación, se resol- 
vió que los Consejeros duraran cua- 
tro años en el ejercicio de sus fun- 
ciones atendiendo á la naturaleza de 
éstas y debiendo renovarse por cuar- 
tas partes cada año. Se resolvió tam- 
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bien cambiar on el inciso, la palabra 
fítpresantantes por la do Diputados, 
quedando definitivamente en estos 

K'l'tllillns; 

Inciso ■i°— El Consejo liendra] «Ir Rdu- 

CMI.'ioi) Si.' CUtlinUlldn'l '.I ;lnl JiiTSOUÍlri 

mu-;. iiuiiiIii'h.Iks |">L' el Poder Ejecuti- 
vo con acuerdo de. 1¡i ('¡'uñara de Dipu- 
tado» y sus miemhroá durarán cuatro 
años en el ejercicio de su.-: fuiuvin<-a 
renovándose anualmente por cuartas 
par/es y pu (tiendo ser reelectos. 



Ocupándose la Comisión del in- 
: el que se dispone que la 
Administración local y el gobierno 
inmediato de las Escuelas Comunes 
estarán ú cargo de Consejos elec- 
tivos de vecinos en cada Parroquia 
de la Capital, y en cada municipio 
del resto de la Provincia, ujiiuú un 
señor Convencional por la limitación 
de este principio, reproduciendo en 
es! i' sentido la arruinen tari on que 
hizo al tratarse de las limitaciones á 
'|iii' debía sujetarse el régimen mu- 
nicipal, y consecuente con las ideas 
que emitió sobre esto punto dijo, que 
él gobierno propio escolar era de una 
aplicación imposible en algunos pue- 
blos de la Provincia, pues había Par- 
tidos que carecían hasta de centros 
de población que contaran con cinco 
hombres que estuvieran en condi- 
ciones de dirigir la educación en el 
distrito; ó que si se les encontraba 
dentro del mismo Partido estaban 
'[¡-■¡lersus ;i l.-u'íías distancias, lo que 
hacia imposible el reunidos para 
¡"orinar un Consejo Escolar. Quecs- 

ts ' azon j otros tivos, que nacen 

d^ la situación especial en que se 
hallan algunos centros de población 
de la Provincia, dificultaban la exis- 
tencia y la marcha regular de un 
Conseje de vecinos que pudiera en- 
de la dirección y adminis- 
tración de la educación local; que si 
bien esto no sucedía en la mayoría 
de los distritos escolares, había no 
obstante, muchos otros en los une 
se vela palpablemente la incapacidad 
en que oslaban para confiarles el 
■no propio escolar; razón poi 



la cual la Dirección General del 
cuelas se veía en el caso do atendí 
ella directamente todo lo iclerci. 
á la educación común en algunos 
osos distritos, que no podían consí 
luir un Consejo Escolar, oque si bk 
lo tenían nombrado, era difícil col 
seguir reunido ó que prestara a 
funciones toda la atención debid. 

El señor Convencional que 
estas observaciones, concluyó ' 
proponer, que aceptando el princip 
contenido en el inciso, se establecía! 

3ue, un distrito escolar podra gw, 
el gobierno propio en materia ( 
escuelas, siempre que llene las s 
guientes condiciones: 1* tenor ur 
población de seis ú ocho mil alma 
2" educar la tercera parte de la pe 
blacion infantil de seis ¡Ven torce ¡un 
3 a tener renta propia para -u 
venir a todas las necesidades esi 
lares. Propuso al mismo tiempo, i 
se dejara ¡i la Legislatura la rég 
mentación del principio determina; 
do en la misma ley los distritos q 
estén on las condiciones enuncia* 
y que respecto á aquellos que i 
lo estuvieren, las funciones del Coi 
sejo Escolar serán desempeñad* 
por Comisiones provisorias im> 
brdaspor la Dirección Ge 
ta que llenen esos requisitos. 

En contra do esta opinión se diji 
que seria una contradicción estable 
cer en la Constitución 1" que se i¡ 
dicaba, porque habiéndose aeeplai 
el Gobierno propio municipal pa 

1,i,1,i- In- vei'iiidiU'i'is de la pravillL'i 

seria ilógico privarles de losCcu 
sejos Escolares, porque si el pueblo 
puede ele] ¡i' municipalidades cuyas 
atribuciones son sumamente estén- 
sas, en relación con la do esos C¿j 
seios, con igual ó mayí d razón 
taba habilitado ¡tara elejir 
cuyas facultades son muy limitada 
Que antes de crear las restricción! 
que se habían propuest< i, j las c 
les mi podían ser materia de la le 
porque lid principio constitución 
no (lobo jamás sufrirlas en la ri 
^lamentación que ■ 
día adoptarse Dtro temperamon! 
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cjue salvara en la práctica las di- 
ficultades que se habían hecho valer 
para pedir la limitación del gobier- 
no escolar, tal como lo acuerda la 
Constitución; que así, podia estable- 
cerse, que aquellos partidos que no 
se hallaren en condiciones determi- 
nadas para entregarles la dirección 
y administración de la Educación 
Común, se agregaran á los distri- 
tos mas inmediatos para que con 
éstos constituyeran su Consejo Es- 
colar. 

Se hizo notar, que esta misma 
idea se habia emitido al tratarse del 
Régimen Municipal, siendo desecha- 
da por las razones que allí se espu- 
sieron, y que eran las mismas que 
la hacian inaceptable en el presente 
caso, fuera de que esa fórmula impor- 
taría no solo la centralización sino la 
insubsístencia del principio consti- 
tucional que garante al pueblo de 
la Provincia el Gobierno Municipal 
y Escolar, que están ligados estre- 
chamente y sin los cuales no puede 
existir el sistema de instituciones 
que hemos adoptado, según lo dis- 
puesto en el artículo 5 o de la Cons- 
titución Nacional. 

Varias ideas se emitieron en el 
sentido de limitar la administración 
local y y el gobierno inmediato de 
las Escuelas Comunes por medio 
de Consejos electivos romo lo con- 
signa el inciso mencionado, some- 
tiendo á ese gobierno á condiciones 
basadas en la población, en la renta 
ó en el número de escuelas con que 
debia contar cada distrito para el 
ejercicio del régimen escolar, resol- 
viéndose en definitiva dejar el inci- 
so en los mismos términos en que se 
halla en la Constitución. 



En seguida se hizo presente la 
necesidad de establecer una dispo- 
sición constitucional en que se es- 
presase los requisitos que deben exi- 
girse para elejir ó ser elejido tra- 
tándose de las personas que han de 
formar los Consejos Escolares, y 
se convino, en consecuencia, agre- 



gar al artículo 206, y para que figure 
íespues de su inciso 5 o , el siguiente: 

-\-Las condiciones que deben reunir 
tanto los electores como los elejibles, 
serán las mismas establecidas para la 
elección de municipales. 



Aceptado el inciso 6 o del mismo 
artículo 206, que se refiere á la crea- 
ción de las contribuciones y rentas 
propias de la Educación Común, un 
señor Convencional pidió que se re- 
dactara un nuevo inciso, en el que 
se dispusiera, que si la contribución 
escolar de un distrito no alcanzase á 
sufragar sus gastos en la educación, 
el déficit que resulte sea cubierto 
por el Tesoro de la Provincia. Pa- 
ra fundar este pedido dijo, que la 
contribución escolar de un distrito no 
es siempre bastante para llenar todas 
las necesidades de la educación en 
el mismo; que por esta circunstan- 
cia, habia distritos sobre los cuales 
pesaba un fuerte déficit que no les 
permitia atender debidamente el ser- 
vicio escolar. Si como un remedio 
á este inconveniente se limitara el 
número de escuelas hasta donde al- 
canzasen los recursos de cada loca- 
lidad, no seria un medio salvador, 
pues importaría un retroceso perju- 
dicial y notable en la enseñanza pú- 
blica; que si se adoptara el recurso 
de aumentar los impuestos en el dis- 
trito colocado en esas condiciones, 
como si por ejemplo, si no bastara el 
dos por mil de la contribución di- 
recta y se lo subiera al tres por mil, 
dejando siempre para los demás dis- 
tritos escolares el dos por mil de esa 
contribución que está destinado para 
la educación común, seria también 
un temperamento inaceptable, desde 
que los impuestos deben ser unifor- 
mes en todo el territorio de la Pro- 
vincia; que si bien la ley de educación 
preveía el caso, estableciendo que en 
aquellos distritos cuyas rentas no 
alcancen á subvenir á sus necesida- 
des escolares, el erario público se 
hará cargo del déficit que resultare, 
esto mismo debia decirse en la Cons- 
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titucion para que constara de una 
manera permanente, porque una ley 
es transitoria y puede ser derogada 
por otra; pues el Poder Ejecutivo, 
desde que está en vigencia esa ley, 
nunca na hecho pagos de esa natu- 
raleza, por no haber tenido partida en 
el presupuesto general á eme imputar 
el gasto; por lo que puede decirse, 
que tal ley es como si no existiera, 
porque está suspendida en sus efec- 
tos; que aún cuando el Consejo Ge- 
neral de Educación cuenta con un 
fondo permanente no puede disponer 
sino de la renta que él produce, y 
eso esclusivamente para edificios. 
Por estas y otras consideraciones que 
adujo el señor Convencional preopi- 
nante, la mayoría de la Comisión re- 
solvió, que se consignara después 
del inciso 6 o el siguiente: 

— Cuando la contribución escolar de 
un distrito no sea bastante para sufra- 
gar los gastos de educación del mismo, 
el tesoro público llenará el déficit que 
resulte. 



El inciso 7 o del artículo 206, que 
crea un fondo permanente de escue- 
las administrado por el Consejo Ge- 
neral de Educación, con el objeto de 
subvenir equitativa y concurrente- 
mente con los vecindarios á la adqui- 
sición de terrenos y construcción de 
edificios para escuelas, dio lugar á 
que se pensara en la manera cómo 
podria constituirse una renta propia 
de la educación, porque si bien el in- 
ciso 6 o del mismo artículo dispone 
que habrá contribuciones y rentas 
que aseguren en todo tiempo el sos- 
ten y la difusión de la educación co- 
mun en la provincia, se dijo que esto 
se hallaba entregado al criterio de la 
Legislatura, quien podia modificar 
las leyes que se dictaran con ese fin. 
Que lo que importaba, sobre todo, 
era buscar una fórmula que garan- 
tiese la existencia de un fondo per- 
manente escolar, que independizase 
la educación colocándola al abrigo 
de la voluntad mas ó menos capri- 
chosa del Poder Ejecutivo. Que á 



este fin, y sin gravar excesivamente 
las fuentes de producción y riqueza 
de la Provincia, era conveniente mo- 
dificar el inciso en el sentido de au- 
mentar con otros recursos el fondo 
permanente á que él se referia. Esta 
idea fué muy ampliada en igual sen- 
tido por varios señores Convenciona- 
les, resolviéndose aceptar el inciso 
7 o en esta forma: 

—Habrá además, un fondo perma- 
nente de escuelas que se formará: i° 
De la tercera parte de las tierras pú- 
blicas de la Provincia, existentes al 
tiempo de la promulgación de esta 
Constitíicion.—2<> De los superabits de 
los presupuestos anuales de la admi- 
nistración general;— 3° De las demás 
rentas y recursos que la Legislatura 
estab'ezca. Este fondo será inviolable, 
sin que pueda disponerse mas que de su 
renta para subvenir equitativa y con- 
currentemente con los vecindarios á la 
adquisición de terrenos y construcción 
de edificios de escuelas. La administra^ 
cion del fondo permanente correspon- 
derá al Consejo General de Educación, 
debiendo proceder en su aplicación con 
arreglo ala ley. 



Como una disposición correlativa 
ó complementaria de la contenida en 
el inciso que antecede, se resolvió 
agregar al artículo 206, el siguiente 
inciso: 

La parte del fondo permanente que 
no consistiere en bienes raices, será 
depositada á premio en el Banco de 
la Provincia ó invertida en títulos de 
renta provincial. 



Como un señor Convencional re- 
cordara las razones y motivos que 
impulsaron á la Comisión á ocuparse 
del artículo 99, al resolver la creación 
del Monte-pio Civil, y habiéndose 
reproducido los mismos argumentos 
ue entonces se hicieron valer, se 
ijo, que era también de manifiesta 
necesidad y conveniencia la creación 
de un Monte-pio Escolar que viniera 
á complementar todas las disposi- 
ciones que se habían proyectado en 
beneficio de la educación é instruc- 
ción pública. En virtud de esto, se 
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resolvió colocar después del artículo 
206 de la Constitución el siguiente 
nuevo inciso: 

— Habrá un Monte-pio Escolar que 
será formado y organizado por la 
ley. 



Pasóse en seguida á considerar el 
artículo 207 que trata especialmente 
de la instrucción secundaria y supe- 
rior, y estando en general de acuerdo 
la Comisión en las bases enumera- 
das en dicho artículo, solo proyectó 
reformas conducentes á dar una re- 
dacción adecuada á las reglas que 
establecen los principios fundamen- 
tales para organizar este grado de la 
enseñanza pública. 

La primera parte del artículo 207 
quedó subsistente sin modificación 
ae ningún género; pero al tomar en 
cuenta la regla primera, se vio que 
ella no podía subsistir en su primitiva 
forma, por lo que se propuso en su 
reemplazo esta nueva redacción: 

i* La Legislatura instituirá para la 
educación secundaria y superior una 
Universidad que ejercerá ¿a superin- 
tendencia de los establecimientos que 
privadamente se establezcan, siendo 
la única que podrá espedir títulos de 
competencia. 

La base primera del artículo cuya 
modificación se propuso, se refiere á 
la Universidad de la ciudad de Bue- 
nos Aires que hoy pertenece á la Ca- 
pital de la República, y era menester 
estatuir respecto de la instrucción 
secundaria y superior en la Provin- 
cia de Buenos Aires, para el porve- 
nir, y adelantándose por consecuen- 
cia, al momento en que la Provincia 
cree ó establezca la instrucción supe- 
rior y universitaria, dentro de su ju- 
risdicción privativa. Así se habla en 
la base retormada de una Universi- 
dad que instituirá la Legislatura para 
difundir la educación secundaria y 
superior, y déla superintendencia que 
la espresada Universidad ejercerá 
sobre los establecimientos que pri- 
vadamente se establezcan, como aela 



facultad privativa que tendrá para es- 
pedir títulos de competencia. 

Al discutir todos estos puntos, se 
hizo la salvedad de que no se quería 
establecer el monopolio déla Univer- 
sidad oficial en cuantoálaenseñanza 
y que su creación y existencia en nada 
de bia perjudicar ia libertad de estu- 
dios. Que podían existir escuelas óins- 
titutos particulares en que se cursaran 
estudios superiores en uso de un de- 
recho legítimo, pero que la facultad 
de espedir diplomas ó títulos de com- 
petencia debía corresponder esclu- 
sivamenteá la Universidad que es 
una institución oficial sostenida y re- 
conocida por el Estado. Que tam- 
bién podían establecerse Universida- 
des libres haciendo uso del principio 
de libertad de enseñanza, pero que 
tales establecimientos debían ser fun- 
dados y organizados conforme á la 
ley, reconociendo el Estado al mis- 
mo tiempo su existencia legal dentro 
de él. 

Como se observase, discutiendo la 
nueva redacción de la base primaria, 
que no es la Universidad sino las 
Facultades quienes espiden diplo- 
mas ó títulos de competencia, se aijo, 
que la cuestión suscitada, no tenia 
importancia mayor desde que la Uni- 
versidad era el conjunto ó reunión 
de las diversas Facultades en que 
está dividida la enseñanza superior, 
razón por la cual era mejor referir- 
se á la Universidad que es palabra 
comprensiva de toda la institución, 
tanto mas cuauto que era necesario 
dejar ala Legislatura la mas amplia 
libertad para crear . la que ha de esta- 
blecerse en la Provincia de Buenos 
Aires. 

Aprobada la regla I a en los térmi- 
nos ya indicados, quedó sancionada 
la 2 a sin ninguna alteración, y la 3 a 
fué igualmente sancionada cambian- 
do la palabra Universidades por la de 
Universidad, y dejando por razón de 
concordancia el verbo comprenderán 
en singular para que concordase con 
la palabra Universidad, admitiendo 
en todo lo demás la regla 3 a como se 
encuentra en la Constitución. 
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; 4", 5 1 y 6*noofrecíeron, 
eradas, matena de de- 
que dejara» de encarnar 
e importancia en su espi- 
e, sino poi-que tratándo- 
ciones á crearse y cuyo 
ntose encarga á la ley 
recio prematuro promo- 
üs de detalle que no cor- 
rigor plantear ni resolver 
indainental. 

ía consideración retrajo 
embros de la Comisión 
ciertas ideas sobre orga- 
íis Universidades, sobre 
le arbitrar fondos para 
ento, como asi misino 
carácter ó personalidad 
ion tener dentro del Es- 

con esto terminados los 
■evision déla Sección T. 
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208, que establece la 
roceder para enmendar 



ellas quedan á merced de ios partid 
que se suceden en el Gobierno, am 
dándolas a sus necesidades y con 1 
niencias; que además, cualquier 
forma constitucional es siempre 
importancia y de consecuencias q 
deben tenerse en vista, y que por < 
to mismo, cuanto monos fácil se I 
ga la reforma de una constitucit 
sera esto siempre mas preferí! 
que dejar al pueblo las facilidades 
votar en un plebiscito las reforrr 
parciales que se le propusieran, C 
servó también, que en la Consti 
cion Nacional había muchas disi 
sicioues que era necesario reí 
mar, citando entre otras, la que 
refiere á la representación pollt; 
en relación con el censo general; ] 
ro, creía que se había dado u 
prueba de cordura y de buen Sí 
tido, no tocando esas reformas p; 
cíales que solo pueden introducii 
por un acto solemne emanado de u 
Convención reunida al efecto. 

De todo esto, concluyó el seíl 
Convencional, proponiendo que 
artículo 208 se reformara de esta u 



— tEstaCcmstituoioiifjoili':iBi.'rHtnf)orn 
da en partí; ó reto miada tai el todo, ] 
medio de una< 'onvviiL'ion Constituye 




quedice: «La Legislatura no tendrá 
facultad para proponer enmienda ó 
enmiendas & mas de un articulo de 
esta Constitución en la misma se- 
sión.» 

Se preguntó, que si la Legislatura 
entendiera por enmienda la refor- 
ma de uno 6 mas artículos consti- 
tucionales, podría ella, á [tesar de 
la disposición trascripta proponer 
enmiendas a mas de un articulo. 
— Se observó que una enmienda solo 
puede referirse á un principio ó pre- 
cepto constitucional que puedo estar 
contenido en uno ó mas artículos ; y 
que si esto era asi, podría ocurrir 
que la modificación de un articulo 
importara lógicamente la de otro ú 
otros a los cuales aquel estuviera in- 
timamente ligado; pues de otra ma- 
nera seria imposible mantener la cor- 
relación y armonía que debe existir 
en el conjunto de disposiciones que 
se refirieran al principio que fuese 
objeto de enmienda; que por lo tanto 
seria mejor decir : «no se podrá ini- 
ciar la reforma ó la enmienda de mas 
de un articulo ó de un principio de 
la Constitución, etc.» Con esta re- 
dacción, se agregó, se abarcan los 
dos estreñios en que puede colocar- 
se una enmienda, es decir, un arti- 
culo como lo establece la Constitu- 
ción, ó un principio. 

Se propuso también, que para ma- 
yor claridad é interpretando el es- 
píritu del articulo 210, solo se dijera: 
«no podrá hacerse mas de una en- 
mienda en el mismo periodo de se- 
siones.» 

Otros señores Convencionales, opi- 
naron porque se dejara sin altera- 
ción la parte del articulo en discu- 
sión, fundándose en que bastábanlos 
términos en que ella está concebida 
para comprender fácilmente, que si 
la Legislatura no licne facultad papa 
proponer enmienda ó enmiendas á 
mas de un artículo, no debía en- 
tenderse por esto que la reforma no 
pueda estenderso á otro articulo que 
no importe sino una consecuencia ó 
ampliación del que principalmente se 
tratare de reformar; y desde que cual- 



quier reforma tiene por objeto un 
precepto constitucional que puede 
estar contenido en uno ó mas artfeu- 
los de la Constitución, de tal manera 
que reformado uno ó cualquiera de 
ellos queden sin efecto los demás 
por referirse en todas sus partes á la 
materia del articulo que fuese objeto 
de la reforma. Que esl»era la men- 
te de la disposición que se debatía ; 
pues no había necesidad de que una 
enmienda se refiriese espresamente 
á un articulo constitucional dado 
para que se comprendiese que tam- 
bién debían ó podían ser reformados 
todos los demás artículos que tuvie- 
ran su fundamento en el principio 
constitucional cuya naturaleza y con- 
secuencia habían motivado la 'decla- 
ratoria de la reforma. 

Puesto á votación el artículo 210, 
se resolvió dejarlo como se halla en 
la Constitución, sin mas modificación 
que la de poner en su último renglón 
en vez de. . . en la minina sesión: en 
el mismo período (le sesiones. 



Mi artículo 211, solo esporimentó 
una lijera reforma, consistente en 
suprimir en su primera parte la fra- 
se «de parte ó del todo», que se cre- 
yó innecesaria teniendo en vista las 
reformas admitidas y votadas en-esta 
Sección, agregándose como funda- 
mento de la supresión de la frase 
indicada, que cuando la reforma es 
parcial corresponde á la Legislatura, 
mientras que el articulo 211 se re- 
fiere á una reforma general de la 
Constitución por medio de una Con- 
vención. 

Por estas consideraciones que fue- 
ron aceptados por la Comisión, se 
votó y fué aprobado el articulo 211, 
con la modificación propuesta, su- 
primiéndose también ¡apalabra «Le- 
gislativa» en seguida de Asamblea 
para uniformar la terminología em- 
pleada en otros artículos de la Cons- 
titución en que refiriéndose á las dos 
Cámaras funcionando conjuntamente 
so las designa simplemente eon el 
nombre de Asamblea. 
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(Detavíi quedó después 
.s definitivamente 
ose á considerar 
a de la Constitu- 



llJX NOVENA 



3 transitorias 

I la Comisión del artl- 
■nos de sus miembros 
I que él estaba de mas, 
usecuencia, que fuera 
■os opinaren parque 
|gteíitQ su primera par- 
gtmda por no te- 
ion, ilado el carácter de 
■ había proyectado; 
no se-cambiaba el 
la administración ni 
los respectivos po- 
3 creaba un nuevo 
I Pisca! del Estado. 
Ittsideraciones sedeclu- 
de la Constilu- 
'i poft|tié pro- 



oblo i 
admjj 



-irain 



sustanciales en la organización de la 
Administración de Justicia, en las fa- 
cultades de las Cámaras que compo- 
nen el Poder Legislativo, dando ade- 
mán una organizacien nueva al Poder 
Municipal, Justicia de Paz, etc., todo 
lo cual vino á sentar bajo nuevas ba- 
ses la administración pública, que 
después de sancionada la Constitu- 
ción tenia que funcionar de acuerdo 
con la nueva ley orgánica. 

No siendo pues este el caso ac- 
tual, se acordó dejar el artículo 212 
reducido á su primera parte, siendo 
aprobado de este modo : 

—Los fvaifioimrios existentes al pro- 
ninlffarfip esta Constitución, seguirán en 
el desempeño Ó» sus cargos. 



En cuanto á los artículos 213 y 214 
que se refieren á la obligación im- 
puesta á la Legislatura de dictar la 
ley general de elecciones bajo laa 
bases establecidas en ol lié'gimen 
Electoral, se acordó su supresión, 
proyectándose en su lugar un nuevo 
articulo en que se dispone que la Le- 
gislalurí " 



as leves 
as deitw 



ido 
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punto inútil la dis- 
inteilida en dicho articulo 



: "La Le- 
I ¡ ley orgá 
Iteadeios Tribunales de Justicia y 
litaría de su proeedimieu- 
formidad ;i l^.- principios 
■ ■• en esta ' lonstiUteion», 
amplio debate en el seno 
¡sion, que dio por resulta- 
forma. 
A. primera vis-tase notó, que el ar- 
ruto ii" pcidia conservarse en las 
tuales, porque se bu die- 
jy orgánica de los Tribu- 
ales de Justicia y la reglamentaria 
SUS procedimientos; él se refiere, 
aunque esas leyes son incompletas. 
que si bien liabia que dictar aún 
s complementarias de la 
.aei<>u judicial, como la del 
Bf miados en materia crirai- 
iel jurado de prueba en raate- 
i comercia] etc., etc., no era 
oii bastante paraconservar el 
3 216 en los término^ en que 
uenlra. 
oyóse mas conveniente proyec J 
nuevo articulo en que se dis- 
nsiern, que la Legislatura dicte 
lentru del periodo siguiente á la san- 
Kbnde la f 'i'iisiiMH'inii las lej es que 
pean necesarias para hacer efectivo 
principio^ |)i*(irl;nnados cu ella. 
téndola en el caso de que si no las 
asedontro de su primer periodo 
e sesiones, tenga que sancionar los 
iroyectoa comprensivos de dichas 
leyes, que el Poder Ejecutivo le 
i. 
No quería con esta reforma, que la 
•egisfatura no postergase indetíni- 
ainente la sanción de tas leyes que 
la Constitución le manda dictar, por 
no fijársele un término perentorio, 

t 1 iendo ilusorios efímeros los prin- 
as consignados en ella, 
I articulo importa, además, ssta- 
.i 
■■ 



'cer un principio general, en cuya 

irtud, la Legislatura tiene el deber 
1 dictar, no solólas leyes eomple- 
lenlarias de la Administración de 



justicia é que especialnaente se liabia 

aludido en esta dlSCUsIi m, ■ 

bien las i eferentes a otras i 
constitucionales cuya confección y 
sanción se le encomendaba por la 
ley fundamental. 

Suprimido á mérito de estas razo- 
nes el artículo 216, se propuso y fué 
aprobado este otro, en su reem- 
plazo. 

— L» l.i'üisl/itin'íi iHri-nrii <:■ su 
priaimo periodo As tetionet las >■:- 

i/.'j uryííHtras ij ¡■■■i/lumi-i/hiriiis ■h. ¡ 
ios principios sancionado ■ 
Constitución. 

Si un I u «fectitase en dirli,, 

el Pod> r Ejecutivo, propondrá á la 
taneion ds '" legislatura á la aper- 
tura de BKt seticnes {tu proyecto* 

comprei/siros áf rtwhax leyrs 



Dada lectura del artículo 217, se 
hizo notar que él liabia sido mera- 
mente transitorio, ouesse tratabaen 
dicho artículo de una disposición de 
circunstancias, que tenia por objeto 
instalar y organizar la Administra- 
ción de Justicia según las nuevas 
!.a.se> establecidas por la Constitu- 
ción. Que habiéndose dictado tas 
leyes á quese refiere el artículo 116 
é inslaládose la Corte con arreglo 6 
lo que determina el articulo en dis- 
cusión, no habia para qué conservar- 
lo y debia, en consecuencia, --li mi- 
primido 

A esto se observo., que a pesar da 

las ra/uiies aducidas, la supresión 
que se pedia dejaría un vacio que 
seria conveniente llenar redactando 
un nuevo articulo en lugar del 217. 

En consecuencia, se propuso uno 
. ■ . . i j ■ ■ . ■ 1 1 i ' I ■ ■ "U estos términos: ..La or- 
ganizaciou de los Tribunales de Jus- 
ticia se reiira por la ley de 26 de Oc- 
luln'e ili.' IXSi, >in perjuicio de que la 
Legislatura pueda aumentar su per- 
sonal cuando el mejor servicio pu- 
blico Id requiriese. ■> 

Para fundar este nuevo articulo, se 
dijo, que por la ley de 1881, la Legis- 
latura organizo el Poder Judicial de 
la Provincia. Que en presencia ile la 
federalizacion de laCiudad de Buenos 
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Aires y teniendo en cuenta los artí- 
culos 216 y 217 de la Constitución, la 
Legislatura de la Provincia sancionó 
la ley orgánica de los Tribunales, 
disponiendo que habría una Corto 
Suprema compuesta de cinco miem- 
bros con un Secretario; que habría 
cuatro Cámaras de Apelación con 
asiento en la Capital, Dolores. San 
Nicolás y Mercedes, compuestas de 
tres miembros cada una v un Secre- 
tario, crenndo también jueces del 4 
Instancia en lo Civil y Criminal, en 
cada uno de los Departamentos judi- 
ciales. 

Se agregó también, que si quedaba 
suprimido el artículo 217, en que se 
habla (inciso I o ) del nombramiento 
del Secretario, era indispensable es- 
tablecer cual seria la forma del nom- 
bramiento de éste y do los Secreta- 
rios de las Cámaras de Apelación, 
puesto que la recordada ley de 1881 
nada estatuye sobre el particular. 

A esto se objetó, que los nombra- 
mientos á que se había hecho refe- 
rencia estaban comprendidos en la 
facultad que un nuevo artículo ya 
sancionado y que figura en la Sec- 
ción Judicial, daá la Suprema Corte 
]>ara nombrar todos los funcionarios 
de la administración de Justicia cuyo 
nombramiento no esté deferido á otro 

SDder publico por la Constitución. 
ue según esta disposición, corres- 
ponde ala Corte nombrar su Secre- 
tario y los de las Cámaras de Apela- 
ción á propuesta de estas. 

Que era además entendido que, en 
cuanto á la organización de los Tri- 
bunales estaba y debia considerarse 
vigente la ley de 1881, en cuanto á 
los procedimientos, las leyes y dis- 
posiciones que se encontraban *cn el 
actual vigor, y que no so hallen en 
contradicción con los principios de 
la Carta Fundamental. 

Los esclarecimientos producidos 
en el debate, y que quedan breve- 
mente expuestos, dieron por resul- 
tado la supresión del artículo 217. 



Se propuso al considerar el arti- 
culo 218, que dice: "En las causas 
contencioso administrativas, la ac- 
ción debe deducirse ante la Supre- 
ma Corte en el perentorio término 
de un mes, contado desde la fecha 
en que la autoridad administrativa 
hizo saber su resolución á la par- 
te interesada», que fuera sustitui- 
do por otro que se proyectó en esta 
forma: 

—Mientras no se dicte la ley de pro- 
cedimientos en tas causas contencioso 
administrativas, la acción debe dedu- 
cirse ante la Suprema Corte de Jus- 
ticia, dentro de tos treinta días hábiles 
siguientes á la notificación de la re- 
solución denegatoria. Regirán igual- 
mente para este juicio los procedimien- 
tos establecidos para el juicio civil 
ordinario, en tanto que no se dicte la 
ley de la materia. 

Se dijo al proponerse este nue- 
vo articulo, que como en las Dispo- 
siciones Transitorias se provee á todo 
lo que es necesario para el funcio- 
namiento de las instituciones, mien- 
tras no se dicten las leyes que las 
reglamenten, era llegado el caso de 
ocuparse de los juicios contencioso 
administrativos á que el artículo 218 
se refiere, pues el procedimiento que 
se aplica por analogía á dichas cau- 
sas es el civil de los juicios ordinarios 
desde que no existe ley especial so- 
bre la materia. Que teniendo esto 
en vista, era conveniente modificar 
el artículo en la forma propuesta, 
especificando como se hace en él, 
que la acción debe deducirse ante 
la Suprema Corte de Justicia den- 
tro de los treinta dias hábiles si- 
guientes á la noíificacion do la re- 
solución denegatoria. Que es nece- 
sario especificar que son días hábi- 
les los que deben contarse en ese 
término, para evitar las cuestiones 
que se habían suscitado, respeclo de 
si los dias feslivos debían incluirse 
ó nó en los treinta dias lijados por 
la Constitución, debiendo además te- 
nerse presento, que era necesario 
armonizar lo que en el artículo se 
ordena respecto del término dentro 
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del cual ha de deducirse el recur- 
so con lo que dispone el Código de 
Procedimientos que establece, que 
en los términos judiciales no deben 
contarse sino los días hábiles. 

Por los fundamentos aducidos fué 
aceptada la reforma del articulo 218 
en los términos indicados. 



El mismo señor Convencional que 
habia propuesto la modificación del 
artículo 218, indicó la necesidad de 
redactar otros artículos con el ob- 
jeto de fijar las reglas ó principios 
que deben regir las causas conten- 
cioso administrativas, en ausencia de 
la ley especial sobre la materia que 
aún no se ha dictado, para el caso de 
retardación de justicia que debe na- 
turalmente equipararse al de dene- 
gación de la misma, único al cual 
se refiere la Constitución vigente. 

Observó también que era indis- 
pensable tener presente la modifica- 
ción introducida al inciso 3 o del ar- 
tículo 156, en cuya virtud, se esta- 
blece, que la Suprema Corte decide 
las causas contencioso administra- 
tivas en única instancia y en juicio 
pleno, previa negación ó retarda- 
ción de la autoridad administrativa 
etc., etc. 

Para el caso de retardación pro- 
puso y fueron aceptados los artícu- 
los que deben figurar cu seguida 
del 218 y cuyo tenor es el siguiente: 

—Art. En el caso en que la auto- 
ridad administrativa no pronunciare 
su resolución dentro de sesenta dias 
desde que el espediente se encuentre 
en estado, podrá ella ser requerida, 
mediante el respectivo pedimic rilo por 
la parte interesada. 

Si transcurridos diez dias después 
del requerimiento, dicha autorirlird no 
se hubiese espedirlo, la parte interesa- 
da tundra derecho á ocurrirá la Su- 
prema Corte acompañando copia en 
papel común del escrito de requeri- 
iniento. 

La Corte pedirá informe á la auto- 
ridad adminislratira, la cual deberá 
expedirse, dentro del término de diez 
días remitiendo los antecedentes. 

—Art. Si de los antecedentes remi- 
tidos resultase la retardación, la Su- 



prema Corte declarará que ha lugar 
al recurso; y mandará que la parte . 
querellante deduzca dentro del térmi- 
no de diez dias la acción d que se re- 
fiere el inciso .V° del articulo ÍS6 de 
la Constitución, procediendo á su 
sttstanciaciony decisión. 

En apoyo de estos nuevos artí- 
culos, se "dijo que, dado el vacio 
de nuestra legislación en materia 
contencioso administrativa, era de 
todo punió procedente dictar algu- 
nas disposiciones sobre las causas 
de esta naturaleza. Que ocurre mu- 
chas Veces en la práctica, que las 
personas que se ven en el caso de 
iniciar juicios ante la autoridad ad- 
ministrativa, son perjudicadas en sus 
intereses por el retardo indefinido 
del despacho de sus espedientes, no 
obstante encontrarse el asunto en 
estado de resolución, sin tener re- 
cursos legales para correjir ó evi- 
tar tales perjuicios. 

Que los artículos proyectados te- 
nían por objeto poner fin á esa si- 
tuación, que por otra parte, no era 
conveniente ni digna para la misma 
autoi'idad administrativa, la cual de- 
be estar especialmente interesada 
en que sus procedimientos no apa- 
rezcan como injustos ó arbitrarios. 

Que la forma de procedimiento 
indicada en los artículos propuestos 
consulta los intereses de los ciuda- 
danos y los respetos debidos á la 
autoridad, puesto que una vez llega- 
do el caso de que un individuo ten- 
ga que quejarse por retardación de 
justicia puede acudir á la Suprema 
Corte, la cual, en presencia de la 
petición hecha, se limita a peílir in- 
forme á la autoridad administrativa 
para que eleve a su conocimiento los 
antecedentes y en vista de ellos re- 
suelve si existe ó no retardación, y 
como consecuencia si hay ó no lu- 
gar á que la parte deduzca la ac- 
ción del inciso 3° del artículo 156 de 
la Constitución. 

Que esto procedimiento es pruden- 
te y evita por consecuencia, quejas 
infundadas y eorrije al mismo tiem- 
po injusticias notorias que pueden 



[lectivamente ya á los 
io á las autoridades ad- 

artículos indicados tu- 
ntíraiento de la mayoría 
n, fueron ellos incorpo- 
ecto de reformas y co- 
iguida del articulo 218. 



la consideración del 
¡e propuso su supresión 
3 en su lugar un nuevo 
fué fundado por gu au- 
s que la mayoría de la 
nsideró perfectamente 

■tivo dijo, que el artlCU- 
jsion pedia era de ca- 
irio como todos los que 
i en la Sección de las 
Transitorias, y que el 
tfculo 219 había sido 
istaiicialmeiite por la 
uiciamiento Civil v Co- 
878 y por el Código 
ientos sancionado en 

as leyes, el recurso por 
1 de la ley, procede no 
nlencia de las Cámaras 
, cuando sea revocato- 
uzgado de 1* Instancia, 
cuando sea confirma- 
ción tan trascendental 



jurisprudencia de los Tribunah 
fundada en este articulo, y en aust 
cía de la ley sobre el enjuiciamiei 
en lo criminal. Que con este moti 
debia hacer notar la diferencia q 
actualmente existia entre uno y o1 
fuero, y la que contrariaba los prin 
piosde lógica y justicia. Que la£ 
prema Corte no tenia jurisdicci 
[jara conocer en los casos de conl 
matoria salvo en aquellos que 
impusiere la pena capital á que alu 
el inciso 5 o articulo 156 de la Cons 
tucinn. Que creía no debia continu 
esa diferencia, cuya desaparición e 
reclamada por la esperiencia, pu 
que era hasta chocante al buen se 
tido que la materia civil, en la q 
al fin solo se trata de la fortuna, b$ 
reciera mas favorecida por la ley q 
el fuero criminal, donde hay que c 
cidir do la honra, de la privación 
la libertad y también de la fortuna 
muchos ca'sos. Quo inspirado p 
estas ideas, proponía, que en sustil 
cion del articulo 219 se establéele 
el siguienle: 

En las causas criminales ei revi 
su de apelación por inaplicabitin 
de ley ú doctrina en que los Tribuí 
les de Justicia en última instan* 
fundan su sentencia, procederá tiei 
la promulgación de esta Constilucii 
no solo de la revocatoria, sino tambí 
de ¡a confirmatoria, y sin perjni 
délas limitaciones que la Legislatu 
podrá establecer pura lo sucesivo ?-. 
pecto de la admisión del recurso. 
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Aceptadas estas ideas se votó la 
supresión del artículo 219, y la admi- 
sión del nuevo que se propuso en 
sustitución, y que está conceoido en 
los términos espresados. 

El mismo miembro de la Comisión 
que propuso el artículo anterior es- 

Í>uso — que en esta materia tan grave, 
a práctica había venido á demostrar 
otra deficiencia á que era convenien- 
te proveer desde ya, puesto que no 
era posible calcular cuando se dicta- 
ría el Código de Procedimientos en 
lo Criminal; que el vigente para lo 
Civil, acuerda por su artículo 287, el 
plazo de diez días para interponer el 
recurso de inaplicabilidad, contados 
desde la notificación de la sentencia. 
Que, entre tanto, ese plazo en las 
causas criminales quedaba reducido 
á cinco dias, que es el del término 
general de apelación. Que siendo la 
materia criminal de naturaleza mas 
grave y preferente, no se esplicaba 
que hubiese menos liberalidad en el 
plazo que se concede para anclar. 
Que esto era tanto mas ne afentierse, 
cuanto que el recurso de inaplicabili- 
dad.debia fundarse en el escrito, de- 
mostrando cual es la ley ó doctrina 
violada ó mal aplicada; y que, con un 
término tan estrecho como el actual, 
se coartaban en cierta manera los 
medios de defensa. — Que en cuanto 
al procedimiento creía, que debia 
observarse en el establecido en mate- 
ria civil y comercial, desde que uno 
y otro recurso eran de la misma ín- 
dole, pero siendo entendido «en 
cuanto no se oponga á la naturaleza 
del juicio v hasta tanto se dicte la lev 
sobre Enjuiciamiento en lo Crimi- 
nal.» 

Que como consecuencia de estas 
ideas proponía el artículo siguiente: 

El término para su i?iterposicion se- 
ria el de diez dias contados desde la 
notificación de la sentencia, y el pro- 
cedimiento será el establecido por el 
Código de Procedimientos en materia 
Civil y Comercial en cuanto no se 
oponga á la naturaleza del juicio. 



Después de discutido el artículo 
propuesto, se votó, y fué aceptado. 



Al proponerse la supresión del ar- 
tículo 220, se dijo, que estando insta- 
lada la Sunrema Corte de acuerdo 
con lo que aispone la Constitución y 
encontrándose ese alto Poder en el 
ejercicio pleno de sus atribuciones, 
no había necesidad de conservar en 
la Constitución dicho artículo, si bien 
debia entenderse, que tenia derecho 
para ejercitar las funciones de que 
sin embargo de no encontrarse enu- 
meradas enla Carta Fundamental, ha 
estado constantemente en posesión 
como Tribunal Superior de Justicia, 
por las antiguas leyes, siempre que 
no estuvieran en pugna con las pres- 
cripciones espresas de la Constitu- 
ción y hasta tanto no se dicten las 
leyes orgánicas y de procedimiento 
sobre esas materias. 

Fué aceptada por estos fundamen- 
tos la supresión propuesta y con el 
alcance que dan á la supresión las 
razones espuestas. 



Pidiéndose igualmente la supresión 
del artículo 221, se recordó, que su 
eliminación era natural y lógica, desde 
que estaba ya dictada la ley orgánica 
de la Administración de Justicia en la 
Provincia, la cual establece que en el 
Departamento Judicial de la Capital 
habrá solo una Cámara de Apelación 
en lo Civil, Comercial y Criminal, 
mientras que el artículo 221 dice, que 
habrá dos Cámaras de Apelación en 
lo Civil y una para lo Criminal y Co- 
mercial, consistiendo la diferencia 
entre la Constitución y la lev orgáni- 
cade los Tribunales, en que la Ciu- 
dad de Buenos Aires, que era el ma- 
yor centro de la Administración de 
Justicia, ha pasado á ser Capital de 
la República, por lo que se ha creído 
necesario disminuir el personal de la 
Administración do Justicia en el De- 
partamento de la Capital. 

Esplicada en estos términos la ra- 
zón de la supresión del artículo 221, 
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fué ella aceptada sin ulteriores discu- 
siones 



En cuanto á los artículos 222, 223, 
224 y 225, se dijo, para aconsejar su 
supresión, que desde que se habia 
dictado la ley orgánica de los Tri- 
bunales y varias otras complementa- 
rias de aquella, proveyendo sobre to- 
do lo que respecta á las disposiciones 
contenidas en cada uno de los referi- 
dos artículos, era obvio que estaban 
de mas en la Constitución y debían 
suprimirse. 

Aludiendo al artículo 225, se dijo, 
que era también evidente que lasCá-- 
maras de Apelación y ¡los Jueces de 
1* Instancia debían seguir conociendo 
de todas las causas sujetas á su ju- 
risdicción con arreglo á las leyes vi- 
gentes observando el mismo procedi- 
miento actual, y que en cuanto al ar- 
tículo hace referencia á las leyes 
orgánicas y reglamentarias que han 
de establecer la jurisdicción especial 
de tierras, no habia mas que referirse 
á la disposición contenida en el artí- 
culo 168 de la Constitución, que man- 
da que la Legislatura las dicte, para 
que una vez sancionadas recien em- 
piece á funcionar esa nueva rama de 
íajusticia. 

Quedaron en consecuencia supri- 
midos dichos artículos. 



Respecto del artículo 226, no solo 
se consideró que los términos fijados 
en él habían perdido su oportunidad, 
sino que un nuevo artículo ya sancio- 
nado, habia venido á dar á la Legis- 
latura la facultad general y amplia 
de dictar todas leyes orgánicas y re- 
glamentarias que tuvieren por objeto 
hacer efectivas las disposiciones de 
la Constitución, debiendo dictar esas 
leyes en el próximo período de sus 
sesiones, y en caso de no hacerlo se 
faculta al Poder Ejecutivo para pre- 
sentar losproyectos comprensivos de 
dichas leyes; todo lo cual aconsejaba 
que el artículo 226, fuera suprimido, 
v así lo acordó la Comisión. 



Creyóse al darse lectura de los ar- 
tículos 226 y 227. que ellos debían 
conservarse en la Constitución, por 
cuanto mandan que la Legislatura aic- 
te las leyes orgánicas déla Justicia de 
Paz y de las Municipalidades, esta- 
bleciéndose del mismo modo en ellas 
que los nombramientos de los funcio- 
narios respectivos seguirán haciéndo- 
se por el Poder Ejecutivo, y c|ue la 
organización de las Municipalidades 
continuará mientras no se dicte la ley 
de la materia bajo las bases vigen- 
tes. 

Pero como la Comisión ha cambia- 
do la forma de elección de los Jueces 
de Paz, (Art. 180), se convino supri- 
mir del artículo la palabra directa en 
seguida de elección v en cambiar la 
fecha 1874 por la de 1885. 

Estas modificaciones fueron acep- 
tadas no sin hacer presente de un 
modo especial la necesidad que ha- 
bia de organizar en la Provincia la 
Justicia de Paz y las Municipalidades 
á la brevedad posible; pues es una as- 
piración constante de los vencindarios 
el tener estas instituciones de carác- 
ter local que dan vida propia á los 
pueblos y hacen efectivo el principio 
de la descentralización que la Cons- 
titución actual como la Comisión Re- 
visora ha proclamado ampliamente y 
como esencial para asegurar á todos 
los habitantes la efectividad del Go- 
bierno libre. 



La Comisión estuvo de acuerdo en 
suprimir el art. 229 por estar llenado 
el objeto que se tuvo en vista al dic- 
tarlo y ser, en consecuencia, inútil 
actualmente, por lo que quedó elimi- 
minado sin discusión. 



Se propuso por uno de los miem- 
cros de la Comisión un nuevo artícu- 
lo, que por el carácter de la disposi- 
ción que contiene debia ser colocado 
cuesta Sección de la Constitución. 
Ese artículo está concebido en estos 
términos: 



COMISIÓN RBVI30RA 



So ha querido que esta disposición 

Mgun: en la Constitución, no obstan- 
te el mandato dado á la Legislatura 
por ti art. 210 (nuevo), para que dicte 
todas las leves regla me ntariasqueha- 
gau efectivo el cumplimiento de los 
principios ife la Constitución, porque 
la ley stilii'n Registro Civil es di' capital 
importancia, y >u confección y san- 
ción se ha retardado indefinidamente 
hasta ahora. En presenciad©! nue- 
vo articulo la Legislatura no puede 
diferir ni aplazar la sanción de dicha 
ley sin manifiesto de seo nocí miento 
del mandato que por ella se le cun- 
tiere. 

Esta ha sido la intención del autor 
del nuevo articulo consultando la dis- 
posición contenida en el art. i" de la 
Curta fundamental; pues han trascur- 
rid" mas de diez años sin que .-<■ na- 
ya dictado para la Provincia la im- 
portante ley del Registro Civil. 

Fué aceptado el articulo en ios tér- 
minos propuestos. 



Un señor Convencional dijo, que 
indudablementeibaá surgir una gran 
dificultad para que la Provincia de 
Buenos Aires tuviese hombres com- 
petentes en número bastante para 
desempeñar los diversos cargos de 
la administración pública si se esta- 
blecía como un deber estricto, por 
ahora, el domicilio, residencia o per- 
manencia inmediata en la Provincia 
como condición indispensable para 
ocuparlos, y que esto debia tenerse 
presente al entrar aponer en ejecu- 
ción la Constitución reformada. 

Que para obviar á esos inconve- 
nientes, él se permitía proponer un 
artículo que estableciera mas ó me- 
nos lo siguiente: 



de la Ogpital de la Hepúbii ■ 

eieio ota sus derechos políticos, podrán 

i.ieS'UHlii'íiiir ttnitjx h,x uurt/ox </>■ !-•> .I<í- 
mintstracion de la Provincia deÉue- 
flux Aí'i'ci tin necesidad de residencia 
permanente en vita. 

Agregó en apoyo del articulo, que 

debia. tenerse presente, que la situa- 
ción do la Provincia en la actualidad 
era muy distinta de la que tenia, al 
dictarse' la Constitución vigente, pues 
que desprendida ahora por la federa- 
hzacion de sugran centro de pobla- 
ción é ilustración, no cuenta por el 
momento sino con un número relati- 
vamente reducido de personas com- 
pi'i-'in 's para desempeñar las funcio- 
nes que exigen la buena naarcha y 
dirección de sus valiosos intereses. 

Que na pedia negarsaqueen eua- 
tro ó cinco años mas por lo menos, 
la Provincia se encontraría imposibi- 
litada para organizar 1 bien las distintas 
ramas de su Administración sí hubie- 
ra ile limitarse a ocupar exclusiva- 
mente á los ciudadanos que fueran ve- 
cinos de) Estado, pues no se improvi- 
san de un momentoá otrolos elemen- 
tos de buen gobierno y de competente 
administración, que son indispensa- 
bles para desenvolver conveniente- 
mente los complicados intereses do 
una provincia que ha quedado cu las 
condiciones de la de Buenos Aires 
después de la federal izar ion de su an- 
tigua y populosa capital, donde, co- 
rno es natural, estallan domiciliados 
sus hombres mas importantes. 

Que por otra~parte, el articulo pro- 
puesto no tenia sino un carácter tran- 
sitorio y era encaminado únicamente 
á dar á la Provincia el tiempo bas- 
tante para que tenga 6 reúna los ele- 
mentos que le son indispensables 
para plantear una buena administra- 
ción. Que una vez trascurrido el 
tiempo señalado por el artículo podía 
y debia volverse al rigorismo del 
domicilio y residencia que exigen la 
Constitución y las leyes. 

A mérito de estos fundamentos fué 
aceptado el articulo en los términos 
que se había propuesto. 
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EL REDACTO» 



Para hacer efectiva la disposición 
contenida cu la cláusula 1" del inciso 
9» del art. 206, se propasa el 
siguiente que debía ser colocado en 

la* btt/'tis/rift/tcs trutisitoriax. 

A ion efectos de la cláusula í a del 

inciso 9" artículo i-06. el Poder Eje- 
cutiru ul'iryarti escritura de trasfe- 
f:m:\n ¡i favor del Consejo General de 
educación, hadando la ubicación res- 
pee t ira. . 

Al proponer este artículo se repro- 
dujeron por su autor los argumentos 
que dieron por resultado la reforma 
del art. 806 que figura en la Sección 
de la Educación ó Instrucción I'uMi- 
ca. Basta referirse á la exposición 
que allí se ha hecho para explicarse 
las razones en que está fundado el ar- 
ticulo . 



Refiriéndose á los artículos sancio- 
nados por la Comisión, y en los cua- 
les se rija un término mas largo ala 
duración de las funciones de Gober- 
nado]- y á las de los Senadores y Di- 
putados, un miembro de la Comisión 
propuso un nuevo articulo concebido 
en estos términos: 

El periodo del mándalo de los Dipu- 
tados y Senadores fija do por cstaCons- 
liiircion tolo empegará á aplicarse A 
los Diputados y Senadores que. se eli- 
jan detpuetdent promulgación. 

El ¡ier/od'i del eua/tdalo de Goberaa- 
dor y Vice.-Gobe mador solo comenta- 
rá & contarse para el Gobernador ¿/ 
Vice-Gobernador que entren a. desem- 
peñar sus funciones el 1" de \laytidt-: 
1887. 

Dljose para fundar este articulo, 
¡ue como las leyes constitucionales 
10 podiau tener efecto retroactivo, 
lebia entenderse que el aumento del 
árminopara las funciones de Dipu- 
idosy Senadores solo so contaría 
esde que se promulgase la Cons- 



titución, y que en cuanto á la durt 
cion de las funciones del Ejecutivo 

que ha sido también aumentada, -olo 
■u-se efectiva después de 
trascurrido el primer períud.- ■ 
te al que actualmente corre, porque 
la elección constitucional de los man- 
datarios-que desempeñarán el próxi- 
mo periodo gubernativo se había he- 
cho bajo el imperio de la Constitución 
vigente y habia que estara • 
cripciones en cuanto a la forma d« 
elección y duración de los. respecti- 
vos funcionarios. 

Se recordó que a! discutir la refor- 
ma sobre el aumento del periodo gu- 
bernativo se habia íiecho notar qué 
tal aumento no podia aprovechar á 
los gobernantes que reemplazaran 
inmediatamente á tos actuales, y que 
la reforma, en estricto derecho, solo 
debía ponerse en vigencia en el se- 
gundo periodo, esto es, en el periodo 
que comienza el 1" de Mavo del afio 
1887. 

Estando de acuerdo los miembrí 
de la Comisión con la reforma prc 
puesta, fué. aceptada. 



Habiéndose acordado que los nue- 
vos artículos que figuran en esta sec- 
ción fueran colocados después del 
228 en el Orden en que se encuentra 
en este Redactor, se pasó á considí 
rar el 230, que por ser meramente 
de forma, se resolvió aprobarlo como 
estaba, dejando en blanco la fecha 
del diaen que la Constitución debe 
serjurada solemnemente, pues cor- 
responde a la H. C. Constituyente el 
fijarlo al terminar sus trabajos. 

En cuanto al art. 231. que es tam- 
bién de forma, fué aprobado sin mo- 
dificación alguna, dando con esto por 
terminado Él Redactor de los debates 
déla Comisión Revisora de la Cons- 
titución. 



REFORMAS PROYECTADAS 



LA COMISIÓN REVISOEA 




PLAN 



DE 



REFORMAS PROYECTADAS 



POR 



LA COMISIÓN REVISORA 



10 



M DE REMAS PROYECTADAS 



POR 



LA COMISIÓN REVISORA 



*!©•*•*- 



CONSTITUCIÓN 



DE LA 



PROVINCIA DE BUENOS AIRES 



Nos, los Representantes de la Provincia de Buenos Aires, reuni- 
dos en Convención por su voluntad y elección, con el objeto de 
constituir el mejor gobierno de todos y para todos, afianzar la jus- 
ticia, consolidar la paz interna, proveer ¿ la seguridad común, pro- 
mover el bienestar general, y asegurar los beneficios de la libertad 
para el pueblo y para los demás hombres que quieran habitar su 
suelo: invocando ¿ Dios, fuente de toda razón y justicia: ordenamos, 
decretamos y establecemos esta Constitución. 



SECCIÓN PRIMERA 



Declaraciones, Derechos y Garantías 



CONSTITUCIÓN VIGENTE 



Art. I o La Provincia de Buenos Aires, como 
parte integrante de la República Argentina, 
constituida bajo la forma representativa repu- 
blicana federal, tiene el libre ejercicio de to- 
dos los poderes y derechos que por la Consti- 
tución Nacional no hayan sido delegados al 
Gobierno de la Nación. 

Art. 2 o Todo poder público emana del pueblo; 
y asi éste puede alterar ó reformar la presente 
Constitución siempre que el bien común lo 
exija y en la forma que por ella se establece. 

Art. 3 o Los límites territoriales de la Provin- 
cia son los que por derecho le corresponde con 
arreglo á lo que la Constitución Nacional esta- 
blece, y sin perjuicio délas cesiones ó tratados 
interprovinciales que puedan hacerse autoriza- 
dos por la Legislatura. 



Art. 4 o El estado civil de las personas será 
uniformemente llevado en toda la Provincia 
por las autoridades civiles, sin distinción de 
creencias religiosas, en la forma que lo esta- 
blezca la ley. 

Art. 5° Es inviolable en el territorio de la 
Provincia el derecho que todo hombre tiene 
para rendir culto á Dios Todo-Poderoso, libre 
y públicamente según los dictados de su con- 
ciencia. 

Art. 6 o El uso de la libertad religiosa recono- 
cida en el articulo anterior queda sujeto á lo 
que prescriben la moral y el orden público. 

Art. 7 o El Gobierno de la Provincia coopera 
á sostener el culto Católico Apostólico Romano, 
con arreglo á las prescripciones de la Consti- 
tución Nacional. 

Art. 8 o Todos los habitantes de la Provincia 
son por su naturaleza libres é independientes, y 
tienen derecho perfecto de defender y de ser 
pro tejidos en su vida, libertad, reputación, se- 
guridad y propiedad. Nadie puede ser privado 
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Para figurar después del artículo 3° de la 
Constitución vigente, se sancionó el siguiente : 

Art La capital de la Provincia de Bue- 
nos Aires será la Ciudad La Plata, que ser- 
virá de asiento á sus autoridades desde la 
fecha que señale la ley. 
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de estos goces, sino por vía de penalidad con 
arreglo á la ley anterior al hecho del proceso, 
y previa sentencia legal del juez*> compe- 
tente 

Art. 9 o Los habitantes de la Provincia son 
iguales ante la ley, y ésta debe ser una misma 
para todos y tener una acción y fuerza unifor- 
mes. 

Art 10. La libertad de la palabra escrita ó 
hablada es un derecho asegurado á los habi- 
tantes de la Provincia. Todos pueden publicar 
por la prensa sus pensamientos y opiniones, 
siendo responsables de su abuso ante el Jura- 
do que conocerá del hecho y del derecho, con 
arreglo á la ley de la materia, sin que en nin- 
gún caso la legislación pueda dictar medidas 
preventivas para el uso de esta libertad ni res- 
tringirla ó limitarla en manera alguna. 

En los juicio» á que diere lugar el ejercicio 
de la libertad de la palabra y de la prensa, el 
Jurado admitirá la prueba como descargo, 
siempre que se trate de la conducta oficial de 
los empleados ó de la capacidad política de 
personas públicas. 

Art. 11. Toda orden de pesquisa, arresto de 
una ó mas personas 6 embargó de propiedades, 
deberá especiñcar las personas ú obgetos de 
pesquisa ó embargo, describiendo particular- 
mente el lugar que debe ser registrado, y no 
se espedirá mandato de esta clase, sino por he- 
cho punible apoyado en juramento ó afirma- 
ción, sin cuyos requisitos la orden ó mandato 
no será exequible. 

Art. 12. Queda asegurado á todos los habi- 
tantes de la Provincia el derecho de reunión 
pacífica para tratar asuntos públicos ó privados, 
con tal que no turben el orden público, así 
como el de petición individual ó colectiva, ante 
todas y cada una de sus autoridades, sea para 
solicitar gracia ó justicia, instruir á sus repre- 
sentantes, ó para pedir la reparación de agra- 
vios. En ningún caso una reunión de personas 
podrá atribuirse la representación ni los dere- 
chos del pueblo ni peticionar en su nombre,y 
los que lo hicieren cometen delito de sedi- 
ción. 

Art. 13. Nadie podrá ser detenido sin que 
preceda al menos una indagación sumaria que 
produzca semi-plena prueba ó indicio vehe- 
mente de un hecho que merezca pena corpo- 
ral, ni podrá ser constituido en prisión sin que 
preceda orden escrita de Juez, salvo el caso 
infraganti en que todo delincuente puede ser 
arrestado por cualquier persona y conducido 
inmediatamente á presencia de su juez. 
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Art. 11. Toda orden de pesquisa, detención 
de una ó mas personas ó embargo de propie- 
dades, etc., etc 



Art. 13. Nadie podrá ser detenido sin que 
preceda al menos una indagación sumaria' que 
produzca semi-plena prueba ó indicio vehe- 
mente de un hecho que merezca pena corpo- 
ral, y sin orden escrita de juez, salvo el caso 
infraganti en que todo delincuente puede ser 
detenido por cualquier persona y conducido 
inmediatamente á presencia de su juez. 
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Art. 14. Se asegura para siempre a todos el 
juicio por jurados con arreglo á las prescrip- 
ciones de esta Constitución. 



Art. 15. No podrá juzgarse por Comisiones r»i 
Tribunales especiales, cualquiera que sea la 
denominación que se les dé. 

Ait. lü. Todo aprehendido será notificado 
dentro de veinticuatro horas de la causa de su 
prisión. 

Art. 17. Toda persona detenida podrá pedir, 
por si ó por medio de otra, que se le haga 
comparecer ante el juez mas inmediato, y espe- 
dido quesea el auto por autoridad competente, 
no podrá ser detenido contra su voluntad si 
pasadas las veinticuatro horas no se le hubiese 
notificado por Juez igualmente competente la 
causa de su detención. 

Todo Juez aunque le 
legiado á quien Be hi 

reclamase la garantía del articulo anterior, 
berá proceder en el término de veinticuatro 
boras contadas desde su presentación con cargo 
autentico, bajo multa de mil pesos fuertes. 



n Tribunal c< 
i petición ú i 



Art. IB. Será eximida de prisión toda perso- 
na que diere lianza suficiente para responder de 
¡os daños y perjuicios, fuera de los casos en que 
por el delito merezca pena corporal aflictiva 
cuya duración exceda de dos años. 



Att. 19. Xo se dictarán leyes que importen 
sentencia, que empeoren la condición de los 
acusados por hechos anteriores, priven de de- 
rechos adquiridos, ó alteren las obligaciones de 
los contratos. 

Art. SO. Todo habitante de la Provincia tiene 
el derecho de entrar y salir del país, de ir y 
venir llevando consigo sus bienes, salvo el de- 
recho de tercero. 

Art. 21. La correspondencia epistolar os in- 
violable. El que la viole se hace reo de delito 
punible por la ley, la cual determinará en qué 
caaos y con qué justificaciones podrá proee- 
derse -i ocuparla por mandato del juez. 

Aft. 22. El domicilio de una persona no podrá 
ser allanado sino por orden escrita de juez ó 



Art. 14. La Legislatura dictará oportuna- 
mente la ley que organice el juicio por ju- 
rados en materia criminal. En tanto que 
éste no se establezca, la jurisdicción crimi- 
nal será ejercida por los Tribunales que 
crea esta Constitución. 



Art. 16. Todo aprehendido será notificado de 
la causa de su detención dentro de las veinte 
y cuatro horas. 

Art. 17. Toda persona debida podra pedir, 
por si 6 por medio de otra, que se le haga com- 
parecer ante eljuezmaB inmediato, y espedido 
que sea el auto por autoridad competente, no 
podrá ser detenido contra su voluntad si pasa- 
das las veinticuatro horas no se le hubiese no- 
tificado por Juez, igualmente competente la 
causa de su detención. 

Todo Juez aunque lo sea en un Tribunal co- 
legiado á quien se hiciere esta petición rí se 
reclamase la garantía del articulo anterior, de- 
berá proceder en el término de veinticuatro 
horas contadas desde su presentación con cargo 
auténtico, bajo multa de mil pesos fuertes. 

Proveída la petición, el funcionario que 
retuviese al preso ó dejase de cumplir el re- 
qnerimento del juez que hubiese proveído 
dentro del término señalado por éste, incur- 
rirá en la multa de quinientos pesos fuertes 
sin perjuicio de hacerse efectivo el auto. 

Art. 18. Será eBcarcelada toda persona que 
diere fianza suficiente para responder de los 
daños y perjuicios fuera de los casos en que 
por el delito merezca pena corporal ailictiva, 
cuya duración exceda de dos años. 

Esta disposición no será aplicable á los 
encarcelados que cometan un nuevo delito 
durante el proceso ni tampoco á los rein- 
cidentes. 
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de las autoridades municipales encargadas de 
vijilar la ejecución de loa reglamentos de salu- 
bridad publica. 

Art, 23. Ningún habitante de la Provincia es- 
tará obligado á hacer lo i|ue la ley no manda, 
ni será, privado de hacer lo que ella no prohibe. 

Art. ¡N. Las acciones privadas de los hombrea 
que de ningún modo ofendan el orden público 

i perjudiquen á un tercero, están reservadas 

Dios y exentas da la autoridad de los magis- 
trados. 

Art. 25. I.a libertad de trabajo, industria y 
comercio, ea un delfclio asegurado á todo ha- 
bitante de la Provincia, siempre que no ofenda 
ú perjudique á la moral o á la salubridad pú- 
hlica, ni sea contrario á las leyes del pala ó á 

s derechos de tercero. 

Art. 26. A ningún acusado se le obligará á 
prestar juramento ni á servir de testigo contra 
ai mismo en materia criminal, ni será encausado 
dos veces por un mismo delito. 

Art. 27. Las cárceles aon hechas para seguri- 
dad y no para mortificación de los detenidos, 
l.as penitenciarías serán reglamentadas de ma- 
nera que constituyan centros de trabajo y mo- 
ralización* Todo rigor innecesario hace res- 
ponsable á las autoridades que lo ejerzan. 

L rt. S8. La propiedad es inviolable, y ningún 
habitante do la Provincia puede ser privado de 
ella sino en virtud de sentencia fundada en ley. 
La eapropiacion por causa de utilidad pública 
debe ser calificada por ley y previamente indem- 
nizada. 

Art. !9. Sa ratifica para siempre las leyes de 
libertad de vientres y las que prohiben el tra- 
uco de esclavos, la confiscación de bienes, el 
tormento, las penas crueles, infamia trascen- 
dental, mayorazgos y vinculaciones de toda 
especie, debiendo ser enajenable toda propiedad - 

Art. 30. Ninguna persona será encarcelada 
por deudas en causa civil, salvo los casos de 
fraude ó culpa especificadas por ley. 

Art. 31. Loa extranjeros gozarán en ei territo- 
rio de la Provincia de todos los derechos civiles 
del ciudadano y los municipales que esta Cons- 
titución les acuerda. 

Art. 32. La libertad da enseñar y aprender no 
podrá aercoartada por medidas preventivas. 

Art. 33. Las universidades, y facultades cien- 
tíficas erigidaa legal mente espedirán los títulos 
y grados de su competencia sin mas condición 
que la de eiijir exámenes suficientes en el tiem- 
po en que el candidato lo solicite: quedando á 
la Legislatura la hesitad de determinar lo con- 
cerniente al ejercicio de las profesiones libe— 



Art. 26. A ningún acusado se le obligará á 
prestar juramento, ni á declarar contra si 
mismo, en materia criminal, ni será encausado 
dos veces por un mismo delito. 

Art. 27. Las prisiones son hechas pata segu- 
ridad y no para mortificación de los detenidos. 
Las penitenciarlas serán reglamentadas de ma- 
nera que constituyan centros de trabajo y mo- 
ralización. Todo rigor innecesario hace res- 
ponsable alas autoridades que lo ejerzan. 

Art. 28. La propiedad es inviolable, y ningún 
habitante de la Provincia puede sar privado de 
ella sino en virtud de sentencia fundada en ley. 

La expropiación por causa de utilidad pú- 
blica debe ser previamente calificada ó in- 
demnizada por ley. 



Art. 30. Ninguna personaserá encarcelada por 
deudas en causa civil, salvo los casos de fraude 
i'i culpa que determinará una ley especial. 

Art. 31. Los extranjeros gozarán en el terrP 
(Orio de la Provincia de todos los derechos ci- 
viles del ciudadano y de los demás que esta 
Constitución les acuerda. 



Art. 33. Las Universidades y facultades cien- 
tíficas erigidas legalmente, expedirán les títulos 
y grados do su competencia sin mas condición 
que la de exijir exámenes suficientes en el tiem- 
po en queel candidato lo solicite, de acuerdo 
con los reglamentos que dicten las faculta- 
des respectivas, quedando & la Legislatura la 
facultad de determinar !o concerniente al ejer- 
cicio de las profesiones liberales. 
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Art. 34. La Legislatura no podrá dictar ley al- 
guna que autorice directa ó indirectamente la 
suspensión de pagos en metálico por ninguna 
asociación ó establecimiento de banco, sea pú- 
blico ó privado, ni la circulación de sus billetes 
como moneda corriente; ni autorizar nuevas 
emisiones de papel moneda. Tampoco podrá 
autorizar ninguna clase de lotería en la Pro- 
vincia ni la venta pública de billetes de loterías 
establecidas fuera de ella. 

Art. 35. Los poderes públicos no podrán dele- 
gar las facultades que les .han sido conferidas 
por esta Constitución, ni atribuir al Poder Eje- 
cutivo otras que las que espresamente le están 
acordadas por ella. 

Ar. 36. No. podrá dictarse ley que tenga por 
objeto acordar remuneración á ninguno de los 
miembros del Poder Ejecutivo ni de las Cáma- 
ras, mientras lo sean, por servicios hechos ó 
que se les encarguen en el ejercicio de sus 
funciones ó por comisiones especiales ó extraor- 
dinarias. 



Art. 37. No podrá autorizarse ningún em- 
préstito sobre el crédito general de la Provin- 
cia ni emisión de fondos públicos sino por ini 
ciativa de la Cámara de Diputados, y la ley que 
lo autorice deberá ser sancionada por dos ter- 
cios de votos de cada Cámara. 

Art 38. Toda ley que sancione empréstito de- 
berá especificar los recursos especiales con que 
deba hacerse el servicio de la deuda y su amor- 
tización. 

Art. 39. No podrá aplicarse el numerario que 
se obtenga por empréstitos sino á los objetos 
determinados que se debe especificar en la ley 
que lo autorice, bajo responsabilidad de la auto- 
ridad que lo invierta ó destine á otros objetos. 
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Art. 40 La Legislatura no podrá disponer de 
suma alguna del capital del Banco de la Pro- 
vincia hasta tanto haya sido redimida la deuda 
del papel moneda á cuyo pago está aquel espe- 
cialmente afectado. 

Art. 41. Ningún impuesto establecido ó au- 
mentado para sufragar á la construcción de 
obras especiales podrá ser aplicado interina ó 



Art. 34. 
Suprimido. 



Art. 36. No podrá dictarse ley que tenga 
por objeto acordar remuneración á ninguno 
de los miembros de los Poderes Ejecutivo, 
Legislativo y Judicial, mientras lo sean por 
servicios hechos ó que se les encarguen en 
el ejercicio desús funciones. 

Esta disposición no será aplicable cuando 
se trate de comisiones extraordinarias que 
les fuesen expresamente conferidas. 

Art. 37. No podrá autorizarse empréstito al- 
guno sobre el crédito general de la Provincia 
ni emisión de fondos públicos sino por ley 
sancionada por los dos tercios de votos de 
los miembros de cada Cámara. 



artículo que figurará después del 39 de la 
Constitución. 

— En los casos en que se hubiese realizado 
un empréstito y no se realizaran las obras 
á que se hubiese destinado el numerario 
obtenido por él, se aplicará á la conversión 
del empréstito mismo ó á obras públicas 
especialmente determinadas. 

Art. 40. 
Suprimido. 
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ilijeios distintos de los deter- 

dtí su creación, ai (Jurará por 

1 que se emplee en redimir la. 

raiga. 

ileailos públicos k cuya elec- 

ito no provea esta Constitu- 

ados ó elejidoa según lo dis- 

■á acumula rae dos ó mas em- 
ana misma persona, aunque 

icial y el otro nacional. En 

ios gratuitos, loa de profeso- 
eventuales, la ley determi- 

incomp alibles. 



as ton i¡ue la Provincia de- 
vicio ordinario de laa fron- 
Nacion no provea á di por 
ondrán de Guardias Naeio- 
dos alistados á espensas del 



laracioiiíís, derechos y garan- 
n esta Constitución no serán 
i ne^icion ú mengua de otros 
asno enumerados, ó virtual- 
por el pueblo, que nacen del 
íeranla popular y que corres- 

en su calidad de tal. 
i', decreto i urden contrarios 
pedentes ó que impongan al 
ertades y derechos reconocí— 
restricciones que las que los 
lermiten, ó priven á los ciu- 
iranttas que aseguran, serán 

y no podrán ser aplicados 
na individuos que sufran los 
den que viole 6 mem^cal-.o 






Art. 43. Una ley especial que deberá d 
tarso dentro de) primer periodo legisla ti 
siguiente á la vigencia de esta Constitucii 



mularse dos ó i 



mpleos 



elu 



vincial y el otro nacional. 

En cuanto á los empleos gratuitos, los 
profesorado y comisiones eventuales, la 1 
determinará los que sean incompatibles. 

Art. 44. 

Suprimido. 
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CAPtTULO I 

DISPOSICIONES GENERALES 

Art. 47. La representación política tiene por 
base la población, y con arreglo á ella se ejer- 
cerá el derecho electoral. 

Art. 48. La atribución del sufragio popular es 
un derecho inherente á la calidad de ciudada- 
no argentino y un deber que desempeñará con 
arreglo á las prescripciones de esta Constitución 
y á la ley de la materia. 

Art. 49. La proporcionalidad de la represen- 
tación será la regla en todas las elecciones po- 
pulares á fin de dar á cada opinión un número 
de representantes proporcional al número de 
sus adherentes, según el sistema que para la 
aplicación de este principio determine la ley. 



BASES D 



CAPITULO II 

. SISTEMA ELECTORAL 



Art. 50. El territorio poblado de la Provincia 
se dividirá en tantos distritos electorales cuan- 
tos sean los Juzgados de Paz, á los efectos de 
la inscripción, organización é instalación de las 
mesas receptoras, y recepción de los votos. 



Art. 48. El sufragio popular será desem- 
peñado por electores calificados, con arre- 
glo á las prescripciones de esta Constitución 
y á la ley de la materia. 



Para figurar después del articulo 49 de la 
Constitución, se aprobó el siguiente : 

Art. Las vacantes que se produzcan en 
la Legislatura por muerte, renuncia ó des- 
titución de algún Senador ó Diputado, se 
llenarán por el candidato que inmediata- 
mente le haya seguido en la elección en 
que aquel fué electo. 



Art. 50. El territorio de la Provincia se di- 
vidirá á los efectos de la inscripción, orga- 
nización, instalación de las mesas receptoras 
y recepción de los votos, en ocho seccio- 
nes ó distritos electorales, formados de la 
manera siguiente : 

1» Sección: que comprende los Partidos 
de La Plata, Ensenada, Quilines, Magdale- 
na y Rivadavia, Brandzen, Chascomús y 
Biedma, Ranchos, San Vicente, Brown, 
Lomas de Zamora. 

Z" Sección: Barracas, San José de Flo- 
res, Belgrano, San Isidro, San Fernando , 
San Martin, Morón, Matanzas, Merlo, Mo - 
reno, Marcos Paz, Rodríguez. 

3* Sección: Cañuelas, Monte, Las Heras, 
Lobos, Navarro, Mercedes, Suipacba, Chi- 
vilcoy. 
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Arl. 51. Para toda elección popular deberá 
servir de base el registro electoral de cada dis- 
trito que se hará, por inscripción directa á do- 
micilio, por comisiones empadronadoras nom- 
bradas á la suerte por las Municipalidades 
respectivas, y donde uo hubiese éstas por los 
Jueces de Paz, debiendo renovarse cada dos 



Art. 52. Las mesas receptoras de votos en 
cada distrito serán también formadas á la suer- 
te per las Municipalidades, ó por los Jueces de 

Art. 53. Los cargos de empadronadores y 
miembros de las mesas receptoras serán obli- 
gatorios á todo ciudadano, bajo multa que es- 
tablecerá la ley á beneficio de la Municipalidad 

Art. 54. Ningún ciudadano podrá votar sino 
en el distrito electoral de su residencia y estan- 
do inscripto en el Registro. 

Art. 55 La ley de elecciones deberá ser uni- 
forme para toda la Provincia. 

Art. 56. Toda elección deberá terminarse en 
un solo dia, sin que las autoridades puedan 
suspenderla por ningún motivo. 

Art. 57. Se votará personalmente y por bole- 
tas en que consten los nombres de los candí- 
datos. 

Art. 58. Ningún ciudadano inscripto, que no 
haya sido movilizado, podrá ser citado ni rete- 
nido para el servicio militar ordinario desde 
quince dias antes (por lo menos) de las eleccio- 
nes generales hasta ocho dias después de éstas. 

Art. 59. No podrá votar la tropa de linea ni 
ningún individuo que forme parte de la policía 



Art. 60. Las mesas receptoras de votos ten- 
drán á su cargo el orden inmediato del Colegio 
electoral, durante el ejercicio desús funciones 
y para conservarlo ó restablecerlo podrán re- 
querir el auxilio de la fuerza pública. 
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4» Sección; Las Conchas, Pilar, Exaltación 
de la Cruz, Lujan, Zarate, Giles, San Anto- 
nio de Areco, Carmen de Areco, Baradero, 
San Pedro, Arrecifes. 

5* Sección: Ramallo, San Nicolás, Perga- 
mino, Salto, Rojas, Chacabuco, Junin. 

6" Sección: Dolores, Castelll, Tordillo, 
Ajó, Tuyú, Moosalvo, Tocino, Mar Chiqui- 
ta, Pueyrredon, Lobería, Balcarce, Ayacu- 
cho y Arenales, Rauch, Pila. 

7» Sección : Las Flores, Saladillo, Arrear, 
Tapalqué, 25 de Hayo, Bragado, 9 de Julio, 
Lincoln, Bolívar. 

8" Sección: Azul, Olav&rria, Tandil, Juárez, 
Necochea, Tres Arroyos, Suarez, Pringles, 
Bahia Blanca, Patagones. 
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CAPÍTULO I 

DÉLA ASAMBLEA LEGISLATIVA 

Art. 61. El Poder Legislativo déla Provincia 
será ejercido por una Asamblea dividida en dos 
Cámaras, una de Diputados y otra de Senado» 
res, elejidos directamente por electores califi- 
cados, con arreglo á las prescripciones de es- 
ta Constitución y á la ley de elecciones. 

CAPÍTULO II 

DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

Art. 62. Esta Cámara será compuesta de ciu- 
dadanos elejidos en razón de uno por cada diez 
mil habitantes, ó de una fracción que no baje 
de cinco mil. 

Cuando el número de Diputados alcance á 
cien, la Legislatura determinará, después de 
cada censo decenal, la razón del número de 
habitantes que ha de representar cada Diputa- 
do para que no exceda nunca £e aquel nú- 
mero. 

Art. 63. El cargo de Diputado durará dos 
años, pero la Cámara se renovará por mitad 
cada año. 

Art. 64. Para ser Diputado se requieren las 
calidades siguientes: 

1° Ciudadanía natural en ejercicio ó legal 
después de cinco años de obtenida. 

2° Veintidós años de edad. 

Art. 65. Es incompatible el cargo de Dipu- 
tado con el de empleado á sueldo de la Provin- 
cia ó de la Nación . Esceptúanse los empleos de 
profesorado y las comisiones eventuales. 

Todo ciudadano que siendo Diputado acep- 
tase cualquier empleo rentado de la Nación ó 
de la Provincia, cesará por ese hecho de ser 
miembro de la Cámara. 



DE LA LEGISLATURA 

Art. 61. El Poder Legislativo de la Provincia 
será ejercido por dos Cámaras, una de Dipu- 
tados y otra de Senadores, elejidos directamente 
por ciudadanos argentinos, electores califi- 
cados con arreglo á las prescripciones de 
esta Constitución y á la ley de 1? materia. 



Art. 62. Esta Cámara será compuesta de dú- 
danos elejidos en proporción de uno por 
cada fracción de diez á veinte mil habi- 
tantes. 

Cuando el número de Diputados alcance á 
cien, la Legislatura determinará, después de 
cada censo decenal, la razón del número de 
habitantes que ha de representar cada Diputa- 
do para que no exceda nunca de aquel nú- 
mero. 

Art). 63. El cargo de Diputado dunará 
cuatro años, pero la Cámara se renovará 
por mitad cada dos años. 



Art. 65. Es incompatible el cargo de Dipu- 
tado con el de empleado á sueldo de la Pro- 
vincia ó de la Nación ó de miembro de los 
directorios de los establecimientos públi- 
cos de la Provincia. Esceptúanse los em- 
pleos de profesorado y las comisiones even- 
tuales. 

Todo ciudadano que siendo Diputado acepta- 
se cualquier empleo de los espresados en 
el inciso anterior, cesará por ese hecho de 
ser miembro de la Cámara. 
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Proyecto de constitución 



Art. 66. Es de competencia esclusiva de la 
Cámara de Diputados: 

I o La iniciativa en la creación de contribu- 
ciones é impuesto» generales de la Provincia. 



2 o Acusar ante el Senado al Gobernador de 
la Provincia y sus Ministros, al Vice-Goberna— 
dor y á los miembros de la Suprema Corte de 
Justicia, por delitos en el desempeño de sus 
funciones ó falta de cumplimiento á los debe- 
res de su cargo. 

Para usar de esta atribución deberá preceder 
una sanción de la Cámara por dos tercios de 
votos de sus miembros presentes que declaren 
que hay lugar á la formación de causa. — Cual- 
quier habitante de la Provincia tiene acción pa- 
ra denunciar ante la Cámara de Diputados el 
delito ó falta á efecto de que se promueva la 
acusación. La ley determinará el procedimien- 
to de estos juicios. 

Arl. 67. Cuando se deduzca acusación por de- 
litos comunes contra los funcionarios acusables 
por la Cámara de Diputados, no podrá proce- 
derse contra sus personas sin que se solicite por 
el Tribunal competente se allane la inmunidad 
del acusado, á cuyo efecto se remitirán los an- 
tecedentes á aquella Cámara, y no podrá alla- 
narse dicha inmunidad sino con dps tercios de 
votos. 

Art. 68. Presta su acuerdo al Poder Ejecuti- 
vo para el nombramiento de los miembros del 
Consejo General de Educación. 

CAPÍTULO III 

DEL SENADO 

Art. 69. Esta Cámara se compondrá de ciu- 
dadanos elejidos en razón de uno por cada 
veinte mil habitantes, ó de una fracción que no 
baje de diez mil. 

Cuando el número de Senadores alcance á 
cincuenta, la Legislatura determinará, después 
de cada censo decenal, la razón del número de 
habitantes que ha de representar cada Sena- 
dor para que no exceda nunca del aquel nú- 
mero. 

Art. 70. Son requisitos para ser Senador: 

1° Ciudadanía natural en ejercicio ó legal 
después de cinco años de obtenida. 

2° Tener treinta años de edad. 

Art. 71. Son también aplicables al cargo de 
Senador las incompatibilidades establecidas en 
el artículo 65 para ser Diputado en los térmi- 
nos allí prescriptos. 



Art. 66. Inc. 1° aprobado. 

Por figurar como inciso 2° del art. 66, se apro- 
bó el siguiente, que no es sino el art. 68. 

Inc. 2°. Prestar su acuerdo al P. E. para 
el nombramiento de los miembros del Con- 
sejo General de Educación. 

El Inc. 2° pasó á ser inciso 3 o . 



Art. 68. Figurará como inciso 2 o del art. 66 
de la Constitución vigente, como queda indica- 
do, sustituyendo la palabra presta por prestar. 



Art. 69. Esta Cámara (el Senado) se compron- 
drá de ciudadanos elejidos en proporción de 
uno por cada fracción de veinte á cuarenta 
mil habitantes. 

Cuando el número de Senadores alcance á 
cincuenta la Legislatura determinará> después de 
cada censo decenal, la proporción del nú- 
mero de habitantes que ha de representar cada 
Senador para que no exceda nunca de aquel nú- 
mero. 
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Art. 72. El cargo de Senador durará tres años, 
pero la Cámara se renovará por terceras partes 
cada año. 

• 

Art. 73. Es atribución esclusiva del Senado 
juzgar enjuicio público álos acusados por la 
Cámara de Diputados, constituyéndose al efecto 
en Tribunal y prestando sus miembros jura- 
mento ó afirmación para estos casos. 

Cuando el acusado fuese el Gobernador ó Vi- 
ce Gobernador de la Provincia deberá presidir 
el Senado el Presidente de la Suprema Corte de 
Justicia, pero no tendrá voto. 

Art. 74. El fallo del Senado en estos casos no 
tendrá mas efecto que destituir al acusado y aun 
declararlo incapaz de ocupar ningún puesto de 
honor ó á sueldo de la Provincia. 

Ningún acusado podrá ser declarado culpa- 
ble sin una mayoría de dos tercios de votos de 
los miembros presentes. 

Deberá votarse en estos casos nominalmente 
y registrarse en el diario de sesiones el voto de 
cada Senador. 

Atr. 75. El que fuese condenado en esta for- 
ma, queda sin embargo sujeto á acusación y 
juicio ante los Tribunales ordinarios. 

Art. 76. Presta su acuerdo á los nombramien- 
tos que debe hacer el Poder Ejecutivo con este 
requisito y le presenta una terna alternativa 
para el nombramiento de Tesorero y Contador 
de la Provincia. 



CAPÍTULO IV 



DISPOSICIONES 



COMUNES Á AMBAS CÁMARAS 



Art. 77. Con arreglo á lo dispuesto en los ar- 
tículos sesenta y dos y sesenta y nueve y al re- 
sultado del Censo Nacional levantado encimes 
de Setiembre de 1869, la Legislatura fijará el 
número de Representantes y Senadores que 
compondrán la Asamblea Legislativa hasta que 
se haga una nueva asignación. 

Art. 78. Las elecciones para Diputados y Se- 
nadores tendrán lugar el último Domingo de 
Marzo de cada año. 

Art. 79. Las Cámaras abrirán sus sesiones or- 
dinarias el primero de Mayo de cada año, y las 
cerrarán el treinta y uno de Agosto. Funcio- 
narán en la Capital de la Provincia, pero po- 
drán hacerlo por causas graves en otro punto, 
precediendo una disposición de ambas Cámaras 
que lo acuerde. 

Las sesiones podrán prorrogarse hasta sesenta 
dias, previa una sanción que lo disponga. 



Art. 72. El cargo de Senador durará seis 
años, pero la Cámara se renovará por terce- 
ras partes cada dos años. 



Art. 76. Presta su acuerdo á los nombramien- 
tos que debe hacer el Poder Ejecutivo con es- 
te requisito y le presenta una terna alternativa 
para el nombramiento de Tesorero y Contador 
de la Provincia, quienes no podrán ser re- 
movidos sin acuerdo de la misma Cámara. 



Art. 77. Con arreglo alo dispuesto en los ar- 
tículos 62 y 69 y al resultado del censo de la 
Provincia correspondiente al año de 1881, la 
Legislatura se compondrá de cincuenta Di- 
putados y veinte y cinco Senadores, has- 
ta que se haga una nueva asignación con 
arreglo á un nuevo censo. 

Art. 78. Las elecciones para Diputados y Se- 
nadores tendrán lugar cada dos años el últi- 
mo Domingo de Marzo. , 
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Art. 80. Pueden también ser convocadas ex- 
traordinariamente por el Poder Ejecutivo 6 en 
virtud de petición escrita, firmadapor ana cuar- 
ta parte de los miembros de cada Cámara, y en 
estos casos solo se ocuparán del asunto ú asun- 
tos que motiven 



Art. 81. Cada Cámara es Jaez esclusivo délas 
elecciones desús miembros y de la validez de 
sus títulos. 

An. 83. P»ra funcionar necesitan mayoría 
absoluta, pero en número menor podrán reunir- 
se al solo efecto de acordar las medidas que 
estimen convenientes para compeler á los ¡na- 

Isistentes. 
Art. 83. Ninguna de las Cámaras podrá sus- 
pender sus sesiones mas de tresilias sinacuer- 
do de la otra. 

Art. 84. Ningún Diputado ú Senador podrá 
aceptar cargos, títulos, condecoraciones, pre- 
sentes ni pensiones de ningún gobierno ú na- 
ción extranjera. 

Art. 85. Ningún miembro del Poder Legisla- 
tivo durante su mandato, ni aun renunciando su 
cargo, podrá ser nombrado para desempeñar 
empleo alguno rentado, creado, ó cuyos emu- 
luraentosae hayan aumentado en el periodo le- 
gal de la Legislatura en que funciona. 

Art. 80. Cada Cámara podrá nombrar Comí- 
nones de su seno para examinar el estado de! 
Tesoro y para el mejor desempeño de las 
itribuciones ijue le coneiernen, y podrá pedir á 
os jefes de departamentosdela administración, 
■ por su conducto á bus subalternos, los infor- 

An. >7. Podrán también espresar la opinión 
e su mayoría por medio de resoluciones ó de- 
araciones stn fuerza do ley sobre cualquier 
¡unto que afecte los intereses generales de la 
•ovincia o déla Nación. 

Art. 88. Cada Cámara podrá hacer venir á su 
la á los Ministros del Poder Ejecutivo para 
iirles los informos que estime convenientes, 
krt. 89. Cada Cámara se rejirá por un regía- 
nlo espec'al y nombrará su Presidente y 
:e, á escepc¡on del Presidente del Senado 
íloserá el Vice-Gobernador. pero no tendrá- 
o sino en caso de empate. 



't. 80. Las Cámaras podrán, s 
por el P. E. á sesiones extraordinarias, 
> un asunto de interés público 
y urgente asi lo exija, ó cuando por la 
mismas Tazones lo solicite una cuarta parte 
de los miembros de cada Cámara, y en es- 
tos casos, solo se ocuparán del asunto ó 
asuntos que motiven la convocatoria. 

— Antes de entrar las Cámaras á ocuparse 
del asunto que motiva la convocatoria, debe- 
rán declarar previamente que ha llegado el 
caso de urgencia y de interés público á que 
se refiere la primera parte de este arti- 
culo. 

Art. 81. Cada cámara es juez esclusivo de 
las elecciones desús miembros (suprimiendo: y 
de la calidez de sus tirillas./ 

Art. 8Z. Para 'funcionar necesitan mayoría 
absoluta del total de sus miembros, pero en 
número menor podrán reunirse al solo efecto 
de acordar las medidas que estimen conve- 
niente para compeler á los inasistentes. 



Art. 84. Suprimido. 



Art. 85. Ningún miembro delPoder Legislati- 
vo durante su mandato, ni aún renunciando si 
cargo, podrá ser nombrado para desempeñf 
empleo alguno rentado que haya sido c; 
cuyos emolumentos se uayau aumentado du- 
rante el periodo legal de la Legislatura en qu< 
funciona. 



Art. 87. Podrán también espresar ia opinión 
de su mayoría por medio de resoluciones d de- 
claraciones sin fuerza de ley sobre cualquier 
asunto político ó administrativo que efecte 
los intereses gotierales de la Provincia ú de la 
Nación. 



Art. 99. Cadi Cámara se rejirá per un re- 
glamento especial y nombrará su Presidente 
y Vices, á escepcion del Presidente del Sena- 
do que lo seri el V¡C*-Gob«innJnr, pifo n 
tendrá voto sino en cuc- de empate. 




Art. 90. Formarán también su presupuesto 
acordando elnúmerodeempleadosquenecesitón, 
su dotación y la forma en quj deben pro- 

Art. 91. Las sesiones de ambas Cámaras se- 
rán públicas, y solo podrán ser secretas por 
ncuerdo de la mayoría. 

Art. 92. Los miembros de ambas Cámaras 
son inviolables por las opiniones que manifies- 
ten y votos que emitan en el desempeño de su 

No hay autoridad alguna que pueda proce- 
sarlos ni reconvenirlos en ningún tiempo por 
tales causas. 

Art. 03. Gozarán de completa inmunidad en 
su persona desde el día de su elección, hasta 
que cese su mandato, y no podrán ser arresta- 
dos por ninguna autoridad sino en caso de ser 
sorprendidos infraganti en la ejecución de al- 
gún delito grave, dándose inmediatamente 
cuenta á la Cámara respectiva con la informa- 
ción sumaria del hecho para que resuelva lo 
que corresponda según el caso, sobre la inmu- 
nidad personal. 



Art. 94. Cuando se dedu: 
acción privada ante la justicia ordinaria con- 
tra cualquier Sanador ó Diputado, examinado 
el mérito del sumario en juicio público, podrá 
cada Cámara con dos tercios de votos suspen- 
der en sus funciones al acusado, y ponerlo á 
disposición del Juez competente para sujuzga— 

Art. 95. Cada Cámar r podrá correjir á cual- 
quiera de sus miembros por desurden de con- 
ducta en el ejercicio de sus funciones, por dos 
tercios de votos, y en caso de reincidencia, 
podrá espulsarlo por el mismo número de 



Art. 96. Al aceptar el cargo de Diputados, y 
Senadores, prestarán juramento por Dios y por 
la Patria, de desempeñarlo fielmente. 

Art. 97. Los Senadores y Diputados gozarán 
de una remuneración de terminada por la Legis- 

CAPÍTÜLO V 

ATRIBUCIONES DEL PODER LEJISLATIVO 

Art. 98. Corresponde al poder Legislativo: 
1° Establecer los impuestos y contribucio- 
nes necesarias páralos gastos de í 
público, debiendo estas cargas sí 
formes en toda la Provincia. 



Art. 90. Cada Cámara s 
la su presupuesto acordando el número de 
empleados que necesite, su dotación y la forma 
en que deben proveerse. 



Art. 92. Ningún miembro de las Cámaras 
será responsabilizado por las opiniones que 
manifieste ó los votos que emita en el des- 
empeño de su cargo. 

No hay autoridad alguna que pueda proce- 
sarlos ni reconvenirlos eo ningún tiempo por 

Art. 93. Los Senadores y Diputados, go- 
zarán de completa inmunidad en su persona, 
desde el dia de su elección hasta el día en 
que cese su mandar i, y no podrán ser deteni- 
dos por ninguna autoridad sino en caso de ser 
sorprendidos infraganti en la ejecución de 
algún crimen, dándose inmediatamente cuen- 
ta á la Cámara respectiva con la información 
hecho para que resuelva lo que 
según el caso sobre la inmunidad 
personal. 

Art. 94. Cuando se deduzca acusación por 
acción privada ante la justicia ordinaria contra 
cualquier Senador ó Diputado, examinado el 
mérito del sumario en juicio público, podrá la 
Cámara respectiva con dos tecios de votos 
suspender en sus fum-iones a! acusado y po- 
nerle á disposición del Juez competente para 
su juzgamiento. 

Art. 95. Cada Cámara podrá correjir á cual- 
quiera de sus miembros por desorden de con- 
ducta en el ejercicio de sus funciones, por dos 
tercios de votos, y en caso de reincidencia, 
podrá espulsarlo per el mismo número de vo- 
tos. 

Por inasistencia notable, calificado por ley, 
podrá también declararlo cesante en la misma 

Art. 96. Al aceptar el cargo los Diputados y 
Senadores, jurarán por Dios, y por la Patria 
de desempeñarlo fielmente. 



Inc. 1° Establecer los impuestos y contri- 
buciones necesarias para los gastos de 
serviciopúblico, debiendo estas cargas ser 
proporcionalmente iguales en toda la 
Provincia. 



¡yiy.j.^ 
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2° Fijar anualmente el presupuesto de gas- 
tos y el cálculo de recursos. La ley del 
Presupuesto será la base á que debe su- 
jetarse todo gasto en la administración 
general de la Provincia, y el Tesorero y 
Contadores, no podrán autorizar ni eje- 
cutar ningún pago que no esté incluido 
en ella ó en leyes especiales. 

3 o Aprobar, reparar ó desechar anualmente 
las cuentas de inversión que le remitirá 
el Poder Ejecutivo en todo el mes de 
Mayo; abrazando el movimiento adminis- 
trativo hasta el treinta y uno de Diciem- 
bre próximo anterior. 

4 o Crear y suprimir empleos para la mejor 
administración de la Provincia, determi- 
nando sus atribuciones, responsabilida- 
des, y dotación. 
5 o Fijar las divisiones territoriales para la 
mejor administración. 

6 o Conceder indultos y acordar admnistias 
por delitos de sedición en la Provincia. 
7 o Autorizarla reunión ó movilización de la 
milicia ó de parte de ella en los casos en 
que la seguridad pública de la Provincia la 
exija sin perjuicio de las atribuciones del 
Gobierno General. 
8 o Conceder privilegios por un tiempo limi- 
tado á los autores ó inventores, perfeccio— 
nadores y primeros introductores de 
nuevas industrias para esplotarse solo 
en la Provincia sin perjuicio de las atri- 
buciones del Gobierno general. 

9 o Legislar sobre las tierras públicas de la 
Provincia, debiendo dictarse una ley ge- 
neral sobre la materia. 

10. Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades de 
todos los recaudadores de rentas y Tesore- 
ros de las Provincias y Municipios. 

11. Dictar leyes estableciendo* los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades ci- 
viles délos funcionarios públicos. 

12. Aprobar ó desechar los tratados que el 
Poder Ejecutivo celebrase con otras pro- 
vincias. 

13. Admitir ó desechar las renuncias que hi- 
cieren de su cargo el Gobernador ó Vice- 
Gobernador, y declarar el caso de proce- 
derse á nueva elección por la renuncia ó 
impedimiento de ambos. 



Inc. 2° Se resolvió agregar al final de este 
inciso, las palabras siguientes: "salvo lo 
establecido en el articulo. . . ." (•) 



3 o Aprobado. 



4° Aprobado. 



5 o Fijar las divisiones territoriales no esta- 
blecidas por esta Constitución para la 
mejor administración. 

6° Aprobado. 

7 o Autorizar la reunión ó movilización de la 
milicia ó de parte de ella en los casos 
en que la seguridad pública de la Pro- 
vincia lo exija con arreglo al articulo 
108 de la Constitución Nacional. 

8 o Conceder privilegios con dos tercios 
de votos, por un tiempo limitado á los 
autores ó inventores, perfeccionadores y pri- 
meros introductores de nuevas industrias 
para esplotarse solo en la Provincia, sin 
perjuicio de las atribuciones del Gobierno 
General. 

9 o Legislar sobre las tierras públicas de la 
Provincia. 

10. Suprimido. 



11. Dictar leyes estableciendo los medios de 
hacer efectivas las responsabilidades, civi- 
les y penales de los empleados públi- 
cos. 

12. Aprobado. 



13. Aprobado. 



(•) Esta agregación se refiere al nuevo artícu- 
lo, en vista del cual la Suprema Corte de Jus- 
ticia, puede hacer cumplir directamente sus 
sentencias, en el caso previsto en el mismo ar- 
tículo. 
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14. Organizar la Contaduría General en el 
primer período Constitucional de manera 
que pueda controlar eficazmente las ope- 
raciones administrativas en la percepción 
é inversión de los caudales públicos. 

Organizar en el mismo período una Oficina 
de contabilidad dependiente de la Le- 
gislatura, para el examen anual de las 
cuentas de la Administración, cuyos fun- 
cionarios principales serán nombrados 
por la Asamblea general. 



15. Finalmente, dictar todas aquellas Leyes 
necesarias para el mejor desempeño de 
las anteriores atribuciones, y para todo 
asunto de interés público y general de la 
Provincia, cuya naturaleza y objeto no 
corresponda privativamente á los Poderes 
Nacionales. 



Art. 99. Solo podrá discernir honores, y acor- 
dar jubilaciones, pensiones civiles y recom- 
pensas pecuniarias por servicios distinguidos 
prestados al país. 

CAPÍTULO VI 

PROCEDIMIENTO PARA LA FORMACIÓN DE LAS LEYES 

Art. 100. Toda ley puede tener principio en 
cualquiera de las Cámaras, escepto aquellas cu- 
ya iniciativa se confiere á la Cámara de Dipu- 
tados privativamente. 

Art. 101 . Se propondrán en forma de proyec- 
to por cualquiera de los miembros de cada Cá- 
mara y también por el Poder Ejecutivo. 

Art. 102. Aprobado un proyecto por la Cá- 
mara de su origen, pasará para su revisión á la 
otra, y si ésta también lo aprobase, se comuni- 
cará al Poder Ejecutivo para su promulgación. 



PROYECTO DE CONSTITUCIÓN 



14. Organizar la Contaduría General, (en el 
primer período constitucional: suprimido) 
de manera que pueda controlar eficaz- 
mente las operaciones administrativas, en 
la percepción é inversión de los cauda- 
les públicos. 

Organizar una Oficina de Contabilidad de la 
Legislatura con funcionarios nombrados 
por la Asamblea para el examen de las 
cuentas de la Administración. Este 
examen deberá hacerse cada año sobre 
las cuentas del anterior, bajo la pdna 
de quedar ipso-facto cesantes los fun- 
cionarios encargados de esta opera- 
ción. 

15. Pasa á figurar como inciso 17. 



Como inciso 15. 

Discernir honores con dos tercios de 
votos por servicios distinguidos presta- 
dos al país. 

16. Dictar en el próximo periodo de se- 
siones la ley orgánica del monte-pio civil, 
creando un fondo especial administrado por 
el poder público, para atender con sus ren- 
tas las jubilaciones y pensiones á que sean 
acreedores los empleados de la Provincia 
ó deudos en su caso. La ley determinará 
los casos y condiciones para gozar de los 
beneficios de esta institución. 

17. Como inciso 17 figurará en la nueva Cons- 
titución el inciso 15 de la vigente. 

Art. 99. Suprimido. 
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Art. 103. Si la Cámara revisora modifica el 
proyecto que se le ha remití» ío, volverá á la 
iniciadora, y si ésta aprueba las modificacio- 
nes, pasará al Poder Ejecutivo. 

Si las modificaciones fuese»» rechazadas, vol- 
verá por segunda vez el proyecto á la Cámara 
revisóla, y si ella no tuviese dos tercios para 
insistir, prevalecerá la sanción de la iniciadora; 
pero si concurriesen dos tercios de votos para 
sostener las modificaciones, el proyecto pasará 
de nuevo á la Cámara de su origen: la que ne- 
cesitará igualmente el voto de las dos terceras 
partes de sus miembros presentes para que su 
sanción se comunique al Poder Ejecutivo. 

Si la Cámara revisora insistiese en sus mo- 
dificaciones por unanimidad, volverá el pro- 
yecto á la iniciadora. Si ésta lo rechaza tam- 
bién por unanimidad, se considerará desecha- 
do el proyecto, y en caso contrario quedará 
sancionado con las modificaciones. 

Art. 104. Ningún proyecto de ley rechazado 
totalmente por una de las Cámaras podrá re- 
petirse en las sesiones de aquel año. 

Art. 105. El Poder Ejecutivo deberá promul- 
gar los proyectos de ley sancionados en los diez 
dias de haberle sido remitidos por la Legislatu- 
ra, pero podrá devolverlos con observaciones 
durante dicho plazo, y si una vez trascurrido 
no ha hecho la promulgación ni los ha de- 
vuelto con sus objeciones, serán ley de la Pro- 
vincia debiendo promulgarse en el dia por el 
Poder Ejecutivo. 



Art. 106. Sí antes del vencimiento de los diez 
dias hubiese tenido lugar la clausura de las 
Cámaras, el Poder Ejecutivo deberá dentro de 
dicho término remitir el proyecto vetado á la 
Secretaría de la Cámara de su origen, sin cuyo 
requisito no tendrá efecto el veto. 

Art. 107. Devuelto un proyecto por el Poder 
Ejecutivo será reconsiderado primero en la Cá- 
mara de su origen, pasando luego á la revisora, 
y si ambas insisten en su san< ion por el voto 
de los dos tercios de sus miembros presentes, 
el proyecto será ley y el Ejecutivo se hallará 
obligado á promulgarlo. Encaso contrario no 
podrá repetirse en las sesiones de aquel año. 

Art. 108. Si un proyecto de ley observado 
volviere á ser sancionado en uno de los perío- 
dos legislativos subsiguientes, el Poder Ejecu- 



Art. 103. A este artículo se le suprimió su 
último inciso. 



Art. 104. Ningún proyecto de ley rechazado 
totalmente por una de las Cámaras, podrá re- 
petirse en las sesiones de aquel año. 

Un proyecto sancionado por una de las 
Cámaras, y no tratado por la otra en ese 
año, ó en el siguiente, se considerará re- 
chazado. 



Para figurar después del art. 105, se dictó el 
siguiente: 

— El veto podrá ser retirado por el P. E. 
dentro del mismo período de sesiones en que 
fué presentado, y en este caso será devuelto 
por la Cámara para la inmediata promulga- 
ción de la ley. 



Art. 107. Devuelto un proyecto por el P. E. 
observado en todo ó en parte, será reconsi- 
derado primero en la Cámara de su origen, pa- 
san lo luego á la revisora, y si ambas insisten 
en su sanción po.» el voto de los dos tercios de 
sus miembros presentes, el proyecto será ley y 
el Ejecutivo se hallará obligado á promulgar- 
lo. En caso contrario no podrá repetirse en 
las sesiones de aquel año. 
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tivo no podrá observarlo de nue- 
obligado a promulgarlo como ley. 



Art. 109. En la sanción do las leyes se usa- 
rá la siguiente fórmula: 

El Senado y Cámara de Diputados de la Pro- 
vincia de Buenos Aires sancionan con Tuerza 
de Ley, etc. 

CAPÍTULO Vil 



Art. 110. Ambas Cámaras solo se reunirán 
para el desempeño de las funciones siguíen- 



1° Apertura y clausura de las ¡ 
2' Para recibir el juramento de ley al Go- 
bernador y V ice-Gobernador de la Pro- 
So Para tomar en consideración las renun- 
cias de los mismos funcionarios; 
4° Pa a verificar la elección de Senadores al 
Congreso Nacional. 



Art. 111. Todos los nombramientos i¡ue se 
defieren á laAsamblea General deberán hacer- 
se á mayoría absoluta de los miembros pre- 

Art. 118. Si hecho el escrutinio no resulta- 
re candidato con mayoría absoluta, deberá re- 
petirse la votación contrayéndose h los dos 
candidatos que hubiesen obtenido mas votos 
en la anterior, y en caso de empate d'ecidirá 
el Presidente. 

Art. 113. De las escusaciones que se presen- 
ten de nombramientos hechos por la Asamblea 
conocerá ella misma procediendo según fuese 



Para figurar después del art. 108 se aprobó 
el siguiente: 

—En cuanto á la ley general de'presu- 
puesto, que fuese observada por el P.E., solo 
será reconsiderada en la parte objetada, 
quedando en vigencia lo demás de ella. 



DE LA ASAMBLEA 

Art. 110. Ambas Cámaras solo se reuni-án 
para el desempeño de las funciones siguien- 
tes: 

1» Apertura y clausura de las sesiones; 

2 a Para recibir el juramento de ley al Go. 
bernador de la Provincia; 

3" Para tomar en consideración las renuncias 
de los mismos funcionarios; 

4° Para verificar la elección Je Senadores al 

Congreso Nacional; 
. 5 o Para nombrar y destituir los funcio- 
narios principales de la Oficina de conta- 
bilidad de la Legislatura. (Art. 98, inc. 14 
de la Gonstit.) 

6° Para practicar al escrutinio do la elec- 
ción de electores para Gobernador y Vice- 
Gobernador de la Provincia. (Art. 129 de la 
Constit.) 

7» Para practicar el escrutinio del ple- 
biscito sobre reforma de la Constitución y, 
según su resultado, convocar la Conven- 
ción Constituyente, haciendo también ej 
escrutinio de la elección de convenciona- 
les. (Art. 211 déla Const.) 

Art. 111. Todos los nombramientos que se 
deñeren á la Asamblea deberán h cerse á ma" 
yorla absoluta de los miembros piesentes. 
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Art. 114. Las reuniones de la Asamblea Ge- 
neral serán presididas por el Vice-Gobernador, 
en su defecto por el Vice-Presidente del Sena- 
do, y á falta de éste por el Presidente de la 
Cámara de Diputados. 



Art. 115. No podrá funcionar la Asamblea 
sin la mayoría absoluta de los miembros de 
cada Cámara. 



Art. 114. Las reuniones de la Asamblea se- 
rán presididas por el Vice-Gobernador, en su 
defecto por el Vice-Presidente del Senado, á 
falta de éste por el Presidente de la Cámara de 
Diputados, y en su ausencia por el Vice- 
Presidente 2° del Senado, y Vices de la 
Cámara de Diputados por su orden. 




— 
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T DURACIÓN 



Art. 116. El Poder Ejecutivo de la Provincia 
será desempeñado por un ciudadano con el ti- 
tulo de Gobernador déla Provincia de Buenos 

Art. 117. AI mismo tiempo y por el mismo 
periodo que se elija Gobernador aera elejido 
un Vice-Gobernador. 

Art. 118. Para ser elejido Gobernador ú Vice- 
Gobernador se requiere: 

I a Haber nacido en territorio argentino ú ser 
hijo de ciudadano nativo si hubiese nacido en 
país extranjero — 2° Tener treinta años de edad: 
— 3" Cinco años de domicilio en la Provincia con 
ejercicio de ciudadanía no interrumpido. 

Art. 119. El Gobernador y Vice-Gobernador 
durarán tr s años en el ejercicio de sus fun- 
ciones y cesarán en ellas en el mismo día en 
que espire el periodo legal, sin que evento al- 
guno pueda motivar su prorrogación por un 
día mas ni tampoco que se les complete mas 
tarde. 

Art. 120 El Gobernador y Vice-Gobernador 
no podrá ser reelejidos en el periodo siguien- 
te á su elección. 

Tampoco podrá el Gobernador ser nombrado 
Vice-Gobernador ni el Vice-Gobernador podrá 
ser nombrado Gobernador. 

Art. 121 Si ocurriese muerte, destitución, re- 
nuncia, enfermedad, suspensión ó ausencia, las 
funciones del Gobernador serán desempeñadas 
por el Vice-Gobernador por todo el resto del 
periodo legal en los tres primeros casos, ó has- 
ta que haya cesado la inhabilidad accidental 
en los tres últimos. 

Art. 122. En caso de muerte, destitución, re- 
nuncia á inhabilidad del Vice-Gobernador, las 
funciones del Poder Ejecutivo serán desempe- 
ñadas por el Vi ce-Presidente del Senado, tan 
solo mientras se proceda á nuevo elección pa- 
ra completar el periodo legal, no ¡ludiendo es- 
ta elección recaer en dicho funcionario. 

No se procederá á nueva elección cuando el 



1° Aprobado. 

2° Arobado 

3° Tres años de domicilio en la Provincia 
con ejercicio de ciudadanía no interrumpido. 
Art. 119. Este articulo no sufri6 mas altera- 
ción que la de Ajarse en él la duración del 
ejercicio de las funciones del Gobernador y 
Vice-Gobernador en cuatro años en lugar de 
tres. 



Art. 120. El Gobernador y Vice-Gobernador 
no podrán ser reelectos en el periodo siguiente 
á su elección. 

Tampoco podrá el gobernador ser nombrado 
Vice-Gobernador ni el Vice-Gobernador podrá 
ser nombrado Gobernador. 



Art. 122. En caso de muerte, destitución, re- 
nuncia ó inhabilidad del Vice-Gobernador, las 
funciones del Poder Ejecutivo serán desempe- 
ñadas por el Vic e-Presidente del Senado, y en 
su defecto por los funcionarios que, según 
el urden establecido en el articulo 114, 
deben ejercer la Presidencia de la Asam- 
blea, tan solo mientras se proceda á nueva 
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Art. 123. En los mismos casos en que el Vice- 
Gobernador reemplaza al Gobernador, el Vice- 
presidente del Senado reemplaza al Vice-Go- 
bernador. 



para completar el periodo legal, no 
pudiendo esta elección recaer en el funciona- 
rio que desempeña el Poder Ejecutivo. 

No se procederá á nueva elección cuando, el 
tiempo que falte para completar el periodo gu- 
bernativo, no exceda de un año. 

Art. 193. En los mismos casos en que el Vice- 
gobernador reemplaza al Gobernador, el Vice- 
presidente del Senado, reemplaza al Vite-Go- 
bernador, debiendo en loa demás caaos, su- 
oederse por su orden, los funcionarios á 
que se refiere el articulo 114. 



Art. 194. La Legislatura dictará una ley que 
determine el funcionario que deberá desem- 
peñar el cargo privisori amenté para los casos 
en que el Gobernador, Vice-Oobernador y Vice- 
presidente del Senado no pudiesen desempeñar 
las funciones del Poder Ejecutivo. 

Art. 125. El Gobernador y V ice-Gobernador, 
en ejercicio de sus funciones, residirán en la 
Capital de la Provincia y no podrán ausentar- 
se de ella por mas de treinta días sin permiso 
de la Legislatura, y en ningún caso del terri- 
torio de la Provincia sin este requisito. 

Art. 126. En el receso de las Cámaras solo 
podránausentarse por un motivo urgente de in- 
terés público y por el tiempo indispensable y 
dando cuenta á aquellas oportunamente. 

Art. 127. Al tomar posesión del cargo de Go- 
bernador y Vice-Gobernador, prestarán jura- 
mento ame el Presidente de la Asamblea Le- 
gislativa en los términos siguientes: 

«Juro por Dios y por la Patria y sobre estos 
Santos Evanjelios observar y hacer observar la 
Constitución de la Provincia, desempeñando 
con lealtad y honradez el cargo de Goberna- 
dor (ó Vice-Gobernador).— Si asi no lo hiciere, 
Dios y la Patria me lo demanden.» 

Art. 128. El Gobernador y Vice-Gobernador 
gozan del sueldo que la ley determine, no pu- 
diendo ser alterado en el periodo de sus nom- 
bramientos. Dorante ésto no podrán ejercer 
otro empleo, ni recibir otro emolumento de la 
Nación 6 de la Provincia. 



Art. 124: 
Suprimidc 



Art. 125. El Gobernador y Vice-Gobernador, 
en ejercicio de sus funciones, residirán en la 
Capital de la Provincia, y no podrán ausentar- 
se de ella por mas de treinta dias, sin permiso 
de la Legislatura, ni por mas de diez dias 
fuera del territorio de la Provincia, sin este 
requisito, 



Art. 127: 
Suprimido 



Para figurar después del 128, se aprobó el 
siguiente articulo: 

Habrá un Fiscal del Estado, cuyas fun- 
ciones determinará la ley, nombrado por 
el Poder Ejecutivo con acuerdo del Senado 
y no podrá ser removido -sin acuerdo del 
mismo. 
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CAPITULO II 

DE LA FORMA Y DEL TIEMPO EN QUE HA DE HACERSE 
LA ELECCIÓN DE GOBERNADOR Y VICE-GOBERNADOR 

Art. 129. La elección de Gobernador y Vice- 
Gobernador se practicará del modo, siguiente: 

Seis meses antes de terminar el periodo gu- 
bernativo, el Poder Ejecutivo, dando treinta 
dias de término, convocará para esta elección 
al pueblo de la Provincia. 

Una ley especial dividirá el territorio sobre la 
base de la población en secciones electorales, 
distribuyende entre ellas el número de electo- 
res, que será igual á la totalidad de Senado- 
res y Diputados de la Provincia. — La elección 
será directa y á pluralidad de votos. 

Cada sección electoral remitirá dos actas de 
la elección, con los registros y las protestas, si 
las hubiere, una al Presidente del Senado y 
otra al Gobernador de la Provincia. 

Treinta dias después de la elección, reunidas 
por lo menos las dos terceres partes de las ac- 
tas electorales, tomando por base la totalidad 
de secciones, se hará el escrutinio de votos por 
la Asamblea Legislativa. 

Esta, por el conducto del Poder Ejecutivo, 
hará saber su nombramiento á los que hu- 
biesen resultado con mayoría, acompañando 
tina acta autorizada de la sesión. 

Art. 130. Si no hubiese sido posible obtener 
las dos terceras partes de actas por no haber 
concurrido á la elección algunas secciones, el 
Presidente de la Asamblea lo comunicará in- 
mediatamente al Poder Ejecutivo para que és- 
te, dando el tiempo necesario, convoque nue- 
vamente á elección á las secciones que no lo 
hubiesen verificado. 

Art. 131. Quince dias después délas comuni- 
caciones del nombramiento á los ciudadanos 
que hubiesen obtenido mayoría, se reunirán és- 
tos en sesión preparatoria en la Sala de Sesio- 
nes déla Asamblea Legislativa, para resolver co- 
mo Juez único sobre la validez de las eleccio- 
nes respectivas, á cuyo efecto el Presidente de 
la Asamblea Legislativa, remitirá las actas ori- 
ginales con los registros y las protestas que se 
hubiesen acompañado. 

La Asamblea se espedirá dentro de diez dias 
contados desde su primera reunión en el exa- 
men de las actas. 

Art. 132. Si deljuicio pronunciado en el exa- 
men de actas, resultare que no habia dos ter- 
ceras partes de electores legalmente nombra- 
dos, se procederá según lo proscripto en el ar- 



Art. 129. En este articulo se suprimió en el 
quinto párrafo la palabra Legislativa después 
de Asamblea. 



Art. 131. En este artículo se suprimió la pa- 
labra Legislativa del primer párrafo, dejando 
simplemente la Asamblea, 
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«culo ciento treinta, decretándose nuevas elec- 
ciones donde hubiesen sido anuladas. 

Art. 133. Ocho días después de terminado de- 
finitivamente el examen de las actas, se reu- 
nirá la Convención electoral, en la Capital de 
la Provincia y en el local designado, necesitan- 
do para funcionar dos terceras partes de los 
electores convocados cuyos diplomas hayan si- 
do aprobados: nombrará de su seno un Presi- 
dente y dos Secretarios y procederá cada Con- 
vencional á nombrar Gobernador y Vico-Go- 
bernador, por cédulas firmadas, espresando en 
una la persona por quien vota para Goberna- 
dor y en otra para Vic e-Gobernador. 

El Presidente de la Asamblea electoral nom- 
brará cuatro de sus miembros para que reuni- 
dos á los dos Secretarios practiquen el escro.- 
tinio comunicando el resultado al Presiden- 
te, quien anunciará á la Asamblea el número 
de votos que hayan obtenido los candidatos y 
el nombre de los electores que hubiesen votado 
por ellos. 

Los que hayan obtenido mayoría absoluta do 
sufragios con relación al número de electores 
presentes, serán inmediatamente proclamados 
por el Presidente de la Convención, Gobernador 
y Vice-Gobernador de la Provincia. 

Art. 134. Si por dividirse la votación no hu- 
biese mayoría absoluta en favor de un can- 
didato, se repetirá la votación entre los que 
'hubiesen obtenido la primera y segunda ma- 
yoría. 

En loa casos de empate se repetirá la vota- 
ción, y si resultare nuevo empate decidirá el 
Presidente de la Convención. 

Art. 135. La Convención terminará en una 
sola sesión el nombramiento do Gobernador y 
Vice-Gobernador y lo hará saber al Goberna- 
dor cesante y al Presidente de la Asamblea 
Legislativa, acompañando copia autorizada de 
la acta de la sesión á fin de que sea comuni- 
cada á los electos. 

Art. 136. Los que hayan resuü.ado electos pa- 
ra Gobernador y Vice-Gobernador deberán 
comunicar á la Convención electoral su acep- 
tación en los diez dias siguientes á aquel que 
les fué comunicado su nombramiento. 

La Convención electoral conocerá en las 
escusaciones que presenten los nombrados 
antes de tomar posesión del cargo, y en caso 
de aceptarlas procederá inmediatamente á ha- 
cer una nueva elección. 

Una vez en posesión, corresponde á la Asam- 
blea Legislativa conocer de las renuncias del 
Gobernador y Vice-Gobernador. 

Art. 137. Declarado el caso de proceder á 
nueva elección, el ciudadano en ejercicio del 



Art. 135: 

Como en todos los artículos donde se hallan 
las palabras: Asamblea Legislativa, se suprimid 
eu este la segunda, quedando solo la Asamblea. 



En este articulo se hizo la misma supresión, 
anterior, quedando en lo demás tal cual se ba* 
Ha en la Constitución. 
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Poder Ejecutivo, convocará al pueblo de la 
Provincia con arreglo á Jo establecido en la 
Constitución, para la nueva elección del Cole- 
jio electoral que debe verificar el nombramien- 
to de Gobernador y Vice-Gobernador para to- 
do el resto del periodo legal. 

Art. 138. Para ser elector se exijen los mis- 
mos requisitos que para ser Diputado. 

No podrán ser electores los Diputados ó Se- 
nadores, tanto de la Nación como de la Pro- 
vincia. 

Art. 139. El elector que no asistiese sin cau- 
sa justificada, puesta oportunamente en cono- 
cimiento de la Convención, á desempeñar su 
mandato en el dia fijado, incurrirá en la mul- 
ta de ochocientos pesos fuertes ó cuatro me- 
ses de prisión. 

El Presidente de la Convención hará saber al 
Poder Ejecutivo, quienes sean los que se en- 
cuentren en este caso, á fin de que se haga 
efectiva la pena. 

Art. 140. La Comisión resolverá sobre la re- 
nuncia de sus miembros por simple mayoría. 

Podrá reunirse en minoría para compeler á 

los inasistentes que no se hubiesen presentado 
á tercera citación y hasta declararlos cesantes, 
y para que se ordene una nueva elección sí no 
quedaren íntegras las dos terceras partes re- 
queridas en el artículo ciento treinta y tres. 

Art. 141. Los electores gozan de las mismas 
inmunidades que los miembros de la Legisla- 
tura desde el dia de su elección hasta el dia 
de su cese* 

CAPÍTULO III 

ATRIBUCIONES DEL PODER EJECUTIVO 

Art. 142. El Gobernador es el jefe de la Ad- 
ministración de la Provincia y tiene las siguien- 
tes atribuciones : 

I a Promulgar y hacer ejecutar las Leyes de 
la Provincia facilitando su ejecución por 
Reglamentos y disposiciones especiales 
que no alteren su espíritu. 

2 a Participar de la formación de las leyes 
con arreglo á la Constitución, teniendo el 
derecho de iniciarlas por proyectos pre- 
sentados á las Cámaras y de tomar parte 
en su discusión por medio de los Minis- 
tros. 

3* El Gobernador podrá conmutar las penas 
impuestas por delitos sujetos á la juris- 
dicción provincial, previo informe moti- 
vado del Tribunal Supeiior correspon- 
diente sobre la oportunidad y convenien- 



Art. 138. Para ser elector se exijen los mis- 
mos requisitos que para ser Diputado. 

—No podrán ser Electoras los Diputados ó 
Senadores tanto de la Nación como de la Pro- 
vincia, ni los empleados nacionales ó pro- 
vinciales. 



Art. 142: 



I a Aprobada. 



2 a Aprobada. 



3 a El Gobernador podrá conmutar la pena 
capital impuesta por crímenes sujetos 
á la jurisdicción provincial, sustituyén- 
dola por la inmediata anterior, previo 
informe motivado de la Suprema Corte 
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cia de la conmutación, y con arreglo á 
la ley reglamentaria, que determinará 
los casos y la forma en que pueda solici 
tara o, debiendo ponerse en conocimiento 
de la Asamblea Legislativa taa razones 
que hayan motivado en cada caso la con- 
mutación de la pena. 

El Gobernador no podrá ejercer esta atri- 
bución cuando se trata de delitos en que 
el Senado conoce como Juez, y de aque- 
llos cometidos por funcionarios públicos 
en el ejercicio de sus funciones. 

4* Ejercerá tos derechos de patronato como 
vice-patrono, hasta que el Congreso Na- 
cional, en uso de la atribución décima 
nona que le confiere la Constitución de la 
República, dicte la ley de la materia. 

5» A la apertura de la Legislatura la infor- 
mará del estado general de la Adminis- 
tración. 

6» Espide las órdenes convenientes paralas 
elecciones que correspondan de Senado- 
res y Diputados en la oportunidad debi- 
da y no podrá por ningún motivo dife- 
rirlas sin acuerdo de la Cámara res- 
pectiva. 

7» Convoca á sesiones extraordinarias á la 
Legislatura ó á cualquiera de tas Cáma- 
ras cuando lo exija un grande interés 
público, salvo el derecho del cuerpo con- 
vocado para apreciar y decidir después 
de reunido sobro los fundamentos de la 



8* Hace recaudar las rentas de la Provincia 
y decreta su inversión con arreglo á las 
leyes, debiendo hacer publicar mensual- 
mente et estado de la Tesorería. 

9 a Celebra y firma tratados parciales con 
otras Provincias para fines de la Admi- 
nistración de Justicia, de intereses eco- 
nómicos y trabajos de utilidad común 
con aprobación de ta Legislatura y dan- 
do conocimiento al Congreso Nacional. 

10» Es el Comandante en jefe de las i uer/as 
militares de ta Provincia con escepcion 
de aquellas que hayan sido movilizadas 
por objetos nacionales. 

11 a Moviliza la milicia provincial en caso 
de conmoción interior que ponga en pe- 
ligro la seguridad de la Provincia, cotí 
autorización de la Legislatura, y por si 
solo durante el receso, dando cuenta en 
las próximas sesiones, sin perjuicio de 
hacerlo inmediatamente á la autoridad 
nacional 

12» Decreta también la movilización de las 
milicias, en los casos previstos por el 



de Justicia sobre la oportunidad y e 

veníencia de la conmutación, 
ponerse en conocimiento de la Legisla- 
tura las razonen que hayan motivado en 
cada caso la conmutación de la pena. 



5» Aprobada. 

S 1 Aprobada. 
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inciso vigésimo cuarto, artículo sesenta 
y siete de la Constitución Nacional. 

13 a Espide despachos á los oñciales que 
nombre para organizar la milicia de la 
Provincia y para poner en ejercicio las 
facultades acordadas en los dos incisos 
que preceden. En cuanto á los jefes, es- 
pide también despachos hasta teniente 
Coronel. Para dar el de Coronel se re- 
quiere el acuerdo del Senado. 

14 a Durante el receso de las Cámaras, pue- 
de llenar las vacantes de los empleos que 
requieran el acuerdo de la Cámara de 
Diputados ó del Senado ó ternas de éste, 
por medio de nombramientos en comisión 
que cesarán treinta dias después de abier- 
tas las sesiones ordinarias. 

15 a Es agente inmediato y directo del Go- 
bierno Nacional para hacer cumplir en la 
Provincia la Constitución y las leyes de 
la Nación. 

16 a Da cuenta á las Cámaras Legislativas 
con arreglo á lo establecido en el inciso 
tercero del artículo noventa y ocho, del 
estado de la hacienda y de la inversión 
dada á los fondos votados en el año pre- 
cedente, remitiendo en el mes de Mayo 
los presupuestos de la Administración y 
las leyes de recursos. 

17 a No podrá acordar goce de sueldo ó pen- 
sión sino por alguno de los títulos que 
las leyes espresamente determinan. 

18 a Nombra con acuerdo del Senado : 

I o Las ministros de su despacho, sin 
que para su exoneración sea necesario 
dicho acuerdo. 

2 o Los Directores administradores de 
los Bancos y Ferrocarriles y las comi- 
siones encargadas de la construcción y 
administración de las obras públicas de 
la Provincia. 

3 o El Presidente del Departamento To- 
pográfico y Jefe de la Oficina de tierras 
públicas. 

Estos funcionarios durarán tres años 
en el ejercicio de sus empleos pudiendo 
ser reelectos. 
Art. 143. No puede espedir órdenes ni de- 
cretos sin la firma del Ministro respectivo. 

Podrá no obstant » espedirlos en caso de ace- 
falía de Ministros y mientras se provea á su 
nombramiento, autorizando á los Oficiales Ma- 
yores de los Ministerios por un decreto espe- 
cial. Los Oficiales Mayores en estos casos que- 
dan sujetos a las responsabilidades de los Minis- 
tros. 
Estando las Cámaras reunidas, la propuesta de 



13 a Aprobada. 



14 a Aprobada. 



15 a Aprobada. 



16 a Aprobada. 



17 a Suprimida. 



18» — Nombra con acuerdo del Senado: 
1° Los Ministros de su despacho, sin que para 
su exoneración sea necesario dicho acuerdo . 

2 o Los Presidentes y Directores de los 
Bancos y Ferrocarriles y las Comisiones en- 
cargadas de las construcciones de las obras 
públicas de la Provincia. 

3 o El Presidente del Departamento Topográ- 
fico y el jefe de la Oficina de Tierras públicas. 

Los funcionarios á que se refiere la cláu- 
sula 3 a , durarán tres años en el ejercicio de 
sus empleos pudiendo ser reelectos. 

Art. 143: 

No sufrió mas reforma que la introducida 
en su último parágrafo, que se redactó así: 

Estando las Cámaras reunidas, la propuesta 
de funcionarios que requieren para su 
nombramiento el acuerdo del Senado ó de 
la Cámara de Diputados, se hará dentro 
de los quince dias de ocurrida la vacante, 
no pudiendo el Poder Ejecutivo insistir 
sobre un candidato rechazado por el Se«« 



j . 






i"' 
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Ministros al Senado se hará dentro de los quin- 
ce dias después de ocurrida la vacante; y en el 
receso dentro del mismo término, convocándo- 
se extraordinariamente dicha Cámara. 



CAPÍTULO IV 

DE LOS MINISTROS 8ECRETAR10S DEL DESPACHO 

GENERAL 

Art. 144. El despacho de los negocios admi- 
nistrativos de la Provincia estará á cargo de 
dos ó mas Ministros Secretarios, y una ley 
especial deslindará los ramos y las funciones 
adscritas al despacho de cada uno de los Mi- 
nisterios. 

Art. 145. Para ser nombrado Ministro se re- 
quieren las mismas condiciones que esta Cons- 
titución determina para ser elejido Diputado. 

Art. 146. Los Ministros Secretarios despacha, 
rán de acuerdo con el Gobernador y refrenda- 
rán con su Arma las resoluciones de éste, sin 
cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará 
cumplimiento. 

Podrán no obstante espedirse por sí solos en 
todo lo referente al régimen económico de sus 
respectivos Departamentos y dictar resolucio- 
nes de trámite. 

Art. 147. Serán responsables de todas las 
órdenes y resoluciones que autoricen, sin que 
puedan pretender eximirse de responsabilidad 
por haber procedido en virtud de orden del 
Gobernador. 

Art. 148. En los treinta dias posteriores á la 
apertura del período legislativo, los Ministros 
presentarán á la Asamblea la Memoria detalla- 
da del estado de la Administración correspon- 
diente á cada uno de los Ministerios, indican- 
do en ellas las reformas que mas aconsejen la 
esperiencia y el estudio. 

Art 149. Los Ministros pueden concurrir á 
las sesiones de las Cámaras y tomar parte en 
las discusiones, pero no tendrán voto. 

Art. 150. Gozarán por sus servicios de un 
sueldo establecido por la ley, que no podrá ser 
aumentado ni disminuido en favor ó en per- 
juicio de los que se hallen en ejercicio. 

CAPÍTULO V 

RESPONSABILIDAD DEL GOBERNADOR Y DE LOS 

MINISTROS 

Art 151. El Gobernador y los Ministros son 
responsables y pueden ser acusados ante el 
Senado, en la forma establecida en la sección 



nado ó la Cámara de Diputados, en su caso, 
durante ese ano. En el receso, la propuesta 
se hará dentro del mismo término, convo- 
cándose extraordinariamente, al efecto, á 
la Cámara respectiva. 



Art. 146. Los Ministros Secretarios despacha- 
rán de acuerdo con el Gobernador, y refren- 
darán con su fírmalos actos gubernativo s,sin 
cuyo requisito no tendrán efecto ni se les dará 
cumplimiento. 

Podrán no obstante espedirse por sí solos en lo 
referente al régimen interno de sus respectivos 
departamentos y dictar resoluciones de trámite. 
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del «Poder Legislativo» por las causas que deter- 
mina el inciso segundo del artículo sesenta y 
seis de esta Constitución y por abuso de su 
posición oficial para realizar especulaciones 
de comercio. 

CAPÍTULO VI 

DEL CONTADOR Y TESORERO D5 LA PROVINCIA 

Art. 152. El Contador y Tesorero serán nom- 
brados en la forma prescrita en el astfculo se- 
tenta y seis y durarán tres años, pudiendo ser 
reelectos, 

Art. 153. El Contador no podrá autorizar pago 
alguno que no sea arreglado á la ley general 
del presupuesto ó* leyes especiales. 

Art. 154. El Tesorero no podrá ejecutar pa- 
gos que no hayan sido previamente autorizados 
por el Contador. 
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CAPITULO I 

Att. 155. El Poder Judicial será desempeñado 
por una Suprema Corte de Justicia, Cámaras de 
Apelación y demás Tribunales, Jueces y Ju- 
rados que esta Constitución establece y autori- 
za, consultando la descentralización posible en 
su jurisdicción territorial y en la de su compe- 
tencia por la materia ó naturaleza de las cau- 
sas que dan origen al procedimiento. 

ATRIBUCIONES DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 

Art. 156. La Suprema Corte de Justicia tiene 
las siguientes atribuciones: 

I o Ejerce la jurisdicción ordinaria y de ape- 
lación para conocer y resolver acerca de la 
constitucionalidad ó inconstitucionalidad de le- 
yes, decretos ó reglamentos que estatuyan so- 
bre materia rejida por esta Constitución y se 
controvierta por parte interesada. 

2 o Conoce y resuelve originaria y esclusiva— 
mente en las causas de competencia entre los 
Poderes Públicos de la Provincia y en las que 
se susciten entre los Tribunales de Justicia con 
motivo de su jurisdicción respectiva. 



3 o Decide las causas contencioso administra- 
tivas en única inetancia y enjuicio pleno, pre- 
via denegación de la autoridad administrativa 
competente al reconocimiento de los derechos 
que se gestionan por parte interesada. La ley 
determinará el plazo dentro del cual podrá de- 
ducirse la acción ante la Corte y los demás 
procedimientos de este juicio. 

4o Conoce de los recursos de fuerza. 

5° Conoce en consulta ó en grado de apela- 
ción de las causas en que se imponga la pena 
capital, al solo efecto de decidir si la ley en 
que se funda la sentencia es ó no aplicable al 
caso siendo necesario unanimidad para decla- 
rar aplicable la ley. 

6 o Conoce y resuelve en grado de apelación 
de la aplicabilidad de la ley en que los Tribu- 
nales de Justicia en última instancia fundan su 



Art. 156.— Inciso I o — Ejerce la jurisdicción 
originaria y de apelación para conocer y 
resolver acerca de la constitucionalidad 
ó inconstitucionalidad de leyes, decretos, 
reglamentos, ú ordenanzas, etc. etc. 



2° Conoce y resuelve originaria y esclusi- 
vamente en las causas de competencia 
entre los poderes públicos de la Provin- 
cia, las Cámaras Legislativas entre si ó 
cualquiera de estas con el Poder Eje- 
cutivo y entre las que se susciten entre 
los Tribunales de Justicia con motivo de 
su jurisdicción respectiva. 

3° Decide las causas contencioso adminis- 
trativas en única instancia y en juicio 
pleno, previa denegación ó retardación 
etc. etc. 



6 o En este inciso se cambió en su final la 
frase: esta clase de recursos por este 
recurso. 

13 
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sentencia á la cuestión que por ella deciden, 
con las restricciones que las leyes de procedi- 
mientos establezcan á esta clase de recursos. 



Art. 157. La presidencia de la Suprema Corte 
se turnará anualmente entre sus miembros, 
principiando por el de mayor edad. 

Art. 158. La Suprema Corte hará su regla- 
mento y podrá establecer las medidas discipli- 
narias que considere convenientes á la mejor 
administración de justicia. 



Art. 159. Debe pasar anualmente á la Legis- 
latura una memoria ó informe sobre el estado 
en que se halla dicha administración, á cuyo 
efecto puede pedir á los demás Tribunales de 
la Provincia los datos que crea convenientes, y 
proponer en forma de proyecto las reformas de 
procedimiento y organización que sean compa- 
tibles con lo estatuido en esta Constitución y 
tiendan á mejorarla. 



ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN MATERIA CIVIL Y 

COMERCIAL 

Art. 160. La Legislatura establecerá Cámaras 
de apelación y tribunales ó jueces de primera 
instancia en lo civil y comercial permanentes 
en la ciudad de Buenos Aires, determinando 
los límites de su jurisdicción territorial y las 
materias de su competencia en su fuero respec- 
tivo. — En la campaña los establecerá perma- 
nentes ó viajeros organizando los distritos judi- 
ciales que considere convenientes. 

Art. 161. La prueba de los hechos contro- 
vertidos en las causas civiles y comerciales se 
deferirá á petición de cualquiera de las partes 
áunjuri que se denominará de prueba y será 
presidido por un juez letrado. El juri dará su 



Se acordó igualmente agregar el siguiente 
nuevo inciso como 7°. 

Conoce privativamente de los casos de 
reducción de pena, de acuerdo con lo esta- 
blecido en el Código Penal. 

Para figurar después del art. 156 se aprobó 
el siguiente: 

En las causas Contencioso administrati- 
vas la Corte Suprema de Justicia tendrá 
facultad de mandar cumplir directamente 
sus sentencias por las oficinas ó empleados 
respectivos, si la autoridad administrativa 
no lo hiciese dentro de los sesenta dias de 
la sentencia. 



Art. 158. La Suprema Corte ejerce supe- 
rintendencia y jurisdicción disciplinaria en 
toda la administración de Justicia de la 
Provincia. A este fin dictará sus reglamen- 
tos y las medidas disciplinarias que consi- 
dere convenientes. 

Para ñgurar después del 158 se aprobó el si- 
guiente artículo: 

La Suprema Corte nombra todos los fun- 
cionarios de la administración de justicia 
cuya designación no esté deferida á otro 
poder público por esta Constitución. 






Art. 160. La Legislatura establecerá Cámaras 
de Apelación y Tribunales ó Jueces de primera 
instancia en lo civil y comercial permanentes 
en la Capital, determinando los límites de su 
jurisdicción territorial y las materias de su 
competencia en su fuero respectivo. En los de- 
más departamentos los establecerá perma- 
nentes ó viajeros organizando los distritos ju- 
diciales que considere conveniente. 

Art. 161. La prueba de los hechos contro- 
vertidos en las causas civiles y comerciales, se 
deferirá de conformidad de partes, á un juri 
que se denominará de prueba y será presidido 
por el Juez de la causa El juri dará su veré- 
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veredicto declarando los hechos que han sido 
probados y los que no lo han sido. 

Art. 162. Contra el veredicto del juri se con- 
cederá el recurso de apelación para ante la Cá- 
mara de apelaciones respectiva, que se limitará 
á conocer y resolver sobre la legalidad ó ilega- 
lidad de sus procedimientos y de la prueba que 
ha estimado dicho juri al declarar probados ó 
no probados los hechos controvertidos ó alguno 
de ellos. 

Art. 163. Declarado Ilegal ó nulo el procedi- 
miento por la Cámara de Apelaciones, la prueba 
se deferrá á otro juri. 



Art. 164. No reclamado el veredicto del juri, 
ó resuelto el recurso que contra él se hubiese 
interpuesto en razón de la legalidad ó ilegali- 
dad de la prueba, el Juez ó Tribunal ante quien 
se ha iniciado la causa dictará sentencia apli- 
cando el derecho á los hechos probados y á 
los aceptados por las partes como verdaderos, 
de la manera que espresa esta Constitución y 
determine la ley de procedimientos. Contra su 
sentencia se otorgarán los recursos que la di- 
cha ley de procedimientos establezca para ante 
la competente Cámara de Apelaciones. 

Art. 165. La ley reglamentará el modo como 
se ha de constituir el jurado de prueba, el pro- 
cedimiento que ante él debe observarse y las 
atribuciones del Juez que preside. 

Art. 166. La Legislatura queda autorizada pa- 
ra limitar el procedimiento de la prueba por 
jurados si en la práctica no diese resultados 
favorables, previo informe é indagaciones de la 
Suprema Corte de Justicia. 

Art. 167. La prueba de los hechos controver- 
tidos en las causas civiles y comerciales para 
cuya apreciación se requieran conocimientos en 
alguna ciencia, arte ó industria, será deferida 
á un juri de peritos. 

Art. 168. La Legislatura creará una jurisdic- 
ción especial de tierras para todos los negocios 
y causas que requieran conocimientos de agri- 
mensura, y organizará el tribunal que debe co- 
nocer de ellos con sujeción al principio de la 
separación del hecho del derecho. 

Art. 169. Mientras la Legislatura no dicte la 
ley reglamentaria del jurado de prueba, y des- 
pués de dictada, cuando ninguna de las partes 
lo solicite, la prueba será producida ante el 
Juez ó Tribunal que conozca de la causa, en 
audiencia pública, y apreciada por él mismo al 
pronunciar la sentencia. 

Art. 170. En las causas en que la prueba no 
se defiera al jurado, los tribunales colegiados 
que conozcan de ellas originariamente ó en vir- 



dicto declarando los hechos que han sido pro- 
bados y los que no lo han sido. 

Art. 162. Contra el veredicto del juri se con- 
cederá el recurso de apelación para ante la Cá- 
mara de Apelaciones respectiva que se limitará 
á conocer y resolver sobre la legalidad del 
procedimiento ó de la prueba. 



Art. 163. Declarado ilegal el procedimiento 
ó la prueba, ésta se deferirá á otra juri, y si 
el veredicto de éste fuere también declara- 
do ilegal, el Juez de la causa avocará su 
conocimiento sin mas trámite. 

Art. 164. No reclamado el veredicto del ju- 
ri, ó resuelto el recurso que contra él se hubie- 
se interpuesto sobre la legalidad del proce- 
dimiento ó de la prueba, el Juez ó Tribunal 
ante quien se ha iniciado la .causa dictará sen- 
tencia etc. etc. 



Art. 165. Se acordó cambiar en este artículo 
la palabra final preside por presida y al mismo 
tiempo que pasara á ocupar el lugar del 167. 

Art. 166. Suprimido. 



Art. 167. Este artículo pasará á ocupar el lu- 
gar del 165, agregándole la palabra: especiales 
después de conocimientos. 



Art. 169. En este artículo se cambió la frase: 
cuando ninguna de las partes lo solicite, por 
esta: cuando las partes no lo solicitaren. 
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tud de recurso, establecerán primero las cues- 
tiones de hecho y en seguida las de derecho so- 
metidas á su decisión, y votarán separadamente 
cada una de ellas en el mismo orden. 

Art. 171. El voto en cada una de las cuestio- 
nes de hecho ó de derecho será fundado y la 
votación principiará por el miembro del tribu- 
nal que resulte de la insaculación que al afepto 
debe practicarse. 

Art. 172. Los procedimientos ante los tribu- 
nales son públicos; sus acuerdos y sentencias 
se redactarán en los libros que deben llevar y 
custodiar y en los autos de las causas en que 
conocen y publicarse en sus salas respectivas 
de audiencia, á menos que á juicio del tribunal 
ante quien penden, la publicidad sea peligrosa 
para las buenas costumbres, en cuyo caso debe 
declararlo así por medio de un auto. 

Art. 173. Queda establecida ante todos los 
tribunales de la Provincia, la libre defensa y la 
libre representación. 



ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA EN LO CRIMINAL 

Art 174. Toda causa por hecho calificado de 
crimen por la ley será juzgada con la interven- 
ción de dos juris: uno que declare si hay lugar 
ó no á acusación, otro que decida si el acusado 
es ó no culpable del hecho que se le imputa. 

Art. 175. La ley organizará Jos tribunales que 
deban aplicar el derecho en materia criminal, 
el modo y forma cómo deben constituirse los 
juris, y el procedimiento que deba observarse. 

Art. 176. Las sentencias que pronuncien los 
Jueces y Tribuualel letrados en lo civil, comer- 
cial y criminal serán fundadas en el texto es- 
preso de la ley, y á falta de éste en los princi- 
pios jurídicos de la legislación vigente en la 
materia respectiva, y en defecto de éstos en los 
principios generales del derecho, teniendo en 
consideración las circunstancias del caso. 

Art. 177. La Legislatura puede modificar las 
bases establecidas en el artículo ciento setenta 
y cuatro para el enjuiciamiento por dos juris 
en las causas criminales, por mayoría de votos, 
si en la práctica ofreciese graves inconvenien- 
tes: y limitarlo por dos terceras partes de vo- 
tos si diese resultados desfavorables, y previo 
informe motivado por la Suprema Corte de Jus- 
ticia. 



JUSTICIA DE PAZ 

Art. 178. La Legislatura establecerá Juzgados 
de Paz en toda la Provincia, teniendo en con- 
sideración la estension territorial de cada dis- 
trito y su población. 
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Art. 179. La elección de Jueces de Paz re- 
caerá en ciudadanos mayores de veinticinco 
años, contribuyentes, con residencia de dos 
años por lo menos en el distrito en que deben 
desempeñar sus funciones y que sepan leer y 
escribir. 

Art. 180. Serán electos directamente porelec- 
tores calificados, y lo son los ciudadanos ma- 
yores de veintidós años, con residencia de uno 
por lo menos en el distrito en que se verifica 
la elección. 



Art. 181. La ley determinará la forma y tiem- 
po en que debe hacerse la elección de Jueces 
de Paz y la duración de sus funciones. 

Art. 182. Los Jueces de Paz son funcionarios 
esclusivamente judiciales y agentes de los Tri- 
bunales de Justicia, y su competencia general 
y especial será determinada por la ley. 

Art. 183. Los Jueces de Paz conocerán y re- 
solverán las causas de su competencia en pro- 
cedimiento verbal y actuado, y de los recursos 
qne se concederán contra sus resoluciones co- 
nocerán los tribunales de vecindario que orga- 
nizará la ley déla materia, de modo que dichas 
causas queden terminadas en el mismo dis- 
trito. 



CAPITULO II 

ELECCIÓN, DURACIÓN Y RESPONSABILIDAD DE LOS 
MIEMBROS DEL PODER JUDICIAL 

Art. 184. Los jueces letrados serán elejidos 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo del Se- 
nado. 

Art. 185. Los Jueces letrados conservarán sus 
empleos mientras dure su buena conducta. 



Art. 186. Para ser Juez de la Suprem \ Corte 
de Justicia se requiere: 

Ciudadanía en ejercicio, título ó diploma que 
acredite suficiencia en la ciencia del derecho 



Art. 180. La elección de Jueces de Paz 
será popular de segundo grado, debiendo 
los municipales del distrito respectivo ser- 
vir al efecto de electores. No podrá cele- 
brarse sesión para el nombramiento de 
Jueces de Paz sin que concurran por lome- 
nos dos v tercios del total de los miembros 
que compongan la Municipalidad que haga 
el nombramiento. Los municipales que no 
concurran¡á*la[sesion en que deba hacerse 
el nombramiento de Juez de Paz, sufrirán 
unajmulta de ^doscientos pesos nacionales 
salvo el caso de causa justificada á jui- 
cio de*la Municipalidad, reunida en quorum 
legal. 



Art. 183. Se cambió el término: concederán 
por concedieren. 

Para ser colocado después del 183, se aprobó 
el siguiente: 

—Es incompatible el cargo de Juez de Paz 
con el desempeño simultáneo de cualquier 
otro empleo nacional, provincial ó munici- 
pal en el distrito. \ 



Art. 185. Los Jueces letrados y el Procura- 
dor de la ' Corte conservarán sus empleos 
mientras dure su buena conducta, y recibirán 
por sus servicios una compensación que 
determinará la ley, y que no^podrá ser dis- 
minuida en manera alguna mientras perma- 
necieren en sus funciones. 

Art. 186. Para ser Juez de la Suprema Corte 
de Justicia, Procurador de ella, etc. etc. 
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reconocido por autoridad competente en la for- 
ma que determine la ley, treinta años d$ edad 
y menos de setenta, y seis á lo menos de ejer- 
cicio en la profesión de abogado ó en el desem- 
peño de alguna magistratura ó empleo judicial. 
Para serlo de las Cámaras de apelación basta- 
rán cuatro años. 

Art. 187. Para ser elejido juez de rimera 
instancia se requiere el titulo ó diploma que 
exije el articulo precedente, ciudadanía en 
ejercicio y veinticinco años de edad. 



Art. 188. Los Jueces de la Suprema Corte de 
Justicia prestarán juramento ante su Presiden- 
te de desempeñar fiel mente el cargo. El Presi- 
dente prestará el mismo juramento ante la Su- 
prema Corte, y los demás jueces ante quien de- 
termine la misma Suprema Corte. 

Art. 189. Los Jueces de la Suprema Corte, 
Cámaras de Apelación y de primera instancia 
no pueden ser suspendidos en el ejercicio de 
sus cargos sino en el caso de acusación y' con 
sujeción á lo que se dispone en esta Constitu- 
ción. 

Art. 190. Los jueces de las Cámaras de Ape- 
lación y de primera instancia pueden ser acu- 
sados por cualquiera del pueblo por delitos ó 
faltas cometidas en el desempeño <*e sus fun- 
ciones ante un juri calificado, compuesto de 
siete Diputados y cinco Senadores profesores 
de derecho, y cuando no los haya, se integrará 
con letrados que tengan las condiciones nece- 
sarias para ser electos Senadores. 

Art. 191. El juez acusado quedará suspendido 
en el ejercicio de su cargo, desde el dia que el 
juri admita la acusación. 

Art. 192. El juri dará su veredicto declarando 
al juez acusado culpable ó no culpable del he- 
cho ó hechos que se le imputen. 

Art. 193. Pronunciado el veredicto de culpa- 
bilidad, la causa se remitirá al juez ordinario 
competente para que aplique la ley penal. 

Art. 194. La ley determinará los delitos y fal- 
tas de los jueces acusables ante el juri y regla- 
mentará el procedimiento que ante él debe ob- 
servarse. 

Art. 195. Los jueces acusados de delitos age- 
nos á sus funciones serán juzgados en la mis- 
ma forma que los demás habitantes de la pro- 
vincia, quedando suspendidos desde el dia en 
que se haga lugar á la acusación. 

Art. 196 La ley determinará el modo y for- 
ma como deben ser nombrados los demás fun- 
cionarios que intervienen en los juicios, la du- 
ración en sus funciones, la organización del 



Art. 187. Para ser elejido Juez de I a Instan- 
cia se requiere el título ó diploma que exije el 
artículo precedente, ciudadanía en ejercicio, 
veinte y cinco años de edad, y tres años de 
práctica en la profesión de abogado ó en el 
desempeño de alguna magistratura. 

Art. 188. Se suprimió: la misma Suprema 
Corte, dejando solo: la misma é incluyendo 
en el artículo al P. ocurador de la Corte. 



Art. 189. Incluyóse también al Procurador de 
la Corte. 



Art. 191. En este artículo se agregó la paití- 
cula en después de el dia. 

Art. 192. El Juri dará su veredicto declaran- 
do al juez acusado culpable ó no culpable del 
hecho ó hechos que se le imputen, pudiendo 
decretar su destitución en el primer caso. 



I 



Art. 196. La ley determinará la organización 
del Juri que debe conocer y resolver en 
las acusaciones que contra los demás fun- 
cionarios judiciales se establezcan por de- 
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juri que debe conocer y resolver en las acusa- 
ciones que contra ellos se establezcan por delitos 
ó faltas cometidas en el ejercicio de sus respec- 
tivos cargos, y el procedimiento que ante el 
dicho juri debe guardarse. 

CAPÍTULO III 

TRIBUNALES MILITARES 

Ait 197. Se establecerán tribunales militares 
bajo los mismos principios que los nacionales 
para conocer en las causas que se formen por 
delitos ó faltas que cometan: 

1° Los guardias nacionales movilizados por la 
nación antes de haber sido entregados á ésta; 

2 o Los guardias nacionales empleados en ser- 
vicio de la provincia; 

3 o Las personas que formen parte de las fuer- 
zas de mar y tierra que levante la Provincia en 
los casos establecidos por la Constitución an- 
tes de estar bajo la jurisdicción del Gobierno 
de la Nación. 

Art. 198. La Legislatura determinará los deli- 
tos ó faltas de que deben conocer estos tribu- 
nales y las penas que deben aplicarse, sujetán- 
dose á loque determinan las leyes nacionales 
y pudiendo únicamente establecer lo que cre- 
yese conveniente sobre los puntos no legisla- 
dos po * la nación y en tanto que ésta no lo 
hiciere. 



litos ó faltas cometidas en el ejercicio, etc., 
etc. 
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Art. 199. El territorio de la Provincia se di- 
vidirá en distritos para, su administración inte- 
rior que estará al cargo de municipalidades, 
cuyos miembros durarán dos años en sus fun- 
ciones, renovándose en la forma establecida 
para los Diputados, y serán nombrados pública 
y directamente el último domingo de Noviem- 
bre. 

Art. 200. La ciudad de Buenos Aires for- 
mará un distrito con sujeción á las bases si- 
guientes: 

I a Cada una de las catorce parroquias en que 
actualmente está dividida y de las que en ade- 
lante se crearen, elejirá un concejo para su 
propio gobierno de barrio. 

2 a Un concejo central compuesto por delega- 
dos de los concejos parroquiales tendrá á su 
cargo los asuntos generales del municipio. 

La ley orgánica deslindará las atribuciones, 
responsabilidades y poderes de los concejos 
parroquiales y del concejo central, conñriendo 
á los cuerpos parroquiales las facultades y 
atribuciones necesarias para que ellos tengan 
existencia propiay puedan atender eficazmente 
á todos los intereses y servicios locales. 

Art. 201. La Legislatura determinará las con- 
diciones, la estension y distribución del régimen 
municipal en los demás distritos de la provin- 
cia, ajustándose en cuanto sea posible á los 
principios consignados en el artículo ante- 
rior y á las bases que se establecerán mas ade- 
lante: 

I a Toda Municipalidad se constituirá en 
un departamento ejecutivo y otro delibe- 
rativo. 

2 a El número de sus miembros se ñjará 
en relación á la población de los distri- 
tos. 

3 a Serán electores los que lo sean de Di- 
putados, estando inscriptos en el Registro 
Cívico del municipio y además los extran- 
jeros mayores de veintidós años domicilia- 
dos en él, que paguen impuesto directo, se- 
pan leer y se inscriban en un registro espe- 



Art. 200 Sesupiimió. 



Art. 201: 

La Legislatura determinará las condiciones, 
la estension y distribución del Régimen Muni- 
cipal en la Capital y en los demás distritos de 
la Provincia ajustándose (suprimido: en cuan- 
to sea posible) á los principios consignados en 
el articulo anterior y las bases que se estable- 
cerán mas adelante. 

Inciso 1° se le añadió al final: no pudrien- 
do ser constituido el primero sino por 
ciudadanos. 



3 a Serán electores los que paguen impues- 
to cuyo mínimum determinará la Le- 
gislatura, y que lo sean de Diputados, 
estando inscriptos en el Registro Cívico 
del Municipio, y además los extranjeros 
mayores de veintidós años residentes en 
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elejiblea todos los ciudadanos 

* años, vecinos del distri- 
i de dotnicili 
ue sepan leer y escribir 
itranjeros, que además de estas 
ios, paguen contribución directa, 
feeto tengan no capital de cier 
ó ejerzan una profesión liberal. 



'.,as funciones municipales serán c 
iblica, de la que nadie podrá est 
sino por escepcion i'nuiJaila en ley de 
le ría. 

i. Sun atribuciones inherentes al ra- 
inicipal las siguientes: 
ruzgar <le la valide?, o nulidad d 
ones de sus miembros y < 
ectores del distrito para llenar las * 
s de aquellos. 

lu^arigualinenle déla validez ú nul 
le las elecciones de jueces de paz y 
icaí- á los electores del distrito para 
,a elecciones en los periodos legales. 
Sombrar los funcionarios municipa- 

rener ásu cargo la policía de seguri- 
oroato y salubridad, los estableci- 

tos de beneliciiiicia, los asilos deinmi- 
es que sostenga el listado, las cárceles 



él seis meses antes de la eleccia 
paguen impuesto directo, sepan h 
inscriban en un Registro especial qui 
tari á cargo de la Municipalidad. 
■i -1 Serán elejibles todos los ciudad! 
mayores de 30 años, que paguen i 
puestos vecinos del distrito o 
ses de residencia anterior á la elección, 
que sepan leer y escribir, y si son as- 
(i'aiijerns. que adt.*mii» de estas condicio- 
nes, aumentada la residencia un año 
paguen contribución directa, ú en bu 
defecto tengan un capital de cien mil 
posos ó ejerzan una profesión liberal. 






2 a Nombra los Jueces de Paz con arre- 
glo á lo establecido en el articulo ISO 
y los funcionarios municipales. 

8» Refundida en la 2" 




Arl. 203. Las atribuciones esprealidas tienen 
las siga lentes limitaciones: 

1* Dar publicidad por la prensa á todos 
aua actos, reseñándolos en una memoria 
anual en la que se hará constar detallada- 
mente la percepción é inversión de sus 
rentas. 

2* La convocatoria de los electores para 
toda elección municipal deberá hacerse con 
quince días de anticipación por lo menos y 
publicarse suficientemente. 

3* Todo aumento de impuesto necesita 
ser sancionado á mayoría absoluta devotos 
por el cuerpo deliberante, aumentando para 
ese acto con un número igual al que lo 
compong' de los contribuyentes mayores 
en el municipio. 

4 a No se podrá contraer empréstito fuera 
del Estado, ni enagenar, ni gravar los edifi- 
cios municipales sin autorización previa de 
la Legislatura. Los empréstitos se votarán 
con la misma garantia establecida para el 

5 k Siempre que se haga uso del crédito 
será para obras señaladas de mejoramiento 
ó para casos eventuales y se votará una 
suma anual para 



tj" Las euage naciones solo podrán hacer- 
se en remate público anunciado con un mes 
de anticipación. 

7 a Siempre que hubiere de construirse 
una obra municipal de cualquier género que 
fuere, con tal que hubieren de invertirse 
fondos del común, la Municipalidad nom- 
brará una comisión de propietarios del dis- 
trito de la ciudad para que la desempeñe y 
dirija bajo cuenta y razón de todos los gas- 
e fondos que se consagran á 



¡as deberán sacar 
las cuentas no p 
; cuerpos raui 



ella. 

8* Las obras públi 
siempre á licitación. 
9* La aprobación d 
drán hacerse por los t 
Art. 204. Los municipios, 
cipales, los miembros de és 
rios nombrados por ellos, están sujetos á las 
responsabilidades siguientes: 

I a Los cuerpos municipales responden 
ante los tribunales ordinarios de sus omi- 
siones y de sus transgresiones é. la Consti- 
tución y á las leyes; la ley de la materia 
señalará la sanción penal de esta transgre- 

2* Los miembros de tos cuerpos munici- 
pales y los demás funcionarios municipales 



5 a Siempre que se l)aga uso del crédito será 
para obras señaladas de mejoramiento ó 
para casos -eventual es y se votará una 
suma anual para el servicio de la deuda, 
no pudiendo aplicarse los fondos á 
otro objeto que al indicado 



labras ó de la ciudad 



suprimieron las pala- 



Art. 204. Se suprimió Los Municipios, de- 
jando: Los Cuerpos Municipales, etc., etc. 



1« Se suprimió su parte final: la ley de la 
materia señalará la sanción penal de 
esta transgresión. 



- rf -^iu ae las res 
^v/uoobouiaades civiles ó criminales en que 
incurran por estas causas. 

4 a La solicitud de destitución deberá ser 
hecha por diez vecinos del municipio ma- 
yores de veintidós años y presentada ante 
el Juez del Crimen de 1* Instancia del De- 
partamento á que pertenece el acusado. 

5 a Recibida la solicitud por el referido 
Juez del Crimen, se trasladará al municipio 
del acusado dentro de ocho dias, sino tuvie- 
se en él el asiento del Juzgado, convocará 
un jurado doble en número al de esa Mu- 
nicipalidad que dentro de ocho dias fallará 
la causa al solo efecto de destituir al acu- 
sado 6 declarar que no hay lugar á la des-* 
titucion. Este fallo será inapelable, 
. 6 a La ley de la materia determinará la 
elección, procedimiento y calidad de los 
jurados. 
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Art. 205. La Legislatura dictará las leyes ne- 
cesarias para establecer y organizar un sistema 
de Educación Común, y organi ara asi mismo 
la instrucción secundaria y superior, y sosten- 
drá las universidades, colegios é institutos des- 
tinados á dispensarlas. 

EDUCACIÓN COMÚN 

Art. 206. Las leyes que organicen y regla- 
menten la educación deberán sujetarse á las 
reglas s i guie ntes : 

I a La educación común es gratuita y obli- 
gatoria en las condiciones y bajo tas penas 
^ue la ley establezca. 

2* La i'ireccíon facultativa y la adminis- 
tración general de las escuelas comunes 
serán confiadas á un consejo general de 
educación y á un director general de es- 
cuelas, cuyas respectivas atribuciones se- 
rán determinadas por la ley, 

3* El director general de escuelas será 
nombrado porel Poder Ejecutivo con acuer- 
do del Senado; será miembro nato del con- 
sejo general de educicion, y durará en sus 
funciones cuatro años pudiendo ser ree- 
lecto. 

4» El consejo general de educación, se 
compondrá por lo menos de ocho personas 
mas, nombradas por el Poder tjjecutivo 
con acuerdo de la Camarade Diputados. 
Se renovará anualmente por partes, y los 
miembros cesantes podrán ser reelectos. 

5* La administración local y el gobierno 
inmediato de las escuelas comunes estarán 
á cargo de consejos electivos de vecinos en 
cada parroquia de la Capital y en cada mu- 
nicipio del resto de la provincia. 



Art. 205. La Legislatura dictará las ley 
cesarías para establecer y organizar un si 
de educación común y la instrucción s 
daría y superior. 



Inc. 3° Se agregó y Presidente del Con- 
sejo, después de: miembro ttato. 



Inc. 4 o El Consejo General de Educación se 
compondrá de ocho personas mas, nombradas 
por el Poder Ejecutivo con acuerdo de la Cá- 
mara de Diputados y sus miembros durarán 
cuatro años en el ejercicio de sus funcio- 
nes, renovándose anualmente por cuartas 
partes y pudiendo ser reelectos. 



Para figurar después del 5° fué aprobado el 
siguiente inciso: 

Las condiciones que deben reunir tanto 
los electores como los elejibles, serán las 
misma* establecidas para la elección de 
municipales. 
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6* Se establecerán contribuciones y ren- 
tas propias de la educación común que les 
aseguren en todo tiempo recursos suficien- 
tes para su sosten, difusión y mejoramien- 
to, que regirán mientras la Legislatura no 
las modifique. La contribución escolar de 
cada distrito será destinada á sufragar los 
gastos de la educación común en el mismo 
y su inversión corresponderá á los consejos 
escolares. 



7 a Habrá, además, un fondo permanente 
de escuelas, depositado á premio en el 
Banco de la Provincia ó en fondos públicos 
de la misma, el cual será inviolable, sin 
que pueda disponerse mas que de su renta 
para subvenir equitativa y concurrente- 
mente con los vecindarios, á la adquisición 
de terrenos y construcción de edificios de 
escuelas. La administración del fondo per- 
manente corresponderá al consejo general 
de educación, debiendo proceder en su apli- 
cación con arreglo á la ley. 



INSTRUCCIÓN SECUNDARIA Y SUPERIOR 

Art. 207. Las leyes orgánicas y reglamenta- 
rias de la instrucción secundaria y superior se 
ajustarán á las reglas siguientes: 

1* La instrucción secundaria y superior 
estarán á cargo de la Universidad existente 
y de las que se fundaren en adelante en 
virtud de leyes sancionadas por la Legis- 
latura. 

2 a La enseñanza será accesible para todos 
los habitantes de la Provincia y gratuita 
con las limitaciones que la ley establezca. 

3 a Las Universidades se compondrán de 
un consejo superior presidido por el Rec- 
tor y de las diversas facultades estable- 
cidas en aquellas por las leyes de su crea- 
ción, 



A 



Después del inciso 6 o se consignó el siguien- 
te: 

Cuando la contribución escolar de un dis- 
trito no sea bastante para sufragar los gas- 
tos de educación del mismo, el tesoro pú- 
blico llenará el déficit que resulte. 

7 a Habrá además, un fondo permanente de 
Escuelas que se formará: I o De la tercera 
parte de las tierras públicas de la Provin- 
cia, existentes al tiempo de la promulga- 
ción de esta Constitución. — 2° De los supe- 
rabits de los presupuestos anuales de la 
adm nistracion general. 3° De las demás 
rentas y recursos que la Legislatura esta- 
blezca. Este fondo será inviolable, sin que 
pueda disponerse mas que de su renta para 
subvenir equitativa y concurrentemente con 
los vecindarios, etc., etc. 

Se agregó al artículo 206 estos dos nuevos 
incisos. 

La parte del fondo permanente que no 
consistiera en bienes raices, será deposita- 
da á premio en el Banco de la Provincia ó 
invertida en títulos de renta provincial. 

— Habrá un Monte-pio Escolar que será 
formado y organizado por la ley. 



Art. 207 Inc. 1°: 



I a La Legislatura instituirá para la educa- 
ción secundaria y superior una Universidad 
que ejercerá la superintendencia de los es- 
tablecimientos que privadamente se esta- 
blezcan, siendo la única que podrá espedir 
títulos de competencia. 



3 a $e cambió la palabra Universidades por 
Universidad, y dejando, por razón de concor- 
dancia, el verbo compondrán en singular. 
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4* El Consejo Universitario será formado 
por los decanos y delegados de las diversas 
facultades; y éstas serán entregadas por 
miembros ad konorem cuyas condiciones 
y nombramiento determinará la ley. 

5 1 Con esponderá al Consejo Universita- 
rio: dictar los reglamentos que exijan el 
urden y disciplina de los establecimientos 
de su dependencia; la aprobación de los 
presupuestos anuales que deben ser some- 
tidos á la sanción legislativa; la jurisdic- 
ción superior policial y disciplinaria que las 
leyes y reglamentos le acuerden, y la deci- 
sión en última instancia de todas las cues 
ti o n es contenciosas decididas en primera 
instancia por una de las facultades; promo- 
ver el perfeccionamiento de la enseñanza; 
proponerla creación de nuevas facultades 
y cátedres, reglamentar la espedicíon de 
matriculas, diplomas y Ajar los derechos 
que puedan cobrarse por ellos. 

d a Corresponderá á las facultades: la elec- 
ción de su decano y secretario, el nombra- ■ 
miento de profesores titulares á interinos, 
la dirección de la enseñanza, formación de 
los programas y la recepción de exámenes 
y pruebas, en sus respectivos ramos cientí- 
ficos; Ajar las condiciones de admisibilidad 
de los alumnos; administrar los fondos que 
le corresponden, rindiendo cuenta al conse- 
jo; proponer á éste los presupuestos anua- 
les y toda medida conducente á la mejora 
de los estudios ó régimen interno de las 
facultades. 
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Legislativas, los cuales serán elejidos del mis- 
mo modo, por los mismos electores y en los 
mismos distritos que los Senadores y Dipu- 
tados. ~ 

Esta Convención se reunirá tres meses des- 
pués de hecha la convocatoria, con el objeto de 
revisar, alterar ó* enmendar esta Constitución, 
y lo que ella resuelva por mayoría será pro- 
mulgado como la espresion de la voluntad del 
pueblo. 
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Aii. 212. I.'is funcionarios esiatentes 
mulgarse esta Constitución seguirán e 
sempeíio ile sus cargo hasta que ei 
provistos seguí 



Art. 218. Promulgada que sea esta Constitu- 
.'.¡nti, la Legislatura existente procederá á la 
brevedad posible á dictar la ley general de 
elc.viiincs con arreglo ii lo que en ella se orde- 
na. Promulgada la ley electoral, el Poder Eje- 
cutivo convocará al pueblo ile la Provincia, 
con ia anticipación conveniente, para las elee- 

es generales del último domingo de Mamo 
de 1874, en tas que deberán observarse todas 
las prese r i liciones de esta Constitución; y para 

>v»rla Legislatura bajo las bases que ella 
smii'iiin;!. i', ida Cámara antes de la terminación 
del corriente año remitirá al Poder Ejecutivo 
la nómina da los que deben cesar por las in- 
mpatibiüdades que les afecten. Loa miem- 
bros que queden, si en la nueva ley electoral 
¡edividen ó modifican las secciones que hoy 
representan, deberán optar por la sección que 
deseen continuar representando en la nueva 

tiotí, y se ordenará la elección de todos los 
miembros restantes para la integración de cada 
Canta». 

Art. í]4. Si la Legislatura actual no dictase 
la ley da elecciones antes de espirar el presen- 
3 año, queda autori/.ado el Poder Ejecutivo pa- 
a ordenar con la anticipación necesaria que 
ellas se practiquen en el día que fija esta Cons- 
titución, dividiendo al efecto toda la Provincia 
secciones electorales, bajo la base del censo 
liando cada sección abrazar la po- 
blación que correspondo á seis Diputados y 
tres Senadores. La elección se ordenará bajo la 
} del voto acumulativo en cada sección. 
use de esta autorización el Poder 
Ejecutivo solicitará de cada Cámara la nómina 
de loa 'Mi.-.' daban eeaar por incompatibilidad y 
la opción á que liaban los miembros que '(Ue- 
■ . :-lalura, respecto £ la sección gtts 
ii:ui i.' continuar representando en la nueva 
SsoeionaL Esto solo regirá hasta 



Art. 31!. Los funcionarios existentes al pro- 
mulgarse esta Constitución, seguirán el desem- 
peño de sus cargos. 



Art. 213. Suprimido. 



Art. £14. Suprimido. 
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que la nueva Legislatura dicte la ley de la ma- 
teria. 

Art. 215. La intervención de cada una de las 
Cámaras Legislativas para prestar su acuerdo 
á los nombramientos á que se refiere esta Cons- 
titución, empezará á hacerse efectiva desde que 
quede instalada la Legislatura de 1874. 

Art. 216. La Legislatura actual dictará la ley 
orgánica de los Tribunales de Justicia y la re- 
glamentaria de su procedimiento, de conformi- 
dad álos principios consignados en esta Consti- 
tución. 



Art. 217. Si la Legislatura actual no dictase 
las leyes indicadas hasta el I o del mes de Mar- 
zo del año 1874, el Poder Ejecutivo instalada la 
Legislatura en el mes de Mayo de dicho año, 
nombrará todos los Jueces que deben componer 
los Tribunales de Justicia con subjecioa á las 
siguientes disposiciones: 

I a La Suprema Corte de Justicia se estable- 
cerá en la Capital de la Provincia con cinco 
Jueces y un Secretario que deberá ser le- 
trado y nombrado en la misma forma que 
los miembros de la Corte. 

2 a Instalada que sea observará el proce- 
dimiento vigente en el conocimiento délos 
negocios de su competencia, en cuanto no 
se oponga á lo ordenado en esta Constitu- 
ción. 

Art. 218. En las causas contencioso adminis- 
trativas, la acción debe deducirse ante la Su- 
prema Corte en el perentorio término de un 
mes, contado desde la fecha en que la autori- 
dad administrativa hizo saber su resolución á 
la parte interesada. 



Art. 215. Suprimido. 



Art. 216. La Legislatura dictará en su próxi- 
mo período de sesiones las leyes orgánicas 
y reglamentarias de los principios sanciona- 
dos en esta Constitución. 

Si no lo efectuase en dicho periodo, el 
Poder Ejecutivo, propondrá á la sanción de 
la Legislatura á la apertura de sus sesiones 
los proyectos comprensivos de dichas leyes. 

Art. 217. Suprimido. 



Art. 218. Mientras no se dicte la ley de 
procedimientos en las causas contencioso 
administrativas, la acción debe deducirse 
ante la Suprema Corte de Justicia, dentro 
de los treinta días hábiles siguientes á la 
notificación de la resolución denegatoria. 
Regirán igualmente para este juicio los 
procedimientos establecidos para el juicio 
civil ordinario, en tanto que no se dicte la 
ley de la materia. 

Se aprobaron los siguientes artículos para que 
figuren después del 218: 

— Art. En el caso en que la autoridad 
administrativa, no pronunciare su . resolu- 
ción dentro de sesenta días desde que el 
espediente se encuentre en estado, podrá 
ella ser requerida, mediante el respectivo 
pedimiento por la parte interesada. 

Si transcurridos diez dias después del re- 
querimiento, dicha autoridad no se hubie- 
se expedido, la parte interesada tendrá de- 
recho á ocurrir á la Suprema Corte acom- 
pañando copia en papel común del escrito 
de requerimiento. 

La Corte pedirá informe á la autoridad 
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\n. ÍI9. El pooutb 


i de apelación por inapli- 


iMlutiiliiil ile la ley e 


ii que los Tribunales de 


Justicia en ultima i 


istanma f'utitlB» su sen- 


lutiria, solo serúadui 


sible cuando esta Bea re- 


recatona, 





Ait. ¿su Las funojonea deque un *.■ baca 
mención especia] en esta Constitución y que 
Itoy mu desempeñadas por el Tribunal doJua- 
ticia en sala plena, lo ser.ln por la Cortó Su- 
|.i-i'iu:i nuil v,'.: iiisinliuliL y niieniraa no se dic- 
ten las leyes orgánicas y de procedimiento. 

An. tgt. Se establecerá en la Capital de la 
Provincia dos Cámaras de Apelación en lo ci- 
vil v mi, ■ pan i" Criminal j < omerci&I, las unte 
conocerán en grado do apelación de laa raso— 
atencias de los Jueces de primera 
Instancia del departamento de la Capital en las 
causas de au fuero respectivo. 

Ait. 2¿2. Kn la campaña ae establecerá tres 

i'.iiiini'n- do Apelad un jiirisdiceion civil. 

< tí mina I, en loa departamentos 
del Sud, del Centro y del Norte, con residencia 
cu liiifjuiladus. calio/as de estos departamen- 
tos, los que conocerán oji grado de apelación 
délas resoluciones sentenciae de Ion Jueces 
de primera Instancia ie so respectivo departa- 
mento. 

ui £23 Cada Cantara de Apelación se com- 
pondrá de trea Jueoea, y tendrá un Secretario 

letrado ii brado ed la misma terina que 

a ■- 

W M4. El Podei Kiüi'iiiivn nombrar* en la 
- 1 de ealn Cons- 
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administrativa, la cual deberá expedirse 
dentro del término de diez días remitiendo 
los antecedentes. 

—Art. Si de los antecedentes remitidos 
resultase la retardación, la Suprema Corte 
declarará que ha lugar al recurso; y man- 
dará que la parte querellante deduzca den- 
tro del término de diez dias la acción á que 
se refiere el inciso 3" del articulo 156 de 
la Constitución, procediendo á su sustan- 
ciaron y decisión. 

Art. 819. En las causas criminales, el re- 
curso de apelación por la inaplicabilidad de 
ley ó doctrina en que los Tribunales de 
Justicia en última instancia fundan su sen- 
tencia, procederá desde la promulgación de 
esta Constitución, no solo de la revocato- 
ria, sino también de la confirmatoria, y sin 
perjuicio de las limitaciones que la Legis- 
latura podrá establecer para lo sucesivo 
respecto de la admisión del recurso. 

Se aprobó al siguiente articulo para Bgur&r 
después del ?]'.■: 

El término para su interposición será el 
de diez dias contados desde la notificación 
de la sentencia, y el procedimiento será el 
establecido por el Código de Procedimien- 
tos en materia civil y comercial en cuanto 
no se oponga á la naturaleza del juicio. 

Art ESÜi suprimido. 



AU. ¡SI, Suprimido. 



Art. m. Suprimirle 



irt, ¡Si . >n|'i H. lili... 
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titucion, cuatro Jueces de primera Instancia en 
lo Civil, tres en lo criminal y dos en lo comer- 
cial, con residencia en la ciudad capital y cuya 
jurisdicción se estenderá al departamento de 
la Capital con los partidos que actualmente lo 
forman: y en la campaña nombrará un Juez con 
la jurisdicción civil y comercial y o?ro con ju 
risdiccion criminal para cada departamento. 

Art. 225. Las Cámaras de Apelación y Jueces 
de primera instancia seguirán coaociendo de 
todas las causas sujetas á su jurisdicción con 
arreglo á las leyes vigentes y observarán el 
mismo procedimiento actual, en cuanto no se 
oponga á esta Constitución y mientras no se 
den las leyes orgánicas y reglamentarias y se 
establézcala jurisdicción de tierras. 

Art. 220. Instalada la Legislatura del año 
1874, dictará dichas leyes orgánicas y regla^ 
mentarias en el período ordinario de sus sesio- 
nes; si no lo efectuase en dicho tiempo, la Su- 
prema Corte de Justicia propondrá á la sanción 
de la Legislatura de 1875, á la apertura de sus 
sesiones, los proyectos comprensivos de dichas 
leyes. 

Art. 227. La Legislatura actual dictará la ley 
orgánica de la Justicia de Paz; y si no pudiese 
organizarse lo conveniente parala elección di- 
recta de los Jueces de Paz en el resto del pre- 
sente año, el Poder Ejecutivo seguirá haciendo 
los nombramientos de estos funcionarios para 
el año entrante de 1874, y la justicia correc- 
cional seguirá así mismo como está organizada 
hasta que se dicte aquella ley. 

Art. 228. La organización municipal seguirá 
bajo las bases vigentes hasta que la Legisla- 
tura dicte la ley orgánica con arreglo á lo que 
se ordena en esta Constitución. 



Stanford Unlversity Librarles 
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Art. 225. Suprimido. 
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Art. 226. Suprimido. 



Art. 227. Se resolvió suprimir la palabra di' 
recta en seguida de elección y en cambiar la 
fecha 1 874 por la de 1885. 



Se resolvió agregar estos nuevos artículos. 

La Legislatura dictará la ley sobre el Re- 
gistro Civil á que se refiere el art. 4° en el 
perentorio término de un año después de 
promulgada esta Constitución. 

Art. Hasta después de cinco años de 
promulgada esta Constitución, los vecinos 
de la Capital de la República, en ejercicio 
de sus derechos políticos, podrán desem- 
peñar todos los cargos de la Administra- 
ción de la Provincia de Buenos Aires sin 
necesidad de residencia permanente en 
ella. 

Para hacer efectiva la disposición contenida 
en la cláusula I a del Inciso 9 o del art. 206, se 
aprobó el siguiente : 

A los efectos de la cláusula I a del inciso 
9° articulo 206, el Poder Ejecutivo otor- 
gará escritura de trasferencia á favor del 
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